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PREFACIO 

Este texto se propone describir y examinar el proceso de elabo­
ración de la reforma del sector ambiental, iniciada en 1990, y 
evaluar el desarrollo de su gestión en los últimos años, en par­
t icular desde la expedición de la ley que creó el Ministerio del Medio 
Ambiente en diciembre de 1993. 

Entiendo, en virtud de mi participación en la concepción y 
construcción de la ley, así como en mi condición de primer ministro 
del Medio Ambiente, que siempre existe una inevitable distancia 
entre lo que se planea y lo que se ejecuta, entre lo que se sueña y se 
realiza. Distancia que parte de las dificultades de imaginarse el 
futuro deseado y posible y que, en últimas, constituyen los cimientos 
mismos del proceso de construcción de una ley como la aprobada. 
La distancia se crea también cuando se ponen en marcha nuevas 
instituciones que deben desenvolverse en el convulsionado entorno 
político, económico y social en que vivimos. 

Comprendo, además, que mi carácter de participante activo en 
el proceso de reforma y fortalecimiento institucional me confieren 
ventajas para reconstruir y examinar lo acontecido. Pero conlleva 
t ambién la desventaja de los sesgos a que ello pueda inducirme, y 
del prejuicio que pueda crearse en el lector que duda de una visión 
neutra. Consciente de estos hechos y de las responsabilidades que 
implican, asumí esta tarea. 

Algunos apartes de este escrito son testimoniales en su origen 
y su tono, opción que asumí consciente de los atributos y defectos 
de esta metodología y de los riesgos que le son inherentes. Entre 
ellos, que el autor haya pasado por alto, o no considerado en forma 
debida, las contribuciones de muchas personas e instituciones, o 
que se atribuya a sí mismo un mayor protagonismo del que le 
corresponde. 

9 





INTRODUCCIÓN 

Llegamos al final del siglo XX con crecientes procesos de deterioro 
ambiental. ¿Qué ha pasado con los esfuerzos adelantados en las 
últimas décadas para detenerlos?, ¿qué impacto han tenido las 
nuevas instituciones y programas públicos para la gestión ambien­
tal, incluidos los artículos consagrados en la Constitución de 1991 
y el Ministerio del Medio Ambiente creado en 1993? ¿Acaso han 
sido irrelevantes?, ¿qué podemos esperar del futuro? 

Son preguntas que se formula todo colombiano consciente de 
los fenómenos de destrucción, degradación y contaminación 
ambiental, recurrentes en la vida diaria del patrimonio natural 
colombiano. A esos ciudadanos están dirigidas estas páginas, en 
las cuales intento responder estos interrogantes, con la convicción 
de que se requiere un debate constructivo para enfrentar adecua­
damente las amenazas existentes sobre nuestro medio natural y 
nuestra calidad de vida. 

El deterioro ambiental es uno de los mayores problemas que 
afrontamos, no sólo porque compromete la calidad de vida de las 
presentes y futuras generaciones, sino también porque, de 
continuar con sus actuales tendencias, pone en riesgo la capacidad 
de los ecosistemas para servir de soporte de la vida y amenaza la 
supervivencia misma de nuestra especie. 

El ciudadano colombiano de hoy es víctima y causa de la 
contaminación del aire y de las aguas continentales y marinas, de 
la inadecuada disposición de desechos, de los fenómenos extremos 
de sequía y exceso de lluvias, de la deforestación, de la pérdida de 
suelos, de la desaparición de valiosas especies animales y vegetales 
y del agotamiento de los recursos pesqueros. Como consecuencia, 
el ciudadano padece diariamente los efectos nefastos del ambiente 
insano, reflejado en las altas tasas de mortalidad y morbilidad 
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relacionadas con enfermedades gastrointestinales, respiratorias, 
cardiovasculares, infecciosas y nerviosas. 

Los colombianos compartimos también con todos los habitantes 
del planeta las consecuencias y amenazas que representan los 
problemas ambientales globales, es decir, aquellos fenómenos que 
están siendo producidos por la acción colectiva de todas las naciones 
y cuya solución requiere la puesta en marcha de acciones solidarias 
por parte de ellas: el calentamiento global, el adelgazamiento de la 
capa de ozono, el declive de la biodiversidad, la desertización, la 
escasez de agua en diversos países o regiones, los letales conta­
minantes orgánicos persistentes que se desplazan por los mares, 
la lluvia ácida, la desaparición de los bosques tropicales y la 
degradación de los bosques boreales y temperados. 

El Estado y la sociedad civil enfrentan la enorme responsabili­
dad de combatir el deterioro ambiental, meta que sólo será posible 
en la medida en que hagamos compatible el desarrollo económico 
con la preservación, tal como se acordó en la Cumbre de la Tierra, 
en Río de Janeiro, en 1992. Todos los países trabajan hoy en pos de 
ese objetivo pero, cinco años después de Río, son muy dudosas la 
suficiencia y efectividad de las acciones que se están adelantando 
para colocar a las naciones y al planeta en el sendero del desa­
rrollo sostenible. 

Precisamente, sobre el paradigma conceptual del desarrollo 
sostenible se basaron muchas de las reformas ambientales, que se 
vivieron en Colombia durante la última década del siglo. En este 
libro he intentado examinar por qué, cómo y para qué se crearon 
las nuevas instituciones públicas para la gestión ambiental en 
Colombia, así como evaluar su desarrollo. 

En el primer capítulo intento describir y analizar la génesis de 
la gestión ambiental en Colombia, dado que la explicación de la 
naturaleza y características de la reforma exige una perspectiva 
histórica. De hecho, la construcción de las instituciones estatales 
modernas para los recursos naturales renovables se inició a los 
principios de los años cincuenta, cuando comenzó a hacerse 
evidente su deterioro en algunas regiones del país. 
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Más adelante, en 1990, se inició en Colombia un proceso de 
reforma y fortalecimiento institucional, en buena medida como 
respuesta a la Cumbre de la Tierra. En ese período se introdujeron 
numerosos artículos sobre medio ambiente y desarrollo sostenible 
en la Constitución Política de 1991, y se elaboró la Ley 99 de 1993 
que creó el Ministerio del Medio Ambiente. El capítulo II se refiere 
a la naturaleza, propósitos y características del ministerio y las 
normas constitucionales. 

En el tercer capítulo intento registrar el origen de la Ley 99 de 
1993 que desarrolla los mandatos constitucionales. Me refiero a 
su elaboración en el brazo ejecutivo de la administración pública y 
al proceso de modificaciones y aprobación al interior del Congreso 
de la República, así como al debate que suscitó en la sociedad civil. 
Recurro a diversas fuentes documentales y también a las obser­
vaciones que recogí como último gerente del Instituto Nacional de 
los Recursos Naturales Renovables y del Ambiente (lnderena) 
durante los tres años que transcurrieron desde el segundo semestre 
de 1990, cuando el presidente César Gaviria ordenó al Ministerio 
de Agricultura, al lnderena y al Departamento Nacional de Planea­
ción (DNP) presentar ante el Congreso un proyecto de ley para la 
creación de un ministerio. El proceso culminó en diciembre de 1993 
con su sanción. 

Como es natural, la forma que gradualmente tomaron las nue­
vas instituciones no puede explicarse exclusivamente a través de 
los procesos que se dieron al interior del gobierno y del Congreso. 
Fue decisivo también el arduo camino de debates y acuerdos que 
habrían de hacerse, para allanar las diferencias entre los diver­
sos puntos de vista e intereses, que surgieron en el curso de la 
tramitación del proyecto de ley. Tal es el tema que aborda el capítulo 
IV: 

Lejos estoy de la posibilidad de adelantar una evaluación 
comprehensiva del desarrollo de las instituciones creadas en la 
Ley 99 de 1993, tarea que está en mora de realizar el sector 
ambiental oficial y no gubernamental. No obstante, en el capítulo 
V hago una aproximación evaluativa, planteo hipótesis e interro-
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gantes que pueden dar luces sobre las principales fortalezas y 
debilidades de la política ambiental del gobierno del presidente 
Ernesto Samper. Uno de sus mayores propósitos ha sido continuar 
con la puesta en marcha del Ministerio del Medio Ambiente y del 
Sistema Nacional Ambiental (Sina), que se inició en los últimos 
siete meses de la administración del presidente César Gaviria. 

En el capítulo VI se evalúan las perspectivas de largo plazo, a 
partir de la situación nacional y de la ubicación del país en el ámbito 
internacional. Se reconoce que las fuerzas causantes del deterioro 
ambiental son tan avasalladoras que muchas acciones exitosas 
desarrolladas por las instituciones gubernamentales y no guber­
namentales, con frecuencia, pasan inadvertidas para el ciudadano 
medio, asolado en su diario vivir por un entorno socioeconómico 
que favorece la inequidad, la destrucción y el irrespeto a todas las 
formas de vida, empezando por la humana. 

Pero ello no es una excusa para no efectuar un seguimiento 
sistemático de evaluación de las reformas para la gestión ambien­
tal, por parte de la ciudadanía y de las entidades gubernamentales 
y no gubernamentales llamadas a hacerlo, tarea que estamos en 
mora de emprender y a la cual espero contribuir en algo con este 
libro. 



PRÓLOGO 

El ser humano tiene derecho 
a una vida saludable y productiva 

en armonía con la naturaleza. 

Esta obra es el producto de una intensa trayectoria académica y 
profesional, a lo largo de la cual Manuel Rodríguez Becerra ha 
contribuido de manera importante al desarrollo de la política 
ambiental colombiana. El interés que me asiste con estas líneas es 
compartir algunas de las reflexiones que el tema ambiental, y en 
especial este libro, han despertado en mí, ya que la mejor pre­
sentación de su obra es la gran experiencia que Rodríguez ha 
adquirido durante sus años de trabajo en el campo ecológico. 

Durante un largo período de tiempo se creyó que la naturaleza, 
en su inmensa sabiduría, poseía el don de reproducirse incansa­
blemente y de convertir los recursos naturales en una fuente ina­
gotable para la satisfacción de las necesidades del ser humano. La 
humanidad ha tardado siglos en entender que el planeta no es un 
abastecedor infinito de recursos. La acción destructiva de la mano 
del hombre y el acelerado ritmo de la explotación de la naturaleza 
tienen consecuencias devastadoras y atentan contra la subsistencia 
misma del planeta. Se hace imperioso, entonces, replantear nuestra 
concepción tradicional sobre la naturaleza, para sustituirla por 
una visión realista que se ajuste a los cambios políticos, sociales, 
económicos y científicos de finales de siglo. 

Esta prolongada falta de conciencia es la razón por la cual hoy 
nos enfrentamos a problemas de gran magnitud, como el adelgaza­
miento de la capa de ozono, el calentamiento global, la escasez de 
agua en diversos países, el declive de la biodiversidad, la contami­
nación de los mares, la lluvia ácida y la desaparición y degradación 
de los bosques, que constituyen una de las más ricas y diversas 
reservas biológicas del planeta. De igual forma, sabemos que los 
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desechos producidos por las operaciones nucleares han contamina­
do océanos, ríos, atmósfera y suelos, poniendo en peligro el medio 
ambiente y la salud humana, y que el ritmo de extracción de peces 
en mares y ríos excede la capacidad de éstos para reproducirse. 

La conservación del medio ambiente se ha convertido en un 
tema de gran trascendencia internacional, frente al cual se ha 
emprendido una campaña de acción colectiva, para lograr la toma 
de conciencia de sectores tan diversos como las autoridades estata­
les, la empresa privada, las organizaciones no gubernamentales y 
muchas otras que conforman nuestras sociedades. Los Estados, de 
manera aislada e individual, serán capaces de importantes resul­
tados locales, pero únicamente a través de la acción multilateral y 
solidaria lograremos solucionar, o por lo menos controlar, los 
problemas ambientales de naturaleza global. 

El éxito de la Cumbre de la Tierra realizada en Río de Janeiro 
en 1992, con la asistencia y participación de 1 72 países, es el reflejo 
de estas inquietudes. No podría referirme a la Cumbre de la Tierra 
sin hacer énfasis en que uno de sus grandes aportes fue sembrar 
las bases para la creación de una conciencia mundial sobre la im­
portancia de seguir los lineamientos del desarrollo sostenible, 
definido en aquella oportunidad como el derecho a acceder a un 
modelo de desarrollo, que responda equitativamente a las nece­
sidades económicas y ambientales de las generaciones presentes y 
futuras. 

La idea central de esta concepción es que el desarrollo econó­
mico y social no puede continuar haciéndose en detrimento de la 
base natural que lo sustenta; y que la protección del medio ambiente 
debe constituir parte integrante del proceso de desarrollo y no 
considerarse en forma aislada. Es este entendimiento el que ha 
llevado a la rápida y casi sorprendente aceptación del desarrollo 
sostenible como una meta que la humanidad debe buscar, y a las 
múltiples acciones realizadas en ese sentido por los Estados y 
organizaciones internacionales. 

Si bien es cierto que aún estamos lejos de llevar a la práctica la 
idea del desarrollo sostenible, continuamos en el proceso de 
instaurar la conservación y el buen uso de los recursos naturales 
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renovables y del medio ambiente, como un interés público de las 
naciones. 

No hay aún ninguna nación del continente americano, ni del 
globo, que pueda afirmar que se encuentra en la senda del desa­
rrollo sostenible. En general, hasta hoy, la mayoría de los países 
sólo cuentan con experiencias sectoriales encaminadas en esa ruta. 
Sin embargo, el reto es ineludible porque se trata de trabajar en el 
corazón mismo de las relaciones entre medio ambiente y desa­
rrollo. Si bien es cierto que es una tarea costosa, mucho más sería 
no emprenderla. En 1996, en Santa Cruz de la Sierra (Bolivia), los 
gobiernos de las Américas encontraron la dimensión regional de 
algunos de estos desafíos y también lograron hacer operantes al­
gunos propósitos que nos trazamos en Río. 

Colombia, por supuesto, no ha sido ajena a los problemas plan­
teados por el desarrollo sostenible, y aunque es sabido que aún 
queda un largo camino por recorrer, ya hemos empezado a conver­
tir propósitos, principios y criterios de desarrollo sostenible en 
diversas políticas, acciones y programas. 

Durante mi gobierno se hizo una ambiciosa reforma de las 
instituciones públicas para la gestión ambiental, a partir de la 
convicción de que las existentes no tenían la capacidad para 
adelantar una tarea razonable: las autoridades ambientales eran 
débiles, estaban atomizadas y contaban con recursos económicos 
del todo insuficientes. Era evidente que no estaban preparadas 
para enfrentar en forma creativa los retos impuestos por el creci­
miento poblacional y el modelo económico que nos propusimos 
desarrollar mediante la apertura económica. 

Constatamos, también, que las instituciones ambientales tam­
poco tenían la capacidad de participar en los complejos procesos de 
negociación internacional, surgidos por la necesidad de combatir 
las grandes amenazas ambientales globales que hoy hacen parte de 
nuestras preocupaciones. En este contexto, Colombiajuega un papel 
importante, ya que cuenta con una de las mayores riquezas en 
diversidad biológica del planeta, representada fundamentalmente 
en sus bosques, cuyas tasas de destrucción, asociadas con la 
deforestación y la contaminación, debemos detener. 
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El país ha realizado importantes reformas, tanto a nivel cons­
titucional, como legal y político. Las reformas emprendidas están 
principalmente contenidas en la Constitución de 1991, y desarro­
lladas en la Ley 99 de 1993. Esta última no sólo crea la cartera 
ambiental, sino que desarrolla algunas normas del amplio y 
comprehensivo conjunto de artículos ambientales consagrados en 
la nueva Carta Política. Se parte de la concepción de que el Estado 
tiene un papel irrenunciable y crucial en la tarea de garantizar a 
los ciudadanos un medio ambiente sano y de crear las condiciones 
para conservar aquellos recursos de interés para la humanidad. 
Este último es un objetivo que requiere la solidaridad internacio­
nal. Son dos tareas íntimamente vinculadas, que exigen descen­
tralizar la gestión ambiental y obtener un claro compromiso por 
parte de la ciudadanía. 

Estas concepciones nos llevaron a crear unas instituciones 
fuertes en el ámbito nacional: el ministerio, los institutos de inves­
tigación, la Procuraduría ambiental y las funciones que se le 
asignan a la Contraloría, todas orientadas a fijar las políticas y 
normas ambientales, hacerles seguimiento e incorporar esta 
dimensión en las políticas de los sectores energético, industrial, 
agrícola y comercial. 

Con el objeto de responder a las necesidades de estructuración 
del Sistema Nacional Ambiental, la Ley 99 de 1993 también concibió 
un aparato descentralizado, conformado en el ámbito regional por 
las corporaciones autónomas regionales, con capacidad técnica para 
enfrentar las complejas tareas de control de la contaminación, la 
protección de los ecosistemas estratégicos y para prestar la debida 
asesoría a las entidades territoriales, con respecto a la planeación 
municipal y el cumplimiento de las diferentes funciones que la ley 
les asigna en materia ambiental. La reforma también contempló 
la incorporación de numerosas fuentes de recursos económicos, 
necesarios para la realización de los programas de restauración y 
protección ambiental. 

Manuel Rodríguez singulariza en este libro algunos progresos 
en la puesta en marcha de la Ley 99 de 1993, cuyos primeros pa­
sos se dieron en el último año de mi gobierno; entre ellos, los pro-
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gramas de restauración, conservación y de fortalecimiento de la 
gestión ambiental, adelantados mediante programas de coopera­
ción y créditos internacionales. 

Es bueno, sin embargo, señalar que tenemos hoy importantes 
tareas aplazadas, como el fomento de la reforestación -un campo 
en el cual Colombia registra un enorme atraso y para cuya supe­
ración se estableció el Certificado de Incentivo Forestal-, como 
también programas a lo largo y ancho del país, para la adecuada 
disposición de basuras y aguas servidas y para asegurar la protec­
ción de las fuentes hídricas, del medio ambiente marino y de los 
bosques naturales más estratégicos. 

Los desarrollos en materia de descentralización de las corpo­
raciones autónomas regionales o de manejo de los parques 
naturales, con participación de las autoridades locales y de orga­
nizaciones no gubernamentales, también parecen haberse diferido. 
Bien valdría la pena volver a reflexionar sobre esas iniciativas que 
nos pueden ayudar a conservar la rica biodiversidad de Colombia, 
siempre bajo la guía, aceptada casi universalmente, de devolverle 
a la ciudadanía la responsabilidad de proteger y hacer un buen 
uso de la naturaleza. 

También valdría la pena volver sobre algunas funciones 
contempladas por la Ley 99 de 1993 como parte de la responsabili­
dad del ministerio y, en particular, aquéllas encaminadas a incidir 
en las políticas sectoriales, con el fin de hacerlas sostenibles. Son 
éstas las que precisamente distinguirían al nuevo ministerio de 
las entidades que sustituyó, en especial del Inderena, que tenía un 
marcado acento en las actividades conservacionistas y de carácter 
curativo, en contraposición con aquéllas de carácter preventivo y 
multisectorial, más características de lo que debe ser una gestión 
moderna y eficaz. 

Se trata, por ejemplo, de la función de fijar conjuntamente con 
el Ministerio de Comercio Exterior las políticas que afecten al medio 
ambiente. Hay que volver sobre las interesantes posibilidades que 
ofrece el establecimiento de industrias cuyos productos no sólo sean 
sanos para el consumidor, sino que hayan sido producidos sin hacer 
daño al medio ambiente. Se trata de aprovechar las oportunidades 
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que ofrece el nicho ambiental y, al mismo tiempo, evitar que lo 
ambiental se pueda convertir en una barrera no arancelaria para 
nuestro comercio exterior. 

El libro de Rodríguez nos debe servir a los colombianos para 
reflexionar sobre las orientaciones que deben tener nuestras ins­
tituciones de protección ambiental, los recursos fiscales que 
debemos destinar a ellas y la importancia de una gestión ambien­
tal descentralizada. Debemos también reflexionar sobre la meta 
que nos trazamos al expedir la Ley 99 de 1993 para destinar el 0,6 
por ciento de nuestro Producto Interno Bruto al sector ambien­
tal, cifra que se ajusta a los índices internacionales. 

El gran reto era entonces, y sigue siendo, tratar de armonizar 
el necesario desarrollo económico requerido por el país, con un 
adecuado manejo de los recursos naturales renovables, a través 
del diseño y puesta en práctica de instituciones fuertes y creativas, 
único medio para asegurar que ese desarrollo sea sostenible y no 
fugaz, y que garantice que los ecosistemas críticos para el soporte 
de la vida y de la actividad económica se mantengan saludables. 

La reforma ambiental en Colombia es un amplio estudio de las 
respuestas que, tanto la sociedad civil como las instituciones 
gubernamentales, han puesto en marcha para hacer frente a las 
preocupaciones del deterioro ambiental. Es un valioso recuento 
histórico que nos lleva por el camino del pensamiento ambiental 
colombiano, desde sus orígenes en la época precolombina hasta 
sus más recientes logros, exponiendo al lector, de manera clara y 
precisa, la estructura y el funcionamiento de las instituciones que 
hoy en día conforman el Sistema Nacional Ambiental. 

Manuel Rodríguez Becerra, a través de un enfoque legal, social 
y económico, analiza los triunfos y las debilidades de un proceso 
ya iniciado de fortalecimiento de las instituciones ambientales 
colombianas y termina su libro planteando las perspectivas que el 
futuro nos depara. 

César Gaviria Trujillo 
Washington D.C., enero de 1998. 



Capítulo I. 
HISTORIA DE LA GESTIÓN AMBIENTAL: 1950-1990 

E1 ciudadano de hoy tiene una concepción del medio ambiente, 
así como de la gestión pública ambiental, fuertemente arraigada 
en el contexto de la modernidad. Pero suele ignorar las tradiciones, 
prácticas y tecnologías que han tenido numerosos pobladores del 
territorio colombiano para el uso ambientalmente sano de los 
recursos naturales en diferentes períodos de nuestra historia, así 
como las normas estatales y las instituciones que comenzaron a 
crearse desde tiempo atrás. Este capítulo pretende dar una visión 
general sobre la historia de la gestión ambiental en Colombia, como 
preámbulo a la descripción de la reforma adelantada durante la 
última década del siglo XX, que será tratada en detalle en los 
restantes capítulos. 

DE LA ÉPOCA PRECOLOMBINA A LA REPÚBLICA 

Hoy contamos con documentación relevante sobre los sistemas 
tecnológicos para el manejo sostenible de suelos y aguas, que les 
permitió a los indígenas zenúes adelantar una activa producción 
agrícola en zonas fértiles pero inundables. De otro lado, los hallaz­
gos arqueológicos de Pueblito y Ciudad Perdida evidencian una 
sofisticada infraestructura hidráulica que permitió al pueblo 
Tayrona mantener en buen estado los ricos ecosistemas de la Sierra 
Nevada de Santa Marta durante varios siglos y al mismo tiempo 
suplir las necesidades básicas de alimento y vivienda de una 
población que llegó a exceder a la que hoy habita la región. 

Estudios recientes muestran cómo diversos grupos indígenas 
que habitan hoy varias regiones, así como las comunidades negras 
del Pacífico, son depositarios de saberes tradicionales que les han 

21 
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permitido interactuar en forma armónica con su medio natural, lo 
que se denominaría en la "jerga" técnica de moda, "la conserva­
ción y uso sostenible del bosque". El último libro de Gerardo 
Reitchel Dolmatoff (1912-1994), sobre los indígenas tukanos del 
Amazonas, nos introduce, mediante un bello relato, en la visión 
que tiene este grupo aborigen del mundo: su consideración del 
bosque como parte del cosmos, sus vínculos complejos y mul­
tidimensionales con su medio ambiente, y sus restricciones so­
ciales y sexuales, encaminadas a alcanzar la sostenibilidad ecoló­
gica 1. 

La normatividad estatal sobre el manejo de los recursos 
naturales tiene sus antecedentes en el período de la colonia, cuando 
se aplicaron los preceptos de Alfonso X, el Sabio -las Doce Partidas 
y las Leyes de Indias-, a partir de las cuales se expidieron las 
llamadas "Mercedes Reales de Aguas", que otorgaban el uso de las 
mismas. Esto se debe a que el dominio quedó siempre en cabeza de 
la corona española y, en no pocos casos, los antiguos bosques 
sagrados se convirtieron en cotos de caza, reservados sólo para los 
encomenderos, y vedados para los antiguos dueños2 • 

Al referirse a la colonia, es necesario resaltar la labor de la 
Expedición Botánica, dirigida por el sabio José Celestino Mutis, 
hito fundamental en el avance del conocimiento sobre nuestros 
recursos naturales. 

Durante los primeros años de la República, el Libertador Simón 
Bolívar reveló su espíritu visionario en diferentes disposiciones 
sobre los recursos naturales, entre los cuales se mencionan: el 
decreto relacionado con "las medidas de conservación y buen uso 
de las aguas", expedido en Chuquisaca, Bolivia, el 19 de diciembre 
de 1825. El decreto de bosques, referido a las "medidas de protec-

1 Gerardo Riechel Dolmatoff, The Porests Within, The World View of the Tukano 
Amazonn Indians, Londres, Themis, 1994. 

2 Imelda Gutiérrez, "La legislación ambiental preexistente frente al nuevo marco 
constitucional", en Ministerio del Medio Ambiente, curso de capacitación en 
Legislación Ambiental, Santa Fe de Bogotá, 1996, pág. 63. 
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ción y mejor aprovechamiento de la riqueza forestal de la Nación", 
dictado en Guayaquil, Ecuador, el 31 de julio de 18293

• 

En el año de 1873, se incorporó al dominio privado el régimen 
de dominio y previsiones aplicables a las aguas, diferenciando las 
públicas de las privadas y aplicando el concepto res nullius para 
aquellos bienes que no pertenecen a nadie, cuyo dominio se 
adquiere por la ocupación, como ocurre con la caza y la pesca para 
adquirir el dominio de los animales silvestres, y se contemplaron 
algunas disposiciones aplicables a esas actividades4

• 

EL CRECIMIENTO POBLACIONAL, LA COLONIZACIÓN 

Y LA TRANSFORMACIÓN DEL PAISAJE 

Pero a la vez, debemos reconocer que en la segunda mitad del siglo 
XIX y a principios del siglo XX, nuestros gobernantes y ciudadanos 
se preocuparon de manera muy marginal por el tema de la 
conservación y buen uso de los recursos naturales renovables, como 
un asunto de política pública. Era entonces un país con una riqueza 
exuberante de bosques y aguas, cuya agonía estaba más allá de la 
imaginación. Para ellos, la selva era un obstáculo para el progre­
so y la tala era un imperativo para abrir tierras para la agricul­
tura. 

Los bosques del Magdalena Medio, del Pacífico, de la Amazo­
nia, de la Sierra Nevada de Santa Marta y de la Macarena, así 
como de otros territorios del país habitados por indígenas o comu­
nidades negras, parecían terrenos baldíos ante los ojos de los 
mestizos y blancos de la región andina, que veían en las cordilleras, 
en los valles del Magdalena y del río Cauca, y en las planicies de la 
costa Caribe, oportunidades aptas para la expansión de la frontera 
agrícola. 

La población colombiana, al buscar satisfacer sus necesidades 
básicas, fue cr eando agroecosistemas y paisajes culturales que han 

3 Carlos Ruiz Páez, El pensamiento ecológico de S imón Bolívar, Academia Boyacense 
de Historia, 1994, págs. 23-38. 

4 Gutiér rez, op. cit. 
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traído como consecuencia el empobrecimiento de muchas co­
munidades naturales, y que ha conllevado una reducción de la 
capacidad productiva del territorio y de las oportunidades para 
mejorar su calidad de vida. El vertiginoso crecimiento de la 
población en este siglo es, sin duda, la mayor fuerza que explica la 
transformación del paisaje y el deterioro ambiental. Quizá, la mayor 
parte de los daños ambientales no han sido producto de acciones 
conscientes, sino más el resultado de intervenciones cuyas 
consecuencias se desconocían. 

LA COLONIZACIÓN DEL VIEJO CALDAS 

Una mirada de lo ocurrido con la colonización antioqueña del occi­
dente colombiano nos sirve para ilustrar estos fenómenos. Antes 
del siglo XIX, se hicieron, sin mayor consecuencia, algunos intentos 
de colonización del Viejo Caldas5 • En ton ces, la zona era selvática y 
prácticamente deshabitada. A finales del siglo XVIII, grupos de 
campesinos y comerciantes que habitaban poblaciones situadas al 
oriente de Medellín, tales como Rionegro y Marinilla, comenzaron 
a desplazarse gradualmente hacia el sur. Por espacio de más de 
cien años, este desplazamiento significó la apertura de cientos de 
millares de hectáreas de tierra fértil, que constituyen la región 
suroriental del hoy departamento de Antioquia y la casi totalidad 
de la región del Viejo Caldas6

• 

Una combinación peculiar de factores motivó a los grupos de 
colonizadores a abrir la frontera sur de la región antioqueña. Entre 
ellos, sobresalen las condiciones adversas del medio. Las tierras 
rojizas y escasamente productivas de las altiplanicies del oriente 
antioqueño, ya no resultaban suficientes para atender las necesi­
dades de sus moradores. El trajín del cultivo había empobrecido 
aún más esas tierras, hecho agravado por el aumento de las necesi­
dades de una población en incremento. Además, a finales del siglo 

5 Jaime Jaramillo, Historia de Pereira. Bogotá, 1963, págs. 52-58, 207-223. 
6 James Parsons, La colonización antioqueña en el occidente colombiano, 2ª ed. Bogotá, 

1961, págs. 106-144. 
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XVIII la producción de oro, una de las principales fuentes econó­
micas de la región, descendió en forma aguda. Circunstancias tan 
adversas forzaron a los campesinos y comerciantes a emigrar hacia 
el sur, no sólo en busca de las tierras fértiles y volcánicas de los 
nevados del Ruiz y del Tolima, sino atraídos, también, por los 
yacimientos auríferos que se perfilaban ricos, y por las guacas de 
oro de los pueblos indígenas, que se rumoraban pródigas 7 • 

A la postre, las tierras caldenses rindieron frutos y las guacas 
aparecieron generosas. No así las minas, que no resultaron abun­
dantes ni ricas. Tierras y guacas se convirtieron, entonces, en el 
imán de los nuevos grupos de colonizadores que siguieron la ruta 
de los pioneros y que, al emigrar, intentaron dejar atrás el oriente 
de Antioquia y las pobres oportunidades que éste ofrecía. 

Indudablemente, el avance hacia el sur fue estimulado por los 
pleitos instaurados en contra de muchos colonizadores por las 
compañías contratistas, que contaban con cédulas reales como 
títulos de propiedad sobre extensos territorios. La colonización 
también fue estimulada por el Congreso de la República que, entre 
184 7 y 1914, hizo concesiones de tierras, por lo regular de 12.000 
hectáreas, en 29 de las nuevas poblaciones. Esas tierras fueron 
repartidas entre los pobladores más antiguos8 • Como catalizador 
de la colonización debió obrar, también, la búsqueda de los antio­
queños de una vía de comunicación con el Pacífico y con el Valle 
del Cauca, región esta donde se dibujaban magníficas posibilidades 
para el comercio. 

Como parte del proceso de colonización, "se fundaron casi tantas 
ciudades nuevas como se habían fundado en el primer siglo de la 
conquista y la colonia"9

• Manizales y Pereira, dos poblaciones 

7 James Parsons, La colonización antioqueña en el occidente colombiano , 2ª ed. Bogotá, 
1961, págs. 25-26, 80-81. El descenso de la producción de oro, en Antioquia durante 
la segunda mitad del siglo XVIII, fue un factor que estimuló la migración en sus 
primeras etapas; se subraya que con posterioridad, y durante la primera mitad 
del siglo XIX, la producción de oro en Antioquia se recuperó n otablemente. 

8 Ibíd. , págs 147-149. 
9 Jaramillo, op. cit. , pág. 351. 
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fundadas en 1848 y 1863 respectivamente, establecidas en la 
segunda mitad del siglo XIX, se transformarían, en menos de 
cincuenta años, en dos de los diez centros urbanos más poblados 
de Colombia 10

• 

Sobre la colonización de Caldas se ha dicho que, al haber sido 
obra de granjeros antioqueños con escasos recursos económicos, 
promovió el establecimiento de una sociedad igualitaria de clase 
media 11• Esta interpretación, frecuentemente aceptada, fue acogi­
da por Parsons, en su revelador estudio sobre la colonización del 
occidente colombiano, donde subraya que en Caldas "se produjo 
este caso rarísimo de una sociedad democrática de pequeños propie­
tarios en un continente dominado por un latifundio tradicional"12• 

Esta tesis sobre la tradición democrática de los agricultores de clase 
media ha sido desafiada, desde tiempo atrás, por estudios bien docu­
mentados que indican que Caldas, desde la época de su colonización, se 
ha caracterizado siempre por una gran desigualdad13

• 

IMPLICACIONES AMBIENTALES DE LA APARICIÓN DEL CAFÉ 

Desde sus comienzos, la economía del Viejo Caldas se basó en la 
agricultura, la ganadería y el comercio. Hasta finales del siglo 
pasado era una economía primitiva. El plátano, la yuca y el maíz 
se cultivaban para el consumo local, y la cría de cerdos constituía 
uno de los negocios más lucrativos. El cacao, el caucho y el oro se 
convirtieron en los principales artículos de comercio con las otras 
regiones del país, durante la segunda mitad del siglo XIX14• 

El café fue cultivado por primera vez en el Viejo Caldas entre 
1865 y 1870, cuando se sembraron, por lo menos, cuatro pequeñas 

10 Oficina de Estadística Departamental, Censo 1901. 
11 Otto Morales Benítez, Testimonio de un pueblo, Manizales, 1962, págs. 4-10. 
12 Parsons, op. cit., págs. 151-152. 
13 Jaramillo, op. cit., págs 374-380; Keith Christie, Oligarchy and Society in Caldas 

Colombia, D. Phil Thesis, Oxford University, 1974, págs. 11-19, 109-115, 291-296; 
J.F. Ocampo, Dominio de clase en la ciudad colombiana, Medellín, 1972, págs. 45-
49, 201-205. 

14 Jaramillo, ibíd., pág. 4lq. 
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plantaciones, posteriormente abandonadas por falta de estímulos 
comerciales o a raíz de las guerras civiles. 

En la medida en que la superioridad del café caldense fue 
reconocida en el mercado de Nueva York, en la forma de un precio 
diferencial usualmente favorable a la variedad Manizales, su culti­
vo se incrementó en la región. 

Al encontrar inmejorables condiciones en los suelos volcánicos, 
el café reemplazó al sotobosque para conformar el cultivo de 
sombrío, o un sembradío entreverado en el bosque, que hoy consi­
deramos ideal, desde el punto de vista ecológico, por su capacidad 
para evitar la erosión, proteger las cuencas hidrográficas, reciclar 
los nutrientes y controlar las plagas. El campesino y el empresario 
cafetero crearon así una tecnología sostenible del cultivo del café, 
de manera similar a otros grupos de campesinos en diversas re­
giones del país. Infortunadamente para el país, estas tradiciones 
se encuentran muy escasamente documentadas, han sido erra­
dicadas en su mayor parte y sus legados han desaparecido como 
consecuencia de la revolución verde. 

La citada revolución verde también llegó a la industria cafe­
tera, con sus nuevas variedades a pleno sol y de alta productividad, 
cultivadas en la modalidad de monocultivos, con base en el uso 
intensivo de fertilizantes y plaguicidas. Quedó atrás el café ecológico 
como cultivo predominante, aunque hay quienes afirman que ello 
pudo evitarse. Lo único cierto es que, ante la dura competencia 
internacional entre los países productores del grano, Colombia no 
tenía otra alternativa, así constatemos hoy que las nuevas 
variedades, comparadas con las de sombrío, han traído costos am­
bientales (erosión, declive de la biodiversidad, desequilibrios 
hidrológicos, vulnerabilidad a las plagas, entre otros), que no han 
sido pagados por el consumidor europeo o norteamericano ni por 
el colombiano. 

Sin embargo, el cultivo actual del café resulta mucho más 
amigable para el medio ambiente que los usos intensivos de las 
tierras montañosas. Entre ellos, la ganadería es la predilecta y 
constituye la segunda actividad económica más importante del 
sector rural. Además, es posible desarrollar tecnologías que hagan 
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que el cultivo de las variedades predominantes y su procesamiento 
sea ambientalmente sano, o desarrollar variedades ecológicas, tal 
como lo han demostrado los cultivos de café orgánico, de gran de­
manda en los mercados internacionales, promovidos por el Instituto 
Mayor Campesino de Buga y las investigaciones de la Federación 
Nacional de Cafeteros, entre otros. 

El café trajo consigo otros problemas ambientales que se 
agudizaron en la misma proporción en que aumentaba la produc­
tividad por hectárea, durante los últimos cincuenta años: las 
enormes demandas de agua para su procesamiento y la contami­
nación proveniente del despulpado. Con frecuencia, los altos precios 
motivaron al caficultor a sembrar en aquellas zonas cuya única 
vocación posible es la de proteger las cuencas hidrográficas, 
conducta que ha desequilibrado los ciclos hidrológicos. 

No se puede desconocer, sin embargo, que el café ha sido fuente 
indiscutible de riqueza para la región y para el país. El desarrollo 
económico de Colombia durante los primeros setenta años de este 
siglo se explica, en gran medida, por la industria cafetera. El más 
alto desarrollo relativo de la vertiente cafetera y el mayor bienestar 
general de su población, con relación a otras regiones del país, tam­
bién se deben al café. 

Pero debemos insistir en que la modalidad predominante de su 
cultivo ha traído problemas ambientales que, de no resolverse 
adecuadamente, ponen en riesgo la actividad productiva de la 
región y, con ello, el bienestar de las presentes y futuras genera­
ciones. Se necesita, entonces, diseñar mecanismos creativos y 
urgentes para disminuir el impacto ambiental del cultivo y proce­
samiento del café y para asegurar, al mismo tiempo, su competiti­
vidad en el mercado internacional, al igual que ingresos justos y 
equitativos para los productores. Tal es la meta del desarrollo 
sostenible. 

Hace falta rescribir la historia social y económica del café, 
incorporando la dimensión ecológica, así como la génesis de la 
ocupación de nuestro territorio en todas las regiones del país. Sería, 
quizá, uno de los caminos que nos permitiría entender mejor las 
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intrincadas relaciones entre medio ambiente y desarrollo, telón 
de fondo indispensable para reconstruir, en forma cabal, la historia 
de la gestión ambiental y para proyectarla en el sendero del desa­
rrollo sostenible. 

DE PRINCIPIOS DE SIGLO A LOS AÑOS CINCUENTA 

En la primera mitad de este siglo, se desarrollaron diversos esfuer­
zos para avanzar en el conocimiento de los recursos naturales del 
país, se crearon instituciones para su administración y se expidie­
ron políticas y normas que, con frecuencia, obedecieron más a la 
motivación de explotar esas riquezas que a su uso racional. Men­
cionemos algunos. 

En las dos primeras décadas, se creó el Departamento de Tierras 
Baldías y Bosques Nacionales en el Ministerio de Obras Públicas, 
"el cual puso en práctica el pago de obras con bosques, una de las 
causas del proceso de deforestación de muchas zonas del país"15 • 

También se expidieron disposiciones de fomento y protección de 
los bosques o plantaciones productoras de materias primas como 
la tagua y el caucho, se creó la Comisión Forestal, que tuvo entre 
sus funciones establecer las reglas de explotación de los bosques, y 
se asignaron a los concejos municipales las funciones de defensa 
de las aguas y de la riqueza vegetal. 

En 1928, la Nación se reservó el dominio y uso de la fuerza 
hidráulica, hecho que coadyuvó a incorporar la noción de la 
conservación de los recursos naturales renovables. En 1936, la Ley 
de Tierras contempló normas de protección de las aguas y los 
bosques y sentó las bases para el establecimiento de reservas 
forestales. En 1938, se creó el Departamento de Tierras, Aguas e 
Irrigación dentro del Ministerio de la Economía Nacional, al cual 
se le dieron las competencias que tenían los ministerios de Agricul­
tura y Comercio, en materia del servicio de meteorología, y del 
Ministerio de Industrias y Trabajo, en los asuntos relativos al 

15 Diana Pombo y otros, Perfil ambiental de Colombia, Bogotá, Colciencias, Aid, Fondo 
FEN Colombia, pág. 252. 
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régimen de aguas, fuerza hidráulica, tierras baldías y bosques 
nacionales. 

En 1946 se crearon los institutos de Fomento Forestal y de 
Aprovechamiento de Aguas y Fomento Eléctrico, orientados funda­
mentalmente al aprovechamiento de estos recursos, aunque tam­
bién recibieron algunas funciones de conservación 16. En la década 
de los cuarenta se expidieron decretos relativos a las zonas fores­
tales protectoras de aguas y a los procedimientos para otorgar 
concesiones de bosques públicos17• También se expidió un régimen 
de aguas, que hace referencia al otorgamiento de concesiones, a su 
uso para la generación eléctrica, los acueductos y otras activida­
des, y establece obligaciones para los usuarios. 

Los CIENTÍFICOS y LOS RECURSOS NATURALES 

En este período, algunos científicos realizaron actividades pione­
ras en el conocimiento de nuestros recursos naturales. Enrique 
Pérez Arbeláez (1896-1972) fundó el Herbario Nacional (1928) y 
el Instituto de Ciencias Naturales de la Universidad Nacional 
(1940). Contribuyó con numerosos libros y artículos, con énfasis 
en la botánica, entre los cuales, Las plantas útiles de Colombia es 
referencia obligada para todos los investigadores sobre la materia. 
Fue un gran divulgador de las riquezas naturales de Colombia y 
de la necesidad de conservarlas, a través de su columna en el 
periódico El Tiempo. Posteriormente, creó el Jardín Botánico de 
Bogotá (1972) que abrió la brecha para la formación de otros 
jardines similares en otras partes del país. 

Por su parte, Federico Carlos Lehman Valencia (1914-1974), 
profesor de las universidades del Cauca, el Valle y la Nacional, 
fundó en Popayán, su ciudad natal, el Museo de Historia Natural 
de la Universidad del Cauca (1936). Participó en la creación de los 
parques nacionales de Puracé, los Farallones y de los Nevados. 

16 Pombo y otros, ibíd., págs. 251-252. 
17 Decretos 284 de 1946 y 2921 de 1946. 
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También fue el fundador del Museo de Ciencias Naturales de Cali 
(1963), que hoy lleva su nombre. 

A su turno, Gerardo Reichel-Dolmatoff, científico reconocido 
internacionalmente por sus aportes al estudio del hombre america­
no, inició sus investigaciones sobre las culturas indígenas del Caribe 
colombiano en relación con su medio ambiente, en los años cua­
renta. Sus estudios sobre los koguis y sobre las tribus del Vaupés 
educaron a los colombianos sobre estos grupos indígenas y los 
ecosistemas que habitan. 

El Instituto de Ciencias Naturales de la Universidad Nacional, 
desde su fundación, compiló la colección más rica de flora y avifauna 
del país, y rápidamente se convirtió en el centro por excelencia 
para la formación de una corriente de naturalistas, que ha dado 
origen a otros centros académicos y a muchos programas ade­
lantados por entidades gubernamentales, como el Instituto 
Nacional de los Recursos Naturales Renovables y del Medio 
Ambiente (Inderena) y los ministerios de Agricultura y del Medio 
Ambiente. 

Han hecho parte integrante del Instituto, entre otros, los 
científicos, José Cuatrecasas, Ernesto Guhl, Jorge Hernández Ca­
macho, Jesús Idrobo, Federico Medem, Thomas van der Hammen 
y Richard Evans Schultes, cuyas contribuciones han sido base 
fundamental para la construcción del conocimiento ecológico sobre 
Colombia. 

Ernesto Guhl, científico alemán, radicado en Colombia desde 
los años treinta, ha hecho múltiples contribuciones al conocimiento 
de la geografía y la ecología, entre las cuales se destacan sus 
tempranos trabajos sobre la selva húmeda tropical y los páramos 
de Colombia. En sus excursiones con estudiantes de la Universi­
dad Nacional por todos los rincones del territorio colombiano, se 
formaron varias generaciones de geógrafos y biólogos que apren­
dieron en el campo las bases fundamentales de la ecología y, con 
ellas, una insustituible forma pedagógica, arraigada en la mejor 
tradición de la escuela alemana. 

Al profesor Jesús Idrobo, formado en el Instituto de Ciencias 
de la Universidad Nacional, le correspondió crear en 1960 el 



32 LA REFORMA AMBIENTAL EN COLOMBIA 

Departamento de Biología de esa universidad, fundada por 
iniciativa del rector Mario Laserna, quien le señaló, como una de 
sus tareas fundamentales, ofrecer un curso de biología abierto, y 
en lo posible obligatorio, para los estudiantes de las otras profesio­
nes. En 1972, Idrobo promovió la fundación de la Sociedad 
Colombiana de Ecología, con apoyo de la Universidad Nacional, de 
la cual ha sido su presidente hasta la fecha. 

Entre los profesores extranjeros vinculados al Instituto, el 
doctor Thomas van der Hammen, quien visitó por primera vez el 
país a finales de los años cuarenta, se destaca por una obra pionera 
y prolífica, con más de 250 publicaciones. Ha desarrollado y 
adaptado originales metodologías para sus estudios de la historia 
y la dinámica de los ecosistemas, que comprende una amplia zona 
geográfica, desde la Sierra Nevada de Santa Marta, hasta la 
Amazonia, pasando por nuestras tres cordilleras, los valles inter­
andinos y los Llanos Orientales. 

Jorge Hernández Camacho o "el Mono Hernández", como lo 
llaman sus innumerables discípulos, ha sido uno de los botánicos y 
zoólogos más destacados del país y autor fundamental del proceso 
de creación de los parques nacionales. Miembro de la corriente de 
naturalistas del Instituto de Ciencias Naturales de la Universidad 
Nacional, no sólo ha señalado los lugares y límites de las áreas que 
deben ser objeto de protección especial, sino que ha sido el res­
ponsable de la sustentación científica para su creación. Jorge 
Hernández fue director del Instituto de Investigaciones Federico 
Medem, del Inderena; ha hecho contribuciones científicas en 
diversos campos de la ecología y siempre ha tenido una partici­
pación central en la definición de políticas y en la creación de las 
bases institucionales para la gestión pública ambiental. Además, 
conjuntamente con Carlos Castaño, Heliodoro Sánchez y Álvaro Soto, 
ha desarrollado una importante tarea en el proceso de creación y 
administración del área de parques naturales. 

En los años cuarenta, el Instituto Geográfico Militar realizó 
estudios en diferentes regiones del país sobre el estado de los suelos, 
y en la década de los cincuenta se fundaron las primeras facultades 
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de Ingeniería Forestal en la Universidad Nacional, secciona! de 
Medellín (1951) , en la Distrital Francisco José de Caldas (1951) y 
en la del Tolima (1958). En forma similar a sus escuelas modelo 
del Reino Unido, Alemania y Estados Unidos, estas facultades se 
orientaron hacia el aprovechamiento de los recursos madereros y 
muy poco al estudio del funcionamiento de los ecosistemas boscosos 
y sus formas de aprovechamiento sostenible. 

Por último, a nivel de educación básica, mencionamos la escue­
la naturalista de La Salle, con sus contribuciones al conocimiento 
de nuestra flora, como lo evidencian su amplia bibliografía y sus 
herbarios conformados en Bogotá y Medellín, durante las pri­
meras seis décadas del siglo. Allí dictó cátedra y dirigió inves­
tigaciones el hermano Daniel, uno de sus más connotados repre­
sentantes. 

LA INICIACIÓN DE LA GESTIÓN MODERNA DE LOS RECURSOS 

NATURALES 

En 1952, se estableció la División de Recursos Naturales del Minis­
terio de Agricultura, por recomendación del informe de la Misión 
de Administración Pública sobre la reorganización de la rama 
ejecutiva del gobierno de Colombia, bajo la dirección del profesor 
Lauchlin Currie. Dicho documento siguió al informe de la prime­
ra misión económica del Banco Mundial a Colombia, también 
dirigida por Currie. Las funciones de la nueva división "estarían 
principalmente relacionadas con el desarrollo racional de los 
recursos naturales, tales como tierras, bosques y pesquerías con 
miras a su conservación"18 • 

Esta recomendación se basó en el diagnóstico de la primera 
misión del Banco Mundial, invitada al país por el gobierno de 
Mariano Ospina Pérez, que señaló los procesos de erosión y el 
empobrecimiento de los suelos en diferentes regiones -Boyacá, Alto 

18 Lauchlin Currie. Reorganización de la rama ejecutiva del gobierno de Colombia, en 
informe de una misión dirigida por Lauchlin Currie. Bogotá, Imprenta Nacional, 
1952, pág. 172. 
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Magdalena, Santander y Nariño- como el mayor problema 
afrontado en materia de los recursos naturales renovables. 

El diagnóstico decía: 

"Es muy general la tala y quema de los bosques, además de otros métodos 
destructivos que se utilizan en muchos sectores montañosos para el cultivo 
de la papa y el maíz. Si el campesino vive cerca de una ciudad o población, 
puede vender o utilizar la madera o también fabricar carbón vegetal para la 
venta. Si no encuentra uso para sus maderas, las quema junto con los 
matorrales. En las montañas más escarpadas, los terrenos limpiados 'a fuego' 
no pueden utilizarse sino para una o dos cosechas, después de lo cual se 
abandonan para limpiar con los mismos métodos otras parcelas. La práctica 
de limitar el arrendamiento de la tierra a un período de uno a dos años y a 
una determinada extensión, para evitar posibles reclamos de 'mejoras' que 
podrían producirse en períodos más largos, ha hecho que los tipos de 
explotación más fáciles y destructivos, sean los más atrayentes, con lo cual 
se aumenta la erosión". 

En otro aparte, el informe comenta: 

"Otros suelos tienen menos huellas de erosión y de agotamiento de la 
fertilidad, aún en pendientes cultivadas demasiado inclinadas. Ciertos 
productos agrícolas y métodos de cultivo contribuyen también a reducir el 
problema de la erosión. Tal vez, el café es el mejor ejemplo. En la zona ca­
fetera del Quindío, los ricos suelos de topografía ondulante no presentan 
señales de erosión cuando han sido sembrados con café bajo sombrío, 
especialmente si el crecimiento de maleza se controla desyerbando a ras de 
la superficie, en lugar de cavar la tierra con un azadón. Hasta la fecha, 
parece que la Federación Nacional de Cafeteros es la única institución que 
realiza limitados, pero encomiables programas para ayudar a los cafeteros 
en la conservación de los suelos. El suelo colombiano necesita mejores 
programas de conservación para suministrar las bases que incrementen la 
eficiencia de la producción agrícola". 

El informe también advirtió que la erosión es una de las causas 
de la creciente sedimentación de los ríos, en particular del Magda­
lena, a su vez el mayor obstáculo para su navegabilidad. Sobre los 
bosques puntualizó: 
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"Por múltiples razones comprensibles, las grandes reservas forestales de 
Colombia no se han tocado aún. Las mejores se encuentran en el valle del 
Bajo Magdalena y en las laderas occidentales de la Cordillera de los Andes, 
dos regiones de clima muy insalubre"19• 

La Amazonia y la Orinoquia no merecieron mención alguna de 
la misión: estaban más allá de toda posibilidad de fomento. 

El diagnóstico también se refirió a la relación entre salud y 
medio ambiente, en los siguientes términos: 

"La sanidad general, inclusive la purificación del agua y la leche, la adecuada 
destrucción de basuras y el tratamiento de aguas negras, la exterminación 
de los insectos y los roedores que portan microbios, son los primeros pasos 
hacia la eliminación de enfermedades infecciosas agudas. Otros factores del 
medio ambiente que tienen influencia directa o indirecta sobre la salud, 
también deben ser considerados. Éstos incluyen el clima, los recursos 
naturales, la naturaleza y fertilidad del suelo, la vivienda y las condiciones 
generales del trabajo". 
"Colombia carece casi por completo de facilidades sanitarias elementales. 
Las inadecuadas condiciones del agua constituyen una amenaza para la salud, 
aun en las ciudades más grandes. El abastecimiento de agua potable en las 
áreas rurales es todavía menos satisfactorio. La carencia general de sistemas 
adecuados de alcantarillado y destrucción de basuras, indudablemente es 
causa en alto grado de la elevada incidencia de las enfermedades intestinales. 
Las instalaciones para el tratamiento de las aguas negras están aún en peor 
estado que el suministro de agua potable. La destrucción final de basuras y 
desperdicios es muy inadecuada en la mayoría de localidades. Ésta es una 
de las principales razones para que prevalezcan las ratas, los insectos y 
otras pestes". 

El citado informe del Banco Mundial reflejaba los ecos de las 
conclusiones de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre la 
conservación de los recursos naturales, convocada para intercam­
biar ideas y experiencias y para la reconstrucción de las áreas 
devastadas por la guerra. A la reunión, celebrada en Nueva York 

19 Bases de un programa de fomento para Colombia, en informe de una misión dirigida 
por Lauchlin Currie y auspiciada por el Banco Internacional de Reconstrucción y 
Fomento. Bogotá, Banco de la República, 1951, págs. 83-85. 
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en 1949, asistieron mil representantes de cerca de cincuenta países. 
Si bien sus resultados fueron limitados, su convocatoria determinó 
la competencia de las Naciones Unidas sobre los asuntos am­
bientales globales que, en últimas, derivó en las posteriores confe­
rencias de Estocolmo y Río de Janeiro, dos hitos en la incorporación 
del tema ambiental en la agenda internacional. 

A partir de la Conferencia de Nueva York, la ONU promovió 
diversos tratados en los años cincuenta, como por ejemplo los 
referentes a la prevención de la contaminación marítima por de­
rrames de petróleo (1954), la Convención sobre pesca y conser­
vación de recursos pesqueros de alta mar (1958) y el Tratado de la 
Antártida (1959). 

EL MINISTERIO DE AGRICULTURA, LAS CORPORACIONES 

Y EL INDERENA 

La creación de la División de Recursos Naturales del Ministerio de 
Agricultura fue el primer intento de establecer una gestión mo­
derna de los recursos naturales renovables, a nivel nacional. A 
pesar de la mayor prioridad que esa cartera dio siempre a los 
objetivos de explotación sobre los de conservación, se adelantaron 
programas, y se desarrollaron nuevas normas que contribuyeron 
a fomentar el uso racional del entorno. 

La nueva División promovió la expedición del Decreto 2278 de 
1953, mediante el cual se dictaron medidas para la conservación y 
explotación de los bosques, se designaron, como zona forestal 
protectora, los terrenos situados en las cabeceras de las cuencas 
de los ríos, arroyos y quebradas, y se dispuso que aquellos lugares 
caracterizados por una particular belleza escénica, o riqueza de 
fauna y flora, debían declararse "parques nacionales y objeto de 
protección especial". En los decretos 376 de 1957 y 1875 de 1959 
se establecieron normas sobre pesca marítima y continental de 
uso público. 

La Ley 2 de 1959, relativa a la economía forestal de la Nación y 
a la conservación de los recursos naturales renovables, estableció 
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siete grandes zonas de reserva forestal para protección de suelos, 
aguas y vida silvestre; entre ellas, la zona de reserva forestal de la 
Sierra Nevada de Santa Marta y la de la Amazonia. Adicional­
mente, previó la protección de zonas de especial valor ecológico, 
mediante la modalidad de parques nacionales. 

La gestión moderna de los recursos naturales renovables a nivel 
regional se inicia en la década de los cincuenta, con el nacimiento 
de las corporaciones autónomas regionales, cuando el Estado se 
aproxima a la planeación del desarrollo nacional y regional, 
impulsado por la primera misión del Banco Mundial, y por la 
elaboración del Plan de Desarrollo Económico de la cuenca 
hidrográfica del Alto Cauca. Para la ejecución de este último, se 
fundó la Corporación Autónoma Regional del Valle del Cauca (Cvc), 
en cuya concepción participó activamente David Lilienthal, 
cofundador y segundo director de la Tennessee Valley Authority 
(TvA). 

Con la Cvc se adoptó en Colombia el enfoque organizacional 
para el uso racional, con propósitos múltiples, de los recursos de 
tierras y aguas, que se empleaba en Estados Unidos desde 1933 en 
la TvA, para llevar a cabo labores de desarrollo integrado de la 
cuenca hidrográfica del río Tennessee. Este enfoque supone una 
visión comprehensiva de los recursos naturales, prestando aten­
ción, de manera simultánea, a su aprovechamiento y a su con­
servación con una visión ecosistémica. En últimas, la Cvc acabó 
teniendo jurisdicción sobre la cuenca del río Cauca en el departa­
mento del Valle y en el sur del Cauca, y no en la región más amplia 
originalmente prevista, que incluía zonas del antiguo departa­
mento de Caldas. Así se expresaron, por primera vez, las dificul­
tades políticas para establecer organismos suprarregionales en 
materia ambiental. 

La generación eléctrica fue una de la competencias adquiridas 
por la Cvc, como parte de la concepción integral del manejo de la 
cuenca. Se estableció también una sobretasa sobre el impuesto al 
valor inmueble, como fuente de financiación de la corporación, 
modalidad adoptada en otras corporaciones que se crearon des­
pués. Este m ecanismo constituyó un precedente para garantizar a 
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las entidades ambientales un flujo de rentas propias para inversión 
y funcionamiento, con el fin de que no dependan de los azares del 
presupuesto nacional, en cuyo proceso de asignación se le ha dado 
tradicionalmente muy baja prioridad2º. 

Para la creación de la Cvc debieron vencerse dificultades jurí­
dicas, pues no existía un marco legal que permitiera la conforma­
ción de entidades supradepartamentales. La Asamblea Nacional 
Constituyente expidió la autorización de formar establecimientos 
públicos con jurisdicción en todo el territorio nacional o parte de 
él. Sobre esa base, el gobierno del general Gustavo Rojas Finilla 
creó, en 1954, la Cvc. Pero las normas de creación quedaron sin 
piso con el plebiscito de 1957 y, por eso, la reforma de la Constitu­
ción de 1959 dispuso la conformación de regiones no coincidentes 
con la división político-administrativa21

• 

El modelo de la Cvc fue adaptado, en diferentes modalidades, 
por las otras cinco corporaciones que surgieron en el período 1954-
1968, sin que ellas asumieran la función de generación eléctrica. A 
la creación de la Cvc siguió el establecimiento de las corporacio­
nes de los Valles del Magdalena y el Sinú ( CVM), la Sabana de Bogotá 
y el Valle de Ubaté (CAR), del Quindío (CRQ), de la Defensa de la 
Meseta de Bucaramanga, (CDMB), la Corporación Nacional para el 
Desarrollo del Chocó y la Corporación Autónoma Regional de 
Urabá, creadas en 1960, 1961, 1964, 1965 y 1968, respectivamente. 

La CVM fue creada en 1960 por recomendación de la misión 
Nethan, contratada por el Ministerio de Obras Públicas para estu­
diar los problemas que podría causar la construcción del Ferrocarril 
del Atlántico en los recursos naturales del Bajo y Medio Magdalena, 
así como la forma como podría aprovecharse su paso por esas zonas 
para una explotación racional de sus recursos. La CVM fue desbor­
daci.a por los vertiginosos procesos de colonización, detonados por 
el Ferrocarril del Atlántico y estuvo lejos de garantizar un adecuado 

20 Diana Pombo y otros, op. cit., pág. 252. 
21 Alberto Nassar Moor, "Anotaciones sobre las corporaciones autónomas regionales, 

síntesis de su gestión en 36 años de existencia" en Revista de las Corporaciones 
R egionales, Santa Fe de Bogotá, N2 1, agosto de 1990, págs. 97-102. 



HISTORIA DE LA GESTIÓN AMBIENTAL: 1950-1990 39 

aprovechamiento y conservación de los más valiosos bosques 
existentes en los valles interandinos. Sin embargo, adelantó accio­
nes pioneras para la creación de lo que hoy se conoce como el Sis­
tema Nacional de Parques Nacionales Naturales (SNPNN). En alguna 
ocasión, el ambientalista Kenton Miller recordaba cómo la CVM 
tenía una de las más avanzadas concepciones de América Latina 
sobre los parques naturales. 

La CAR se fundó en 1961, con el objetivo primordial de manejar 
los recursos naturales de la Sabana de Bogotá, en especial los hí­
dricos. 

"En sus objetivos y funciones se observa una similitud a los de la CVC, enri­
quecidos con algunos elementos de las autoridades fluviales establecidas en 
Europa y de algunas corporaciones existentes en América del Sur, en 
particular Sudene del Brasil"22• 

La modalidad de corporaciones subdepartamentales nació con 
la Corporación Autónoma Regional del Quindío (1964), que se 
fundó como expresión de la dinámica política y sociocultural de la 
provincia del Quindío. La jurisdicción de la corporación se conci­
bió en forma tal que sus límites coincidieron con los del departa­
mento del Quindío, creado posteriormente al desmembrarse el 
antiguo departamento de Caldas. La CRQ, nacida como una corpo­
ración subregional, inició también la categoría de las corporaciones 
circunscritas a los límites político-administrativos de los departa­
mentos. 

Esta última modalidad encontró una nueva expresión en la 
Corporación Autónoma Regional para la Defensa de la Meseta de 
Bucaramanga (CDMB), establecida en 1965 para controlar la ero­
sión y encargarse de la administración del servicio de alcantari­
llado, la planeación física y otras obras de desarrollo de Bucara­
manga y sus municipios cercanos. 

22 Nassar, ibíd., pág. 98. 
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La modalidad departamental fue adoptada en la Corporación 
Nacional para el Desarrollo del Chocó (Codechocó), que se fundó 
en 1968 como un intento para fortalecer la gestión pública, en el 
departamento más abandonado y pobre del país, en momentos en 
que su situación se vio agravada por el incendio de Quibdó. A 
Codechocó se le otorgó también la responsabilidad de la eventual 
ejecución de la construcción del "Canal Interoceánico", proyecto 
que no llegó a ninguna parte, pero que ha sido resucitado posterior­
mente para preocupación de muchos ambientalistas, que ven en él 
la generación de impactos ambientales negativos en la región del 
Darién, una de las más ricas del planeta en biodiversidad. En ese 
mismo año, se estableció la Corporación del Desarrollo de Urabá, 
con el propósito de atender la crisis de servicios públicos de esa 
región, generada por su desordenado y vertiginoso crecimiento y 
fuente de violencia y tensiones sociales en su población. 

En síntesis, en la década de los sesenta surgieron corporaciones 
supradepartamentales, departamentales y subdepartamentales, 
todas con mandatos para administrar, parcial o totalmente, los 
recursos naturales de su jurisdicción, con funciones de planifica­
ción regional, y desarrollo de obras de infraestructura, y algunas 
con competencias particulares derivadas de coyunturas singu­
lares. 

Además, en la reforma constitucional de 1968, se definió un 
marco normativo para las corporaciones, a las cuales se les otorgó 
un carácter regional. Sin embargo, este espíritu de la jurisdicción 
regional fue desvirtuado con la creación, en 1971, de la Corpora­
ción Autónoma Regional para la Defensa de Manizales, Salamina, 
y Aranzazu, para tratar en forma prioritaria los problemas de 
erosión y sus consecuencias sobre los asentamientos humanos en 
el área de Manizales. En forma similar, en 1973 se estableció la 
Corporación Autónoma de los Valles Sinú y San Jorge en el departa­
mento de Córdoba. 

En 1968, en el contexto de la ambiciosa reforma administrativa 
del gobierno del presidente Carlos Lleras Restrepo, se creó el 
Inderena mediante la fusión de la División de Recursos Naturales 
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del Ministerio de Agricultura y la Corporación Autónoma Regional 
de los Valles del Magdalena y del Sinú. 

El nuevo instituto se adscribió al Ministerio de Agricultura, al 
cual, en el año siguiente, le fueron también adscritas las corpo­
raciones. Se creó también el Servicio Colombiano de Meteorología, 
con el fin de observar y analizar los datos hidrológicos y meteoro­
lógicos, al que posteriormente se le adicionaron las funciones en 
materia de aprovechamiento de aguas para la agricultura y la 
adecuación de tierras. 

Durante esos años, otras entidades recibieron funciones para 
la gestión ambiental: al Instituto Geográfico Agustín Codazzi 
(IGAc) le correspondieron los suelos. A Ingeominas, las aguas sub­
terráneas y fuentes geotérmicas. Al Instituto Colombiano Agrope­
cuario (IcA), la calidad ambiental de fertilizantes y pesticidas. En 
1971, se facultó a la Dirección Marítima y Portuaria para inter­
venir en asuntos relacionados con el control de la contaminación 
marina, la investigación oceanográfica y la defensa de las playas 
y costas. 

LA CONFERENCIA DE ESTOCOLMO 

Los ambientalistas internacionales Bárbara Ward y René Dubos, 
en la introducción de su libro Una sola Tierra, que sirvió como 
telón de fondo a la Conferencia de Estocolmo sobre Medio Am­
biente Humano, señalaron con lucidez: "En la medida en que 
ingresamos en la fase global de la evolución humana, es obvio que 
cada hombre tiene dos países: el propio y el planeta". 

A su vez, por encargo del Club de Roma, un grupo de investiga­
dores del Instituto de Tecnología de Massachusetts (MIT), liderados 
por Donella H. Meadows, publicó el libro Los límites del crecimiento, 
el cual advierte, en forma contundente, que de mantenerse las 
tendencias del crecimiento económico y de los patrones de consumo, 
se podría producir un súbito e incontrolable declive, ante la incapa­
cidad del planeta para soportarlos. 

La Conferencia de Estocolmo, realizada en 1972 ante la preo­
cupación de los países europeos por algunos problemas trans-
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fronterizos, como la lluvia ácida, incorporó el tema del medio 
ambiente en la agenda global y abrió el debate acerca de sus 
componentes y variables. En forma paulatina, sus conclusiones y 
recomendaciones se abrieron camino, sus interrogantes fueron 
materia de diversos foros y estudios y sus debates motivo de nuevos 
acuerdos y diferencias. Así se inició la era del medio ambiente, en 
contraste con el objetivo predominante de la conservación, que 
había caracterizado las décadas anteriores. 

Tal como se afirmó recientemente, 

"La agenda de Estocolmo fue inmensa y tuvo que ver virtualmente con 
todos los aspectos del uso de los recursos naturales, pero su atención (que 
reflejaba las preocupaciones de los países desarrollados que propusieron la 
Conferencia) se concentró en las amenazas al medio natural impuestas por 
el desarrollo económico. Los países en desarrollo, para los cuales estos 
problemas eran en buena medida irrelevantes, arguyeron que la pobreza 
constituía la más grande amenaza, tanto para el bienestar humano como 
para el medio ambiente, y que el desarrollo económico, en su caso, no era el 
problema sino la solución. Estocolmo marcó así una polarización entre las 
prioridades del desarrollo económico y la protección ambiental, que ha 
dominado el debate entre países ricos y pobres, y entre diversos grupos de 
interés, al interior de los países durante muchos años, conflicto que aún 
está por resolverse"23

• 

Entre los resultados de la Conferencia de Estocolmo semen­
cionan: la Declaración sobre el Medio Ambiente Humano, confor­
mada por 26 principios, que han servido como base para la 
construcción de tratados internacionales y legislaciones ambien­
tales a nivel nacional, y el establecimiento del Programa de las 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente (Pnuma), con el fin de 
catalizar la solución de los problemas ambientales, de orden 
nacional e internacional, y para monitorear el estado del medio 

23 Naciones Unidas, "Critica! trends, global change and sustainable development". 
Nueva York, Naciones Unidas, 1997, pág. 9. El autor de este artículo participó en el 
comité editorial del documento citado. 
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ambiente global. El Pnuma ha sido el encargado de la elaboración 
de diversos tratados globales, así como del establecimiento y puesta 
en marcha del Programa de Mares Regionales, que incluye cerca 
de treinta tratados. 

Como resultado de la Conferencia, también se hizo mayor énfa­
sis en los problemas transnacionales y en los de salud pública, 
generados por la contaminación. Igualmente, en la creación y forta­
lecimiento de agencias para la gestión ambiental y de legislaciones 
a nivel nacional, para la protección y uso racional de los recursos 
naturales renovables y del medio ambiente. 

En Estocolmo se crearon las condiciones para la elaboración de 
diversos tratados, entre ellos: el Tratado de Cooperación Ama­
zónica24, la Convención sobre Contaminación del Aire de Amplio 
Rango (Convención sobre Lluvia Ácida, 1979), la Convención sobre 
la Conservación de Especies Animales Migratorias (1979), la 
Convención para la Conservación de los Recursos Marinos Vivos 
de la Antártida (1980), la Convención sobre el Control del Trans­
porte Transfronterizo y Disposición de Desechos Peligrosos (Basi­
lea, 1989), la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho 
del Mar (Delos, 1982). 

Poco tiempo antes de Estocolmo, se habían negociado otros 
tratados: la Convención de Humedales de Importancia Interna­
cional (Ramsar, 1971), la Convención sobre la Protección del Patri­
monio Cultural y Natural Mundial (1962) y la Convención Interna­
cional sobre Comercio de Especies en Extinción (Cites, 1973). 

Los AMBIENTALISTAS COLOMBIANOS A PRINCIPIOS 

DE LOS SETENTA 

Al mismo tiempo que la Conferencia de Estocolmo marcaba un nuevo 
rumbo en el interés público por el medio ambiente, en Colombia se 
adelantaban diversas actividades ecológicas que evidenciaban el 
precario conocimiento sobre la situación ambiental del país. 

24 Aprobada por el Congreso Nacional mediante la Ley 74 de 1979. 
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El Grupo del Año 2000, un equipo de prospectiva, establecido 
por el presidente Misael Pastrana, a similitud de los creados en el 
extranjero, instauró los comités El Hombre y la Biosfera, 
coordinado por el científico Sven Zethelios, y Los Nuevos Territo­
rios, coordinado por el pionero y experto ambiental Julio Carrizosa, 
en ese entonces director del IGAC. Al avizorar que la presión sobre 
la Amazonia y la Orinoquia se incrementaría en la medida en que 
nos acercáramos al nuevo milenio, los comités señalaron la nece­
sidad de profundizar la investigación sobre estos complejos 
ecosistemas, antes de promover cualquier actividad de desarrollo 
en la región. Ya para la época, sin embargo, se había emprendido 
la colonización de la subregión del Caquetá, promovida por el 
Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (Incora), proceso 
durante el cual se abrieron tierras de poca vocación para las faenas 
agropecuarias y se talaron bosques de especial valor, antes de que 
se conocieran en su completa dimensión25

• 

El IGAc recogió esa recomendación y efectuó el levantamiento 
de 350.000 kilómetros de la Amazonia y la Orinoquia, como base 
para elaborar el inventario integral de la región 26

• No era la prime­
ra vez que el IGAc realizaba actividades en el campo ambiental, 
pues a principios de la década del sesenta había publicado el primer 
mapa ecológico del país, con la colaboración del Instituto de Ciencias 
de la Universidad Nacional y de expertos, como el hermano Daniel, 
que hicieron uso de la nueva metodología desarrollada por L. A. 
Holdridge para identificar regiones, mediante el análisis de factores 
de índole ecológica. 

En el primer semestre de 1971, se reunieron, en forma simul­
tánea, la V Mesa Redonda Panamericana sobre Recursos Naturales 
y el Primer Congreso Nacional sobre Recursos Naturales, 
organizados por Enrique Pérez Arbeláez y Julio Carrizosa, en los 

25 Colciencias, Grupo de Desarrollo Tecnológico y Prospectiva, Grupo del Año 2000, 
Resumen de actividades de los comités de El Hombre y la Biósfera y Los Nuevos 
Territorios. Santa Fe de Bogotá, Colciencias, 1973. 

26 Inderena. Informe de actividades, 1970-1974. Santa Fe de Bogotá, Presencia, 1975, 
pág. 18. 
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cuales se conocieron los avances científicos a nivel regional y 
nacional. A finales de ese año, se reunió el Primer Foro Nacional 
sobre el Medio Ambiente, organizado por la Universidad de los 
Andes, bajo la coordinación de Germán García. Allí se denunció la 
escasa acción y conocimiento sobre los problemas ambientales 
urbanos27• 

Las preocupaciones ecológicas de estos grupos de académicos, 
funcionarios públicos y ciudadanos fueron un reflejo de las diver­
sas iniciativas gubernamentales y no gubernamentales que venían 
consolidándose desde décadas anteriores. Se habían creado depar­
tamentos modernos de biología en las universidades de los Andes 
(1954), la Nacional (1960) y la del Valle (1964). También, la Facul­
tad de Ciencias Marinas de la Universidad Jorge Tadeo Lozano 
(1962) y el Instituto Colombo Alemán de Investigaciones Marinas 
de Punta Betín (1962), un esfuerzo conjunto de las universidades 
de Giessen y los Andes. Y a finales de la década de los setenta, se 
habían fundado los programas de ingeniería sanitaria en las 
universidades del Valle y Bolivariana de Medellín, y el Centro Ga­
viotas, especializado en tecnologías limpias, con énfasis en las ener­
gías alternativas. 

La sociedad civil venía desarrollando acciones innovadoras para 
la protección ambiental; entre ellas, las impulsadas por grupos 
ecológicos de la Universidad del Tolima, las jornadas ecológicas 
universitarias lideradas por el profesor de la Universidad del Valle, 
Anfbal Patiño, la Sociedad Colombiana de Ecología, promovida por 
el profesor Jesús Idrobo y por el congresista Mariano Ospina 
Hernández. 

Las inquietudes ambientales domésticas, sin embargo, no se 
reflejaron en el informe del Banco Mundial sobre los problemas y 
perspectivas del crecimiento económico de Colombia, elaborado 
por una misión dirigida por Hollis Chenery en 197028

• El tema de 

27 Grupo Interdisciplinario de Investigaciones Ambientales, Universidad de los An­
des. "Primer Foro Nacional sobre el Medio Ambiente". Santa Fe de Bogotá, Facultad 
de Ingeniería, Universidad de los Andes, 1972. 

28 World Bank Country economic report. Economic growth of Colombia, problems and 
prospects . Londres, The John Hopkins University Press, 1972. 
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la conservación y buen uso de los recursos naturales renovables 
está prácticamente ausente. Las aguas, los bosques y las pesque­
rías son tratados como recursos para el aprovechamiento, sin 
ninguna preocupación por su posible deterioro o extinción. No se 
hace ninguna referencia al Chocó y la Amazonia. El medio ambien­
te se considera, exclusivamente, en términos del saneamiento 
básico. En lo relativo al medio ambiente, este informe acusa un 
notable retroceso con respecto al presentado veinte años antes por 
la Misión Currie y no da ningún indicio para augurar que el Banco 
establecería la sostenibilidad del desarrollo como una de sus 
principales prioridades, veinte años después. La ausencia del tema 
debió tener alguna consecuencia en las decisiones de política 
nacional, en especial en las relativas al desarrollo económico. Este 
informe contrasta con las preocupaciones y acciones emprendidas 
para ese entonces a nivel global y nacional, representadas en la 
Conferencia de Estocolmo y en los certámenes nacionales mencio­
nados antes. 

LA SOCIEDAD CIVIL A LA DEFENSA DEL PARQUE TAYRONA 

Como respuesta a los acuerdos de la Conferencia de Estocolmo, las 
organizaciones ambientales no gubernamentales y otros sector·es 
de la sociedad civil incrementaron sus acciones. 

En 1973, derrotaron el intento de transformar el Parque Natu­
ral del Tayrona en un enclave para el turismo de lujo. La Corpora­
ción Nacional de Turismo recomendó, en 1972, la construcción de 
un complejo hotelero en las bahías del parque, iniciativa que 
encontró un clima muy favorable en la Presidencia de la República. 
De acuerdo con un estudio del Inderena, que fue revelado a la 
opinión pública por el periodista Daniel Samper, el Tayrona, un 
lugar con altos valores culturales, biológicos y escénicos, sufriría 
el mismo camino de destrucción a que habían sido sometidas mu­
chas de nuestras riquezas naturales y paisajísticas29• 

29 "Defensa del Tayrona, destrucción de Salamanca" en r evista Eco Lógica, número 
especial: "Veinticinco años de la gestión ambiental en Colombia, la escuela del 
Indere!la", Santa Fe de Bogotá, Nos. 17 y 18. 
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Tras múltiples expresiones cívicas en contra del proyecto, que 
incluyeron la participación de organizaciones no gubernamentales 
nacionales y extranjeras, el Congreso fue escenario de un acalora­
do debate, liderado por Alegría Fonseca, congresista que ha tenido 
un compromiso indeclinable con la causa ambiental aun antes de 
que ésta se pusiera de moda. La proposición "consérvese el Parque 
Natura! Tayrona y prohíbanse en él los desarrollos turísticos 
hoteleros" fue aprobada por el estrecho margen de un voto. 

La Sociedad Colombiana de Ecología, fundada por el parlamen­
tario antioqueño Mariano Ospina Hernández y el científico Jesús 
Idrobo, participó en el movimiento, como una de las primeras 
organizaciones no gubernamentales que existieron en el país. 

Después del debate parlamentario, los representantes de los 
grupos ecológicos, liderados por la representante Fonseca, visitaron 
en Washington a los directivos del Banco Mundial y del Banco 
Interamericano de Desarrollo (Brn), con el fin de bloquear los cré­
ditos que el Ejecutivo gestionaba ante esas entidades para insistir 
en el proyecto turístico, a pesar de la decisión del Congreso. El 
gobierno del presidente Misael Pastrana congeló el proyecto, que 
finalmente fue cancelado por el gobierno del presidente Alfonso 
López Michelsen. El destino del Tayrona, como Parque Natural 
Nacional, quedó confirmado así, tras una de las movilizaciones más 
intensas que se hayan dado en el país en relación con la conserva­
ción y el desarrollo, un hito en la formación de la conciencia 
ambiental de los colombianos. 

EL lNDERENA, EL CÓDIGO DE LOS RECURSOS Y LA POLÍTICA 

NACIONAL AMBIENTAL 

La década de los años setenta se distinguió por una creciente 
actividad del gobierno en el frente ambiental, que bien puede in­
terpretarse como una respuesta a la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, cuya influencia se hizo 
evidente en la mayoría de las naciones del globo. 

La creación del Inderena condujo hacia concepciones más 
orgánicas del ambiente y los recursos naturales, a la preocupación 
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por establecer estatutos que integraran e implementaran las 
normas existentes y a la definición de políticas de gestión ambiental. 
Así, en 1969 se expidió el Estatuto Forestalªº, en 1971 el de Parques 
Nacionales31 y en 1973 el de Flora32

• A finales de 1973, y con base 
en las conclusiones del IV Congreso Forestal Nacional, el gobierno 
adoptó la política forestal nacional integrada y, en 197 4, expidió la 
política pesquera nacional. 

En 1973, el Inderena se sometió a una reforma interna que 
incluyó la creación de cuatro direcciones de recursos a nivel de 
subgerencias33: bosques, pesca, cuencas hidrográficas y medio am­
biente, organización básica que perduraría hasta la década de los 
noventa. También se fortaleció el sector legal con la creación de la 
subgerencia jurídica, así como las seis subgerencias regionales, 
mediante las cuales se adelantaba la gestión en el 90 por ciento del 
territorio nacional que estaba bajo su jurisdicción. 

En 1974, se expidió el Código Nacional de los Recursos Natura­
les Renovables y de Protección al Medio Ambiente, mediante el 
Decreto ley 2811, sancionado por el presidente Alfonso López 
Michelsen. Su elaboración fue liderada por el Inderena, entonces 
gerenciado por Julio Carrizosa Umaña, figura clave y visionaria 
en la historia de la gestión ambiental de Colombia. 

La iniciativa de elaborar el Código Nacional de los Recursos 
Naturales Renovables y del Medio Ambiente fue compartida por 
los doctores Mario Latorre Rueda, profesor de la Universidad 
Nacional y de la Universidad de los Andes, y Hernán Vallejo, 
entonces ministro de Agricultura, según recuerda Julio Carrizosa 
U maña, entonces gerente del Inderena. Pero fue este último quien 
lideró el dificil proceso que transcurrió entre la elaboración del 
paquete legislativo hasta su aprobación. 

Primero fue el proceso de aprobación de la Ley 23 de 1973 que 
confirió facultades extraordinarias al Presidente de la República 

30 Acuerdo Nº 3 de 1969. 
31 Acuerdo N2 42 de 1971. 
32 Acuerdo Nº 68 de 1973. 
33 Acuerdo Nº 56 de 1973. 
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para expedir el Código y fijó los lineamientos para su elaboración. 
El trámite ante el Congreso estuvo a cargo de Margarita Marino 
de Botero, entonces directora de la oficina de relaciones internacio­
nales del Inderena. 

Después vino el proceso de elaboración del proyecto de Código. 
En la concepción técnica de la ley y del Código participaron, entre 
otros, Julio Carrizosa, Pablo Leyva, Manuel Quevedo, Germán 
García y Armando González. La arquitectura jurídica se le enco­
mendó a una comisión dirigida por Joaquín Vanín Tell o en la que 
participó el equipo de abogados del Inderena; entre ellos, Carlos 
Barrera Méndez, Justo Alfonso Gamboa e Imelda Gutiérrez. 

El primer proyecto de Código estuvo listo en julio de 1974, al 
final del período presidencial de Misael Pastrana Barrero. El 
gobierno de Alfonso López Michelsen demostró un gran interés y 
lo somé!tió a una amplia revisión por parte de la oficina jurídica de 
la Presidencia, dirigida por Álvaro Esguerra. En este proceso 
intervino el asesor internacional Guillermo Cano así como la comi­
sión anterior, presidida por el jurista Antonio Barrera, quien susti­
tuyó a Vanín Tel10, nombrado como nuevo ministro de Agricultura. 

Durante la revisión se eliminaron los aspectos reglamentarios 
y procedimentales. También se eliminó el título correspondiente a 
las sanciones, que a la postre debilitó su aplicación. Finalmente, el 
Código fue expedido mediante Decreto Ley 2811 de 1974. 

El nuevo Código se elaboró con base en la Ley 23 de 1973, 
sancionada por el presidente Misael Pastrana Barrero: 

''.Además de una ley de facultades, fue para su tiempo un estatuto definitorio 
de principios básicos e innovadores, pues consideró al ambiente en forma 
específica como objeto de tutela jurídica y como patrimonio de todos los 
colombianos, declaró la política ambiental como función del gobierno 
nacional, estableció el derecho de toda persona a disfrutar de un ambiente 
sano, la obligación conjunta tanto del Estado como de los particulares de 
participar en las actividades de mejoramiento y conservación del ambiente, 
a los cuales les dio carácter de entidad pública y estatuyó la responsabilidad 
civil del Estado y de los particulares por los daños causados como 
consecuencia de las operaciones que genera la contaminación o deterioro 
del ambiente. En uso de las facultades de la Ley 23 de 1973, el gobierno 
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nacional expidió el Código de los Recursos Naturales que determina los 
principios generales que deben guiar la gestión ambiental, los derechos y 
deberes con respecto al ambiente, las reglas para las relaciones entre los 
usuarios y la administración, y el régimen general para el manejo de cada 
recurso natural renovable"34• 

Si bien el presidente Misael Pastrana no sancionó el decreto 
mediante el cual se expidió el nuevo Código, siempre lo consideró 
como una de las gestiones más relevantes de su gobierno. Como ex 
presidente, se convirtió en uno de los estadistas más identificados 
con la causa ambiental a nivel global. Durante la Asamblea 
Nacional Constituyente de 1991 lideró y apoyó la consagración de 
diversos artículos en la nueva Constitución Política y fue el autor 
de aquel que establece la función ecológica de la propiedad privada. 

Los 340 artículos del Código, con una aproximación integral, 
establecieron los parámetros orientadores de la política y la 
normatividad ambiental. Definieron el marco para la creación de 
las áreas protegidas. Incorporaron normas sobre la administración 
y uso de los recursos naturales renovables y el medio ambiente 
(agua, suelo, flora, fauna, aire) y el manejo de basuras, aguas 
servidas, sustancias y productos tóxicos. Previeron la declaración 
del efecto ambiental para los proyectos de los diversos sectores de 
la actividad económica -industria, minería, obras públicas, etc.-, e 
incorporaron la educación ecológica y ambiental en los diversos 
niveles de la enseñanza. 

A la adopción del Código siguió una serie de decretos que 
reglamentaron varios de sus capítulos; entre ellos, el número 1337 
de 1978, que se refiere a los programas de educación ambiental; el 
Decreto 1681 de 1978, que regula la pesca y las actividades 
relacionadas; el Decreto 1715, que contempla la protección del 
paisaje; y el Decreto 2 de 1982 sobre emisiones atmosféricas. 
Además, en 1979, por iniciativa del Ministerio de Salud, se expidió 
la Ley Sanitaria Nacional, que abarca los aspectos sanitarios de 

34 Pombo y otros, op. cit., pág. 254. 
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protección ambiental cuyo tratamiento específico no estaba con­
templado en el Código. 

En 1974, el Inderena planteó la iniciativa de reformar las 
organizaciones públicas para la gestión ambiental, en el curso 
del complejo proceso que dio origen al Código. Argumentó la 
necesidad de hacerlo, ante la dispersión de las funciones 
ambientales en diversas entidades y para hacer eficaz la puesta 
en marcha de la nueva normatividad. No obstante, la Presidencia 
de la República afirmó que era necesario esperar hasta 1976, 
cuando se harían algunos ajustes institucionales en el sector 
público. Así se hizo, y en ese año, mediante el Decreto 133, se le 
dieron al Ministerio de Agricultura nuevas funciones en materia 
ambiental; entre ellas, la de hacer recomendaciones a la Presi­
dencia de la República sobre la política nacional ambiental. El 
Inderena fue , entonces, encargado de asesorar al ministerio en 
esa materia. 

Las nuevas reformas incluyeron un cambio de nombre: de 
Instituto Nacional para el Desarrollo de los Recursos Naturales 
pasó a denominarse Instituto Nacional de los Recursos Naturales 
Renovables y del Medio Ambiente. No era simplemente un asunto 
nominal. El Instituto, que se había creado durante la administra­
ción de Carlos Lleras en 1968, obedecía más a la meta del apro­
vechamiento de los recursos naturales que a su conservación. La 
Conferencia de Estocolmo, en 1972, y la expedición del Código 
habían señalado la prioridad de las gestiones de conservación y 
uso racional de esos recursos, para lo cual fue necesario adecuar 
sus objetivos y organización35• 

La idea de la reforma del sector siguió rondando en el Inderena, 
toda vez que se consideraba que la reforma de 1976 había sido 
insuficiente. En 1979, elaboró un proyecto para la reorganización 
del sector ambiental. Se exploró, entonces, tanto la alternativa de 

35 Inderena. Ecología y Estado en Colombia, informe de actividades, 1974-1978, Santa 
Fe de Bogotá, 1978. 
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crear un departamento administrativo como la de crear un 
ministerio36

• 

1973-1978: LA DEFINICIÓN DE UNA AGENDA AMBIENTAL 

DE LARGO PLAZO 

Además de iniciar una ambiciosa actividad encaminada a definir 
una legislación y unas políticas ambientales integrales, el Indere­
na formuló, en el período 1973-1978, un conjunto de actividades y 
proyectos destinados a aplicarlas37

• 

En ese sentido, el Inderena desarrolló programas de fomento a 
la reforestación con especies nativas y exóticas, entre los cuales 
sobresalió el adelantado con las comunidades, conocido como Pri­
decu, y los dirigidos a establecer plantaciones industriales, me­
diante incentivos fiscales (Ley 5 de 1993) y crediticios (Caja 
Agraria). Participó como socio en la creación de seis corporaciones 
forestales; regionales. Impulsó diversas actividades de investiga­
ción forestal, entre ellas, el programa de adaptación de especies 
con el montaje de parcelas en todo el país para observar el creci­
miento de especies foráneas y nativas, y la creación de la Corpora­
ción de Investigaciones Forestales (Conif), conjuntamente con el 
sector privado. Creó una red de viveros en todo el país y un Banco 
Nacional de Semillas para colectar, analizar, importar y distribuir 
semillas de especies nativas y exóticas. En esos años, dio especial 
prioridad a la distribución de plántulas y semillas de pinos y 
eucaliptos, iniciativa cuestionada posteriormente por los grupos 
de ambientalistas, en una controversia que aún no ha tocado su 
fin. 

36 Inderena, "Exposición de motivos para el proyecto de ley mediante el cual se crea el 
Departamento Administrativo del Ambiente y los Recursos Naturales y Renovables 
y se otorgan facultades extraordinarias al Presidente de la República", 1979. 

37 Inderena. Informe de actividades 1970-1974, Santa Fe de Bogotá, Presencia, 1975. 
Inderen a, Informe de actividades, 1973-1974, Santa Fe de Bogotá, Color Osprey 
Impresos Ltda., 1974. Inderena, E cología y Estado en Colombia, Santa Fe de Bogotá, 
1978. 
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A partir del nuevo Estatuto Forestal, la autoridad ambiental 
otorgó permisos y concesiones para el aprovechamiento de bosques 
naturales. Entre ellas, la concesión de Calima a Smurfit Cartón de 
Colombia, compañía extranjera duramente criticada por muchas 
organizaciones ecológicas. 

Por otra parte, el Inderena dio un gran impulso al enfoque ínter­
disciplinario para abordar el problema de la conservación y manejo 
de suelos y aguas, que toma como unidad de análisis y acción a la 
cuenca hidrográfica. 

El Inderena adelantó los primeros estudios comprehensivos de 
los recursos ícticos marinos y los primeros proyectos de investi­
gación de la pesca continental. Promovió la piscicultura y la acua­
cultura, con base en la adaptación y difusión de tecnologías, 
actividad pionera en el país que promovió gran parte de la indus­
tria existente hoy en estos campos. 

Desde sus primeros años, el Instituto enfrentó la compleja tarea 
de controlar el aprovechamiento de la fauna, frente a presiones 
muy fuertes del mercado internacional en demanda de pieles 
preciosas y animales silvestres. A principios de la década de los 
setenta se llegaron a generar intensas controversias entre el grupo 
de técnicos que defendía una posición más conservacionista frente 
al destino de la fauna y aquellos que tenían una posición más 
extractiva, representada por los funcionarios procedentes del 
Ministerio de Agricultura. 

Al prohibirse las exportaciones de fauna silvestre y sus productos, 
el Inderena debió lidiar con el difícil problema del tráfico ilegal. 
Promovió y ejecutó investigaciones sobre fauna, estableció en la Costa 
Atlántica y los Llanos Orientales las primeras estaciones para la cría 
en cautiverio de especies en peligro de extinción y desarrolló opera­
ciones especiales in situ para salvar de la extinción especies como el 
cóndor de los Andes y la tortuga marina gigante. 

Para ejercer las actividades de control y protección de los 
recursos, se creó el cuerpo de inspectores, dotados del equipo que 
les permitiera ejercer su tarea, especialmente en las áreas forestal 
y de pesca. En el mismo período, se promovió también la partici­
pación de la sociedad civil en la tarea de la conservación, mediante 
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la creación del grupo de Inspectores Nacionales Honorarios y las 
Ligas de Defensa de los Recursos Naturales. 

En 1968, el Inderena recibió de la CvM los parques naturales de 
la Macarena, la Cueva de los Guácharos, el Tayrona, la Sierra 
Nevada de Santa Marta y Salamanca. La declaración de los tres 
últimos por parte del Incora en 1964, a solicitud de la Corporación, 
había sido una de las mayores manifestaciones del surgimiento de 
la concepción de la conservación de los recursos naturales reno­
vables en el país. 

En 197 4, con la expedición del Código de Recursos Naturales, 
se definió el Sistema de Parques Nacionales Naturales y se 
estableció la normatividad vigente hasta hoy, que define cuatro 
categorías de áreas de manejo especial. Entre 1968 y 1975, se 
declararon otras siete áreas: Farallones de Cali, los Nevadas, 
Puracé, Amacayacu, las Orquídeas, Katíos y Tuparro, y se modi­
ficaron los límites del Tayrona y Salamanca. Y en este período, por 
primera vez se construyeron y abrieron al público centros de 
visitantes en los parques de Salamanca, Tayrona y Puracé. 

El 17 de enero de 1977, el Consejo de Política Económica y Social 
(Conpes), presidido por el Jefe de Estado Alfonso López Michelsen, 
aprobó la declaración de 19 nuevas áreas de manejo especial, con 
base en estudios adelantados conjuntamente por el Inderena y el 
Departamento Nacional de Planeación (DNP), que dieron un 
impulso definitivo al más ambicioso proyecto de protección de la 
biodiversidad con que hoy cuenta el país. La consolidación de los 
parques naturales se convirtió así en una de las principales 
realizaciones del Inderena durante sus 25 años de existencia. En 
ese propósito sobresale la labor del doctor Jorge Hernández 
Camacho y de su equipo de investigadores y discípulos, quienes 
señalaron las áreas que deberían ser objeto de protección, sin recibir 
en todos los casos el debido reconocimiento. 

La agenda de trabajo del Inderena, para los quince años 
siguientes de su existencia, quedó marcada por la orientación del 
Código y demás determinaciones adoptadas en el período 1973-
1978, durante el cual Julio Carrizosa ejerció la gerencia del Insti­
tuto. La agenda priorizó la gestión ambiental en el área rural, como 
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reflejo de la vinculación del Instituto al Ministerio de Agricultura, 
actitud imitada por muchas corporaciones, en particular las que 
reemplazaron al Inderena en una parte del territorio nacional. 

Como dijimos, la agenda de las corporaciones regionales siguió 
la ruta trazada por las pioneras y por los mandatos particulares 
impartidos a cada una, pero cuando se trató de instituciones que 
reemplazaron alguna secciona! del Inderena, también tomaron 
elementos de éste. En los años setenta, las seis corporaciones autó­
nomas regionales existentes desde la década anterior (Valle del 
Cauca (Cvc), Sabana de Bogotá (CAR), Quindío (CRQ), la Meseta de 
Bucaramanga (CnMB), Codechocó y Corpourabá), así como las que 
se fueron creando en aquel período (la de Santander (Cramsa) y la 
del Valle del Sinú (Cvs) en 1973), adelantaron diversas labores 
ambientales, generalmente relacionadas con las cuencas 
hidrográficas y los bosques. Se exceptúan de este patrón la CnMB y 
Cramsa, cuyas actividades se concentraron en el control de la 
erosión, labor en la cual mostraron positivos resultados. La Cvc se 
distinguió por sus labores de control de la contaminación industrial 
en Cali y Yumbo y se convirtió en la primera entidad ambiental 
dotada con los equipos, laboratorios y reglamentaciones especiali­
zados para tal fin. 

En 1976, el gobierno nacional adscribió las corporaciones al 
Departamento Nacional de Planeación, con el fin de fortalecer sus 
funciones de planeación y desarrollo regional, sin abandonar sus 
competencias en el campo del manejo ambiental, que se habían 
enriquecido con la adopción del Código Nacional de los Recursos 
Naturales. Tal como lo anotara Alberto N assar, jefe de la División 
de Corporaciones del DNP, "desde ese momento, el Departamento 
estuvo tratando de establecer una regionalización del país y de 
promover corporaciones de alcance supradepartamental, como las 
propuestas para el Alto Magdalena, el Magdalena Medio, N ariño, 
y Putumayo. Sin embargo, estas iniciativas no contaron con el apoyo 
del Congreso o fueron consideradas localmente como contra­
dictorias con la autonomía departamental"38• 

38 Nassar, op. cit., "Anotaciones sobre las corporaciones autónomas regionales. Síntesis 
de su gestión en 36 años de existencia", op. cit., pág. 99. 
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EL lNDERENA Y LAS CORPORACIONES EN LOS AÑOS OCHENTA: 

CONFLICTOS Y DISPERSIÓN DE LA AUTORIDAD AMBIENTAL 

En 1980, el Inderena estaba compuesto por una red de 24 regiona­
les con una cobertura del 90 por ciento del territorio nacional, mien­
tras que las ocho corporaciones autónomas regionales tenían 
jurisdicción sobre el 10 por ciento restante. 

Para entonces, el Instituto había consolidado su actividad en 
cuatro campos básicos: acciones de ordenamiento ambiental, en 
particular de cuencas hidrográficas. Acciones de investigación sobre 
bosques naturales y plantados, especies hidrobiológicas y de fauna. 
Acciones de administración, mediante programas de control y 
protección de los recursos, a través de un cuerpo de inspectores, 
con prioridad en los sitios de aprovechamiento, programas para el 
otorgamiento de permisos, licencias y concesiones y cobro de tasas, 
así como planes de administración de los parques naturales y áreas 
protegidas. Acciones de fomento; entre ellas, el programa de manejo 
y desarrollo integrado de recursos naturales -actividades con las 
comunidades para el desarrollo forestal, piscícola, y faunístico a través 
de zoocriaderos-, el programa de desarrollo de pesca marítima 
artesanal y el programa de educación ambiental39• 

La década de los ochenta fue muy prolífica en la expedición de 
nuevas normas y en la creación de entidades gubernamentales con 
competencia sobre los recursos naturales renovables. En algunos 
casos, éstas contribuyeron al proceso de descentralización para el 
manejo de los recursos naturales renovables, pero en otros, atomi­
zaron aun más la autoridad ambiental a nivel nacional. 

En 1980, se expidió el nuevo Código Penal, que creó y reguló 
los delitos contra los recursos naturales, considerando como tales, 
los actos ilícitos relacionados con su aprovechamiento, la ocupación 
de parques y zonas de reserva forestal y la explotación de yaci­
mientos mineros, así como los daños a los recursos naturales y la 
contaminación ambiental. 

39 Inderena, Política nacional de desarrollo ambiental y de los recursos naturales, 1980-
1981. Santa Fe de Bogotá, 1981, págs. 23-27. 
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En 1981, se expidió la Ley 56, que obligó a las empresas genera­
doras de energía de más de diez kilovatios, a invertir el 2 por ciento 
de las ventas de energía en programas de reforestación o protección 
ambiental en la cuenca hidrográfica que alimenta el embalse o 
suministra el combustible. 

En el período 80-85 continuó la reglamentación del Código de 
Recursos Naturales y de la Ley Sanitaria, mediante los decretos 
de cuencas hidrográficas40, emisiones atmosféricas41, y sobre verti­
mientos y calidad del agua42

• 

A finales de la década, se expidió el Código de Minas con diver­
sas normas sobre medio ambiente y la disposición de que, al otor­
gar el permiso minero el Ministerio de Minas, se concedía también 
la viabilidad ambiental. 

Durante el gobierno del presidente Julio César Turbay se crea­
ron nuevas corporaciones: en 1981, la Corporación Autónoma 
Regional del Tolima (Cortolima) y la de Risaralda (Carder); y en 
1982, una corporación con jurisdicción en Nariño y Putumayo. 

El gobierno del presidente Belisario Betancur, haciendo uso de 
las facultades extraordinarias conferidas por la Ley 10 de 1983, 
creó, a finales de este año, un conjunto de corporaciones, orienta­
das a afrontar las crisis fronterizas generadas por las devaluacio­
nes monetarias de Ecuador y Venezuela: la Corporación Autónoma 
Regional de la Guajira ( Corpoguajira), la de Cesar ( Corpocesar) y 
la de la región nororiental (Corponor). Además, la corporación de 
N ariño y Putumayo se dividió en dos, para crear Corponariño y la 
Corporación Autónoma del Putumayo (CAP). También se creó la 
Corporación para la Reconstrucción y Desarrollo del Cauca (CRc), 
como medida para resolver los problemas generados por el terre­
moto que afectó a Popayán. 

En ese mismo año, y con el fin de compensar a la región del 
oriente antioqueño por los impactos generados por la construcción 
del embalse y la hidroeléctrica del Peñol, el gobierno creó la 

40 Decreto 2857 de 1981. 
41 Decretos 02 de 1982 y 2200 de 1983. 
42 Decreto 1594 de 1984. 
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Corporación Autónoma Regional del Río Nare (Cornare) con las 
funciones de electrificar el sector rural y administrar, proteger y 
desarrollar los recursos naturales renovables. Como ingresos para 
su funcionamiento se le otorgaron los provenientes de la Ley 56 de 
1981, precedente importante para el posterior fortalecimiento de 
este mecanismo de rentas para la gestión ambiental en cabeza de 
las corporaciones, que se habría de establecer en la Ley 99 de 1993. 
A su vez, la CAR recibió de la Empresa de Energía Eléctrica de 
Bogotá la delegación para administrar los recursos para el sector 
ambiental, procedente de la Ley 56, en el área de su jurisdicción. 

En 1988, se creó la Corporación Autónoma Regional del Magda­
lena y de la Sierra Nevada de Santa Marta (Corpomag), la última 
en establecerse previamente a la expedición de la Ley 99 de 1993, 
en la cual se crearon 16 nuevas corporaciones. Las 18 corporacio­
nes establecidas entre 1954 y 1988 (véase cuadro), llegaron a tener 
jurisdicción sobre un 25 por ciento del territorio nacional, siendo 
el 75 por ciento jurisdicción del Inderena43• 

Corporación Fecha de Extensión Población No. 
constitución miles km municipios 

cvc Octubre 22 de 1954 22,00 3.313,75 60 
CAR Enero 31 de 1961 7,92 5.062,54 55 
CRQ Diciembre 31 de 1964 1,85 396,70 12 
Codechocó Mayo 22 de 1968 46,53 254,90 20 
Corpourabá Diciembre 26 de 1958 12,26 153,30 14 
Cramsa Diciembre 23 de 1971 1,67 465,86 4 
cvs Octubre 11 de 1973 25,00 959,18 28 
CDMB Noviembre 19 de 1979 1,85 642,33 10 
Cortolima Enero 15 de 1981 23 ,56 1.104,99 44 
Carder Noviembre 22 de 1981 4 ,14 656,63 15 
Corponariño Febrero 15 de 1982 33,26 1.069,90 56 
Corponor Diciembre 17 de 1983 21,65 927,96 36 
CRC Junio 23 de 1983 19,07 306,98 17 
CAP Diciembre 17 de 1983 10 
Corpoguajira Diciembre 17 de 1983 20,84 268,04 10 
Corpocesar Diciembre 23 de 1983 22,90 613,78 24 
Cornare Diciembre 23 de 1983 8,05 504,19 26 
Corpomag Marzo 16 de 1988 15,20 807,48 22 

43 Revista de las Corporaciones Reg ionales, cuadro 1, pág. 101. 
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La dispersión de la autoridad ambiental, mediante la creación 
de nuevas corporaciones y la expedición de otras normas, fue una 
de las razones para que la firma Mejía, Millán y Perry, contratada 
por el Inderena durante la administración de Margarita Marino 
de Botero, adelantara un estudio al respecto. 

El estudio, finalizado en 1985, diagnosticó los aspectos legales 
y jurídicos vinculados con el ordenamiento institucional y la admi­
nistración de los recursos naturales renovables y el ambiente, hizo 
una breve descripción de la experiencia institucional y planteó 
propuestas de reorganización de la estructura institucional. 

El estudio concluyó que la administración ambiental se podía 
realizar de manera más adecuada a nivel regional. Para ello, 
propuso la creación de un Departamento Administrativo del Medio 
Ambiente (Darnar), al cual estuvieran adscritas las corporaciones 
autónomas regionales, cuya área de jurisdicción debería delimitar­
se con el criterio de las cuencas hidrogáficas44

• Fue precisamente 
con base en este estudio que se elaboró el proyecto para la creación 
del Darnar durante el último año de la administración del presi­
dente Virgilio Barco. 

El estudio, al reconocer que se requería un reordenamiento 
institucional, señaló que éste debería enfrentar "dificultades 
políticas y administrativas considerables, las que probablemente 
no se podrían superar en el muy corto plazo". No estaban lejos de 
la verdad: desde 1984, pasarían otros diez años para reorganizar a 
fondo las instituciones ambientales, meta que se había fijado el 
Inderena diez años antes. 

En sus orígenes, las corporaciones regionales fueron creadas 
para promover el desarrollo regional, a través del manejo integra­
do de los recursos naturales renovables. Pero a muchas de las 
nuevas entidades, creadas en los años setenta y ochenta, se les 
asignaron áreas de jurisdicción y funciones diferentes al concepto 

44 Mejía, Millán y Perry, Aspectos institucionales del manejo de los recursos naturales 
renovables en Colombia: diagnóstico y propuestas de reorganización del sector, t. II, 
julio de 1985. 
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del manejo regional de los recursos naturales de gestión por cuencas 
hidrográficas. Además, en la medida en que las corporaciones 
evolucionaron, sus funciones se ampliaron con el fin de solucionar 
problemas específicos en determinados t erritorios, es decir, como 
un instrumento administrativo dirigido a llenar los vacíos de los 
departamentos en materia de gestión. 

En síntesis, las corporaciones adquirieron funciones en tres 
frentes básicos de acción: 1) La administración, conservación, 
fomento, reglamentación y uso de los recursos naturales renova­
bles. 2) La promoción del desarrollo económico y social, mediante 
la coordinación y participación en el diseño de los planes de 
desarrollo regional, departamental o municipal, la construcción 
de algunas obras de infraestructura y de servicios, y la participa­
ción en actividades industriales, agropecuarias, de desarrollo 
turístico y de aprovechamiento de los recursos naturales, así como 
la realización de programas de integración fronteriza. 3) La 
ejecución de proyectos específicos, tales como la atención a 
situaciones de emergencia, de control de erosión y otros. 

Lo anterior no significa que cada una de las corporaciones 
ejerciera todas las funciones. Pero todas llegaron a ejercerlas en 
la administración y conservación de los recursos naturales, 
aunque en muchos casos sus competencias fueron incompletas. 
Así, por ejemplo, Inderena mantuvo competencias en materia de 
fauna en todo el territorio nacional hasta que entró en el proceso 
de liquidación. Y casi todas las corporaciones tuvieron com­
petencias en la planeación regional y en la promoción del desa­
rrollo, En este último, algunas llegaron a concentrar su actividad, 
muchas veces en perjuicio del cumplimiento de sus funciones 
ambientales. 

Pero las funciones de las corporaciones fueron modificadas, de 
manera paulatina, por el proceso de descentralización municipal 
que se inició en el segundo quinquenio de la década de los ochenta, 
en el cual se detiene y comienza a revertirse el proceso de centra­
lización administrativa, derivado de la reforma constitucional de 
1968. 
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En ese contexto, se crearon las regiones de planificación, con 
sus respectivos fondos regionales de inversiones y los Consejos 
Regionales de Planificación (Corpes), formados por los goberna­
dores de los departamentos que integran la región respectiva. 
Aunque a los Corpes no se les asignaron funciones concretas en 
materia de gestión ambiental, han tenido incidencia indirecta a 
través de las inversiones que definen para esos campos, y por el 
hecho de jugar el papel de coordinadores interinstitucionales 
orientados hacia la planificación regional. 

Mediante la reforma a la Constitución Política de 1986, se 
dispuso la elección popular de alcaldes, con lo cual se creó la unidad 
de mando que había instituido la Constitución de 1886 en cabeza 
del Presidente y, en niveles inferiores, en gobernadores y alcaldes. 

El nuevo Código de Régimen Municipal, base legal del proceso 
de descentralización, incluyó capítulos sobre los planes de desa­
rrollo urbano y zonas de reserva agrícola, en los cuales se estable­
cieron normas sobre los factores ecológicos y ambientales que se 
deberán tomar en cuenta en la planificación y control de las áreas 
rurales y urbanas. Estas normas fueron reforzadas con aquéllas 
contenidas en la Ley de Reforma Urbana de 1988, que contiene 
disposiciones sobre planificación de desarrollo municipal, espacio 
público, bancos de tierras, licencias y sanciones urbanísticas, entre 
otras. Tal como ha sido señalado, las normas urbanas que hacen 
referencia al medio ambiente construido, tienen una larga historia 
de antecedentes y han sido desarrolladas en forma paralela a las 
normas sobre el medio ambiente natural, sin establecerse las 
relaciones requeridas entre unas y otras. Al respecto, una obser­
vación hecha en 1990 parece tener vigencia en nuestros días: 

"Cuanto se hace ahora, pues, en materia del desarrollo urbano y de 
protección del ambiente construido, es fruto de un proceso de aluvión 
institucional y legal, y en absoluto de generación espontánea o inventos 
afortunados. Obsérvese, por otra parte, cómo han corrido parejas la 
regulación del ambiente natural con la del ambiente construido, sin que 
este paralelismo legal haya resultado de un propósito de gobierno; cada 
regulación se produjo por separado, de acuerdo con las exigencias que ha 
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ido planteando la propia realidad y obedeciendo a fenómenos, motivaciones 
y políticas que no tuvieron nada que ver unos con otras y cuyos protagonistas 
no fueron los mismos. Este paralelismo debe ser obviado a fin de que la 
política ambiental sea una sola"45• 

Como parte de la política de descentralización, se transfirieron 
a los gobiernos locales funciones y servicios que antes eran respon­
sabilidad de la Nación o de sus entidades descentralizadas: presta­
ción de los servicios de agua potable, saneamiento básico, mata­
deros y plazas de mercado, por citar algunos. 

En la medida en que la descentralización avanzó y los munici­
pios fueron adquiriendo competencias en materia de pla­
nificación del desarrollo y de prestación de servicios, aquellas 
corporaciones que ejercían actividades en estos campos debieron 
dejarlas paulatinamente y se concentraron más en la gestión 
ambiental. 

A la génesis de las corporaciones y de los conflictos que se 
crearon con las entidades territoriales se refirió Eduardo Uribe, 
primer viceministro del Medio Ambiente, en los siguientes tér­
minos: 

"Las fortalezas institucionales y financieras de las corporaciones las hicieron 
aparecer en las regiones como entidades privilegiadas. Sobre sus hombros 
comenzaron, entonces, a recaer responsabilidades que los gobiernos 
departamentales y municipales no estaban en capacidad de atender. Sin 
embargo, las presiones regionales para que asumieran esas respon­
sabilidades generaron, durante la segunda mitad de los años ochenta, una 
grave dispersión de los presupuestos y de los objetivos de las corporaciones. 
Estos problemas fueron parcialmente corregidos mediante la Ley 86 de 1987, 
que limitó jurídicamente sus funciones. Pero no fue sino hasta los primeros 
años de la década de los noventa cuando sus presupuestos comenzaron a 
reflejar con claridad el nuevo mandato. La distancia que mantuvieron 
con los gobiernos municipales y departamentales se fue volviendo parti­
cularmente problemática, en la medida en que éstos comenzaron a 

45 Pombo y otros, op. cit., pág. 257. 
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exigir mayor participación en la definición del rumbo de esas enti­
dades"46. 

En el desempeño de las funciones atinentes al campo ambien­
tal, casi todas las corporaciones, al igual que el Inderena, dieron 
prioridad a la zona rural, con un enfoque esencialmente sectorial 
y con énfasis en recursos naturales renovables. Así se expresa en 
los diversos planes y políticas a nivel nacional. 

Por ejemplo, el Plan de Integración Nacional (1978-1982) de la 
administración del presidente Julio César Turbay Ayala, definió 
una política ambiental en tres frentes: el Plan Nacional de 
Reforestación, dirigido al fomento de los bosques industriales, la 
protección del bosque natural y la promoción de la investigación; 
el fomento de la industria pesquera mediante programas de 
investigación dirigidos a establecer el estado de este recurso y la 
promoción de la pesca artesanal; y programas para el manejo 
integrado de cuencas, con especial énfasis en las relacionadas con 
el suministro de agua para fines domésticos, industriales, agrícolas 
y pesqueros. Programas de esta naturaleza continuaron incorpo­
rándose en las políticas nacionales de la década de los ochenta, 
pero su alcance estuvo siempre limitado por el escaso presupuesto 
con que contaban el Inderena y la mayor parte de las corporaciones, 
responsables de su ejecución. 

En el mismo período, el Inderena y algunas corporaciones 
incrementaron su actividad en lo relativo al otorgamiento de 
permisos y concesiones para el aprovechamiento de los recursos 
naturales renovables, y al control de vertimientos de aguas servi­
das, de origen doméstico e industrial. En este último campo, la 
Cvc siempre llevó el liderazgo, puesto que desde mediados de los 
años sesenta comenzó a ejercer el control de los vertimientos y a 
cobrar las tasas retributivas. 

Así mismo, desde mediados de la década de los ochenta, estas 
instituciones, en especial el Inderena, pusieron en marcha, en forma 

46 Eduardo Uribe y Osear Acosta, "Las Entidades Territoriales y las Corporaciones 
Autónomas, Regionales", en M . Rodríguez, La política ambiental de fin de siglo, op. 
cit., pág. 95. 
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gradual, el proceso para la elaboración de los estudios de impacto 
ambiental y el otorgamiento de las licencias ambientales. El 
Instituto otorgó uno de los primeros conceptos de viabilidad am­
biental, al condicionar el funcionamiento del campo petrolero de 
Casabe de la Empresa Colombiana de Petróleos (Ecopetrol) a un 
plan de manejo que implicaba unas inversiones sustantivas por 
parte de la empresa. A su vez, el establecimiento de la explotación 
petrolera de Caño Limón hizo que el Inderena desarrollara la 
concepción de la licencia ambiental, prevista en el Código sin sufi­
ciente precisión. Carlos Fonseca lideró, como director de la División 
de Medio Ambiente del Instituto, el desarrollo de estos instru­
mentos que han sido de especial importancia para la prevención y 
la mitigación de daños ambientales. Sin embargo, la Carder fue la 
institución que estableció el primer reglamento en 1990 para el 
otorgamiento de las licencias, que sirvió de referencia para las otras 
entidades ambientales del país. 

Las funciones de control y protección se concentraron espe­
cialmente en los lugares de aprovechamiento de los recursos, y en 
los sitios de su movilización (retenes, aeropuertos y puertos), así 
como en el seguimiento de las vedas y restricciones para el apro­
vechamiento de la flora y las especies ícticas y flora. Desde entonces, 
se comenzaron a constatar las enormes dificultades y frustraciones, 
derivadas del intento de hacer cumplir las normas ambientales 
mediante las medidas policivas. 

En ese sentido, el informe del Inderena de 1974, afirma: 

"Preocupado por la influencia que en el manejo de aguas y suelos tiene la 
deforestación de las cordilleras, el gobierno, a principios de 1974, estableció 
medidas muy firmes, vedando el corte de especies que, como el roble, 
conforman bosques de gran utilidad protectora, prohibiendo el corte total o 
tala rasa de los bosques de la cordillera y exigiendo la resiembra de árboles, 
aun en los permisos de explotación menor" . 

Estos propósitos fueron reiterados, una y otra vez, a lo largo de 
los veinte años siguientes, tanto por el Inderena como por las 
corporaciones. Las cordilleras andinas, en especial la Central, la 
Oriental y la vertiente oriental de la cor dillera Occidental, fueron 
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taladas a tal punto, que los relictos de bosque natural ascienden 
tan sólo al 8 por ciento de la cobertura original. El roble y todas las 
especies maderables de estas zonas y de los valles interandinos se 
encuentran prácticamente agotadas. Es, en parte, consecuencia 
de la impunidad y la corrupción reinantes en Colombia en todos 
los órdenes. Pero, principalmente, es el resultado de atacar los 
síntomas y no las causas subyacentes a la deforestación y la degra­
dación de los bosques. Entre estas últimas, un sistema de tenencia 
de la tierra que ha favorecido la tala para convertir tierras de 
vocación forestal en activos para la especulación; las políticas 
agrarias que han favorecido la apertura de la frontera agrícola, 
cuando existen suficientes tierras para las labores agrícolas y 
ganaderas; los procesos de colonización por parte de campesinos a 
quienes se les ha negado el acceso a tierras productivas; la demanda 
de madera para usos industriales y domésticos; y las obras de 
infraestructura-vías, puertos, oleo-duetos-, mal ubicadas o traza­
das, o construidas de manera deficiente. 

Los CONSEJOS VERDES: UN PROYECTO POLÍTICO 

DELlNDERENA 

Quizá, uno de los hechos más importantes de la década de los 
ochenta fue la creación de los Consejos Verdes, una iniciativa conce­
bida y liderada por Margarita Marino de Botero en su calidad de 
gerente del Inderena (1983-1986). En su promoción, adelantó una 
amplia campaña de difusión, dictó conferencias y presidió foros de 
la ciudadanía, a lo largo y ancho del país. 

Los Consejos Verdes, presididos por el alcalde, fueron conce­
bidos como una instancia para que la sociedad civil propugnara 
por la defensa de los intereses ambientales de los municipios y se 
constituyera en un soporte para la gestión pública ambiental. 
Margarita Marino utilizó diferentes estrategias para crear una 
mayor conciencia pública ambiental, como fueron las campañas y 
debates dirigidos a señalar los impactos negativos de algunos 
proyectos de desarrollo propuestos en la época, como, por ejemplo, 
la represa de Urrá. 
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El modelo de los Consejos Verdes se reorientó durante la 
administración de Germán García Durán (1986-1990), en tal forma 
que algunos continuaron muy vinculados a las administraciones 
locales, mientras otros funcionaron como organizaciones no guber­
namentales independientes. Además, se creó el galardón El Muni­
cipio Verde para r econocer aquellas localidades que se destacaban 
en el cumplimiento de las normas ambientales y en iniciativas 
locales, entre ellas, la existencia de un cabildo activo. 

En 1992, se encontraban registrados en el Inderena cerca de 
quinientos cabildos verdes con personería jurídica. El movimiento 
de los municipios y los cabildos verdes creó sus propias asociacio­
nes y encontró especial arraigo en Antioquia y en los departamen­
tos del antiguo Caldas. Jericó (Antioquia) y Marsella (Risaralda) 
son dos modelos del pequeño municipio que, mediante una acción 
conjunta de la ciudadanía, las autoridades locales y las autoridades 
ambientales regionales, han logrado una ejemplar gestión de su 
entorno. 

En últimas, estos proyectos de conscientización, educación y 
participación ambiental tuvieron un contenido político, toda vez 
que se buscó impulsar la incorporación de los ciudadanos en los 
procesos de decisión que afectan el medio ambiente, y en la 
concepción y ejecución de proyectos para la conservación y buen 
uso de los recursos naturales. Con ellos, se formó en el Inderena 
una nueva generación de ambientalistas que han jugado en los 
años posteriores un papel relevante en el sector público y en las 
organizaciones no gubernamentales: Germán Andrade, Roberto 
Franco, Juan Pablo Ruiz, Eugenia Ponce, Luz Ángela Polanco, 
Manuel Santiago Burgos, Carlos Tapia y N ancy Vallejo47

• 

LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES: 

DE LA CONSERVACIÓN AL COMPROMISO SOCIAL 

Además de los Consejos Verdes, en la década del ochenta surgieron 
en la sociedad civil otros dos tipos de instituciones: aquéllas con 

47 Manuel Rodríguez Becerra, Ecología y medio ambiente, Nueva Historia de Colom­
bia, Planeta, 1997. 
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una orientación conservacionista, como la Fundación Natura, la 
Fundación Pro-Sierra Nevada de Santa Marta y los programas 
ambientales de la Fundación para la Educación Superior (FEs), y 
otras con un compromiso político o social, como los Grupos Ecoló­
gicos de Risaralda (GER). 

La FES creó en 1980 "La Planada", la primera reserva privada 
del país, al principio, con una orientación predominantemente 
conservacionista. La Fundación fue introduciendo, paulatinamen­
te, programas con las comunidades de la región, que han incluido 
actividades en el campo de la introducción de tecnologías ambien­
talmente sanas para la producción de panela y otras actividades 
agrícolas. El biólogo Christian Samper ha estado vinculado desde 
sus inicios a este proyecto de las reservas privadas, que fue uno de 
los orígenes del dinámico movimiento de la Red Nacional de Reservas 
Naturales de la Sociedad Civil, hoy existente en Colombia. 

Por su parte, la Fundación Natura fue fundada en 1980 por 
iniciativa del empresario Hernán Echevarría Olózaga, a partir del 
modelo de "The Nature Conservancy", que ha promovido la red 
de reservas privadas más grande del mundo. De acuerdo con esta 
orientación, creó la reserva de Carpanta y comenzó a desarrollar 
programas de conservación en los parques nacionales, experiencia 
que los indujo a cambiar su enfoque y entrar a trabajar con las 
comunidades como parte central de su acción. A Natura han estado 
vinculados, entre otros, Germán Andrade, Carlos Tapia, Ernesto 
Barriga y Juan Pablo Ruiz. Una evolución similar ha tenido la 
Fundación Pro Sierra Nevada de Santa Marta, liderada desde su 
creación por Juan Mayr, quien ha luchado por hacer de esa reserva 
una preocupación de las organizaciones gubernamentales y no 
gubernamentales, a nivel nacional e internacional. 

Con un enfoque proteccionista nació también la Fundación 
Parques Nacionales, de la cual Gloria Valencia de Castaño fue una 
de sus promotoras. Conjuntamente con Álvaro Castaño, abrió en 
la televisión el primer espacio dedicado a promover la conciencia 
ambiental mediante el programa Naturalia, que salió al aire duran­
te más de veinte años. 
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Los Grupos Ecológicos de Risaralda, así como otras organiza­
ciones no gubernamentales, han construido sus postulados y planes 
de acción con base en la convicción de que los problemas ambien­
tales sólo pueden resolverse a partir de un cambio en las relaciones 
de producción, y han señalado la necesidad de articular el movi­
miento ambiental alrededor de esa orientación. 

Muchos grupos ecológicos han partido, como las GER, de plan­
teamientos de esta naturaleza y han encontrado su guía en Augusto 
Ángel, quien en sus primeros años como ambientalista estuvo 
vinculado al Inderena. Ángel, primer director del Instituto de Estu­
dios Ambientales de la Universidad Nacional (Idea), ha formado 
numerosos discípulos, una labor realizada a través de su cátedra 
universitaria y de diversos escritos que buscan establecer la íntima 
relación entre las ciencias naturales y las sociales, así como entre 
la ética y la ecología. 

La ecología como práctica social, fue adoptada desde sus inicios 
por otras organizaciones, como Herencia Verde, del Valle del Cauca, 
y la Corporación Suna-Huisca de Cundinamarca y Tolima. 

Aníbal Patiño, profesor de la Universidad del Valle, y uno de 
los pioneros de la ciencia ecológica moderna en el país, fue uno de 
los fundadores de este movimiento en el suroccidente del país, a 
través de las jornadas ecológicas universitarias con participación 
de estudiantes de diversas disciplinas, profesores y campesinos. 
Sus planteamientos han sido consignados en diversos escritos, en 
uno de los cuales subrayó: 

"He asumido la ecología no sólo como una ciencia sino como una práctica 
social, una actitud frente a la naturaleza y una sensibilidad ante la vida. 
Sobra decir que como científico no neutral he tomado partida por las víctimas 
del ecocidio y la explotación capitalista"48• 

Muchas de las ÜNG que aparecieron en la época se concentraron 
en la educación, en la participación comunitaria y la divulgación 

48 Aníbal Patiño, Ecología y compromiso social. Itinerario de una lucha. Santa Fe de 
Bogotá, Activistas Ecológicos, Cerec, 1991, pág. 14F. 
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ambiental, como la Corporación Ecológica y Cultural Penca de 
Sábila, de Medellín (1988), dirigida por Javier Márquez; la 
Fundación Integración Campesina, de Sogamoso (Fintee, 1985), 
dirigida por Javier Dilker Sánchez, y la Fundación Alma de Bogotá, 
fundada y dirigida por Alegría Fonseca. 

El Fondo para la Protección del Medio Ambiente, 'ITosé Celestino 
Mutis", creado por el Fondo Eléctrico Nacional (FEN) en 1984, y a 
cuya cabeza ha estado Ángel Guarnizo, ha jugado un papel positivo 
en el proceso de consolidación de las ÜNG, al ofrecer recursos 
económicos para la financiación de sus proyectos y estimular su 
acción a través del premio Enrique Pérez Arbeláez. 

Algunas fundaciones han sido creadas para defender el interés 
colectivo. La Fundación para la Defensa del Interés Público 
(Fundepúblico), especializada en presentar acciones ciudadanas 
ante el poder judicial en pro del interés público, fue fundada por el 
abogado Germán Sarmiento, quien adelantó un papel central para 
la consagración, en la Constitución Política de 1991, del derecho a 
un medio ambiente sano como derecho colectivo, y del respectivo 
instrumento para su defensa: la acción popular. 

Algunas ÜNG se han dedicado a promover procesos de concer­
tación para la promulgación de instrumentos legales que defien­
dan el conocimiento tradicional, la garantía de la seguridad ali­
mentaria, el control de la bioseguridad, el régimen especial de ac­
ceso a los recursos genéticos, así como el reconocimiento de los 
derechos intelectuales colectivos , relacionados con el conocimiento 
que tienen las comunidades sobre los usos de la biodiversidad. Estos 
temas han sido profusamente analizados y divulgados por el 
Instituto de Gestión Ambiental (Igea), que dirige Diana Pombo; el 
Instituto de Servicios Legales Alternativos (Ilsa), a través de la 
abogada Margarita Flórez y el Grupo Semillas, dirigido por Germán 
Vélez y Pilar Calderón. Ellos hacen parte del Grupo Ad hoc sobre 
Biodiversidad, conformado por varios expertos de Latinoamérica 
desde principios de la década del noventa, y del cual fue un orien­
tador central el magistrado Ciro Angarita, fallecido en septiembre 
de 1997. 
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Los RESGUARDOS INDÍGENAS: JUSTICIA, CONFLICTO 

Y CONSERVACIÓN 

Durante el gobierno del presidente Barco, 1986-1990, se crearon 
resguardos indígenas en una extensión territorial superior a la 
cubierta por los resguardos creados desde el período de la Repú­
blica. Fue la culminación de un largo proceso histórico, que coloca 
a Colombia como uno de los países más avanzados en el reconoci­
miento de la propiedad de los suelos y los bosques, por parte de las 
comunidades que ancestralmente los han ocupado. Diferentes 
organizaciones gubernamentales y no gubernamentales de varias 
partes del mundo han elogiado la política indigenista del presi­
dente Barco. Se ha subrayado su gran significación, como un acto 
de justicia con los grupos humanos que habitaron nuestro terri­
torio desde antes de la conquista, y como una modalidad de tenen­
cia de la tierra y de los bosques con gran potencial para su con -
servación y uso sostenible, toda vez que, en una perspectiva 
histórica, los indígenas han tenido una relación armónica con su 
medio natural. 

En este proceso estuvieron vinculados diferentes organismos 
del gobierno y participaron ambientalistas y antropólogos, como 
Martín von Hildebran, en su calidad de Consejero Especial del 
presidente Virgilio Bar co. Von Hildebran ha mantenido desde 
entonces una activa participación en diversas actividades dirigidas 
a consolidar el proyecto de los resguardos, a través de una red de 
organizaciones no gubernamentales liderada por él. 

Pero, sin duda, los principales líderes y organizaciones indíge­
nas del país han sido los protagonistas fundamentales de las 
conquistas, logradas tras siglos de lucha, durante los cuales han 
visto desaparecer a numerosas comunidades nativas. 

En la actualidad, los resguardos indígenas cubren el 25 por 
ciento del territorio nacional, que incluye una buena parte de los 
bosques más valiosos del país. Cerca del 65 por ciento del territorio 
amazónico corresponde a resguardos indígenas. 

Algunos observadores han señalado que 
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"el conocimiento y entendimiento del proceso de regeneración de la selva y 
el aprovechamiento de su diversidad de especies y ecosistemas ha garan­
tizado un manejo sostenible del medio amazónico por parte de los grupos 
indígenas que desde tiempos ancestrales lo han habitado"49. 

Al reconocer este hecho, otros especialistas han señalado la 
necesidad de que los indígenas cuenten con condiciones que 
favorezcan el manejo y uso sostenible de los bosques, mediante la 
aplicación del conocimiento tradicional. Entre ellas se mencionan: 
el control efectivo sobre los bosques y los suelos sobre los cuales 
tienen un dominio legal; el reconocimiento y distribución equitati­
va de los beneficios que se deriven de sus conocimientos tradiciona­
les sobre el manejo de los bosques y la biodiversidad; y la comple­
mentación de su conocimiento tradicional con técnicas occidentales 
cuando ello sea pertinente5º. 

El hecho de haber declarado como "resguardos indígenas" áreas 
ocupadas de tiempo atrás por los colonos, o que son objeto de nuevas 
presiones colonizadoras, ha generado conflictos potenciales y 
actuales de carácter social, que requieren diversas y urgentes 
estrategias de concertación. 

Los resguardos indígenas se convirtieron en un antecedente 
que influyó positivamente en el proceso de reconocimiento hecho 
en la Constitución de 1991 a las comunidades negras, en relación 
con sus derechos de propiedad sobre los territorios que han ocupa­
do ancestralmente en la Cuenca del Pacífico. 

LA AGUDIZACIÓN DE LOS PROBLEMAS AMBIENTALES: 

DE LA COMISIÓN BRUNDTLAND A LA CUMBRE DE Río 

En la década posterior a Estocolmo se registraron algunas mejoras 
en la calidad ambiental de los países desarrollados. Pero el ace-

49 Thomas Walshbuerger, "Sistemas indígenas de uso de la selva, ¿una alternativa 
para la Amazonia?'¡_, en Ciencia y Tecnología, pág. 16. 

50 Este tema se examinó ampliamente e11 el Foro Global sobre poblaciones indígenas y 
bosques, realizado en Leticia, Colombia, en diciembre de 1996, en el marco del Panel 
lntergubernamental de Bosques de la Comisión de Desarrollo Sostenible de las 
Naciones Unidas. 
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lerado proceso de deterioro de los recursos naturales y del medio 
ambiente a nivel internacional y global (la deforestación, la 
desertización y la contaminación marina), así como la mayor 
degradación ambiental del mundo en desarrollo, motivó a la Asam­
blea de las Naciones Unidas a constituir la Comisión Mundial sobre 
Medio Ambiente y Desarrollo, que en 1987 presentó el informe 
"Nuestro futuro común". 

La Comisión fue presidida por la primera ministra de Noruega, 
Gro Harlem Brundtland, de quien tomó su nombre. Margarita 
Marino de Botero formó parte de la Comisión con otras 23 personas 
de las diferentes regiones del mundo. 

Mientras la Comisión adelantaba sus trabajos, entre 1984 y 
1987, se confirmaron dos de las mayores amenazas del globo: el 
agujero de la capa de ozono y el cambio climático. El primero 
significa la creciente desaparición del escudo de la Tierra y la 
consiguiente entrada de las más dañinas radiaciones solares. El 
segundo conlleva el calentamiento de la tierra, que traerá consigo 
efectos como la elevación del mar, la inundación de algunas islas y 
de vastas extensiones continentales, y el declive de la biodiver­
sidad, entre muchos otros. La ocurrencia de estos fenómenos, 
generados por la acción humana, no era conocida por los delegados 
de la Conferencia de Estocolmo, en 1972, cuando analizaban las 
estrategias para conservar la salud del planeta. Este hecho nos 
permite suponer que, eventualmente, hoy tampoco conozcamos 
otros fenómenos ambientales generados por el hombre que amena­
cen el mundo y su existencia. 

Obviamente, las respuestas no se hicieron esperar. En 1985, se 
acordó la Convención de Viena sobre las sustancias que agotan la 
capa de ozono51 y, en 1987, se suscribió el Protocolo de Montreal, 
que marcó la iniciación de un nuevo tipo de convención global, que 
determinó con exactitud los compromisos y modalidades para 
detener la emisión de esas sustancias. Fijó estándares y un claro 
programa de reducción con fechas específicas para alcanzar las 

5 1 Aprobada por el Congreso Nacional m ediante la Ley 30 de 1990. 
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metas acordadas. En virtud de que los países desarrollados son los 
mayores causantes del agotamiento de la capa de ozono, se esta­
bleció un fino balance entre sus responsabilidades y las de los países 
en desarrollo, expresado en la coordinación, la financiación y la 
puesta en marcha de lo acordado. A finales de la década se comen­
zaron a sentar las bases para la negociación de una convención 
sobre cambio climático. 

La Comisión Brundtland señaló la emergencia del creciente 
problema ambiental: "Las tendencias del desarrollo actual ame­
nazan con modificar radicalmente el planeta y la vida de sus 
especies, incluida la humana". El informe reconoce la profunda 
interdependencia en las dimensiones económicas, sociales y 
ambientales del desarrollo. Entiende el deterioro ambiental como 
causa y secuela de la pobreza. Señala la riqueza y los patrones de 
desarrollo de los países industrializados, adoptados profusamente 
por los países del Tercer Mundo, como la mayor fuente de 
desperdicio de los recursos naturales del globo y de la contamina­
ción. Reconoce el incremento de problemas ambientales trans­
fronterizos, como la lluvia ácida, el deterioro de cuencas hidrográ­
ficas internacionales y el transporte de materias primas o desechos 
tóxicos y peligrosos. Llama la atención sobre el alarmante aumento 
de la deforestación y de la tasa de extinción de las especies y 
ecosistemas, la disminución de las fuentes de agua y el agotamien­
to de las reservas de pesca marina y continental. Subraya el cre­
ciente deterioro del ambiente urbano, hogar de la mayor parte de 
los habitantes del planeta. Urge a la Asamblea de las Naciones 
Unidas para convocar una conferencia global sobre medio ambien­
te y desarrollo. 

La Comisión plantea el desarrollo sostenible como la meta a la 
cual debemos dirigirnos: 

"Está en manos de la humanidad hacer que el desarrollo sea sostenible, es 
decir, asegurar que satisfaga las necesidades del presente, sin comprometer 
la capacidad de las futuras generaciones para satisfacer las propias. El 
concepto de desarrollo sostenible implica límites -no límites absolutos sino 
limitaciones que imponen a los recursos del medio ambiente el estado actual 
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de la tecnología y de la organización social y la capacidad de la biosfera de 
absorber los efectos de las actividades humanas-, pero tanto la tecnología 
como la organización social, pueden ser mejoradas de manera que abran el 
camino a una nueva era de crecimiento económico"52. 

La agudización de los problemas ambientales se hizo más evi­
dente ante la ocurrencia de numerosos desastres ecológicos, 
sucedidos mientras la Comisión sesionaba; entre ellos: el escape 
de elementos de alta toxicidad de una planta de la Unión Carbide 
en Bosphal, India (1984), la explosión de una red de gas en Méjico 
(1984), la sequía y la hambruna en África (1985), la desaparición 
de la población de Armero bajo un alud de lodo volcánico en Colom­
bia (1985), el accidente nuclear en Chernobyl en Rusia (1986), el 
derrame de químicos en el Rhin (1986), las inundaciones en Ban­
gladesh (1987), las inundaciones de las islas Maldivas (1987), y el 
accidente del buque Valdez de la Exxon en Alaska (1989), con uno 
de los peores derrames de petróleo sobre el mar, registrado en la 
historia mundial. 

Estos hechos convergieron hacia la convocatoria, en diciembre 
de 1989, de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio 
Ambiente y Desarrollo o Cumbre de la Tierra. Tres procesos de 
negociación global se adelantaron en forma paralela entre 1990 y 
junio de 1992, fecha de la conferencia mundial. Uno, dirigido a 
acordar la Convención de Cambio Climático, con el fin de detener 
y revertir este fenómeno. Otro, a acordar la Convención sobre la 
Diversidad Biológica (CDB) para detener la destrucción de la 
biodiversidad y garantizar su conservación y uso sostenible. Y el 
tercero, orientado a establecer unos principios y programas básicos 
para resolver los problemas ambientales más críticos en los campos 
del medio ambiente y el desarrollo. 

Como resultados de la Cumbre de la Tierra, se subrayan los 
siguientes: la Declaración de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente 

52 Comisión Mundial del Medio Ambiente y del Desarrollo, Nuestro futuro común, 
Santa Fe de Bogotá, Alianza Editorial Colombiana, Colegio Verde de Villa de Leyva, 
1988. 
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y Desarrollo, conformada por un conjunto de principios que deben 
guiar la conducta de los hombres y de los países, en los campos del 
desarrollo sostenible y del medio ambiente; la Agenda 21, la 
expresión programática de la Declaración de Río; la Convención 
Marco sobre Cambio Climático; la Convención sobre Biodiversi­
dad; la Declaración jurídicamente no vinculante para el Desarro­
llo Sostenible de Bosques; los mandatos para iniciar las nego­
ciaciones conducentes a la Convención sobre la lucha contra la 
Desertización, suscrita en 1995, y para la convocatoria de la 
Conferencia sobre el Desarrollo Sostenible de los Pequeños Esta­
dos Insulares en Desarrollo, en la cual se acordó un plan de ac­
ción en 199453• 

La Conferencia de Río consagró los términos "desarrollo 
sostenible", al más alto nivel político, como la meta hacia la cual 
deben dirigirse las naciones y el mundo. 

La vaguedad de los términos generó problemas en los procesos 
de negociación de la Cumbre de la Tierra, aunque hay que recono­
cer que esa misma vaguedad fue esencial para que alcanzaran una 
aceptación global. Una comparación de los resultados obtenidos 
en las conferencias de Río y Estocolmo indican un mayor enten­
dimiento de los problemas asociados al desarrollo humano en el 
largo plazo. Se inició así la era del desarrollo sostenible. 

En la Cumbre de la Tierra participaron 102 jefes de Estado, 
evidente expresión del lugar que ha llegado a ocupar el tema 
ambiental en la agenda global. El presidente de Colombia, César 
Gaviria (1990-1994) suscribió los cinco documentos acordados. Las 
dos convenciones de cambio climático y biodiversidad fueron 
ratificadas posteriormente por nuestro país en 1994 y 1995. 

Colombia participó activamente en la preparación de la Con­
ferencia, que se prolongó por más de dos años, con una amplia 

53 Luigui Campligio y otros, The Environment After Rio, Londres, Grahams & Trotman, 
págs. 3-13. Estos acuerdos se encuentran en: Report of the United Nations Confe­
rence on Environmentand Development , Vol. 1, RíodeJaneiro, 3-4junio 1992, Nueva 
York, United Nations, 1993. 
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delegación de la cual hicieron parte representantes de los sectores 
económicos y ambientales, público y privado54

• 

Cinco años después de Río de Janeiro, la evaluación de sus 
logros ha generado un gran debate. Es evidente que los países 
desarrollados están lejos de cumplir los compromisos financieros 
y tecnológicos que asumieron frente a los países del Sur, factor 
que ha restringido la puesta en marcha de las acciones que exigen 
la solidaridad internacional. El incumplimiento parece encontrar 
sus orígenes en el hecho de que los países desarrollados consideran 
que la globalización del libre comercio, y no la ayuda tradicional 
del Norte al Sur, constituye la fuerza fundamental para combatir 
la pobreza y asegurar un desarrollo ambientalmente sostenible . 

54 Sobre e l desarrollo de la Cumbre de Río y la part icipación de Colombia, véase 
Rodríguez, Crisis ambiental y relaciones internacionales, op.cit. E n marzo de 1991, 
el presidente César Gaviria constit uyó una comisión nacional encargada de preparar 
la participación de Colombia ante la Cumbre de la Tierra. Esta comisión , presidida 
por el embajador Enrique Peñalosa Camargo, estuvo integrada por los ministros de 
Relaciones Exteriores, Nohemí Sanín de Rubio y Luis Fernando Jaramillo; el jefe 
del Departamento Nacional de Planeación , Armando Mon tenegro; el geren te gen­
eral del Inderena, Manuel Rodr íguez Becerra; el científico Jorge Hernández, direc­
tor de la Unidad de Investigaciones Federico Medem del Inderena; el ex gerente del 
lnderena, Julio Carrizosa ; el industrial J osé Fernando Isaza; el presidente de la 
Academia de Ciencias, Luis Eduardo Mora Osejo, Mario Calderón Rivera y e l 
educador ambien tal Gustavo Wilches. La comisión tuvo como tareas recomendar 
las posiciones de Colombia en las cuatro conferencias preparatorias de la Cumbre 
realizadas durante 1991-1992, así como en las doce conferencias de negociación que 
condujeron a las con venciones de cambio climático y de biodiversidad. También tuvo 
la responsabilidad de asegurar la part icipación de Colom bia en las diversas 
conferencias y foros regionales y globales adelantados en el contexto de la Cumbre 
y elaborar el informe nacional que fue sometida a la Conferencia Mundial. Como 
soporte a su trabajo, la comisión contó en el Ministerio de Relaciones Exteriores con 
una secretaría general, bajo la responsabilidad de Fernando Casas. 
E n las conferencias preparatorias, la Cu mbre de Río y las negociaciones de las 
convenciones de Cambio Climático y Biodiver sidad participaron adem ás de los 
m iembros de la Comisión - Enrique Peñalosa, Manu el Rodrígu ez, y J orge 
Hernández, los funcionarios del DNP, Eduardo Uribe, Alfredo Múnera y Diana 
Gaviria; del Inderena, Imelda Gutiérrez, Nancy Vallejo, Carlos Fonseca y Alfonso 
Avellaneda, y de la Cancillería, el embajador Germán García, J uanita Castaño y 
Fernando Alzate. 
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Sobre esta controvertible tesis nos detendremos en el sexto capí­
tulo. 

Sin embargo, con el conjunto de acuerdos suscritos por más de 
150 países en Río de J aneiro se fijó la agenda que se ha desarrollado 
desde 1990 y que lo hará en las próximas décadas. Aunque muchos 
ambientalistas quisiéramos ver una concreción más rápida y sólida 
de los acuerdos alcanzados, especialmente en los casos de las 
convenciones de cambio climático y biodiver-sidad, éstos han tenido 
consecuencias de alguna significación. 

También es evidente que, como consecuencia de la Conferencia 
de Río, la mayor parte de los países han incrementado sus esfuer­
zos para combatir el deterioro ambiental y para hacer su desarrollo 
económico y social más sostenible, hecho que no ha recibido una 
adecuada evaluación de la opinión pública mundial y nacional. No 
es insignificante constatar que en los últimos cinco años más de 
un centenar de países, desarrollados y en desarrollo, así como las 
organizaciones internacionales y la banca multilateral, han 
emprendido el fortalecimiento de sus instituciones y de sus progra­
mas en estas áreas55• 

Además, en los últimos cinco años, la agudización de la 
contaminación de los océanos por fuentes de origen terrestre, y la 
mayor comprensión de sus consecuencias han conducido a nuevos 
acuerdos y tratados. En 1995, se acordó en Washington el Progra­
ma para combatir la contaminación de los océanos por fuentes 
terrestres y, en 1997, empezó la negociación de una convención 
para combatir los contaminantes orgánicos persistentes56• 

55 Existe una amplia documentación referida a la evaluación de la Conferencia de Río 
cinco años después. Véase por ejemplo: Cristopher Flavin, "El legado de Río", en 
World Watch Institute, La situación del mundo, Barcelona, Icari Editorial, 1997. United 
Nations, Critica! Trends, Global Change and Sustainable Development, op. cit. 

56 Los contaminantes orgánicos persistentes son compuestos químicos muy estables 
que se utilizan como plaguicidas en la industria y que permanecen en el medio 
ambiente largos períodos antes de desintegrarse. Se desplazan por los mares a todas 
las regiones del planeta y se acumulan en los tejidos de la mayoría de los organismos 
vivos. Son venenosos para los seres humanos y las especies silvestres, causando una 
gran variedad de efectos tóxicos. 
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Finalmente, en 1995, se inició una nueva negociación sobre bos­
ques, a través del Panel Intergubernamental de Bosques, creado 
por la Comisión de Desarrollo Sostenible. Esta negociación fue 
convocada con el fin de que los principios sobre los bosques fueran 
expresados en un conjunto de propuestas de acción, y para que se 
examinara nuevamente la pertinencia de iniciar una negociación 
dirigida a acordar una convención global. 

La amplia agenda del Panel Intergubernamental de Bosques, 
que se negoció por espacio de año y medio, se concretó en cerca de 
150 propuestas de acción que fueron adoptadas por la Asamblea 
Especial de las Naciones Unidas, en junio de 1997, y que constitu­
yeron uno de los pocos resultados concretos de este evento, con­
vocado para evaluar los acuerdos de Río y proyectar su desarrollo 
en los próximos años. 

Entre las recomendaciones adoptadas por la Asamblea, se 
menciona la creación de un foro sobre bosques a alto nivel, bajo los 
auspicios de la Comisión de Desarrollo Sostenible, con el soporte 
de una secretaría técnica que deberá coordinar y hacer el 
seguimiento de los acuerdos, considerar los posibles elementos 
constitutivos de una convención y la viabilidad de empezar su 
negociación en el año 200057

• 

EL DETERIORO AMBIENTAL EN COLOMBIA 

El proceso de preparación del informe nacional de Colombia ante 
la Cumbre de Río, que tomó cerca de dos años, entre 1990 y 1992, 
constituyó una oportunidad excepcional para que los miembros de 
la Comisión Nacional Preparatoria de la conferencia examinaran, 
a fondo, la situación ambiental del país y las tendencias de 
sostenibilidad de nuestro devenir económico y social. 

Examinemos aquí algunos datos que nos permiten tener un 
esbozo del deterioro ambiental de Colombia en la actualidad, razón 

57 Me correspondió copresidir el Panel Intergubernamental de Bosques, en repre­
sentación de los países en desarrollo. Sir Martin Holdgate, del Reino Unido, ocupó 
la otra copresidencia en representación de los países desarrollados. 
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fundamental que ha llevado al país a emprender las acciones des­
critas en este libro. 

El 30 por ciento de la cobertura forestal del país ha sido 
destruida, con la consecuente desaparición de ecosistemas únicos 
o endémicos y la extinción o la amenaza de desaparición, de espe­
cies animales y vegetales. La tasa de deforestación se ubica hoy en 
cerca de 300 mil hectáreas anuales, de especial gravedad en la zona 
andina, en donde los bosques de niebla tienden a desaparecer y los 
frágiles páramos presentan alteraciones. Estas cifras contrastan 
con la baja actividad de reforestación para fines de restauración, 
protección o producción de madera, que apenas alcanzó a las 300 
mil hectáreas en el período 1963-1995. 

A pesar de su riqueza en aguas, una amplia porción del te­
rritorio nacional sufre de escasez del recurso (aproximadamente 
el 14 por ciento), como consecuencia del mal manejo de sus cuencas 
hidrográficas y la contaminación, y el 23 por ciento de la población 
tiene dificultades para acceder al suministro de agua para uso 
doméstico. Buena parte de los 2,5 millones de hectáreas de hume­
dales, ecosistemas de alta productividad, se encuentran en proceso 
de deterioro. 

La degradación de los ecosistemas hídricos tiene una incidencia 
directa y letal sobre la calidad de vida de la población, pues cons­
tituye una de las mayores causas de mortalidad y morbilidad, 
especialmente entre la población infantil. El incremento de pato­
logías y muertes por diarrea, enfermedades gastrointestinales, 
cólera, malaria y dengue hemorrágico es directamente proporcional 
a la falta de suministro de agua potable, a las pésimas condiciones 
de saneamiento ambiental en un buen porcentaje de municipios, a 
la inadecuada disposición de las basuras y residuos tóxicos y a la 
falta de servicios de salud y campañas de prevención y vacunación. 

La destrucción de las fuentes de agua, y la falta de infraes­
tructura adecuada para los sistemas de acueducto y alcantarillado 
han propiciado drásticos racionamientos y cortes del servicio, en 
más de un 60 por ciento de los centros urbanos, particularmente 
los de las costas Caribe y Pacífica. El malestar entre la población 
se ha traducido en varios levantamientos, paros y protestas masivas 
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durante los últimos quince años, que algunos inves-tigadores del 
Centro de Investigación para la Educación Popular (Cinep) han 
calificado como "las guerras del agua en Colombia", sin hablar 
de la reacción de la población bogotana, que en 1997 ha sido 
sometida a racionamientos semanales durante la mayor parte 
del año, debido a daños en las instalaciones de Chingaza. 

Bogotá también fue víctima y testigo de la mayor catástrofe 
urbana en materia de basuras, cuando miles de toneladas de 
desechos putrefactos se desplomaron sobre las laderas de varios 
barrios residenciales y represaron el río Tunjuelito, debido a mane­
jos deficientes del relleno sanitario de Doña Juana. Al decir de 
varios testigos, "el vómito de basuras de la ciudad" es el síntoma 
evidente del grado de degradación ambiental a que ha llegado la 
capital del país. 

A pesar de la estrecha relación entre la degradación ambiental 
y los perjuicios para la salud pública, existe escasa documentación 
actualizada sobre los niveles de morbilidad y mortalidad asociados 
con causas ambientales. No obstante, la contaminación atmosfé­
rica, sonora, visual e hídrica es padecida diariamente por millones 
de habitantes de los principales centros urbanos, encabezados por 
Bogotá. 

Así, la calidad de vida de los habitantes de las ciudades se ve 
negativamente afectada por el inadecuado manejo y disposición 
final de las basuras, la contaminación de los cuerpos de agua, 
debido a la carencia de sistemas de tratamiento de las aguas 
servidas -sólo el cinco por ciento de los municipios hacen algún 
tratamiento, y a descontrolados vertimientos industriales. La con­
taminación del aire alcanza niveles no permisibles para la salud 
humana en algunas zonas de Bogotá, Cali, Medellín y Sogamoso, 
entre otros. 

De otro lado, cerca del 40 por ciento de los suelos del país se usa 
para fines diferentes a los de su vocación. Muchos son objeto de 
empobrecimiento por inadecuadas prácticas agropecuarias (sobre­
pastoreo, exceso de agroquímicos, etc.) y el 8,5 por ciento sufre 
severos procesos de erosión. 
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La pesca continental ha desaparecido, o está a punto de hacerlo, 
en muchos ríos de la zona andina, y en otros presenta una dis­
minución, como es el caso del río Magdalena. Las poblaciones de 
ciertas especies de pesca marina se encuentran en claro proceso 
de extinción. Los arrecifes coralinos denotan graves daños en la 
costa Caribe y en la isla de San Andrés. Algunas bahías, en par­
ticular las de Cartagena y Buenaventura, ostentan alarmantes 
grados de contaminación. Los manglares y otras barreras natura­
les de protección de la costa, en particular del Caribe, han desapa­
recido en amplias zonas y en otras acusan deterioro58• 

Al tiempo que se constata esta situación de creciente deterioro 
ambiental, se ha obtenido un mejor entendimiento de sus causas. 
El crecimiento de la población que ascendió, de 11 millones de 
habitantes a principios de la década de los cincuenta a 37 millones 
a mediados de los años noventa, constituye, sin lugar a dudas, una 
de las mayores fuerzas que impulsan el deterioro ambiental. 

En forma simultánea al incremento demográfico, Colombia se 
transformó en una sociedad predominantemente urbana, después 
de haber sido rural durante la mayor parte de su historia. En la 
lucha por satisfacer sus necesidades básicas, la población co­
lombiana, al igual que en otras partes del globo, ha sido respon­
sable de la creación de agroecosistemas y paisajes culturales, que 
han traído como consecuencia el empobrecimiento de muchas 
comunidades naturales y la reducción de servicios de los ecosis­
temas. 

Pero el impacto del crecimiento de la población sobre el medio 
ambiente se ve agudizado por múltiples factores: la pobreza y los 
bajos niveles educativos de gran parte de la población colombiana 
la llevan a consumir intensamente los recursos naturales y no le 
permiten acceder fácilmente a tecnologías para hacer un uso 

58 Ministerio del Medio Ambiente, Plan Nacional de Desarrollo Ambiental, El Salto 
Social: hacia el desarrollo humano sostenible, Santa Fe de Bogotá, 1995, págs. 6-10. 
Pombo y otros, op. cit. República de Colombia, Informe Nacional a la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo, Bogotá, Ministerio de 
Relaciones Exteriores, 1992. 
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adecuado de los mismos. Los sistemas de tenencia de la tierra rural, 
que estimulan la apertura de la frontera agropecuaria, son el 
principal factor de la destrucción de los bosques. Los sistemas de 
tenencia de la tierra urbana obligan a los más pobres a asentarse 
en áreas de alta vulnerabilidad ambiental. Los patrones imperantes 
de consumo refuerzan el uso ineficiente de los recursos naturales 
renovables. Las condiciones de libre acceso a buena parte de los 
recursos naturales han disparado las tasas de extracción, muy por 
encima de las que serían socialmente deseables. La ausencia, 
insuficiencia o falta de aplicación de mecanismos especiales, impide 
exigir compensaciones por el deterioro ambiental generado por 
muchas actividades productivas. Factores de carácter internacional, 
como los términos inequitativos del intercambio de los productos 
básicos, aumentan la demanda y la presión sobre los recursos de 
fauna y flora, que contribuyen a la deforestación. Los daños 
causados a los recursos globales, como la capa de ozono, la atmós­
fera, los mares y el equilibrio climático, no son ajenos al país. Final­
mente, el gran desconocimiento de nuestra base natural dificulta 
el establecimiento de estrategias para su manejo. 

A estas causas se suman las políticas y programas de desarrollo, 
que no han incorporado en forma cabal la consideración ambiental, 
como las carreteras y demás obras de infraestructura que no 
contemplan su impacto, o las políticas agrarias que han propiciado 
la destrucción de los bosques. Un ejemplo ilustrativo de esto último 
fue, en su momento, la definición de "predio bien explotado", con­
signado en la ley de reforma agraria, que establecía como prerre­
quisito la inexistencia del bosque. 

Además, algunas políticas estatales dirigidas a la solución de 
problemas tan críticos, como la deforestación o la merma de los 
recursos faunísticos, no han tenido mayor éxito. Los diversos inten­
tos de detener la deforestación por la vía policiva han estado lejos 
de der.cotar este fenómeno, demostración de cuán ineficientes son 
las estrategias dirigidas a combatir los síntomas y no las causas. 
Los programas para promover la reforestación protectora y comer­
cial, por su parte, han tenido modestos resultados. 
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El énfasis dado por el Inderena, las corporaciones y las enti­
dades territoriales a la agenda verde, y la poca prioridad de la ges­
tión ambiental urbana durante muchos años, se manifiesta hoy en 
fenómenos acumulativos de contaminación en casi todas las pobla­
ciones del país, especialmente en las cuatro grandes ciudades. La 
muerte biológica de los ríos Bogotá, Medellín y Cali son testimonio 
de ese hecho. 

El deterioro del medio ambiente a nivel local, regional y nacional 
se suma y contribuye a las amenazas ambientales globales, 
producidas por la acción humana: el cambio climático, el adelga­
zamiento de la capa de ozono, el declive de la biodiversidad, la 
deforestación, la degradación de los bosques, la contaminación de 
las aguas continentales, la contaminación de los océanos y las 
mayores concentraciones de contaminantes orgánicos persistentes. 
A la inversa, en un ciclo pernicioso, estos fenómenos globales 
contribuyen a agravar el deterioro ambiental a nivel local, regional 
y nacional, en la medida en que se agudizan. 
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Capítulo II. 
UNA CONSTITUCIÓN VERDE Y UNA LEY 
PARA EL MINISTERIO 

Durante la última década del siglo XX, Colombia adelantó un 
conjunto de reformas sustanciales de la gestión ambiental: la 
Constitución adoptada en 1991, que sustituyó la de 1886, consagró 
cerca de sesenta artículos referidos al medio ambiente y al 
desarrollo sostenible; la Ley 99 de 1993 creó el Ministerio del Me­
dio Ambiente, reordenó el sector público encargado de la gestión y 
conservación del medio ambiente y los recursos naturales reno­
vables, reorganizó el Sistema Nacional Ambiental (Sina) y previó 
otras disposiciones que modificaron la normatividad ambiental, 
incorporada en el Código de los Recursos Naturales Renovables; 
las leyes sobre comunidades negras (1993), participación ciuda­
dana (1994), reforma agraria (1994), sector eléctrico (1994) y Fon­
do Nacional de Regalías (1994) incorporaron disposiciones críticas 
para la gestión ambiental59

• 

Al mismo tiempo, se iniciaron nuevos programas para la pro­
tección y restauración de los recursos naturales renovables, y se 
establecieron diversas formas de participación de la ciudadanía. 

En su momento, diversos observadores internacionales califi­
caron esta reforma como una de las más ambiciosas que se hayan 
emprendido en Latinoamérica, después de la Conferencia de Río60

• 

59 Una descripción y análisis de las reformas se encuentra en: Manuel Rodríguez Becerra 
(ed.), Colombia: una política ambiental para fin de siglo. Manuel Rodríguez Becerra, 
Memoria del primer ministro del Medio Ambiente, informe al Congreso de la 
República, Santa Fe de Bogotá: Imprenta Nacional, 1994, 2 vols. Este capítulo y los 
dos siguientes se basan en las mencionadas obras. 

60 Así lo expresó, por ejemplo, Andrew Steer, director del departamento del medio 
ambiente del Banco Mundial, en el curso de las deliberaciones de la Comisión de 
Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas que tuviera lugar en Nueva York, en 
abril de 1995. 

85 
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Sin embargo, este comentario alude a la concepción y a los prime­
ros pasos de la puesta en marcha de la reforma. Pero, según exami­
naremos en capítulos posteriores, los logros alcanzados, hasta ahora, 
no parecen suficientes para resolver los problemas ambientales que 
enfrentamos, objetivo elusivo del cual todavía estamos lejos. 

La transformación emprendida en Colombia, en 1990, se basó 
en el reconocimiento de serias deficiencias: la evidente debilidad, 
la poca jerarquía y la atomización de los entes públicos existentes; 
la frecuente superposición de competencias entre diferentes auto­
ridades ambientales de carácter nacional o regional; la obsolescen­
cia de muchas normas vigentes o la necesidad de establecer 
mecanismos para garantizar su cumplimiento; el precario compro­
miso con la conservación y uso racional de los recursos naturales 
por parte del Estado y los sectores productivos; la insuficiencia de 
los recursos económicos y la deficiente gestión a nivel urbano. 

EL DESARROLLO SOSTENIBLE EN LA CONSTITUCIÓN Y EN LA LEY 

DEL MINISTERIO 

El desarrollo sostenible fue adoptado por la Constitución de 1991, 
en cuyos mandatos se enmarca y se desarrolla la Ley 99 de 1993 
que crea el Ministerio del Medio Ambiente. 

La Constitución consagra el concepto del "desarrollo sostenible" 
en el artículo 80, correspondiente al título de los derechos colec­
tivos y del ambiente, con las siguientes palabras: 

"El Estado planificará el manejo y el aprovechamiento de los recursos natu­
rales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restaura­
ción o sustitución. Además, deberá prevenir y controlar los factores de 
deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación de 
los daños causados". 

En la Ley 99 de 1993, el desarrollo sostenible se define como 
aquél que 

"conduzca al crecimiento económico, a la elevación de la calidad de la vida y 
al bienestar social, sin agotar la base de recursos naturales renovables en 
que se sustenta, ni deteriorar el medio ambiente o el derecho de las 
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generaciones futuras a utilizarlo para la satisfacción de sus propias 
necesidades". 

El artículo 1 del título I de la misma ley, referido a los "funda­
mentos de la política ambiental colombiana", establece que 

"el proceso de desarrollo económico y social del país se orientará según los 
principios universales y del desarrollo sostenible, contenidos en la Decla­
ración de Río de Janeiro de junio de 1992 sobre medio ambiente y desa­
rrollo". Significa que estos principios deberán guiar la conducta de las perso­
nas y de las instituciones de Colombia, con relación al desarrollo y al medio 
ambiente, al igual que la interpretación misma de la Ley 99 de 1993. 

En la Declaración de Río se proclaman ideas fundamentales, 
como: el derecho de los seres humanos a una vida saludable y 
productiva en armonía con la naturaleza; la necesidad de que la 
protección del medio ambiente constituya parte integrante del 
proceso de desarrollo y no se considere en forma aislada, como 
premisa para alcanzar el desarrollo sostenible; la erradicación de 
la pobreza como condición esencial para alcanzar el desarrollo 
sostenible; el deber del Estado y de los particulares de reducir o 
eliminar modalidades de producción y de consumo insostenibles y 
fomentar políticas demográficas apropiadas; el deber del Estado y 
de los particulares de utilizar un criterio de precaución para la 
protección del medio ambiente, sin que se aluda a la falta de certeza 
científica, para postergar la adopción de medidas eficaces a fin de 
impedir la degradación del medio ambiente, cuando haya peligro 
de daño grave o irreversible; la necesidad de desarrollar ins­
trumentos económicos que induzcan a los mecanismos de mercado 
a la protección ambiental; en principio, el costo que conlleve la 
contaminación incumbirá a quien contamine; el deber del Estado 
de incorporar y difundir aquellos conocimientos ancestrales de los 
pueblos indígenas y las comunidades negras y campesinas, que 
han probado ser apropiados para el manejo ambiental. 

En la Constitución, la sostenibilidad del desarrollo se consagra en 
cerca de cuarenta artículos, que al redefinir y renovar la misión del 
Estado en la sociedad, le asigna la obligación, al igual que a todas las 
personas, de proteger las riquezas naturales de la Nación (artículo 8). 
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El artículo 58 señala que "la propiedad es una función social 
que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función 
ecológica". Así se abre la posibilidad de que en el campo ambiental 
se adelanten desarrollos análogos o semejantes a los que se logra­
ron establecer con base en la función social de la propiedad. Es el 
caso, por ejemplo, de la extinción del dominio. 

De igual manera, en el título sobre el "régimen económico", 
dos artículos hacen referencia al concepto de desarrollo sostenible. 
El artículo 333 establece que la intervención del Estado en la eco­
nomía está encaminada a alcanzar el desarrollo, entendido éste no 
exclusivamente en términos materiales. 

"La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Éste 
intervendrá por mandato de la ley, en la explotación de los recursos natu­
rales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consu­
mo de los bienes y en los servicios públicos y privados para racionalizar la 
economía, con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de 
los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios 
del desarrollo y la preservación de un ambiente sano". 

Y el artículo 334 señala la preservación del ambiente como uno 
de los tres casos en que el Estado puede limitar la libertad 
económica: "La ley delimitará el alcance de la libertad económica 
cuando así lo exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio 
cultural de la Nación". 

En lo concerniente a la producción y oferta de bienes y servicios, 
la ley regulará el control de su calidad "así como la información que 
debe suministrarse al público en su comercialización", que bien puede 
referirse a aspectos de medio ambiente. Más explícita aun es la norma 
mediante la cual se puede concretar el régimen de responsabilidad de 
quienes produzcan y comercialicen bienes y servicios en cuanto 
atenten contra la salud, entre otros aspectos (artículo 78). 

La consagración de los anteriores artículos podría verse, en 
parte, como el reconocimiento de que el país se encuentra en la 
antesala de una serie de problemas ambientales que, de no corre­
girse, perjudicarán su capacidad productiva y limitarán muchas 
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posibilidades aún ofrecidas por su enorme riqueza natural. Ésta 
se expresa en el hecho de que Colombia sea señalado como uno de 
los países de la megadiversidad, lo que, a su vez, implica enormes 
responsabilidades a nivel nacional e internacional. Por eso la nueva 
Constitución prevé como deberes del Estado "proteger la diversidad 
e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial impor­
tancia ecológica" (artículo 79); "cooperar con otras naciones en la 
protección de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas" 
(artículo 80) y regular "el ingreso y la salida del país de los recursos 
genéticos y su utilización, de acuerdo con el interés nacional" (ar­
tículo 81). De la misma manera, otorga a los parques nacionales el 
calificativo de áreas fundamentales para la conservación, una 
posición prioritaria como parte del patrimonio nacional, al decla­
rarlos entre los bienes "inalienables, imprescriptibles e inembar­
gables" (artículo 63). 

En relación con la protección del ambiente, se prohíbe "la 
fabricación, importación, posesión y uso de armas químicas, bioló­
gicas y nucleares, así como la introducción al territorio nacional 
de residuos nucleares y desechos tóxicos" (artículo 81), con lo cual 
se protege a nuestra población y a nuestro territorio de las graves 
experiencias que han sufrido otros países, al no haber adoptado 
esta previsión. 

Con el fin de que el Estado dé cumplimiento a las grandes 
responsabilidades adquiridas en materia ambiental, la Constitu­
ción contempla diversas fuentes de recursos financieros: la des­
tinación de una parte del impuesto de la propiedad inmueble -que 
corresponde exclusivamente a los municipios- "a las entidades 
encargadas del manejo y conservación del ambiente y de los 
recursos naturales renovables, de acuerdo con los planes de desa­
rrollo de los municipios de su jurisdicción" (artículo 317); y la 
destinación obligatoria de una parte de los recursos del Fondo 
Nacional de Regalías para la preservación del medio ambiente, 
que se ejecutarán a través de las entidades territoriales (artículo 
361). Esta última previsión se origina también en el concepto de 
sustentabilidad. Se trata de dirigir una proporción importante de 
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los beneficios económicos producidos por el aprovechamiento de 
los recursos naturales no renovables a la gestión ambiental. Esto 
es coherente con el mandato constitucional de garantizar la 
reparación, sustitución o compensación de los daños infligidos al 
ambiente. Para lograr este último objetivo, el Fondo tendrá tam­
bién, como una de sus destinaciones, la financiación de proyectos 
regionales de inversión, estrategia diseñada para entregar a las 
futuras generaciones parte de los beneficios de los aprovecha­
mientos actuales. 

Con relación a las transferencias presupuestales de la Nación 
para inversión social, se introduce el parámetro de distribución 
relativo a la calidad de vida que, como es obvio, incluye el ambiente 
sano (artículo 357). Se abre, además, la posibilidad de estructurar 
un nuevo régimen de contribuciones y tasas: 

"la ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades 
fijen la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, 
como recuperación de los costos de los servicios que les presten o partici­
pación en los beneficios que les proporcionen". Esta posibilidad fue concre­
tada en la Ley 99 de 1993, mediante la referencia a las tasas retributivas, 
compensato-rias y de uso de los recursos naturales renovables. 

En lo que respecta a recursos financieros, es necesario subrayar 
la posibilidad de que el régimen fiscal, que la ley autorice para las 
entidades territoriales, señale condicionamientos y exigencias en 
la destinación de aquéllos de orden tributario, pues en esta materia 
no existe la prohibición que sí rige en materia de destinación 
específica para las rentas nacionales (artículo 359). 

Los DERECHOS CIUDADANOS 

Por su parte, la responsabilidad ciudadana en materia ambiental 
es un concepto que se introdujo en la nueva Constitución, en 
consonancia con el objetivo de fortalecer la democracia participa­
tiva y haciendo eco a la creciente convicción nacional e interna­
cional de que sólo en la medida en que la ciudadanía adquiera una 
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mayor responsabilidad del ámbito natural y sus recursos, será 
posible su adecuado uso, aprovechamiento y conservación. 

En ese sentido, se consagró el deber de la persona y del ciuda­
dano de proteger los recursos naturales del país y de velar por la 
conservación de un ambiente sano (artículo 98, numeral 8). 

El artículo 79, después de establecer el derecho de todas las 
personas a gozar de un ambiente sano, establece que "la ley 
garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que 
puedan afectarlo". El mismo artículo señala la responsabilidad que 
tiene el Estado de ofrecer educación para el logro de esta 
participación y, en general, para alcanzar todos los fines propues­
tos en materia ambiental. A este tema se refiere el artículo 67 que, 
al establecer la educación como "un derecho de la persona y un 
servicio público que tiene una función social", debe formar al 
colombiano, entre otros asuntos, "para la protección del ambiente". 

Al establecerse el derecho colectivo a un ambiente sano, la acción 
popular se contempla como uno de los instrumentos jurídicos para 
su defensa. Mediante ella, cualquier ciudadano o grupo de ciuda­
danos tiene la posibilidad de presentar ante un juez una demanda 
en contra de una persona natural o jurídica por actos que atenten 
contra este derecho colectivo, exigiendo la restauración, sustitución 
o compensación respectiva (artículo 88). 

Además, el Procurador General de la Nación, la suprema 
autoridad del ministerio público, asume la función de "defender 
los derechos colectivos, en especial el ambiente" (artículo 277). 
Por su parte, el Defensor del Pueblo, como parte integrante del 
ministerio público, deberá interponer acciones populares en asun­
tos relacionados con la defensa del derecho a un ambiente sano 
(artículo 279). 

A su vez, la Constitución dispuso que toda persona tendrá 
derecho a la acción de tutela para reclamar ante los jueces sus 
derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de 
cualquier autoridad pública (artículo 86). Si bien, la Carta definió 
el derecho al medio ambiente sano como un derecho colectivo, la 
Corte Constitucional ha señalado que la acción de tutela puede ser 
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utilizada para defender aquel derecho cuando tenga conexión con 
derechos fundamentales, como son, por ejemplo, el derecho a la 
vida y a la integridad personal. 

En el mismo sentido, la nueva legislación adoptó la "acción de 
cumplimiento", mediante la cual, "toda persona podrá acudir ante 
la autoridad judicial para hacer efectivo el cumplimiento de una 
ley o de un acto administrativo. En caso de prosperar la acción, la 
sentencia ordenará a la autoridad renuente el cumplimiento del 
deber omitido". Esta acción se reglamentó en la Ley 99 de 1993 en 
el campo ambiental. En abril de 1997, se sancionó una ley me­
diante la cual se reglamenta de manera general. 

DESCENTRALIZACIÓN, PLANEACIÓN Y MEDIO AMBIENTE 

La nueva Constitución, acorde con el espíritu de la descentrali­
zación política y administrativa del país, confiere a las entidades 
territoriales atribuciones de especial significación. Corresponde a 
los consejos municipales "reglamentar el uso del suelo" y "dictar 
las normas necesarias para el control, la preservación y defensa 
del patrimonio ecológico y cultural del municipio" (artículo 313). 
A las asambleas departamentales les compete expedir disposiciones 
relacionadas con el ambiente (artículo 300). Y a las corporaciones 
autónomas regionales (CAR), encargadas por la Ley 99 de 1993 de 
la ejecución de las políticas y planes del Ministerio del Medio 
Ambiente y máxima autoridad ambiental a nivel regional, se les 
confiere autonomía administrativa y financiera. 

Por otra parte, la participación ciudadana y la descentraliza­
ción se conjugan en el caso de las comunidades indígenas, en la 
norma que establece que los consejos de los territorios indígenas, 
conformados y reglamentados según los usos y costumbres de sus 
comunidades, ejercerán la función de "velar por la preservación 
de los recursos naturales" y que "la explotación de los recursos 
naturales en los territorios indígenas se hará sin desmedro de la 
integridad cultural, social y económica de las comunidades 
indígenas. En las decisiones que se adopten, respecto de dicha 
explotación, el gobierno propiciará la participación de los represen­
tantes de las respectivas comunidades" (artículo 330). 
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Además, el país podrá conocer los logros y retrocesos en materia 
ambiental a través del "Informe anual sobre el estado de los 
recursos naturales y del ambiente", que debe presentar el Contra­
lor General de la Nación al Congreso de la República. 

En un capítulo fundamental de la Carta, la política ambiental 
se integra como parte central del Plan Nacional de Desarrollo, que 
el gobierno deberá presentar a consideración del Congreso, dentro 
de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial 
respectivo. Fue desarrollado por primera vez por el gobierno del 
presidente Ernesto Samper Pizano y es de tal naturaleza, que el 
gobierno no estará en posibilidad de ejecutar sus políticas, progra­
mas y proyectos, si el Plan Nacional de Desarrollo no se encuentra 
aprobado. En términos prácticos, es lo mismo que decir que no 
estará en posibilidad legal de ejecutar los presupuestos de funcio­
namiento e inversión. 

Al respecto, el artículo 339 dice: 

"Habrá un plan nacional de desarrollo conformado por una parte general y 
un plan de inver-siones de las entidades públicas del orden nacional. En la 
parte general se señalarán los propósitos y objetivos nacionales de largo 
plazo, las metas y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las 
estrategia s y orientaciones gen erales de la política económica, social y 
ambiental, que serán adoptadas por el gobierno. El plan de inversiones 
públicas contendrá los presupuestos plurianuales de los principales 
programas y proyectos de inversión pública nacional y la especificación de 
los recursos financieros requeridos para su ejecución. 
Las entidades territoriales elaborarán y adoptarán de manera concertada 
entre ellas y el gobierno nacional, planes de desarrollo, con el objeto de 
asegurar el uso eficiente de sus recursos y el desempeño adecuado de las 
funciones que les hayan sido asignadas por la Constitución y la ley. Los 
planes de las entidades territoriales estarán conformadas por una parte 
estratégica y un plan de inversiones de mediano y corto plazo". 

En consonancia con el anterior mandato, se dispone que los 
representantes del sector ecológico hagan parte del Consejo 
Nacional de Planeación, el cual tendrá carácter consultivo y servirá 
de foro para la discusión del Plan Nacional de Desarrollo. 
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Sobre estos temas, la experta en legislación ambiental, María 
Eugenia Ponce de León, ha subrayado como un precedente impor­
tante de la evolución de la legislación ambiental la inclusión de 

"dos leyes que no pertenecen a la órbita del derecho ambiental propiamente 
dicho, pero que aportan muy valioso impulso a esta legislación. Ellas son: la 
Ley Orgánica del Plan de Desarrollo y la Ley 188 de 1995". 

En la Ley Orgánica se establece la sostenibilidad ambiental 
como uno de los principios que rigen las actuaciones de las autori­
dades nacionales, regionales y territoriales en materia de planea­
ción, para lo cual, 

"los planes de desarrollo deben considerar criterios que permitan estimar 
los costos y beneficios ambientales, con miras a definir acciones que garan­
ticen una adecuada oferta ambiental". 

Por su parte, la Ley 188 de 1995, aprueba el Plan Nacional de 
Desarrollo; el "Salto Social" del gobierno de Samper incorpora 
expresamente un capítulo sobre desarrollo sostenible, al igual que 
la dimensión ambiental. Según la experta en legislación ambiental, 

"la gran importancia de esta ley, que pasó desapercibida para muchos, es 
que, por mandato expreso de la Constitución, tiene prelación sobre las demás 
leyes y sus disposiciones constituyen mecanismos idóneos para su ejecución, sin 
necesidad de expedir leyes posteriores a ella"61• 

LA MÁS ALTA JERARQUÍA POLÍTICA PARA EL SECTOR AMBIENTAL 

La Ley 99 crea el Ministerio como ente rector de la gestión del 
medio ambiente y los recursos naturales renovables. En su artículo 
2 se destacan dos grandes finalidades: "impulsar una relación de 
respeto y armonía del hombre con la naturaleza" y "asegurar el 
desarrollo sostenible". Para el efecto, fija como uno de sus objetivos, 
la formulación, 

61 María Eugenia Ponce De León, "Solución y perspectivas de la legislación nacional 
en Colombia", Conferencia dictada en la Universidad de los Andes, junio 1997. 
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"junto con el Presidente de la República y garantizando la participación de 
la comunidad, de la política nacional ambiental y de recursos naturales 
renovables, de manera que se garantice el derecho de todas las personas a 
gozar de un ambiente sano y se proteja el patrimonio natural y la soberanía 
de la Nación". 

El propósito de elevar a categoría de ministerio la gestión 
ambiental, buscaba equiparar su importancia estratégica para el 
país con su jerarquía política. Sabemos que Colombia es uno de los 
países privilegiados del mundo en oferta ambiental. Pero también 
conocemos el proceso acelerado de destrucción de esa riqueza, que 
pone en riesgo su desarrollo y la calidad de vida de las presentes y 
futuras generaciones y coloca al país en grave predicamento ante 
el mundo. 

Se supone que la mayor jerarquía política puede ser un instru­
m ento eficaz para responder al reto de detener y revertir los 
fenómenos de degradación ambiental. A nivel práctico, ello signi­
fica, entre otras cosas, la participación del ministerio en el Consejo 
de Ministros y en el Consejo Nacional de Política Económica y Social 
(Conpes). 

Antes, el Ministerio de Agricultura, al cual estaba adscrito el 
Inderena, representaba el interés ambiental en estos organismos 
de definición de políticas. Es necesario recordar que, como es obvio, 
los ministros de Agricultura siempre han sido nombrados para 
dirigir el sector agropecuario, uno de los mayores usuarios de los 
recursos naturales renovables, muchas veces en contradicción con 
su preservación. El hecho de que el lnderena hubiese llegado a 
convertirse en "la cenicienta" del Ministerio de Agricultura es, en 
parte, expresión de tales conflictos y de la poca importancia que, 
con contadas excepciones, le otorgaron a ese instituto quienes 
ocuparon aquella cartera ministerial. Al fin y al cabo, su paso por 
el ministerio iba a ser evaluado por su desempeño en el desarrollo 
agropecuario. Aquellos ministros que afrontaron el asunto am­
biental con empeño, quizá, lo hicieron como un acto visionario, 
conscientes de la poca rentabilidad política que les significaría en 
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el momento y más bien en actitud de alerta frente a los proble­
mas que podría acarrearles. 

La nueva jerarquía política del sector ambiental constituye 
asunto de no poca monta a nivel doméstico, pues garantiza su 
intervención directa en los máximos entes decisorios de la rama 
ejecutiva del sector público. Así, por ejemplo, su participación en 
la discusión y procesos de aprobación de los documentos de política 
económica y social, considerada en la práctica como la carta de 
navegación del Ejecutivo, le garantizan al ministro del Medio Am­
biente la posibilidad de constatar que la dimensión ambiental esté 
adecuadamente considerada en las políticas, programas y obras de 
los diferentes sectores públicos. 

Además, la participación en estos cuerpos decisorios y el mayor 
acceso del ministerio a los otros entes del sector público, derivados 
no sólo de su jerarquía sino también de sus funciones en relación 
con aquéllos, crean condiciones para que la autoridad ambiental 
ejerza sobre ellos una función de carácter fundamentalmente 
preventivo y no policivo, al contrario de la ingrata tradición del 
Inderena. No hay que olvidar cómo en el pasado reciente y lejano 
se han adelantado en el país obras estatales, muchas veces con 
graves impactos ambientales, que se habrían podido evitar. En 
algunos casos, ello ha llevado a la suspensión de muchas obras de 
infraestructura, en un intento de establecer, sobre la marcha, 
medidas de mitigación y de restauración, en medio de no pocos 
problemas políticos y el injusto señalamiento de la autoridad am­
biental como obstaculizadora del desarrollo. 

A ello se suma el hecho de que muchas de esas obras han creado 
expectativas en las comunidades, generalmente inconscientes de 
sus costos ambientales, cuando el problema, por lo general, se ha 
originado en la omisión y en la negligencia de los sectores 
responsables de su ejecución. Ahora se cuenta con una mayor jerar­
quía y competencia que empiezan a reducir este tipo de situaciones. 
No es asunto de retórica. Mi doble experiencia como gerente del 
Inderena y ministro del Medio Ambiente me demostró los enormes 
atributos que tiene la nueva entidad para manejar en forma cons­
tructiva cuestiones de esta naturaleza. 
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A nivel internacional, la jerarquía ministerial significa también 
contar con un interlocutor par y válido que esté en mejor posibili­
dad de aprovechar las oportunidades derivadas de que Colombia 
sea una potencia en oferta ambiental. Necesidad sentida, toda vez 
que la mayor parte de los países desarrollados le dieron, de tiempo 
atrás,jerarquía ministerial al sector ambiental, una modalidad que 
ha sido paulatinamente adoptada por los países en desarrollo. Es 
también el caso de buena parte de los países de América Latina 
donde, después de la Conferencia de Río de Janeiro, se han creado 
ministerios en Argentina, Bolivia, Brasil, Ecuador, México, Cuba, 
Costa Rica y Comisiones Nacionales del Ambiente en Perú y Chile. 
Venezuela cuenta con un Ministerio del Medio Ambiente desde 
1978. 

EL MINISTERIO: ENTE RECTOR DE LA GESTIÓN AMBIENTAL 

Al crear el ministerio como organismo rector de la gestión am­
biental, la ley resuelve en la práctica el grave problema de la 
atomización de competencias a nivel nacional, una de las princi­
pales causas de la debilidad de la gestión en este campo. Ésta 
originaba, además, una pesada y a menudo kafkiana tramitología 
en los usuarios del sector público y privado, dispuestos a cumplir 
la legislación ambiental. 

Así, la ley recogió en el ministerio las dispersas funciones que 
estaban en cabeza del Inderena, el Ministerio de Salud, el Minis­
terio de Minas y Energía, el Himat (hoy Ideam), Ingeominas, el 
Instituto Geográfico Agustín Codazzi (lGAc), la Dirección Marítima 
y Portuaria (Dimar), el Departamento Nacional de Planeación y 
las corporaciones autónomas regionales. 

Con el fin de dar coherencia a la gestión, se estableció como 
objetivo del nuevo ente la coordinación del Sistema Nacional Am­
biental (Sina), constituido por el conjunto de normas, recursos, 
entidades estatales y organizaciones comunitarias y no guberna­
mentales, con responsabilidades en la materia. 

Para determinar las jerarquías del Sina, se estableció el 
siguiente orden descendente: Ministerio del Medio Ambiente, 
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corporaciones autónomas regionales, departamentos y distritos o 
municipios. 

Treinta y cuatro corporaciones son la máxima autoridad 
ambiental a nivel regional. Con la ley, 18 corporaciones existentes 
se transformaron para especializarse en la gestión ambiental y 
cumplir las funciones que se les atribuyeron en esta materia. 
Además, se dispuso la creación de 16 nuevas corporaciones para 
sustituir al Inderena en el área de su jurisdicción (aproximada­
mente el 75 por ciento del territorio nacional) y el establecimiento 
de instituciones ambientales para la gestión en las cuatro princi­
pales ciudades del país. Estas últimas cumplen las funciones asigna­
das a las corporaciones dentro del perímetro urbano de su 
respectiva ciudad y comparten con las entidades territoriales la 
responsabilidad de ejecutar las políticas, programas, planes y 
proyectos definidos por el ministerio. 

A la cartera ambiental se le atribuyen funciones ejecutivas en 
unos pocos campos estratégicos. De ellos, los más importantes son: 
la administración del Sistema de Parques Naturales Nacionales, 
el otorgamiento de licencias ambientales en áreas críticas y la 
administración del Fondo Nacional del Ambiente. 

También se le asignan funciones en las áreas de planeación, 
políticas, regulación, coordinación, control, participación, policía 
e investigación. Para facilitar su cumplimiento, la Ley 99 diseñó la 
estructura administrativa básica del ministerio. 

Las corporaciones, también con atribuciones en todos estos 
campos, tienen como tarea prioritaria el cumplimiento de las 
funciones de ejecución de los planes y políticas señalados por el 
ministerio, y son las entidades responsables de la administración 
de los recursos naturales renovables y del ambiente en su juris­
dicción. Además, las corporaciones deben articular en un todo 
coherente, a nivel regional, las responsabilidades que las entidades 
territoriales tienen en materia de gestión ambiental. De manera 
especial, deben hacerlo frente a los municipios y departamentos, a 
los cuales deben prestar asistencia técnica en materia ambiental, 
para la elaboración de los planes de desarrollo y los programas y 
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proyectos que adelanten en la preservación y restauración de los 
recursos naturales. También a ellas les corresponde desarrollar el 
Plan Ambiental Regional, reglamentado mediante el Decreto 1865 
del 3 de agosto de 1994. 

A su vez, las principales funciones de las entidades territoriales 
se concentran en el saneamiento ambiental, pues son los respon­
sables primarios de áreas tan críticas como la disposición de basuras 
y aguas servidas, y la provisión del agua potable. También les 
compete promover la educación ambiental y velar por la preser­
vación, control y vigilancia de los recursos naturales renovables 
de su jurisdicción, funciones que deben adelantar conjuntamente 
con las corporaciones. 

Aunque, tanto el ministerio como las corporaciones tienen las 
funciones de promover y ejecutar la investigación, la ley crea cinco 
centros como soporte científico y técnico de estas instituciones y 
de las entidades del Sina en general. Ellos son: el Instituto de 
Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales (Ideam); el 
Instituto de Investigaciones Marinas y Costeras 'ITosé Benito Vives 
de Andreis" (Invernar); el Instituto de Investigación de Recursos 
Biológicos ''Alexander von Humboldt"; el Instituto Amazónico de 
Investigaciones Científicas (Sinchi); y el Instituto de Investiga­
ciones Ambientales del Pacífico •aohn von Newmann". 

Por otra parte, la ley dispone la creación del Sistema de 
Información Ambiental. De acuerdo con el decreto reglamentario, 
éste debe nutrirse de la información, estadísticas, bases de datos, 
documentos, libros y, en general, todo el material relativo al sector. 
El sistema debe facilitar el acopio, procesamiento, análisis y difusión 
de la información necesaria para la planeación, la toma de decisio­
nes de política ambiental y la fijación de normas. El nodo operador 
del sistema es el Ideam, pero su operación y coordinación central 
está a cargo de los cinco institutos de investigación vinculados al 
ministerio. 

De otro lado, la ley prevé diversas formas concretas de coor­
dinación y subordinación entre el ministerio y las 34 corporaciones, 
las cuatro entidades responsables de la gestión ambiental en 
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Bogotá, Medellin, Cali y Barranquilla, los cinco institutos de inves­
tigación y las entidades territoriales. 

Menos prolífica es la ley en establecer mecanismos de coor­
dinación con otros componentes del Sina. Si bien reconocemos aquí 
la gran importancia de este objetivo, su desarrollo requiere una 
reglamentación rigurosa y un diseño imaginativo de programas y 
formas de trabajo, porque, a pesar de constituir el eje vertebral de 
la reforma, no ha logrado consolidarse cuatro años después de su 
concepción. Baste recordar la tradición de las entidades estatales 
de trabajar en compartimientos estancos y muchas veces en medio 
de riñas intergubernamentales. Fenómeno este que se refleja, como 
con frecuencia se afirma, en la desidia e ineficiencia del sector 
público, y a menudo es la expresión de conflictos de intereses que 
van desde los originados por diversas interpretaciones sobre "el 
bienestar de la sociedad", hasta los surgidos en los propios intereses 
de las burocracias públicas. No se debe descartar que muchas veces 
la falta de coordinación es producto de la corrupción, o de presiones 
indebidas sobre el sector público. 

LA MISIÓN PLANIFICADORA DEL MINISTERIO 

Hemos insistido en que al Ministerio del Medio Ambiente se le 
otorgó, como misión fundamental, propender por el desarrollo 
sostenible. No es mera retórica: se le fijan funciones concretas en 
pos de ese objetivo. Es lo que distingue al ministerio de los entes 
públicos de la gestión ambiental a los cuales sustituyó como primera 
autoridad ambiental del país -el Inderena, el Ministerio de Salud, 
las corporaciones, etc.-, así como de muchas otras instituciones 
ambientales de otros países. 

La función central del ministerio es la de 

"formular la política nacional en relación con el medio ambiente y los 
recursos naturales renovables, y establecer las reglas y criterios de ordena­
miento ambiental del uso del territorio y de los mares adyacentes, para 
asegurar el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales renova­
bles y del medio ambiente". 
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En este numeral se plantea una función de planeación del 
ministerio en relación con una dimensión crítica para la gestión 
ambiental: el ordenamiento ambiental del territorio, función que 
se específica así en el numeral 11 del artículo 5: 

"Expedir y actualizar el estatuto de zonificación de uso adecuado del 
territorio para su apropiado ordenamiento y las regulaciones nacionales 
sobre el uso del suelo en lo concerniente a sus aspectos ambientales y fijar 
las pautas generales para el ordenamiento y manejo de cuencas hidrográ­
ficas y demás áreas de manejo especial". 

Como quedó dicho, la Constitución establece los campos eco­
nómico, social y ambiental como ejes fundamentales del proceso 
de planeación a nivel nacional, y ordena la participación del sector 
ecológico en la Comisión asesora del plan. Con tal fin, la Ley 99 fija 
la siguiente función del ministerio: 

"Preparar con asesoría del Departamento Nacional de Planeación, los planes, 
programas y proyectos que en materia ambiental, o en relación con los 
recursos naturales renovables y el ordenamiento ambiental del territorio, 
deban incorporarse en los proyectos del Plan Nacional de Desarrollo y del 
Plan Nacional de Inversiones que el gobierno someta a consideración del 
Congreso" (artículo 3). 

Además, el ministerio debe definir la ejecución de programas y 
proyectos que la Nación, o ésta en asocio con otras entidades públi­
cas, deba adelantar para el saneamiento del medio ambiente o en 
relación con el manejo, aprovechamiento, conservación, recupe­
ración o protección de los recursos naturales renovables y del medio 
ambiente. 

En consonancia con estas funciones, el ministerio dirige y 
coordina el proceso de planificación y la ejecución armónica de las 
actividades en materia ambiental, de las entidades integrantes del 
Sina y establece: 

"Los criterios ambientales que deben ser incorporados en la formulación de 
las políticas sectoriales y en los procesos de planificación de los demás 
ministerios y entidades, previa su consulta con esos organismos" . 
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Esta función debe ser determinante en romper la tradición de 
algunos entes públicos que se han caracterizado por una gestión 
ambiental muy deficiente. Es el caso de los ministerios de Obras 
Públicas, Minas y Energía, y Agricultura, para mencionar los más 
depredadores. 

La función descrita debe servir también para orientar en forma 
adecuada la acción de los entes públicos determinantes en el diseño 
del país del mañana. Un buen ejemplo es la Financiera de Desa­
rrollo Territorial (Findeter), institución que tiene la responsa­
bilidad de ofrecer crédito a los municipios para financiar la infra­
estructura: acueductos, alcantarillados, red vial, mataderos, centros 
de acopio y otros servicios o, en otras palabras, aquellas obras que 
inciden en forma sustantiva en la conformación de los asenta­
mientos humanos. 

EL MEDIO AMBIENTE Y LAS POLÍTICAS DE DESARROLLO 

El Ministerio del Medio Ambiente tiene funciones precisas en 
relación con la formulación de políticas demográficas, de asenta­
mientos humanos, educativas, de comercio exterior, de coloniza­
ción y de relaciones internacionales, como dimensiones básicas del 
desarrollo que no pueden ser consideradas aisladamente de la 
política ambiental. 

Con el Ministerio de Salud, le corresponde formular la política 
nacional de población y promover y coordinar programas de control 
al crecimiento demográfico. Y con el Ministerio de Desarrollo, la 
política nacional de asentamientos humanos y de expansión urbana. 

Como bien lo anota el doctor N afis Sadik, director del Fondo de 
las Naciones Unidas para la Población: "El debate sobre el 
desarrollo sostenible es insignificante, si los asuntos de población 
se dejan como un asunto marginal". Sólo el hecho de que en los 
próximos diez años el mundo deba alojar mil millones de habitan­
tes adicionales, de los cuales el 96 por ciento se ubicará en las 
ciudades, sustenta esta afirmación. 

Se calcula que la población total de Colombia en el año 2025 
será de 54 millones, de los cuales un 77 .5 por ciento vivirá en las 
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ciudades. De continuar las actuales tendencias, muy posiblemente 
la población se estabilizará en los 60 millones de habitantes a 
mediados del siglo XXI. La mayor parte de esta población conti­
nuará ejerciendo una presión significativa sobre los ecosistemas 
de montaña, mientras que la Amazonia y una parte de la Orino­
quia permanecerán prácticamente despobladas. Colombia tendrá 
que construir, en los próximos cincuenta años, tantos conglomera­
dos humanos como los que tiene en la actualidad. Y las decisiones 
requeridas para afrontar tan formidable reto son, en muy buena 
parte, de carácter ambiental. Los asentamientos humanos coino 
los que hoy tenemos, en particular los grandes centrós urbanos, 
son los mayores causantes de la degradación ambiental y del 
agotamiento de los recursos naturales, y sus habitantes son las 
principales víctimas del deterioro de la calidad de vida. 

Justo por eso, el ministerio debe ejercer, con carácter prio­
ritario, la función de "determinar las·normas ambientales mínimas 
y las regulaciones de carácter general sobre medio ambiente a las 
que deberán sujetarse los centros urbanos y asentamientos 
humanos". El único destino posible de los asentamientos humanos 
no es precisamente el que le hemos asignado en Colombia. Los 
centros urbanos son también áreas con enormes oportunidades: 
creatividad, espacios públicos y recreativos, lugares de encuentro 
y comunicación, monumentos al diseño y a la calidad de vida, 
transporte masivo eficiente y digno, modelos de sociedades que 
combaten el desperdicio y la polución, centros de producción de 
bienes y servicios con tecnologías limpias, fuentes de empleo digno 
para sus moradores, generadores de riqueza y bienestar. En 
síntesis: el antónimo de las tendencias que registran nuestras prin­
cipales ciudades, que se avizoran como los grandes paradigmas de 
infelicidad para nosotros y nuestros hijos. 

Como se mencionó en el capítulo I, es preocupante el atraso de 
la gestión ambiental urbana en Colombia por sus graves 
consecuencias para la calidad de vida de sus habitantes. La Ley 99 
entregó esta responsabilidad a las ciudades con más de un millón 
de habitantes, es decir, Bogotá, Cali, Barranquilla y Medellín, 
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asiento de una tercera parte de la población del país, donde se 
ubican problemas ambientales críticos. Las tres primeras esta­
blecieron las entidades denominadas, respectivamente, Dama, 
Dadima y Dagma. Medellín resolvió ejercer las funciones que la 
ley le otorga, a través de un conjunto de organizaciones munici­
pales ya existentes, como las Empresa Públicas y la Secretaría de 
Salud, entre otras. 

COLONIZACIÓN, EDUCACIÓN Y POLÍTICA EXTERIOR 

Por otra parte, al ministerio se le otorga la responsabilidad de 
formular, conjuntamente con el de Agricultura, la política de colo­
nización, función que apunta a otro de los problemas ambientales 
prioritarios del país: la deforestación, con su secuela de pérdida de 
biodiversidad y de suelos, de extinción y empobrecimiento de las 
fuentes de agua, de la pérdida de paisajes y de áreas de recreación 
natural irrecuperables, y la alteración del clima, para mencionar 
las más importantes. 

En Colombia se deforestan aproximadamente 300 mil hectá­
reas anuales, de las cuales 80 por ciento se destinan a la coloni­
zación. Ésta tiene lugar, de forma predominante, en áreas no aptas 
para la actividad agropecuaria que son dedicadas fundamental­
mente a la ganadería, en un país que cuenta con exceso de tierras 
para la actividad pecuaria. A mediados de 1997, los ministerios de 
Agricultura y del Medio Ambiente estudiaban en conjunto fórmulas 
al respecto. La ley de reforma agraria, aprobada por el Congreso 
en julio de 1994, incorporó previsiones para la creación de áreas 
de reservas campesinas, con el fin de congelar los frentes 
colonizadores, mediante una estrategia que incluya simultánea­
mente la titulación de baldíos, asistencia técnica y crédito subsidia­
do. Los artículos correspondientes, elaborados conjuntamente por 
las carteras de Agricultura y Medio Ambiente, son un buen ejemplo 
del tipo de políticas agrarias que se requieren para atacar 
simultáneamente problemas de pobreza y degradación ambiental. 

Además, en coordinación con el Ministerio de Gobierno, el 
Ministerio del Ambiente deberá promover 
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"la realización de programas y proyectos de gestión ambiental para la 
prevención de desastres, de tal manera que se realicen coordinadamente 
las actividades de las entidades del Sistema Nacional Ambiental y las del 
Sistema Nacional de Prevención de Desastres". 

Función ésta de especial importancia para evitar los costos 
humanos, ocasionados por la ubicación de asentamientos urbanos 
en zonas de alto riesgo, como ocurre cada vez con mayor frecuencia 
en el país. 

En cuanto a los asuntos ambientales de la agenda global, el 
ministerio tiene la función de formular, de manera conjunta con el 
de Relaciones Exteriores, "la política internacional en materia 
ambiental" y con el Ministerio de Comercio Exterior, "las políticas 
de comercio exterior que afecten los recursos naturales renovables 
y el medio ambiente". Además, debe representar al gobierno en la 
ejecución de tratados y convenios internacionales sobre medio 
ambiente y recursos naturales renovables. 

En materia de educación, la formación de una conciencia 
ambiental ciudadana es condición indispensable para enfrentar 
los retos planteados, y está en la base del cumplimiento de todos 
los objetivos y las funciones fijadas para el ministerio. Por eso, la 
Ley 99 le ordena 

"adoptar conjuntamente con el Ministerio de Educación, a partir de enero 
de 1995, los planes y programas docentes y el pénsum que en los distintos 
niveles de la educación nacional se adelantarán en relación con el medio 
ambiente y los recursos naturales renovables; promover con dicho ministe­
rio programas de divulgación y educación no formal y reglamentar la 
prestación del servicio ambiental". 

Por otra parte, se contemplan numerosas funciones que vincu­
lan al ministerio con los usuarios de los recursos naturales, es decir, 
con el sector productivo (agropecuario, industrial, minero, de servi­
cios, obras públicas, etc.). Ello exige trabajar estrechamente con 
los entes públicos ubicados en esas áreas productivas, para lo cual 
se establecen mecanismos de concertación y de colaboración, que 
abordaremos posteriormente. 
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Se puede decir, a partir del análisis de esas funciones, que la 
orientación central del ministerio es propender, conjuntamente con 
otros entes del Estado, por un desarrollo económico y social 
compatible con la conservación y uso racional de los recursos natu­
rales renovables. En otras palabras, trabajar para que el desarrollo 
y el mejoramiento de los niveles de vida, a que todos los colom­
bianos aspiramos, no se haga a costa del patrimonio natural sobre 
el cual se sustentan. De acuerdo con la Ley 99 de 1993, el Estado 
comparte este objetivo con la sociedad civil, otro paradigma que 
sustenta la creación del Ministerio del Medio Ambiente, tal como 
examinaremos más adelante. 

PRINCIPIOS Y CRITERIOS PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE 

La ley establece un conjunto de principios fundamentales, desa­
rrollados en los últimos años y de amplia utilización a nivel inter­
nacional, cuya aplicación deberá ser intensificada en Colombia en 
el futuro próximo. Estos principios están dirigidos, entre otros 
objetivos, a asegurar que los beneficios y los costos ambientales 
sean adecuada y plenamente tomados en cuenta en las decisiones 
públicas o privadas, a nivel de políticas, planes, programas y 
proyectos. Con ello se busca conciliar una de las mayores relacio­
nes conflictivas entre medio ambiente y desarrollo. 

En efecto, las decisiones acerca del desarrollo económico deberían 
tomar en cuenta los costos de la contaminación y del desperdicio, el 
valor de los recursos que se utilicen, así como el valor de las ganancias 
ambientales que se logren. Sin embargo, con frecuencia nos 
encontramos en la dificultad de establecer los costos y beneficios 
ambientales que deberían tenerse en cuenta. Es entonces cuando se 
reafirma la actitud de considerar el medio ambiente como un "bien 
libre", que puede ser deteriorado con impunidad y cuya conservación 
no representa un dividendo económico. 

EL PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN 

De acuerdo con los principios incorporados en el título I , el go­
bierno debe basar su acción en hechos, utilizando la mejor infor-
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mación científica disponible. Es un principio que encuentra su 
expresión en la función que se le asigna al ministerio de establecer 
técnicamente las metodologías de valoración de los costos 
económicos del deterioro y la conservación del medio ambiente y 
de los recursos naturales renovables (numeral 44, artículo 5), y en 
la creación de un sistema de apoyo científico y técnico para el 
ministerio y las corporaciones, constituido por cinco centros de 
investigación (título V). Sin embargo, cuando un daño potencial al 
ambiente tenga una gran incertidumbre y sea muy significativo, 
es necesario actuar sobre la base del principio de precaución: 

"La formulación de las políticas ambientales tendrá en cuenta el resultado 
del proceso de investigación científica. No obstante, las autoridades 
ambientales y los particulares darán aplicación al principio de precaución 
conforme al cual, cuando exista peligro de daño grave e irreversible, la falta 
de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar 
la adopción de medidas eficaces para impedir la degradación del medio 
ambiente" (numeral 6, artículo 1). 

El principio de precaución debe ser utilizado en todos los daños 
ambientales potenciales, tanto de responsabilidad del gobierno 
como de los particulares. Además, al establecer como función del 
ministerio la fijación de los "límites máximos permisibles de 
emisión, descarga, transporte o depósito de sustancias, productos, 
compuestos o cualquier otra materia que pueda afectar el medio 
ambiente o los recursos naturales", se señala que esos límites "se 
establecerán con base en estudios técnicos, sin perjuicio del prin­
cipio de precaución". 

Este principio hace parte de un amplio número de instrumen­
tos legales internacionales, tales como la Convención de la Diver­
sidad Biológica, la Convención de Cambio Climático y el Protocolo 
de Montreal, para mencionar algunos relevantes para Colombia. 
Y se aplica en un amplio número de contextos, que van desde la 
protección de especies en peligro de extinción hasta la prevención 
de la polución. El principio de precaución surgió a partir del 
creciente reconocimiento de que la certidumbre científica a menudo 
llega demasiado tarde para diseñar políticas y respuestas legales 
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adecuadas, con relación a amenazas potenciales al medio ambiente. 
En esencia, cambia el peso de la prueba con el fin de facilitar las 
respuestas de política y de acción. 

Finalmente, se menciona que el principio de precaución está 
llamado a convertirse, en forma gradual, en una guía para la rees­
tructuración del sector industrial y en la base de nuevos tratados 
internacionales, tal como se vislumbra en la recomendación que hizo, 
en agosto de 1990, el consejo de gobierno del Programa de las 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente (Pnuma): 

"Se insta a los países a adoptar métodos alternativos de producción limpia, 
incluyendo la selección de materias primas, sustitución de productos y 
tecnologías ambientalmente limpias, como medios para poner en marcha el 
principio de precaución, con el fin de promover sistemas de producción que 
minimicen o eliminen la generación de desechos peligrosos". 

Éste es, sin duda, uno de los grandes retos que debe asumir el 
Ministerio del Medio Ambiente, conjuntamente con otras entida­
des estatales, como el Ministerio de Desarrollo, y en concertación 
con el sector privado. 

Vale la pena señalar que ésta también es una línea de acción 
estratégica para nuestro sector productivo, no solamente desde el 
punto de vista ambiental, sino también desde la perspectiva 
económica. Al adoptarla, se asegurará un nicho en los mercados 
internacionales de vanguardia, cada vez más exigentes en materia 
ambiental. Eventualmente, se podrían abrir nuevas oportunida­
des en cuanto al desarrollo y comercialización de productos y 
tecnologías limpias, negocio que se encuentra en crecimiento expo­
nencial. 

Allí, las posibilidades y los requerimientos de inversión tienen 
una amplia gama que van, por ejemplo, desde mejoras simples en 
las tecnologías agropecuarias o manufactureras, hasta el desarrollo 
o adopción de tecnologías de cierta sofisticación. Se trata de un 
argumento de peso para que los empresarios comprendan que el 
principio de precaución no es una amenaza para el sector produc­
tivo, como parecían creer quienes se opusieron a su inclusión en la 
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Ley 99 de 1993. Al contrario, su aplicación por parte del Estado y 
los particulares puede convertirse en un magnífico negocio, tal como 
lo ha demostrado con elocuencia la industria japonesa. 

INCENTIVOS Y SANCIONES ECONÓMICAS 

El gobierno debe incorporar mecanismos complementarios o 
sustitutivos de los regulatorios, como una de las estrategias básicas 
para la gestión ambiental. Así lo establece la ley cuando dispone 
que 

"el Estado fomentará la incorporación de los costos ambientales y el uso de 
los instrumentos económicos para la prevención, corrección y restauración 
del deterioro ambiental y para la conservación de los recursos naturales 
renovables" (principio 7 del artículo 1). 

También se estipula la obligación de 

"evaluar los alcances y efectos económicos de los factores ambientales, su 
incorporación al valor de mercado de bienes y servicios y su impacto sobre 
el desarrollo de la economía nacional y su sector externo ... " (numeral 8, 
artículo 5). 

La forma tradicional de reducir los daños ambientales, denomi­
nada "de comando y control", implica el establecimiento de regu­
laciones, tales como las referentes al control de la contaminación, 
citadas en el párrafo anterior. 

Pero las regulaciones no son siempre la mejor forma de alcanzar 
los objetivos del desarrollo sostenible, ya sea desde el punto de 
vista económico o ambiental. Con frecuencia, no es fácil establecer 
mecanismos de control eficientes para asegurar el cumplimiento 
de las regulaciones, y estos mecanismos suelen ofrecer oportu­
nidades potenciales para la corrupción de los funcionarios, máxime 
en un país donde ésta es una práctica generalizada. Además, 
muchas veces las regulaciones pueden imponer costos que conducen 
a la ineficiencia y el desperdicio. 

La meta debe ser, entonces, utilizar instrumentos económicos 
cuando ello sea posible. Tales instrumentos buscan hacer explícitos 
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los costos, con el fin de que éstos se incorporen en los procesos de 
toma de decisiones públicas y privadas. Se trata, en síntesis, de in­
cluir la conservación y uso sostenible de los recursos naturales y 
del medio ambiente en la lógica de mercado. Esto debería conducir, 
por ejemplo, a que el mercado funcione en tal forma que incluya 
incentivos para la innovación y la adopción de tecnologías ambien­
talmente sanas. 

Gran parte de la contaminación y el agotamiento de los recur­
sos naturales renovables se debe a que los responsables no pagan 
las consecuencias. Por eso, el principio según el cual "el que conta­
mina paga", consagrado en la Declaración de Río, fue adoptado en 
la Ley 99 de 1993. 

Si el contaminador o, en últimas, el consumidor paga, entonces 
los costos de la contaminación y el desperdicio son trasladados a 
los cálculos de relación costo/beneficio, habituales en el diseño de 
estrategias empresariales. Esto implica que cuando los procesos 
de producción amenacen o causen daño al medio ambiente, los 
costos de las medidas ambientales requeridas para mitigarlos deben 
ser cargados al productor, y no a la sociedad en general, lo que da 
incentivos para reducir la polución. En la medida en que estos 
costos sean trasladados al consumidor, se puede decir que el usuario 
paga y que esto, a su vez, reduce la demanda de la actividad 
contaminante. Como resultado, los bienes que contaminan menos 
costarán menos, y los consumidores podrán preferir productos 
amigables con el medio ambiente, lo que favorecerá la preservación 
del entorno. 

Hablamos de un principio de amplia aceptación universal que 
no significa, como con frecuencia se arguye, que mediante él se 
venda el derecho a contaminar. Es el reconocimiento de que las 
actividades productivas generan en su mayor parte desechos 
líquidos, sólidos y gaseosos, que al disponerse, dentro de los límites 
aceptables, como vertimientos a una fuente de agua, como depósito 
en el suelo o como emisión a la atmósfera, implican un uso de los 
recursos naturales renovables que afecta su calidad. 

Es también el reconocimiento de que al infligir un daño al medio 
ambiente, el responsable debe garantizar su restauración o su 
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compensación. En el primer caso, se aplica la definición de las tasas 
retributivas contempladas en la Ley 99 de 1993, que establece en 
el artículo 42: 

"La utilización directa o indirecta de la atmósfera, del agua y del suelo, 
pa ra introducir o arrojar desechos o desperdicios agrícolas, mineros o 
industriales, aguas negras o servidas de cualquier origen, humos, vapores y 
sustancias nocivas que sean resultado de actividades antrópicas o propiciadas 
por el hombre, o actividades económicas o de servicio, sean o no lucrativas, 
se sujetarán al pago de tasas retributivas por las consecuencias nocivas de 
las actividades expresadas". 

El segundo caso, es decir, la compensación del daño, alude a las 
exigencias que deben hacer las autoridades ambientales a quien lo 
ha provocado. Por ejemplo, el Inderena exigió a la Texas Petroleum 
Company la restauración de la Ciénaga de Palagua, seriamente 
afectada durante los cuarenta años de explotación del Campo 
Velázquez. Evidentemente, la contaminación de esta ciénaga es 
producto de una actividad acumulada en un largo período, en 
buena parte del cual no se contaba con una normatividad am­
biental. 

Si bien las tasas retributivas estaban contempladas en el Código 
de Recursos Naturales, su aplicación ha sido mínima, como 
consecuencia de la debilidad de las autoridades ambientales y de 
problemas inherentes a su reglamentación. 

La racionalidad del aprovechamiento de los recursos naturales 
renovables se relaciona también con el adecuado cobro por su uso. 
La Ley 99 de 1993 contempla el establecimiento de las tasas de 
uso, un instrumento también previsto en el Código de los Recursos 
Naturales Renovables, que ha estado lejos de encontrar su plena 
aplicación. El artículo 43 determina la obligatoriedad del cobro de 
tasas por utilización de aguas, con el fin de destinarlas al pago de 
los gastos de protección y renovación del recurso. Se debe cobrar 
por recursos que hoy son libres, como por ejemplo, las aguas subte­
rráneas en muchas regiones del país y las aguas para los grandes 
acueductos municipales. 
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Se requiere, entonces, hacer un uso intenso de los principios 
según los cuales el que contamina paga, como también lo debe 
hacer el que aprovecha un recurso natural renovable. Estos dos 
principios tienen como objetivo primordial buscar el uso racional 
de los recursos y luchar contra la contaminación y no, como se ha 
dicho equivocadamente, el de crear nuevos impuestos. Es obvio 
que dichos recaudos pueden llegar a ser sustantivos, a tal punto 
que deberán constituir una de las mayores fuentes de ingreso para 
las autoridades ambientales que, a su vez, deben invertir esos 
recursos en la protección de los recursos naturales renovables. 

Los incentivos económicos también pueden ser creados especí­
ficamente para fines de conservación. Tal es el caso del que se 
establece para que los particulares creen y mantengan reservas 
ecológicas, contemplado por la ley, o para buscar que éstos con­
serven los bosques protectores de las cuencas hidrográficas; 
acciones de urgente adopción en Colombia. Este último, que deberá 
ser materia de un proyecto de ley, consistiría en que los recursos 
económicos que se recolecten por concepto de las tasas de aprove­
chamiento de aguas, sean destinados a pagar a los pobladores ribe­
reños de las cabeceras y partes altas de la cuenca por la conservación 
de los bosques protectores de la misma. 

Este mecanismo tiene la ventaja de que puede promover la 
creación de organizaciones de usuarios de las aguas y asociaciones 
de receptores de los recursos para la protección de la cuenca, las 
cuales pueden ejercer un control mutuo de sus derechos y obliga­
ciones. El incentivo económico complementa aquí la regulación 
que obliga a los ribereños a mantener una cobertura boscosa para 
proteger la cuenca. Pero que tiene muy poco cumplimiento ante la 
preferencia económica de explotar la tierra, ya sea por razones de 
supervivencia (el pequeño propietario que se ve forzado a violar la 
ley porque tan sólo cuenta con una pequeña parcela como todo su 
capital), o por afán desmedido de lucro (el gran propietario que 
simplemente viola la ley para sumar metros cuadrados a su activi­
dad agropecuaria). 

Sin embargo, al señalar la prioridad de diseñar y poner en 
marcha instrumentos económicos, resulta necesario reconocer que 
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su desarrollo, tanto a nivel nacional como internacional, es aún 
incipiente. Y por eso es necesario mantener, actualizar y fortalecer 
muchos sistemas de regulación ambiental, al igual que crear nuevos 
cuando sea indispensable. 

Por otra parte, el total de la riqueza nacional no solamente puede 
ser medido por el capital acumulado por el hombre, sino también 
por el capital ambiental, conformado por los recursos naturales 
renovables y los no renovables. Por eso la Constitución ordena a la 
Contraloría General de la República presentar anualmente un 
informe sobre el estado de los recursos naturales. En la medida en 
que las metodologías para elaborar ese informe avancen, estaremos 
en capacidad de conocer anualmente el estado de nuestro patri­
monio natural. En otras palabras, habremos encontrado los 
caminos para aumentar la riqueza, haciendo un uso prudente de 
los recursos naturales, de tal forma que los renovables puedan ser 
conservados y los no renovables, utilizados a un ritmo que tome 
en cuenta las necesidades de las generaciones futuras. A este 
respecto, es esencial considerar la probabilidad de riesgo de daños 
ambientales irreversibles y, en caso de que ello sea así, cuán signi­
ficativos pueden ser. 

EVALUACIÓN DE LOS IMPACTOS AMBIENTALES 

Éste es un instrumento que se ha generalizado de manera gradual 
en el país y en el exterior, como un mecanismo encaminado a 
examinar, analizar y evaluar diversas obras y actividades, con el 
fin de maximizar el potencial para un desarrollo sostenible. 

El proceso de evaluación de impacto ambiental, que hoy existe 
en más de cien países, está diseñado para asegurar que las auto­
ridades gubernamentales identifiquen y consideren los efectos 
ambientales de actividades propuestas, así como las alternativas 
para evitarlos o mitigarlos, y para ofrecer a los ciudadanos afectados 
la oportunidad de expresar su punto de vista ante las autoridades 
pertinentes, con suficiente antelación. 

En Colombia se instauró la evaluación del impacto ambiental 
en el Código de Recursos Naturales y, en la práctica, se viene 
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exigiendo desde mediados de los años ochenta. La Ley 99 de 1993 
incorporó en el título I, sobre los principios generales, el estudio 
de impacto ambiental como instrumento básico para la toma de 
decisiones sobre la construcción de obras y actividades que afecten 
el medio ambiente. Y al reformar en esta materia el Código, lo 
estableció como instrumento para el otorgamiento de las licencias 
ambientales, tema al cual se dedica el título VIII. 

El proceso de evaluación del impacto ambiental comienza con 
el diagnóstico ambiental de alternativas y termina con la negación 
o aprobación de la licencia ambiental, la cual tiene como requisito 
el estudio de impacto ambiental. En la Ley 99 de 1993 se entiende 
por licencia ambiental: 

"El permiso otorga la autoridad ambiental competente para la ejecución de 
una obra o actividad, sujeta al cumplimiento, por el beneficiario, de la licencia 
de los requisitos que la misma establezca en relación con la prevención, 
mitigación, corrección, compensación y manejo de la obra o actividad 
autorizada". 

Para obtener la licencia, el solicitante debe entregar un estudio 
de impacto ambiental que contenga el conjunto de información re­
querida por la autoridad del ramo. Con base en él, ésta evalúa la 
actividad propuesta y, en caso de encontrarla viable, establece los 
requisitos que debe cumplir el beneficiario para su ejecución. 

El estudio de impacto ambiental debe incluir el conjunto de 
actividades y obras de prevención, mitigación, etc., con los presu­
puestos respectivos. Al exigir su ejecución, éstos constituyen un 
aspecto crucial para que la autoridad ambiental haga el segui­
miento de su cumplimiento. 

La necesidad de precisar estos requisitos se originó en el hecho 
de que muchos estudios de impacto ambiental terminaban con 
conclusiones de tipo general, algo así como una promesa de cuidar 
el medio ambiente durante la ejecución de la obra, asunto que resul­
taba inmanejable en su posterior evaluación. 

Así, aparece claro el enorme potencial de la licencia ambiental 
como instrumento para la conservación del ambiente. Por eso, la 
ley le reservó al ministerio la función de otorgar en forma privativa 
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las licencias para obras y proyectos en trece áreas de gran impacto, 
tales como la red vial nacional, las hidroeléctricas y termoeléc­
tricas, la actividad petrolera y los grandes puertos. 

Las corporaciones regionales tienen la función de otorgar las 
licencias ambientales en otros campos críticos, como las redes viales 
departamentales y municipales y buena parte de la industria manu­
facturera. 

Además, la autoridad debe determinar los casos en que los pro­
yectos, a los cuales se exige licencia ambiental, requieren también 
del diagnóstico ambiental de alternativas como paso inicial del pro­
ceso. Éste pretende que la autoridad ambiental elija, para una 
actividad o proyecto propuesto, la alternativa de menor impacto, 
sobre la cual deberá elaborarse el correspondiente estudio de 
impacto ambiental, antes del otorgamiento de la licencia. 

Con la introducción de esta modalidad en la Ley 99, se busca 
que la autoridad ambiental intervenga, desde muy temprano, en 
el proceso de planeación de una actividad propuesta, cuando ésta 
tiene efectos significativos. Esto le permite, por ejemplo, dicta­
minar cuál es el corredor vial de menor impacto para comunicar 
dos poblaciones, en lugar de enfrentarse al hecho cumplido de que 
una autoridad de obras públicas le presente la solicitud de una 
licencia ambiental cuando ya ha definido, según su leal saber y 
entender, el trayecto de la carretera y efectuado todas las inver­
siones requeridas para su diseño. 

Es importante observar que en la Ley 99 de 1993 se contemplan 
instrumentos para que el Ministerio de Transporte y otras entida­
des públicas no puedan iniciar obras sin la respectiva licencia 
ambiental, como ocurría con frecuencia. Entonces, se creaban 
grandes conflictos entre el Inderena y otros entes estatales, que 
acarreaban graves consecuencias para la salud del medio ambiente. 

Con frecuencia, tanto los entes públicos como privados parecen 
percibir la licencia ambiental como un inútil trámite más ante las 
entidades estatales para iniciar una obra, en lugar de compren­
der que la expedición de la licencia es el paso final de un proceso 
crítico de planeación en aras del desarrollo sostenible. 
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LAs FUNCIONES VERTEBRALES DEL MINISTERIO 

En síntesis, las 45 funciones atribuidas al ministerio se refieren a 
nueve dimensiones básicas, muchas de las cuales ya hemos men­
cionado y que podrían sintetizarse así: 

l. Formulación de los planes nacionales de desarrollo e inversión 
en materia de recursos naturales renovables y del medio 
ambiente, y definición de las pautas y criterios que deben guiar 
los procesos de planificación de los diversos sectores económicos y 
de la determinación del ordenamiento ambiental del territorio. 

2. Formulación de políticas sobre medio ambiente y recursos 
naturales renovables de su exclusivo ámbito de competencia, y 
formulación conjunta de políticas intersectoriales con otros 
entes estatales, en áreas estratégicas del medio ambiente y el 
desarrollo. 

3. Coordinación del Sistema Nacional Ambiental (Sina). 
4. Regulación: establecimiento de los límites de vertimientos y 

emisiones permisibles, regulación de las condiciones generales 
y fijación de las normas para el uso, aprovechamiento, manejo, 
conservación y restitución de los recursos naturales renovables 
y del ambiente. En relación con esto último, debe definir los 
cupos anuales, áreas, especies de flora y fauna silvestre y de 
recursos ícticos que se pueden aprovechar cada año; determi­
nar las tasas retributivas y de aprovechamiento de estos recur­
sos, y definir las áreas de reserva especial de carácter nacional, 
incluyendo los parques naturales. 

5. Ejecución: debe hacerlo en asuntos calificados como estraté­
gicos, tales como las licencias ambientales de grandes proyectos 
de desarrollo económico y social, y la administración del Sistema 
de Parques Naturales y del Fondo Nacional Ambiental. 

6. Control: el ministerio se reserva la facultad discrecional de 
evaluación y control de los impactos ambientales ocasionados 
por obras o actividades, que se atribuyen de forma general a 
las corporaciones. En caso necesario, podrá suspender la licen­
cia o la actividad que genera tales impactos. 
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7. Policivas: el ministerio está en capacidad de imponer diversas 
sanciones, que incluyen la amonestación, la suspensión de una 
obra o actividad, la imposición de multas, el decomiso, etc. 

8. Investigación e información: coordinar, promover y orientar esta 
actividad; en particular, la que se realiza en los cinco centros 
de investigación subordinados al ministerio, así como montar 
el Sistema de Información Ambiental. 

9. Participación ciudadana: la incorporamos aquí como un área 
funcional, pues ella permea la actividad total del Sina. El 
ministerio tiene la responsabilidad de velar por la puesta en 
marcha de los diversos mecanismos de participación previstos 
en la ley, como las audiencias públicas y la participación de 
representantes de la sociedad civil en las juntas directivas de 
las corporaciones, el Consejo Técnico Asesor y el Consejo Nacio­
nal del Ambiente. De igual manera, debe propiciar diversos 
programas para la participación ciudadana, por ejemplo, los 
cabildos verdes y el Ecofondo. 

Para ejercer estas funciones, la Ley 99 de 1993 dispuso una 
estructura organizacional compuesta por cinco direcciones gene­
rales y una unidad especial de parques naturales. Las direcciones 
previstas fueron: 1) Dirección General de Asentamientos Huma­
nos y Población, 2) Dirección General del Medio Ambiente Físico, 
3) Dirección General de Bosques y Vida Silvestre, 4) Dirección de 
Planeación y Ordenamiento Ambiental del Territorio, y 5) Direc­
ción Ambiental Sectorial. 

El gobierno del presidente Ernesto Samper reformó la estruc­
tura organizacional del ministerio, mediante el Decreto 1687 de 
junio de 1997, haciendo uso de las facultades extraordinarias 
concedidas por la ley de racionalización del gasto público de 1996. 

Aunque es potestad de los municipios dictar los reglamentos y 
disposiciones relativas al ordenamiento territorial y usos del suelo, 
el gobierno es quien señala las directrices básicas para determinar 
la vocación de uso que tienen los suelos. 

Para el ejercicio de sus funciones, el ministerio dispone de unos 
instrumentos de coordinación, concertación y asesoría, tales como 
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el Sina, que reúne las orientaciones, normas, actividades, recursos, 
programas e instituciones, las cuales, en conjunción con el Consejo 
Nacional Ambiental, aseguran una coordinación intersectorial, a 
nivel público y privado, de las políticas, planes y programas en 
materia ambiental, a fin de evitar inconsistencias, incoherencias, 
incompatibilidades y duplicidad de funciones entre todos los entes 
que intervienen en el manejo ambiental. 

En el Consejo Técnico Asesor de Política Ambiental, los inves­
tigadores de las universidades, el sector minero y de los hidro­
carburos, los gremios de la producción industrial y agraria y los 
mejores expertos del ministerio, asesoran al ministro respecto a la 
viabilidad ambiental de proyectos de interés nacional, de los 
sectores público y privado, y en lo relativo a la formulación de 
políticas y la expedición de normas ambientales. Como puede verse, 
este Consejo expresa la voluntad del Estado en la búsqueda de la 
concertación y la participación ciudadana, donde la autoridad 
ambiental, la comunidad científica y los beneficiados por la oferta 
ambiental aportan experiencia, conocimientos y conceptos para 
una acertada gestión de los recursos naturales. Es tan amplio y 
complejo el trabajo que debe desarrollar este Consejo, que posi­
blemente se convertirá en un equipo de trabajo permanente a la 
manera de una junta monetaria del sector ambiental. 

LOS PARQUES NATURALES 

Por constituir un recurso estratégico para el futuro de los colom­
bianos, la ley mantiene centralizada la responsabilidad final de la 
administración del Sistema de Parques Nacionales Naturales, dado 
que comprenden el mayor patrimonio biológico de Colombia. Para 
ello se creó la Unidad Administrativa Especial del Sistema de 
Parques. Es un esquema semejante al de Estados Unidos y Brasil, 
países con una gran tradición y experiencia en el tema. A pesar de 
tener una estructura política federal, mantienen centralizada la 
gestión de sus parques. 

La ley también abre la oportunidad para que el ministerio dele­
gue su administración o diseñe esquemas de gestión tutelada con 
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las corporaciones autónomas regionales, en las cuales participen 
la sociedad civil y las entidades territoriales (numeral 15, artículo 
27). 

Además, el ministerio tiene la función de 

"promover conjuntamente con las autoridades de turismo, las regulaciones 
y los programas turísticos que puedan desarrollarse en áreas de reserva o 
de manejo especial; determinar las áreas o bienes naturales protegidos que 
puedan tener utilización turística, las reglas a que se sujetarán los convenios 
y concesiones del caso y los usos compatibles con esos mismos bienes" 
(numeral 34, artículo 5). 

Hay que reconocer que el ecoturismo representa un gran 
potencial para los parques naturales, pero en aras de su adecuado 
desarrollo se requieren ciertas condiciones previas: dotación de la 
debida infraestructura, como senderos ecológicos, equipos de 
control y vigilancia, restaurantes y alojamientos ambientalmente 
sanos. Se necesita también personal debidamente entrenado, como 
guías y guardabosques, y diversas ayudas educativas para el 
visitante. 

El ecoturismo exige, adicionalmente, el cumplimiento de dos 
condiciones fundamentales: la participación de las comunidades 
que habitan en los parques o en las zonas de amortiguación de los 
mismos, y que la actividad ecoturística se haga dentro de la 
capacidad de carga de los parques y en aquellas zonas que sean 
aptas, desde el punto de vista de la conservación de la biodiversi­
dad. Esta última es una condición que reviste enorme importancia, 
toda vez que la experiencia muestra cómo operaciones conside­
radas exitosas, desde el punto de vista financiero y del flujo de 
turistas, pueden generar procesos de deterioro en los parques, tal 
como lo ha demostrado la experiencia de Costa Rica. 

EL SISTEMA DE INFORMACIÓN E INVESTIGACIÓN AMBIENTAL 

De la exposición de algunos principios, funciones e instrumentos 
guía para definir y poner en marcha políticas, planes y programas, 
así como para fijar las normas acordes con la concepción de 
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desarrollo sostenible, se observa que su aplicación requiere una 
mejor información acerca de los recursos naturales renovables y 
de los impactos ambientales. Se necesita avanzar, de manera 
sustantiva, en el entendimiento científico de nuestro medio am­
biente, especialmente de áreas de importancia crítica, en las cuales 
nuestro conocimiento presenta enormes carencias. Tales son los 
ca~os de la biodiversidad y de los recursos hídricos, para mencionar 
dos campos fundamentales. 

Así mismo, urge un mayor conocimiento sobre el funciona­
miento de nuestros ecosistemas y su capacidad de carga, condición 
para desarrollar regulaciones adecuadas a nuestro medio y mejo­
res indicadores de la salud, que incorporen una más adecuada 
comprensión de las implicaciones de los diferentes niveles de 
exposición a la contaminación. Se necesitan también indicadores 
de la situación de los recursos naturales renovables y del medio 
ambiente, que permitan hacer una mejor evaluación de los efectos 
ambientales producidos por las diversas obras y actividades 
adelantadas, tanto por el sector público como por los particulares. 

La urgente necesidad de generar información para la gestión 
ambiental y el desarrollo sostenible, fue reconocida por la Ley 99 
de 1993, al crear el Sistema Nacional de Información Ambiental y 
al dotar al ministerio de un sistema científico y tecnológico de apoyo. 
Éste está conformado por cinco centros de investigación 
subordinados a él, los cuales deben ser complementados con la 
actividad de las universidades, de otros centros de investigación y 
del sector productivo privado. 

La misión básica de los centros de investigación es proveer al 
ministerio y a las corporaciones de la información científica y 
técnica requerida para definir las políticas, fijar las normas, evaluar 
los impactos ambientales que puedan generar las actividades 
económicas, y establecer la situación de los recursos naturales reno­
vables y del medio ambiente en el territorio nacional. 

El Instituto de Investigación de Recursos Biológicos ''Alexander 
von Humboldt" debe realizar la investigación científica y aplicada 
de los recursos bióticos e hidrobiológicos en el territorio continental 
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de Colombia. Para ello, debe contar con estaciones de investigación 
de los macroecosistemas nacionales, para dar asesoría técnica y 
transferencia de tecnología a las corporaciones y a las entidades 
territoriales. 

Las investigaciones que efectúe y el banco de información que 
de ellas resulte, debe ser la base para el levantamiento y formación 
del inventario nacional de la biodiversidad. Igualmente, debe 
definir cuáles son las áreas estratégicas para la conservación, y las 
especies animales y vegetales susceptibles de aprovechamiento 
económico. Debe determinar, también, los costos y beneficios de 
conservar la biodiversidad. 

El Instituto de Investigación Científica "Sinchi" tiene como 
objetivo fundamental la realización y divulgación de estudios e 
investigaciones científicas sobre la realidad biológica, social y 
ecológica de la región amazónica. La ley creó el "Sinchi" mediante 
la transformación de la Corporación Araracuara ( CoA), que con­
taba con una gran experiencia y una gran base de conocimientos 
sobre los recursos amazónicos. Su sede original fue establecida 
en Leticia. 

El Instituto Investigaciones Ambientales del Pacífico62 debe 
realizar investigaciones sobre la realidad biológica, social y 
ecológica del litoral Pacífico y del Chocó Biogeográfico. Esta región 
constituye una de las mayores reservas de biodiversidad del 
mundo, pero infortunadamente también es una de las más amena­
zadas. 

El Instituto de Investigaciones Marinas y Costeras 'ITosé Benito 
Vives de Andreis" (Invernar) debe adelantar investigación am­
biental básica y aplicada de los recursos naturales renovables y el 
medio ambiente costero y oceánico de los mares adyacentes del 
territorio nacional, y emitir conceptos técnicos sobre la conser­
vación y aprovechamiento sostenible de los recursos marinos. 

62 La Ley 99/93 dio a esta entidad el nombre de Instituto de Investigaciones Ambientales 
del Pacífico John von Newmann, en honor de este famoso científico alemán. 
Posteriormente se cambió el nombre por el de Instituto de Investigaciones 
Ambientales del Pacífico. 
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Este instituto tuvo su origen hace más de treinta años, cuando 
en Punta Betín, Santa Marta, se estableció un programa de inves­
tigaciones marinas entre la Universidad de los Andes y la Univer­
sidad de Giessen, de Alemania. Con base en tal programa se fundó 
el Invernar, que estuvo adscrito a Colciencias, desde 1974 hasta el 
momento en que la Ley 99 de 1993 lo vinculó al ministerio y le 
amplió sus funciones y alcances. De hecho, lo convirtió en una 
entidad asesora y le ordenó el desarrollo de la investigación, no 
sólo en el Caribe, como lo venía haciendo, sino también en el Pací­
fico. 

El Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambien­
tales (ldeam) se encarga del levantamiento y manejo de la 
información científica y técnica de los ecosistemas que forman parte 
del patrimonio del país, con el fin de clasificar y zonificar el uso del 
territorio nacional para su planificación y ordenamiento. 

Además de esta función crítica, el Ideam debe obtener, ana­
lizar, estudiar, procesar y divulgar la información básica sobre 
hidrología, hidrogeología, geografia básica para aspectos biofísicos, 
meteorología, geomorfología, suelos y cobertura vegetal para el 
manejo y aprovechamiento de los recursos biofísicos. Efectúa el 
seguimiento de los recursos biofísicos de la Nación, especialmente 
en lo referente a su contaminación y degradación. 

El Ideam tiene a su cargo el establecimiento y funcionamiento 
de la infraestructura meteorológica e hidrológica nacional, para lo 
cual se le trasladan las funciones e infraestructura física del 
Instituto de Hidrología, Meteorología y Adecuación de Tierras 
(Himat). 

El Sistema Nacional de Información Ambiental, los cinco insti­
tutos de investigación y las formas de coordinación de éstos con el 
ministerio, fueron reglamentados mediante los decretos 1600 y 
1603 de junio y julio de 1994. En el Ideam se delega la respon­
sabilidad de actuar como nodo del sistema y, en calidad de tal, sirve 
como centro del Banco Nacional de Información Ambiental y como 
principal responsable de la provisión de la información requerida 
por el ministerio. 
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Un supuesto básico de estas reglamentaciones es la concepción 
de la Ley 99 de 1993, según la cual, la misión básica de los cinco 
centros de investigación es suministrar al ministerio y a las corpo­
raciones la información científica y técnica necesaria para definir 
las políticas, fijar las normas, evaluar los impactos ambientales 
que puedan generar las actividades económicas y establecer el 
estado de los recursos naturales renovables y del medio ambiente 
en el territorio nacional. 

Junto a esta función de generación de conocimientos y sumi­
nistro de información, los cinco institutos deben, dentro del ámbito 
de sus competencias, desempeñar un papel clave en la generación 
de tecnologías para el uso sostenible de nuestros recursos natu­
rales. 

Por ejemplo, investigar sobre el aprovechamiento sostenible de 
la flora y la fauna silvestres y sobre tecnologías para la refores­
tación con especies nativas, área que presenta un sorprendente 
atraso en el país, y para la cría en cautiverio de diversas especies 
de fauna. 

LAS CORPORACIONES REGIONALES: HACIA 

LA DESCENTRALIZACIÓN DE LA GESTIÓN AMBIENTAL 

Dado que el ministerio es la entidad que determina las políticas y 
regulaciones a las que se sujetan el ordenamiento, manejo, uso y 
aprovechamiento de los recursos naturales, a fin de garantizar el 
desarrollo sostenible, la Ley 99 crea y reorganiza las corporaciones 
autónomas regionales. De esta forma, se rompe el esquema sectorial 
y centralizado que imperaba en la gestión ambiental. 

Las corporaciones son la máxima autoridad ambiental en las 
regiones y, como tal, son las responsables de la administración, 
uso sostenible, protección y control de los recursos naturales 
renovables y del medio ambiente. En otras palabras, deben 
responder por la instrumentación de las políticas, planes, progra­
mas, proyectos y normas expedidos por el ministerio. 

La ley creó 34 corporaciones que cubren la totalidad del 
territorio nacional. De ellas, existían 18 que fueron reestructu-
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radas. Se crearon, por lo tanto, otras 16 corporaciones para sustituir 
al Inderena en aquellas áreas del país donde tenía jurisdicción, 
aproximadamente el 75 por ciento del territorio nacional. 

El artículo 23 de la Ley 99 de 1993, al definir su naturaleza ju­
rídica, expresa que las corporaciones 

"son entes corporativos de carácter público, creados por la ley, integrados 
por las entidades territoriales que por sus características constituyen geo­
gráficamente un mismo ecosistema o conforman una unidad geopolítica, 
biogeográfica o hidrogeográfica, dotados de autonomía administrativa, 
financiera, patrimonio propio y personería jurídica, encargados por la ley 
de administrar, dentro del área de su jurisdicción, el medio ambiente y los 
recursos naturales renovables y propender por su desarrollo sostenible, de 
conformidad con las disposiciones legales y la política del Ministerio del 
Medio Ambiente". 

Para el cumplimiento de sus objetivos, la ley les atribuye fun­
ciones en las áreas de planeación, políticas, administración, re­
gulación, coordinación, control, participación, policía e investi­
gación. 

Algunos observadores han señalado que las corporaciones 
quedaron como "ruedas sueltas". En efecto, la Ley 99 de 1993 no 
prevé la adscripción de las corporaciones al ministerio y, por 
consiguiente, no ejerce sobre ellas la tutela que tenía el Departa­
mento Nacional de Planeación, que en la práctica se expresaba en 
un estricto control de los campos administrativo y financiero, pero 
no de su gestión ambiental. Así, por ejemplo, si el DNP no estaba de 
acuerdo con el otorgamiento de una licencia ambiental por una 
corporación, no tenía formas de intervención directa para evitarla 
o suspenderla. 

La ley le otorga funciones al ministerio, mediante las cuales las 
corporaciones se subordinan a él y le permiten controlar su gestión 
ambiental. Además de la inspección y vigilancia, se le atribuye la 
función de 

"ejercer discrecional y selectivamente, cuando las circunstancias lo ameriten, 
sobre los asuntos asignados a las corporaciones autónomas regionales, la 
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evaluación y control preventivo, actual o posterior, de los efectos de deterioro 
ambiental que puedan presentarse por la ejecución de actividades o proyectos 
de desarrollo, así como por la exploración, explotación, transporte, beneficio 
y utilización de los recursos naturales renovables y no renovables, y ordenar 
la suspensión de los trabajos o actividades cuando a ello hubiere lugar". 

Existen otros dos mecanismos de control sobre las corpora­
ciones: la apelabilidad ante el ministerio de los actos administra­
tivos expedidos por las corporaciones, en los términos y condiciones 
establecidos en el Código Contencioso Administrativo, y la función 
que tiene el ministerio de 

"dirimir las discrepancias entre las entidades integrantes del Sina, que se 
susciten con motivo del ejercicio de sus funciones, y establecer criterios o 
adoptar decisiones cuando surjan conflictos entre ellas, en relación con la 
aplicación de las normas o con las políticas relacionadas con el uso, manejo 
y aprovechamiento de los recursos naturales renovables y del medio 
ambiente" (numeral 31, artículo 5). 

Finalmente, el ministerio ejerce también el control de las cor­
poraciones por medio del representante con que cuenta en cada 
una de sus juntas directivas. 

Hay que recordar que la ley determina que las ciudades con 
una población de más de un millón de habitantes deben constituir 
su propia autoridad ambiental, que ejerce, en el perímetro urbano, 
las mismas funciones asignadas a las corporaciones. La creación 
de estas cuatro instituciones especializadas en la gestión ambien­
tal urbana se debió al hecho de que en Bogotá, Medellín, Cali y 
Barranquilla se concentra el 80 por ciento de la contaminación de 
origen industrial y el 70 por ciento de la contaminación produ­
cida por fuentes móviles (automóviles, buses, camiones, etc.). La 
consolidación efectiva de estas cuatro instituciones es, entonces, 
un reto formidable. 

Es necesario destacar las corporaciones con régimen especial, 
que cubren buena parte de las regiones que poseen la mayor oferta 
ambiental del país, se caracterizan por una alta fragilidad y no 
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cuentan con una presencia estatal significativa. Ellas son las 
corporaciones del norte y el oriente amazónico (CoA) ; del sur de la 
Amazonia (Corpoamazonia); de la Sierra Nevada de Santa Marta, 
(CsN); del Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina 
(Coralina); de la Macarena ( Cormacarena); del Chocó ( Codechocó); 
del Urabá (Corpourabá); de La Mojana y del San Jorge (Corpo­
mojana). 

A cada una se le asignan funciones especiales para que asuma 
el liderazgo en la promoción del desarrollo sostenible de su respec­
tiva región. 

En las corporaciones de la Amazonia y el Chocó, las licencias 
ambientales, para explotaciones mineras, construcción de infraes­
tructura vial y concesiones y permisos de aprovechamiento forestal, 
son otorgadas por el director ejecutivo, con el consentimiento previo 
de su consejo directivo y la aprobación del ministro. Cada una de 
las otras cinco corporaciones especiales ejerce las funciones 
especiales que les asigne el ministerio y las que dispongan sus 
estatutos, y se abstienen de cumplir aquellas que el ministerio se 
reserve para sí, aunque estén atribuidas en forma general a las 
corporaciones autónomas regionales. 

Así pues, el control de gestión del ministerio sobre las ocho 
corporaciones especiales es sustantivamente mayor que el contem­
plado para las otras 26 entidades regionales. 

Los órganos de dirección y administración de las corporaciones 
son la Asamblea Corporativa y el Consejo Directivo. Aquél está 
integrado por los representantes legales de las entidades territo­
riales de su jurisdicción (hoy los gobernadores y los alcaldes), y sus 
principales funciones son las de elegir a sus representantes en la 
junta directiva y adoptar sus estatutos, los cuales requieren la 
aprobación del ministerio. 

En el Consejo Directivo, el principal órgano de administración 
de las corporaciones, tienen asiento los gobernadores del área de 
su jurisdicción, cuatro representantes de los alcaldes, uno del 
Ministerio del Medio Ambiente, uno del Presidente de la Repú­
blica, dos del sector privado, uno de las minorías étnicas y dos 
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representantes de las organizaciones ambientales no guberna­
mentales. 

En la composición de los consejos directivos se expresa la 
concepción de la ley: por una parte, la gran responsabilidad que 
tienen las entidades territoriales, en particular los municipios, en 
la gestión ambiental. Por otra, se reconoce la responsabilidad que 
también le cabe a la sociedad civil, dándole la significativa partici­
pación de cinco representantes. 

NUEVAS RESPONSABILIDADES PARA LOS MUNICIPIOS 

Y DEPARTAMENTOS 

En la Ley 99 se dispone que las corporaciones tienen la función de 

"asesorar a los departamentos, municipios y distritos de su comprensión 
territorial en la definición de los planes de desarrollo ambiental y en sus 
programas y proyectos, en materia de protección del medio ambiente y los 
recursos naturales renovables, de manera que aseguren la armonía y cohe­
rencia de las políticas y acciones adoptadas por las distintas entidades 
territoriales" (numeral 4 , artículo 5). 

Ésta es una función de especial importancia, ya que, de confor­
midad con la Constitución, los municipios tienen la responsabili­
dad de propender por la preservación de su patrimonio ecológico y 
de ejecutar todas las acciones relacionadas con el saneamiento 
básico. Además, las corporaciones, como máxima autoridad am­
biental de las regiones, deben asegurar que los departamentos y 
municipios cumplan con las normas ambientales, teniendo en 
cuenta que son grandes usuarios de los recursos naturales reno­
vables y del medio ambiente, particularmente en lo referente al 
diseño urbano y sus efectos ambientales, al impacto ambiental de 
sus obras de infraestructura y a la disposición de las aguas negras 
y las basuras. 

Las corporaciones deben asesorar a las entidades territoriales 
en "la formulación de los planes de educación no formal, conforme 
a las directrices del orden nacional" (numeral 8, artículo 31). Ade­
más, deben 
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"adelantar, en coordinación con las autoridades de las comunidades indígenas 
y con las autoridades de las tierras habitadas tradicionalmente por comuni­
dades negras, a que se refiere la Ley 70 de 1993, programas y proyectos de 
desarrollo sostenible y de manejo, aprovechamiento, uso y conservación de 
los recursos naturales renovables y del medio ambiente" (numeral 21, 
artículo 32). 

Con el objeto de asegurar el interés colectivo en un medio 
ambiente sano y adecuadamente protegido, y de garantizar el 
manejo armónico y la integridad del patrimonio natural de la 
Nación, las entidades territoriales se sujetan a los principios de 
armonía regional, gradación normativa y rigor subsidiario (artículo 

63). 
El principio de armonía regional consiste en que 

"los departamentos, distritos, municipios, territorios indígenas y otras a 
las que la ley diere el carácter de entidades territoriales, ejercen sus funciones 
ambientales de manera coordinada y armónica, con sujeción a las normas 
de carácter superior y a las directrices de la política nacional ambiental, a 
fin de garantizar un manejo unificado, racional y coherente de los recursos 
naturales que hacen parte del medio ambiente físico y biótico". 

Según el principio de gradación normativa, las reglas dictadas 

por 

"las entidades territoriales en relación con el ambiente y los recursos 
naturales renovables, respetan el carácter superior y la preeminencia 
jerárquica, dictadas por autoridades y entes de superior jerarquía o de mayor 
ámbito en la comprensión territorial de sus competencias. Las funciones en 
materia ambiental y de recursos naturales renovables, atribuidas por la 
Constitución a los departamentos, municipios o distritos con régimen 
constitucional especial, se ejercen con sujeción a la ley, los reglamentos y 
las políticas del gobierno, el Ministerio del Medio Ambiente y las corpora­
ciones autónomas regionales". 

El principio de rigor subsidiario establece que las normas y 
medidas de policía ambiental, expedidas por las autoridades 
ambientales, 
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"podrán hacerse sucesiva y respectivamente más rigurosas, pero en ningún 
caso ser más flexibles, por las autoridades competentes de nivel regional, 
departamental, distrital o municipal, en la medida en que se descienda en 
la jerarquía normativa y se reduzca el ámbito territorial de las compe­
tencias". 

Finalmente, la ley insiste en la obligación de las entidades 
territoriales de velar por la protección y manejo de los recursos 
naturales renovables y del ambiente en el área de su jurisdicción, 
de conformidad con los mandatos constitucionales. 

HERRAMIENTAS DE CONTROL Y VIGILANCIA 

Como hemos reiterado, la concepción del ministerio y de sus enti­
dades subordinadas es la de realizar su gestión, dando prelación a 
la conscientización y a la persuasión del ciudadano, a la colabo­
ración y la concertación y al trabajo conjunto con los diferentes 
sectores de la sociedad civil. Pero es obvio que se necesita también 
el aparato coercitivo y policivo para hacer cumplir la ley. 

Por ello, 

"el Ministerio del Medio Ambiente y las corporaciones autónomas regio­
nales, además de los departamentos, municipios y distritos con régimen 
constitucional especial, quedan investidos, a prevención de las demás 
autoridades competentes, de funciones policivas para la imposición y 
ejecución de las medidas de policía, multas y sanciones establecidas por la 
ley (. .. ) Cuando ocurriese violación de las normas sobre protección ambiental 
o sobre manejo de recursos naturales renovables, el Ministerio del Medio 
Ambiente o las corporaciones autónomas regionales impondrán las sanciones 
previstas (. .. ) y, si fuere el caso, denunciarán el hecho ante las autoridades 
competentes para que se inicie la investigación penal respectiva" (artículos 
83 y 84). 

Las sanciones estipulan 

"multas diarias hasta por 300 salarios mínimos mensuales; suspensión del 
registro, licencia, concesión, permiso o autorización; cierre temporal o 
definitivo del establecimiento; demolición de la obra cuando haya sido 
construida sin licencia y cause evidente deterioro ambiental y el decomiso 
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definitivo de individuos o especímenes de fauna o flora utilizados para come­
ter la infracción". 

Se contemplan medidas preventivas, como la amonestación 
verbal o escrita, decomiso preventivo de especies o individuos de 
fauna y flora y suspensión de la obra o actividad (artículo 85). 

Para contar con un mayor poder de control y vigilancia, la ley 
establece 

"la creación de un cuerpo de Policía Ambiental, especialmente entrenado, 
que preste su servicio con prioridad en las zonas de reserva, parques 
nacionales y en las áreas de especial importancia ecosistémica, y colaborar 
en las tareas educativas, promocionales y de prevención". 

También se establece el servicio ambiental, para lo cual se deter­
mina que el 20 por ciento de los bachilleres deben prestarlo con 
énfasis en la educación, organización comunitaria para la gestión 
y prevención, y en el control y vigilancia. 

Adicionalmente, la Ley 99 crea la 

"Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales, que velará por la defensa 
del medio ambiente, al tenor del artículo 272 de la Constitución; intervendrá 
en la defensa de las actuaciones administrativas y de policía; velará por el 
cumplimiento de la Constitución, las leyes, los reglamentos y las decisiones 
judiciales referentes a la defensa del medio ambiente; interpondrá directa­
mente o, a través del Defensor del Pueblo, las acciones previstas en la 
Constitución y la ley para la defensa del entorno". 

HORIZONTES LEGALES PARA LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

La Carta Fundamental, en su artículo 79, después de establecer el 
derecho de todas las personas a gozar de un ambiente sano, afirma 
que "la ley garantizará la participación de la comunidad en las 
decisiones que puedan afectarla". 

El mismo artículo señala la responsabilidad que tiene el Estado 
de ofrecer educación para el logro de esta participación y, en general, 
para alcanzar todos los fines propuestos en materia ambiental, 
con lo cual se reconoce que, sólo mediante una clara conciencia, 
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los ciudadanos actuarán en pro de la conservación. Al establecerse 
el derecho colectivo a un ambiente sano, la acción popular es uno 
de los instrumentos jurídicos para su defensa. 

Por esta razón, el segundo eje medular de la Ley 99 consiste en 
involucrar a la ciudadanía en la solución de sus problemas ambien­
tales. Ya dijimos que en la junta directiva de las corporaciones tienen 
asiento cinco representantes de la sociedad civil. 

Para el ejercicio de sus funciones, el ministerio, como cabeza 
del Sina, dispone de unos organismos de coordinación, concer­
tación y asesoría, como el Consejo Nacional Ambiental. Éste tiene 
el objetivo de asegurar una coordinación intersectorial pública y 
privada de las políticas, planes y programas en materia ambiental 
y de recursos naturales renovables, con el fin de desarrollar una 
gestión armónica y evitar inconsistencias, incoherencias, incompa­
tibilidades y duplicidad de funciones entre todos los entes que inter­
vienen en el manejo ambiental. De 25 miembros del consejo, once 
representan diversos sectores de la sociedad civil. 

El Consejo Técnico Asesor de Política Ambiental, como ya 
dijimos, la universidad con sus investigadores, el sector minero y 
el de los hidrocarburos, los gremios de la producción industrial y 
agraria y los expertos del ministerio de gran experiencia y alto 
nivel técnico, asesoran al ministro sobre la viabilidad ambiental 
de proyectos de interés nacional, de los sectores público y privado, 
y sobre la formulación de políticas y expedición de normas 
ambientales. La conformación de este Consejo expresa la voluntad 
del Estado de propiciar la concertación y participación ciudadana. 

Por otra parte, la Ley 99 de 1993 ordena al ministerio 

"establecer mecanismos de concertación con el sector privado para ajustar 
las actividades de éste a las metas ambientales previstas por el gobierno; 
definir los casos en que haya lugar a la celebración de convenios para la 
ejecución de planes de cumplimiento con empresas públicas o privadas para 
ajustar tecnologías y mitigar o eliminar factores contaminantes, y fijar las 
reglas para el cumplimiento de los compromisos derivados de dichos conve­
nios" (numeral 32, artículo 5). 
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Este artículo y los referidos al Consejo Nacional Ambiental y al 
Consejo Técnico Asesor abren avanzados espacios para la 
concertación y el trabajo conjunto con el sector productivo, tanto 
público como privado, y para llevar así la democracia participativa 
en la gestión ambiental a los sectores protagónicos del desarrollo. 

Adicionalmente, la ley ofrece otros escenarios de participación 
ciudadana. El título X establece el derecho de cualquier persona, 
natural o jurídica, a intervenir, sin necesidad de demostrar interés 
jurídico alguno, en las actuaciones administrativas iniciadas para 
la expedición, modificación o cancelación de permisos o licencias 
de actividades que afecten o puedan afectar el medio ambiente, o 
para la imposición o renovación de sanciones por el incumpli­
miento de las normas y regulaciones ambientales. Las decisiones 
ambientales adoptadas por la administración estarán legitimadas 
y avaladas por la comunidad y tendrán aceptación de ésta, si ella 
ha sido parte activa en el proceso. 

La sociedad civil y los representantes estatales de la comunidad 
pueden solicitar la realización de audiencias públicas, que deben 
celebrarse ante la autoridad competente que otorgue el permiso o 
licencia ambiental respectiva. En representación de la comunidad, 
la solicitud puede ser formulada por cien personas y tres entidades 
sin ánimo de lucro; y por los representantes estatales; la solicitud 
corre a cargo de la Procuraduría General de la Nación, el Defensor 
del Pueblo, los gobernadores y los alcaldes. En la audiencia pueden 
intervenir un representante de los peticionarios, los interesados, 
las autoridades competentes, expertos y organizaciones sin ánimo 
de lucro. 

Otro mecanismo de participación ciudadana consiste en que 
cualquier persona, natural o jurídica, puede demandar el efec­
tivo cumplimiento de las leyes o actos administrativos que ten­
gan relación directa con la protección y defensa del medio am­
biente. 
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No bastaba con diseñar instituciones idóneas para garantizar una 
efectiva gestión ambiental: se requieren también nuevos recursos 
económicos. Para ello, la Ley 99 establece fuentes de financiación 
para el ministerio y las corporaciones. Los municipios y distritos, 
en cumplimiento del artículo 317, inciso 2, de la Constitución Na­
cional, deben transferir a las corporaciones un porcentaje sobre el 
total del recaudo por concepto de impuesto predial, "que no podrá 
ser inferior al 15 por ciento ni superior al 25,9 por ciento". Los 
municipios y distritos pueden optar, en lugar de lo anterior, "por 
establecer, con destino al medio ambiente, una sobretasa que no 
podrá ser inferior al 1,5 por mil, ni superior al 2,5 por mil sobre el 
avalúo de los bienes que sirven de base para liquidar el impuesto 
predial". 

La sobretasa al impuesto predial, en la cual se basa esta con­
t ribución, ya era recaudada por las antiguas corporaciones. Consti­
tuye, entonces, un nuevo ingreso en las regiones donde tenía su 
jurisdicción el Inderena, como Antioquia, Atlántico y Bolívar, para 
mencionar algunas de las que reciben cuantiosos recursos, por con­
tar con grandes centros urbanos. 

De otro lado, las corporaciones reciben transferencias del sector 
eléctrico, equivalentes al 3 por ciento de las ventas de energía 
liquidadas a la tarifa de venta en bloque de las hidroeléctricas. 
Éste es un ingreso que sólo recibía la Corporación Autónoma 
Regional del Valle del Cauca (Cvc), como empresa productora de 
energía; la Corporación del Nororiente Antioqueño (Cornare), por 
disposición de la ley, y la Corporación Autónoma Regional de la 
Sabana de Bogotá (CAR), por delegación. Se trata de un ingreso 
nuevo para las otras corporaciones y áreas donde el Inderena ejercía 
su jurisdicción. Así, para corporaciones nuevas, como Corpoguavio, 
Corpochivor, Corpoatlántico y Corpoantioquia, significa cuantiosos 
recursos. Los municipios y distritos loealizados en la cuenca 
hidrográfica r eciben otro 3 por ciento, que deben destinar priori­
t ariamente al saneamiento básico y mejoramiento ambiental. En · 
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el caso de las centrales térmicas, la transferencia será del 4 por 
ciento, distribuido así: 2,5 para la corporación del área donde esté 
la planta y 1,5 para el municipio respectivo. 

Las corporaciones regionales también cuentan con las tasas 
retributivas y compensatorias, las tasas por utilización de aguas, 
un porcentaje del impuesto de timbre a los vehículos, un porcentaje 
de las indemnizaciones impuestas a través de las acciones popu­
lares, un porcentaje del valor de las multas como sanciones de 
carácter general, el valor de las multas que sean de su competencia 
y otras tasas y participaciones. 

No menos del 12 por ciento del total de la inversión de todos los 
proyectos que utilicen recursos hídricos, tomados directamente de 
las fuentes naturales, se destinará a la recuperación, preservación 
y vigilancia de la cuenca hidrográfica respectiva. 

El 20 por ciento de los recursos del Fondo Nacional de Regalías 
fueron otorgados a las entidades territoriales para que los invier­
tan en proyectos ambientales, previamente concertados y apro­
bados por las corporaciones. 

Por otra parte, la ley creó el Fondo Nacional Ambiental (Fo­
nam), un sistema especial de manejo de cuentas del Ministerio del 
Medio Ambiente, instrumento financiero que apoya la ejecución 
de la política ambiental. Sus recursos tienen origen en diversas 
fuentes, entre ellas: las partidas asignadas en la ley de apropia­
ciones; los rendimientos obtenidos por los créditos que otorgue o 
sobre los excesos de liquidez; los recursos provenientes de emprés­
titos externos; los recursos provenientes de la administración del 
Sistema de Parques Nacionales, los cuales pueden ser aumentados 
considerablemente, merced a una vigorosa campaña de ecoturismo; 
recursos provenientes de canje de deuda externa por actividades o 
proyectos ambientales; el 50 por ciento de las indemnizaciones 
impuestas y recaudadas en virtud del artículo 88 de la Constitución, 
relacionado con daños ocasionados al medio ambiente; fondos 
obtenidos por donación o que reciba a cualquier título de personas 
naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras. 

También se creó el Fondo Ambiental de la Amazonia, que inició 
actividades con una donación de la Comunidad Europea. Adicio-
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nalmente, se creó el Ecofondo, una iniciativa conjunta del gobierno 
y la sociedad civil, para cualificar y financiar a las organizaciones 
no gubernamentales. La creación de esta institución se hizo con 
base en recursos provenientes del intercambio de deuda por 
protección ambiental, del Programa de la Iniciativa para las Améri­
cas de Estados Unidos, y del Programa de Cooperación Técnica 
Canadiense. 

Con el ím de asegurar que el ministerio y las corporaciones ini­
ciaran actividades, con pie firme, mientras se consolidaban la 
reglamentación y el recaudo de muchas de estas fuentes, el gobierno 
del presidente Gaviria obtuvo créditos internacionales del Banco 
Interamericano de Desarrollo (Brn) y del Banco Mundial, cuya 
negociación se adelantó simultáneamente a la sanción y tramitación 
de la Ley 99 de 1993. 
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Capítulo III. 
Así SE CREÓ EL MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE 

E1 contexto nacional e internacional, en el cual fue elaborada la 
legislación que provocó el "revolcón" en la gestión ambiental nacio­
nal, tuvo una influencia definitiva en el rumbo que tomó la re­
forma. lPor qué las instituciones ambientales creadas entre 1991 
y 1993 tienen las características descritas en el capítulo anterior? 
Parte de la respuesta se encuentra en los antecedentes registrados 
en el período 1950-1990, y parte en diversos hechos ocurridos en el 
transcurso de la elaboración de la Ley 99 de 1993, a los cuales se 
refieren éste y el siguiente capítulo. 

LA REORGANIZACIÓN DEL SECTOR AMBIENTAL COMO PRIORIDAD 

DEL EJECUTIVO 

A finales de octubre de 1990, el presidente César Gaviria me 
nombró gerente general del Inderena y señaló cuatro retos para 
su gobierno: reorganizar el sector ambiental, participar activa­
mente en la Conferencia de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente 
y Desarrollo, participar en la Asamblea Nacional Constituyente 
para incorporar en la nueva Constitución preceptos ambientales, 
resolver problemas urgentes y adelantar algunos proyectos priori­
tarios63. 

63 "lCuál es la misión que le ha dado el señor Presidente de la República al nuevo 
gerente de Inderena? lDeberá darle entierro a este instituto y empujar la idea de 
una Comisión Nacional Ambiental? lO simplemente es un nombramiento de rutina, 
y sólo habrá presencia?" Estos interrogantes los hacía Germán Andrade en su 
columna de El Espectador en diciembre de 1990, como un reflejo de las inquietudes 
que a finales de ese año rondaban entre los medioambientalistas, El Espectador, 15 
de diciembre de 1990, pág. 4A. 

137 
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Como problemas prioritarios de corto plazo mencionó la ubica­
ción de un puerto carbonífero en la costa Caribe, en aquellos días 
objeto de un agitado debate. Y entre los proyectos de largo plazo, 
se refirió al posible trazado de la carretera marginal de la selva, 
sobre la cual también había habido una gran controversia durante 
la administración del presidente Virgilio Barco. Habló, además, de 
la necesidad de fortalecer los programas de conservación de la 
Sierra Nevada de Santa Marta, la Sierra de la Macarena, y los eco­
sistemas más importantes para el país. 

Gaviria recordó que en las reuniones sostenidas con diferentes 
jefes de Estado desde el momento de su elección, surgían siempre 
en la agenda dos temas prioritarios: comercio exterior y medio 
ambiente. Pero no sólo había que participar muy activamente en 
la Conferencia de Río. Era necesario adelantar una agresiva 
campaña en el exterior para la donación de recursos financieros, 
instrucción indicativa de la posición del Presidente sobre la deuda 
ecológica de los países desarrollados con los países del Sur, expresa­
da siempre en sus discursos sobre la cuestión ambiental, y que 
reflejaba también las enormes expectativas que estaba generando 
la "Cumbre de la Tierra". 

Como base para considerar la posible reorganización del sector 
ambiental, el Presidente señaló la necesidad de revisar el proyecto 
de creación del Darnar (Departamento Administrativo de los 
Recursos Naturales Renovables y del Medio Ambiente), elaborado 
durante el gobierno del presidente Virgilio Barco, y manifestó su 
escepticismo sobre la efectividad de un departamento administra­
tivo para ese fin . Sin embargo, afirmó la necesidad de revisar ese 
proyecto y de efectuar nuevas propuestas para la organización del 
sector. 

LA COMISIÓN NACIONAL AMBIENTAL Y EL DARNAR 

El Departamento Nacional de Planeación (DNP) había trabajado 
en una alternativa diferente a la del Darnar. Se trataba de un 
proyecto de ley para la creación de la Comisión Nacional Ambien­
tal, que había sido elaborado en el DNP durante los primeros meses 
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de gobierno, bajo la responsabilidad de la División de Política Am­
biental y de Corporaciones Autónomas Regionales (Depac), dirigida 
entonces por quien fuera el primer viceministro del Medio Am­
biente, Eduardo Uribe Botero. Como asesor de este proyecto había 
participado muy activamente el doctor Alberto Uribe, consultor 
colombiano radicado en Brasil durante más de una década y quien 
había trabajado en los procesos de reforma del sector ambiental de 
ese país. 

El nuevo proyecto de la Comisión Nacional Ambiental, sustitu­
tivo del Darnar, había sido puesto a consideración de algunos 
reconocidos ambientalistas, como Julio Carrizosa y Augusto Ángel, 
en reuniones de carácter cerrado, sin la participación del Inderena, 
a quienes se les había informado que era cuestión decidida y que 
sería presentado al Congreso en el segundo semestre de 1990. El 
Presidente, al conocer la existencia de este proyecto, me reiteró la 
necesidad de examinar su pertinencia en comparación con otras 
alternativas, incluyendo el Darnar, e indicó que en ese semestre 
no se presentaría ningún proyecto sobre el particular al Congreso. 

FORTALEZAS Y DEBILIDADES DEL PROYECTO DE LA COMISIÓN 

En la elaboración del proyecto de la Comisión Nacional se habían 
tomado elementos del proyecto para la creación del Darnar. Este 
departamento administrativo sería el ente rector de la política 
ambiental y la máxima autoridad ambiental del país, y a él se 
adscribirían las corporaciones autónomas regionales, un total de 
18 con cobertura nacional, producto de la redefinición de la juris­
dicción de las existentes, de la fusión de algunas de ellas y de la 
creación de tres nuevas. 

Como otros elementos del esquema propuesto se destacaban: 
el fortalecimiento financiero, la creación del Sistema de Infor­
mación Ambiental, del Servicio de Investigaciones Ecológicas y de 
la Administración de Parques Nacionales, y la liquidación del 
Inderena. Este proyecto fue elaborado bajo el liderazgo del DNP, 
durante la administración de Barco, mediante un amplio proceso 
de consulta a nivel nacional con las organizaciones no guber-



140 LA REFORMA AMBIENTAL EN COLOMBIA 

namentales y con diferentes grupos de interés, en el cual parti­
ciparon muy activamente varias entidades, como la Fundación 
Alma64 • 

Por su parte, la Comisión Nacional Ambiental, propuesta al 
inicio del gobierno de Gaviria, estaría presidida por el Presidente 
de la República y conformada por los ministros de Obras Públicas, 
Agricultura, Minas y Energía, Desarrollo, Salud, Educación, Rela­
ciones Exteriores, el secretario de la Presidencia para Asuntos 
Ambientales, el jefe del DNP y el director del Instituto de Investi­
gaciones Ambientales y Parques Nacionales. Sería el ente rector 
de la política ambiental a nivel nacional, con responsabilidad 
decisiva en algunos asuntos, por ejemplo, el otorgamiento de las 
licencias ambientales para obras de interés público. 

Se proponía como secretaría técnica de la Comisión a la División 
de Política Ambiental del Departamento Nacional de Planeación. 
A él continuarían adscritas las 18 corporaciones autónomas regio­
nales existentes y se crearían otras, también adscritas al DNP, para 
sustituir al Inderena en las áreas de su jurisdicción, instituto que 
entraría en liquidación. 

La concepción de la Comisión Nacional Ambiental, una moda­
lidad que fue adoptada por otros países de Latinoamérica, como 
Chile, Ecuador y Perú, obedece a la tesis de que el sector ambiental 
permea todas las áreas de la actividad pública y privada, todos y 
cada uno de los sectores son responsables de su gestión. En el caso 
de Ecuador, en 1996, el gobierno creó un Ministerio del Medio 
Ambiente, manteniendo la comisión como ente asesor. 

Debe haber, por consiguiente, un centro decisorio y de concer­
tación en el cual participen los principales sectores que afecten el 
ambiente para la formulación de los planes, políticas y programas 
y para la definición de los compromisos requeridos para su ejecu-

64 Asociación de Profesionales al Servicio del Estado en la Gestión Ambiental 
(Aproambiente), "La creación del Darnar, ¿una respuesta real o burocrática a la 
crisis ambiental del país?, en Revista de la Universidad Nacional , enero de 1990, 
págs. 33-42. Fundación Alma, Hacia una reestructuración del sector ecológico 
nacional: conclusiones, junio de 1990. 
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ción. La organización existe en otros países, como alternativa a 
la de un sector gubernamental especializado en la gestión ambien­
tal. 

El modelo de la Comisión tiene un gran atractivo conceptual, 
puesto que el desarrollo sostenible debe ser una responsabilidad 
de la sociedad como un todo. Pero supone la existencia de un cierto 
grado de conciencia y educación ambiental entre los funcionarios 
y las entidades públicas, en tal forma que estén en capacidad de 
conciliar el desarrollo económico y social con la conservación y buen 
uso de los recursos naturales. Es un supuesto que está lejos de la 
realidad, pues en Colombia buena parte de las entidades que habían 
sido previstas como miembros de la Comisión, han adelantado sus 
proyectos de desarrollo, sin ninguna contemplación ambiental y 
han sido responsables de graves daños a nuestros recursos natu­
rales. 

Por eso, la mayor debilidad de este tipo de comisiones radica en 
el hecho de que, en últimas, no exista a nivel del sector público 
una entidad responsable de la defensa del interés ambiental o, en 
otras palabras, que haga de "doliente", en forma muy clara, de la 
defensa del medio ambiente. Por ello la mayor parte de países del 
mundo se han visto en la necesidad de crear entidades públicas 
ambientales especializadas, con el fin de que una organización espe­
cífica dentro del aparato estatal defienda este nuevo interés público. 
Y al reconocer que ésa es una actividad que toca con todos los sectores, 
también se busca crear mecanismos de interrelación y coordinación 
con otros entes del Estado y con la sociedad civil. 

Otra debilidad de la Comisión radicaba en el hecho de que el 
DNP incrementara sus actividades como ente ejecutor, lo que 
contrariaba la recomendación de especializar a esta entidad en las 
labores de planeación, efectuadas por la Comisión Presidencial para 
la Reforma de la Administración Pública del Estado Colombiano, 
durante el gobierno del presidente Virgilio Barco. Además, no 
parecía muy razonable que la primera autoridad ambiental 
estuviera ubicada en la jefatura de la División de Política Am­
biental y corporaciones autónomas regionales, un cargo de tercer 
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nivel dentro del Departamento Nacional de Planeación. Dada la 
importancia del tema en el orden internacional, no era adecuado 
que un funcionario de tercer nivel de un departamento adminis­
trativo fuese la primera autoridad ambiental en Colombia, cuando 
la tendencia en el mundo era dar a la gestión ambiental la más 
alta jerarquía política, tal como se evidenciaba en la creciente crea­
ción de ministerios del Medio Ambiente. 

Los anteriores argumentos acerca de la inconveniencia del 
proyecto de la Comisión y de la necesidad de pensar en un esquema 
diferente para la reorganización del sector ambiental, no conven­
cieron en primera instancia a Armando Montenegro, Jefe del 
Departamento Nacional de Planeación65 • Consideraba que las 
fortalezas del proyecto superaban con creces las debilidades seña­
ladas. En particular, era muy enfático en argüir que, dado el 
carácter transectorial del tema ambiental, la única forma de hacer 
viable su gestión era incorporando como responsables a los actores 
gubernamentales que más lo afectaban. Montenegro concebía la 
Comisión como una especie de "Conpes" ambiental. 

La alternativa de un ministerio era la única que restaba por 
considerar, puesto que el Presidente no era partidario de la pro­
puesta del Darnar, y el DNP partía del supuesto de la necesidad de 
liquidar al Inderena. Si no era ni un departamento administra­
tivo ni un instituto, ni una comisión, sólo quedaba la posibilidad 
de pensar en un ministerio. Montenegro era escéptico sobre esta 
última alternativa, tal como lo expresó en varias ocasiones y en su 
documento "El futuro de la gestión ambiental en Colombia". Allí 
afirma que 

"darle jerarquía ministerial a la gestión ambiental podría no ser suficiente, 
pues se correría de todas formas el riesgo de continuar considerando el 
tema del medio ambiente como un tema sectorial ajeno al desarrollo 
económico y social del país"66

• 

65 En tres ocasiones analicé con Armando Montenegro el asunto de la Comisión. La 
primera, en reunión que sostuvimos el 16 de n oviembre, en Santa Marta, después 
de finalizado el Foro del Carbón; las otras dos en Bogotá. 

66 Departamento Nacional de Planeación, octubre de 1990. 
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Consideraba que en la elaboración del proyecto habían parti­
cipado expertos de primer orden y que había sido objeto de consul­
tas con conocedores sobre la materia. La reorganización del sector 
ambiental era un punto prioritario en la agenda del jefe de Planea­
ción, tal como lo evidenció su amplio conocimiento de los proyectos 
y las energías que dedicó a esta tarea. 

El 10 de noviembre, en el marco del IX Simposio de la Indu stria 
Gráfica realizado en Cali, Montenegro anunció que el proyecto de 
ley de la Comisión sería presentado ante el Congreso en el curso 
de ese mes67

• 

LA ADOPCIÓN DE LA ALTERNATIVA DEL MINISTERIO 

En reunión que sostuvimos con la ministra de Agricultura de aquel 
entonces, María del Rosario Sintes, el sábado 26 de noviembre, 
Armando Montenegro planteó la necesidad de considerar la 
alternativa de crear un ministerio, una posición radicalmente di­
ferente a la de días antes. Se acordó, entonces, llevar a conside­
ración del Presidente tanto esta nueva alternativa como las dos 
propuestas anteriores, es decir, la Comisión Nacional Ambiental y 
el Darnar. 

El siguiente lunes 28 de noviembre, expusimos ante el presi­
dente Gaviria las tres alternativas. Que el Presidente descartara 
el Darnar no fue nada nuevo. Al escuchar los argumentos en pro y 
en contra de la Comisión, no expresó mayor entusiasmo. Su prefe­
rencia por el ministerio fue clara, como también lo era la nuestra 
antes de la reunión. Ordenó entonces al DNP, al Ministerio de Agri­
cultura y al Inderena elaborar el respectivo proyecto de ley que, de 
acuerdo con su parecer, debería estar aprobado por el Congreso 
antes de la Conferencia de Río programada para junio de 1992. 

El mismo día de la reunión con el Presidente, apareció en el 
diario El Espectador una larga crónica sobre la creación de la 
Comisión Nacional, titulada "Revolcón ambiental anuncia el go-

67 El Espectador, 11 de noviembre de 1990. 
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bierno". Resumía la amplia explicación que Eduardo Uribe hizo 
en la clausura del foro sobre política, investigación y administra­
ción de los recursos forestales, el 24 de noviembre de 1990. Paradó­
jicamente, el día en que el Presidente había desechado esa alterna­
tiva, aparecía en el periódico una crónica sobre su creación 68. 

EN BUSCA DE LA PATERNIDAD DEL MINISTERIO 

La idea de crear un Ministerio del Medio Ambiente se remonta al 
año de 1979, y sobre ella hace un análisis el aludido estudio de 
Mejía, Millán y Ferry, en 1985. 

Más adelante, en el proceso de discusión del proyecto Darnar, 
se trajo nuevamente a cuento el asunto del ministerio. En una 
ponencia presentada por Pedro Pablo Morcillo ante la Comisión 
Presidencial para la Reforma de la Administración Pública del 
Estado Colombiano, en febrero de 1990, se propuso la creación del 
Sistema Nacional del Ambiente y se sugirió que éste podría ser 
encabezado por un ministerio. 

Luis Guillermo Sorzano, coordinador ponente del proyecto de 
ley en la Comisión V del Senado, ha recordado en diversas 
entrevistas que la Comisión Ambiental de la campaña presidencial 
de César Gaviria, coordinada por Sorzano, recomendó la creación 
del Ministerio del Ambiente. Muchos reclamarán hoy la paterni­
dad del ministerio, pero, en últimas, quien logró concretarla fue el 
presidente César Gaviria, quien tuvo la voluntad política para 
crearlo, en un momento en que, a diferencia de los años ochenta, 
ya existían condiciones políticas propicias. 

Pero así como fueron muchos los partidarios de crear un 
ministerio, hubo otros que se opusieron. Como se dijo, el estudio 
de Mejía, Millán y Ferry concluye que 

"un ministerio sería la entidad administrativa recomendable y deseable 
desde un punto de vista estrictamente jurídico. Sin embargo, la adecuada 
integración de los recursos naturales renovables y el medio ambiente en la 

68 El Espectador, noviembre 26, 1990, pág. llA. 
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planificación económica y social del país, exigiría más bien que este organis­
mo se constituyera como una división o un departamento administrativo de 
un ministerio de la planeación económica y social". 

Son muchos también a los que no ha convencido el esquema 
del ministerio, por considerar que conlleva riesgos de convertirse 
en pasto de prácticas clientelistas y una enorme máquina buro­
crática, con el consiguiente resultado de no constituirse en la enti­
dad de alta capacidad técnica y ajena a los vaivenes políticos, que 
todos desearíamos. Esta advertencia fue expresada en su momento 
por el experto Julio Carrizosa U maña. 

El ex presidente Misael Pastrana, por su parte, nos expresó su 
desacuerdo con el proyecto del ministerio durante una reunión en 
Río de Janeiro, en el transcurso de la Cumbre de la Tierra, en 
presencia de Enrique Peñalosa Camargo y Luis G. Sorzano. Para 
el presidente Pastrana, el desarrollo sostenible atañía a la sociedad 
como un todo, y en él debían tener responsabilidad todas las 
entidades estatales y no simplemente un sector especializado. 

EL lNDERENA Y EL DNP: UNA TRADICIÓN DE RELACIONES 

DIFÍCILES 

A finales de 1990, el Inderena y el DNP comenzaron a trabajar 
conjuntamente en el proyecto de ley para la creación del Ministerio 
del Medio Ambiente. Fue un proceso difícil, conflictivo y tenso, 
pero a la postre creativo. Era el reflejo de una larga historia de 
malas relaciones entre las dos instituciones. Como se sabe, las 
relaciones entre el DNP y la mayor parte de entidades estatales 
suelen ser complicadas. Pero entre el Inderena y el DNP siempre 
existió un factor adicional de perturbación: las dos tenían funciones 
de ejecución sobre la misma área. El Inderena siempre resintió la 
forma paulatina como se fue debilitando, en la medida en que se 
fueron creando corporaciones regionales para sustituirlo, las cuales 
se adscribían a Planeación. El DNP siempre trató de demostrar la 
necesidad de crear corporaciones para sustituir al Inderena y de 
exaltar las virtudes de éstas frente a las reales, o ficticias, 
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deficiencias del Instituto. Este último comportamiento es típico y 
está muy bien descrito en la literatura organizacional de las 
entidades que, como el DNP, juegan el papel dual de planificador y 
ejecutor. 

Desde años atrás, surgió la competencia entre las dos institu­
ciones en cuanto a la reforma del sector ambiental. El Inderena 
consideraba, con razón, que como primera autoridad ambiental 
del país por más de dos décadas, y con una jurisdicción en cerca del 
75 por ciento del territorio nacional, tenía la capacidad, la 
experiencia y la legitimidad para participar en la reorganización 
del sector ambiental. El DNP tenía obvias razones para participar, 
no solamente como ente planificador, sino, dadas sus respon­
sabilidades, con las corporaciones. En la elaboración de los 
proyectos para la creación del Darnar y de la Comisión Nacional, 
el DNP resolvió el "problema" en forma unilateral: ignoró al 
Inderena. El Instituto simplemente no fue invitado a participar 
en esos dos procesos de reforma, un caso que bien podría ilustrar 
la poca transparencia con que se adelantan algunos procesos 
decisivos al interior del Estado y de la falta de aplicación de los 
principios básicos de la democracia participativa al interior del 
gobierno. Es evidente que la razón para no hacerlo era el temor 
del DNP de que el Inderena, al participar, se convirtiera automáti­
camente en la solución (por ejemplo, que el Inderena buscara 
transformarse en el Darnar o en el ministerio), temor que fue 
evidente a lo largo de los tres años siguientes. 

lNDERENA: LAS FORTALEZAS DE UNA INSTITUCIÓN DÉBIL 

Durante los tres años que duró el proceso de elaboración y aproba­
ción de la ley, así como en el trabajo en otros proyectos comunes 
entre el Inderena y el DNP, el Instituto pudo demostrar que contaba 
con el grupo de técnicos con la visión y comprensión más completa 
de la realidad y la gestión ambiental del país. No era extraño que 
así fuera, dado su carácter de primera autoridad ambiental a nivel 
nacional durante los 25 años de su existencia. Si bien era cierto 
que su carácter de primera autoridad era relativo, ante la existencia 
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de otras instituciones nacionales con funciones claves en el campo 
ambiental y ante la pérdida de jurisdicción en importantes regiones 
del país, también era cierto que, a principios de la década de los 
noventa, conservaba su jurisdicción sobre buena parte del territorio 
nacional, incluyendo las regiones de mayor oferta ambiental, como 
la Amazonia, la sierras de la Macarena y Nevada de Santa Marta y 
una porción del andén Pacífico. A esa gran experiencia se le sumaba 
la herencia que recibió de las instituciones que sirvieron de base 
para la creación del Instituto: la Corporación del Valle del Mag­
dalena y la División de Recursos Naturales del Ministerio de 
Agricultura. 

En el área de las relaciones internacionales, el Instituto había jugado 
el papel más activo, como se expresaba en el hecho de que uno de sus 
gerentes, Margarita Marino de Botero, hubiese sido miembro de la 
Comisión Mundial del Medio Ambiente y del Desarrollo. 

Los principales expertos en biodiversidad de las instituciones 
del ejecutivo trabajaban en el Inderena, liderados por el doctor 
Jorge Hernández Camacho o "el Mono" Hernández. Áreas funda­
mentales como la administración de fauna, de reservas forestales 
y el sistema de los parques naturales nacionales habían sido 
prácticamente su monopolio. En materia de otorgamiento de 
licencias ambientales y de los diversos permisos y autorizaciones 
para el aprovechamiento de los recursos naturales renovables, la 
experiencia del Inderena sobrepasaba con creces la de cualquier 
entidad. Y al haber sido la institución responsable de la concepción 
y elaboración del Código de Recursos Naturales Renovables, man­
tuvo el liderazgo en su aplicación, y fue el artífice de su reglamen -
tación. Inclusive, muchas corporaciones parecían interpretar que 
el Código era un asunto del Inderena y no lo adoptaban como la 
espina dorsal de su gestión. 

Esta experiencia en materia de gestión y de asuntos legales y 
técnicos se sintetizaba, en buena parte, en el conocimiento de un 
puñado de funcionarios de las oficinas centrales, dado no solamente 
por el hecho de sus responsabilidades en la orientación y asistencia 
técnica de las regionales del Instituto, sino también por las 
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responsabilidades directas en materia de dirección y ejecución de 
programas que estaban centralizados en Bogotá. Con esta expe­
riencia, el Inderena contribuiría a la elaboración y aprobación de 
la Ley 99. 

Pero al lado de ese patrimonio de experiencia y conocimientos, 
el Inderena era una institución con grandes debilidades y vacíos 
en el campo de la gestión, tal como se ha sugerido en párrafos 
anteriores. Esa gran debilidad era una de las motivaciones mismas 
de la iniciativa de reformar el sector ambiental. Así, por ejemplo, 
si bien podía tener la mayor experiencia en áreas como el otor­
gamiento de licencias ambientales y de permisos para el apro­
vechamiento de los recursos naturales renovables, su capacidad 
para otorgar y monitorear esos permisos y licencias había sido 
desbordada, para perjuicio y gran descontento de los usuarios, y el 
deterioro ambiental que conllevaba. Aunque había sido responsable 
de la creación del Sistema de Parques Naturales, su capacidad para 
administrarlos era insuficiente, con el consecuente deterioro 
progresivo en buena parte de sus unidades. Y si bien tenía una 
gran tradición en materia forestal y de fauna, su incapacidad para 
detener los procesos de depredación de estos recursos era creciente. 
Y a similitud de otras entidades estatales, al lado de funcionarios 
que se habían distinguido por su mística, profesionalismo y pulcri­
tud, en la imagen pública pesaban aquellos funcionarios que no 
habían exhibido esas virtudes. 

A las debilidades del Inderena se refirió un estudio de gestión 
institucional elaborado por el DNP en los siguientes términos: 

"Inderena carece de los instrumentos jurídicos, financieros y técnicos para 
cumplir con la responsabilidad que se le ha encargado (Decreto 133 de 1976) 
además de que históricamente ha sido disminuida en su jerarquía 
institucional, en sus funciones, jurisdicción, presupuesto y personal, lo cual 
ha debilitado su gestión en detrimento del ambiente"69• 

69 Departamento Nacional de Planeación, Estudio de gestión institucional de las 
entidades del sector agropecuario: el caso del Instituto Nacional de los Recursos 
Naturales Renovables y del Ambiente, lnderena, Bogotá, 26 de abril de 1989. 
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Las debilidades del Instituto eran, además, más críticas en 
algunas de sus regionales. Así, por ejemplo, estaba prácticamente 
ausente en los departamentos amazónicos del Guaviare y Guainía 
y en el departamento del Casanare, para mencionar algunos casos. 
Inclusive, el control de la gestión ambiental petrolera en Cusiana 
debió adelantarse con técnicos de las oficinas centrales. 

FORTALEZAS Y DEBILIDADES DEL DNP EN LA GESTIÓN 

AMBIENTAL 

Si bien en el DNP no existía una experiencia equivalente a la del 
Inderena, el departamento tenía sus propias fortalezas en materia 
de gestión ambiental. 

La experiencia de la División encargada de las corporaciones 
regionales había estado muy marcada por sus relaciones y desa­
rrollo. La División había estado concentrada, durante la mayor 
parte de su existencia, en la tutela financiera y administrativa de 
unas instituciones cuya mayor preocupación era la ejecución de 
proyectos de desarrollo. La prioridad de la División fue, durante 
algunos años, la misma de las corporaciones. 

Esta situación fue evolucionando en la medida en que las 
corporaciones se fueron especializando en la gestión ambiental. 
Especialización que se dinamizó a partir de 1986, cuando se expidió 
el "Estatuto de Descentralización" a favor de los municipios, que 
les transfirió funciones que antes eran competencia de las 
corporaciones. Esta situación llevó a que, tanto ellas como la 
División de Corporaciones del DNP, comenzaran a concentrarse 
paulatinamente en la administración y protección de los recursos 
naturales renovables. 

Aunque la División de Corporaciones se fue especializando en 
la gestión ambiental en los últimos años, esta especialización 
encontró su limitante en la autonomía de las corporaciones, sobre 
las cuales ejercía, en la práctica, muy poco control. No tenía, por 
ejemplo, la capacidad de asumir a nivel central ninguna función 
de las 18 corporaciones, en materia de otorgamiento de licencias 
ambientales o permisos para el aprovechamiento de los recursos 
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naturales renovables, para mencionar sólo algunas áreas vitales 
de la gestión, que obviamente sí tenía y ejercía el lnderena con 
relación a sus 16 regionales. Tenía muy poca injerencia en la 
definición de políticas fundamentales, como las referentes al apro­
vechamiento de la flora y, prácticamente, ninguna experiencia en 
el área de fauna. Pero así como la División tenía muy poca influencia 
en la definición de las políticas vinculadas a la aplicación de las 
medidas de comando y control, tenía una gran iniciativa en la defi­
nición de las prioridades en materia de los presupuestos de 
inversión, y en el diseño mismo de los programas y proyectos, en 
virtud de los mandatos legales que sobre el particular tiene el De­
partamento Nacional de Planeación. 

La relación de la División con 18 corporaciones de muy diversos 
orígenes, conformación, experiencia y grado de éxito, le fue dando 
la posibilidad de confrontar diferentes formas de afrontar la 
administración y protección de los recursos naturales renovables. 
Los miembros de la División, a través de su participación en las 
juntas directivas y la definición de los proyectos de inversión y, en 
general, la función de tutela sobre las corporaciones, pudieron 
enriquecer su experiencia con esa diversidad. 

Algunas corporaciones habían alcanzado gran experiencia en 
la administración y protección de los recursos naturales a nivel 
regional, en muchos casos en áreas específicas. Así, algunas de las 
corporaciones pudieron mostrar, desde sus inicios, programas de 
gestión ambiental más fuertes que los del lnderena, en virtud de 
su mejor dotación de recursos, y a pesar de las contradicciones 
generadas por su papel dual de instituciones ambientales y de 
desarrollo. Tales son los casos, por ejemplo, de la CAR, la Cvc, 
Cornare, Carder y la CnMB. Algunas de ellas llegaron a descollar, en 
comparación con las otras corporaciones e lnderena, en áreas 
particulares como el manejo de aguas y el control de vertimientos 
en la Cvc, o en el control de la erosión y ordenamiento de cuencas de 
la CnMB, experiencia que se expresó en sus contribuciones a la 
elaboración de la Ley.Naturalmente, por razones de su jurisdicción 
regional, ellas no tenían una visión comprehensiva de la gestión 
ambiental a nivel nacional, como sí lo tenía el lnderena. 
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Uno de los hechos que hacía "fuerte" a la División era su perte­
nencia al DNP, con la visión más amplia y menos sectorial que ello 
conlleva. En otras palabras, su permanente interrelación con las 
otras unidades del DNP le otorgaba una mejor comprensión de las 
interdependencia entre medio ambiente y desarrollo. Esa misma 
ubicación hizo que su equipo profesional contara con un perfil 
menos tradicional y que estuviera en posibilidad de vincular técni­
cos jóvenes con mayor calificación, lo que no era factible para una 
institución como el Inderena. 

Por último, la División, bajo el liderazgo de Eduardo Uribe, 
inició, durante el período de gestación de la Ley, programas básicos 
para la gestión ambiental que la fortalecieron, como fue el caso del 
Estudio Nacional de Contaminación, que constituyó la base para 
el programa de lucha contra ese fenómeno, adelantado por el Minis­
terio del Medio Ambiente, desde sus primeros días de funcio­
namiento. 

La dirección del DNP delegó en la Depac la responsabilidad de 
esta entidad en la elaboración del proyecto de ley. La Unidad 
Agraria y de Recursos Naturales del DNP, encargada del Progra­
ma de Acción Forestal para Colombia y ligada funcionalmente al 
Inderena, a través del Ministerio de Agricultura, colaboró con la 
División, pero en muchas ocasiones estuvo marginada del proceso. 

DE LA CONFRONTACIÓN A LA COLABORACIÓN 

En el Inderena se sintetizaba una gran paradoja durante los últimos 
años de su ciclo de vida: era una institución muy débil en cuanto a 
su capacidad de gestión, pero con mayor conocimiento y experiencia 
sobre la gestión ambiental en Colombia. Conocimiento y ex­
periencia que, sin embargo, encontraba sus límites en esa in­
suficiente capacidad de gestióp.. Pero la debilidad del Instituto 
parecía haberse convertido en la razón y en la oportunidad para 
que el DNP lo excluyera de una tarea para la cual se encontraba 
calificado: contribuir a la reforma del sector ambiental en Co­
lombia. 
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La situación era ahora diferente, puesto que el Presidente de 
la República le había dado un claro mandato al Ministerio de 
Agricultura y al Inderena para dirigir, conjuntamente con el DNP, 
el proceso de reforma del sector ambiental. Me propuse mantener 
una relación, lo más positiva posible, con Planeación Nacional, pues 
de otra manera no era factible adelantar en forma adecuada la 
elaboración del proyecto de ley, dadas la experiencia y las res­
ponsabilidades de una y otra entidad en materia de gestión 
ambiental. No fue tarea fácil, pues con frecuencia saltó a la arena 
la conocida arrogancia de algunos técnicos de Planeación, quienes 
trataron de desconocer, en diversas ocasiones, la experiencia y 
sabiduría existentes en el Inderena. También existía prevención 
entre algunos técnicos de este Instituto, quienes descalificaban la 
experiencia y competencia técnica de los jóvenes técnicos de 
Planeación. Con frecuencia, esa actitud, esa disposición "guerri­
llera" entre nuestras burocracias públicas, no es simplemente el 
fruto de la carga histórica pasada, del infantilismo y de una autoes­
tima exagerada, sino que también enmascara, en algunas ocasiones, 
sus divergencias en las perspectivas, las culturas organizacionales 
y la defensa de los más variados intereses. 

Del lado del DNP, Eduardo Uribe fue clave en el proceso de 
elaboración y aprobación de la Ley 99 de 1993 y, en general, de la 
concepción y puesta en marcha de la política ambiental de la admi­
nistración del presidente César Gaviria, tal como se reconoció con su 
nombramiento como primer viceministro del Medio Ambiente. 

El trabajo de elaboración del proyecto de ley se inició en enero 
de 1991, a partir de un proyecto del DNP, basado en la propuesta 
de la Comisión. Los ecos de la concepción de esta última apa­
recieron de manera visible, a tal punto que al Consejo Nacional 
del Medio Ambiente se le atribuía el papel de ente rector del Sina 
y se le daban funciones de definición de políticas y de normas. En 
la medida en que se trabajaron nuevos borradores del proyecto de 
ley gubernamental, el Consejo empezó a esbozarse como ente 
asesor, y el ministerio a recibir las funciones propias de una entidad 
rectora. 
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Los mencionados borradores documentan la forma como fue 
evolucionando la concepción del ministerio en el DNP y el Inde­
rena 70. Muchos técnicos de estas dos entidades participaron en la 
labor. En forma permanente, lo hicieron Alfredo Múnera y Carlos 
Fernando Barco, delDNP, y las abogadas Imelda Gutiérrez y Nancy 
Vallejo, subgerente de desarrollo y secretaria general del Inderena, 
respectivamente. A menudo, se presentaron fuertes y acaloradas 
controversias y disputas, como si ya el proyecto estuviera en el 
Congreso para su aprobación final. Hoy, en retrospectiva, parecería 
que fueron excesivas las energías invertidas en esa primera etapa, 
e innecesarias las contrariedades que en diversos momentos 
llegaron a causar algunos puntos de desacuerdo. En parte, éstas 
eran expresión de la inexperiencia en el trámite de proyectos de 
esta naturaleza, pero también el reflejo de claras diferencias en 
las concepciones del DNP y el Inderena. Así lo ilustra el caso de las 
funciones referentes a los parques naturales: mientras para el DNP 
su administración debía delegarse en las corporaciones, para el 
Inderena debía mantenerse centralizada. El intento de acercar las 
posiciones originó más de una discusión acalorada. 

El 29 de abril de 1991, se llegó a un texto bastante acabado del 
proyecto de ley. Se detuvo entonces su proceso de elaboración, en 
consideración a que resultaba prudente esperar la finalización de 
la Asamblea Nacional Constituyente, así como a la urgencia de 
participar muy activamente en el proceso que se adelantaba en 
relación con lo ambiental, y a la necesidad de preparar el documento 
del Conpes sobre política ambiental, necesario para impulsar el 
proyecto del ministerio. 

70 Versión 23 de enero de 1991; Documento borrador, 3 de marzo de 1991; Documen to 
borrador, 26 de marzo de 1991; Documento borrador, 30 d e mar zo de 1991; 
Documento borrador, 16 de abril de 1991; Documento borrador, 29 de abril de 
1991. 
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LA CONSTRUCCIÓN DE LA CONSTITUCIÓN VERDE71 

Funcionarios del Inderena y del DNP participaron en las mesas de 
trabajo previas a la instalación de la Asamblea Nacional Cons­
tituyente, en el segundo semestre de 1990. Como se recordará, a 
través de este mecanismo el gobierno hizo una amplia consulta 
pública con la sociedad civil, con el fin de conocer la opinión de los 
más diversos sectores sobre la forma y el contenido de la nueva 
Constitución. En las sesiones de la Asamblea participaron, también 
como observadores, diferentes funcionarios; entre ellos, N ancy 
Vallejo, Carlos Fonseca y Edgar Cabezas -en particular este último-, 
quienes mantenían informada a la gerencia del Inderena sobre los 
desarrollos y hacían recomendaciones sobre las acciones que se 
debían adelantar para tratar de incorporar o defender un de­
terminado artículo que fuera del interés del gobierno. Fueron 
muchas las reuniones y contactos específicos con diferentes 
miembros de la Asamblea. Entre ellos, con María Teresa Garcés, 
María Mercedes Carranza, Carlos Rodado, Jaime Benítez y 
Guillermo Perry, estos tres últimos miembros de la comisión de 
ponentes. 

Una vez rendida la ponencia72 y efectuado el primer debate, la 
Asamblea Nacional Constituyente nombró una comisión acciden­
tal para que, con base en el articulado y las adiciones y modifica­
ciones propuestas, hiciera recomendaciones a la plenaria, sobre la 
forma de conciliar los textos que debían ser finalmente incor­
porados en materia ambiental. Fue una excelente oportunidad que 
permitió al Inderena participar en la revisión final de algunos 
artículos; entre ellos, los que se consagraron en el capítulo 3, "De 
los derechos colectivos y del ambiente" (artículos 79, 80 y 81). Fue 
un trabajo muy intenso de un fin de semana, adelantado con la 
constituyente María Teresa Garcés. 

71 A los principales artículos constitucionales sobre medio ambiente y desarrollo 
sostenible hicimos referencia en el capítulo II. 

72 "Informe de Ponencia: Medio Ambiente y Recursos Naturales", en Gaceta 
Constitucional, lunes, 15 de abril de 1991, págs. 2-5. 
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La plenaria de la Asamblea, en la cual se aprobaron estos ar­
tículos, se caracterizó por un clima positivo en favor de lo ambiental. 
Los noticieros y los periódicos registraron con entusiasmo la 
aprobación de los artículos ambientales y dieron por segura la 
creación del Ministerio del Medio Ambiente 73• 

El Inderena, al igual que muchas otras organizaciones guber­
namentales y no gubernamentales que incidieron en la Constitu­
yente, hizo así su parte. El DNP intervino en favor de las cor­
poraciones cuando estuvieron a punto de ser eliminadas del marco 
institucional. Así mismo, incidió en la consagración del artículo 
constitucional que prevé la contribución del impuesto predial para 
la gestión ambiental y lo coloca en cabeza de la entidad regional 
responsable de la misma. 

Además de los artículos correspondientes al título "De los 
derechos colectivos y del ambiente", la Carta Política contiene 
muchos otros - suman más de sesenta- que se refieren en forma 
directa o pueden ser utilizados en el propósito constitucional de 
proteger y hacer buen uso de los recursos naturales renovables y 
del medio ambiente, tal como se anotó en el capítulo anterior. Este 
hecho es la expresión más contundente del clima proambiental 
que caracterizó a la Asamblea Nacional Constituyente, un hecho 
que traería como consecuencia el brindar a Colombia una de las 
cartas políticas del globo más avanzadas en la consagración de este 
interés público, vital para las presentes y futuras generaciones. 

EL PRIMER DOCUMENTO DEL CONPES SOBRE POLÍTICA 

AMBIENTAL 

Entre abril y de agosto de 1991, el DNP y el Inderena trabajaron 
conjuntamente en la elaboración del documento sobre política 

73 Ese mismo día, José Fernández Gómez, en entrevista en vivo en el Noticiero de las 
Siete de la televisión, me preguntó: ¿se crea o no el Ministerio del Medio Ambiente? 
La misma pregunta la había formulado Juan Gossaín desde RCN, en el Noticiero 
del Mediodía, tan pronto como pasó el articulado. En ellas y en otras entrevistas con 
la prensa reiteré la decisión del gobierno de crear la nueva cartera ministerial, como 
una de las estrategias para fortalecer la gestión ambiental en Colombia. 
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ambiental, que fue aprobado por el Conpes en sesión del 15 de 
agosto de ese año. El proceso fue muy constructivo aunque, a 
similitud de la preparación del proyecto de ley, no estuvo exento 
de fuertes controversias entre los técnicos de las dos entidades. 

La presentación del documento ante el Conpes fue hecha 
conjuntamente por el jefe de Planeación, Armando Montenegro, 
la ministra de Agricultura, María del Rosario Sintes y el gerente 
del Inderena. Entre los objetivos prioritarios se incluyó la creación 
del ministerio 74• Al aprobarse, el Presidente observó que era urgente 
tramitar el proyecto ante las Cámaras, con el fin de llegar a la 
Conferencia de Río de Janeiro con el ministerio debidamente apro­
bado. 

Era la primera vez que el Conpes aprobaba una política 
ambiental, que se integró como uno de los capítulos del "Plan de 
desarrollo, la revolución pacífica: 1990-1994". Su contenido y 
orientación causó controversia. En la mesa redonda sostenida en 
la Universidad de los Andes, coordinada por el vicerrector Ernesto 
Guhl, Juan Pablo Ruiz, entonces director de la Fundación Natura, 
le hizo una crítica bastante fina sobre los vacíos detectados. Más 
"comprensiva" fue la posición de Augusto Ángel, director del Insti­
tuto de Estudios Ambientales, Idea, de la Universidad Nacional. 
Germán Andrade comentó en su columna de El Espectador: "Como 
nunca antes habíamos tenido una política ambiental, es evidente 
que lo sucedido es bueno y debe recibirse con optimismo". Pero 
añadió: 

"Más que una política proyectiva para el ambiente, este documento 
representa una política ambiental remedia!. Hará sin duda más difícil que 
la inversión pública propicie el daño ambiental directo y abre el camino 
para una gestión del Estado más coherente. Pero no da elementos suficien­
tes para cambiar una tendencia de deterioro por un desarrollo ecoló­
gicamente sano"75• 

74 La Revolución Pacífica: plan de desarrollo económico y social, 1990-1994, Bogotá, 
Presidencia de la República, Departamento Nacional de Planeación, octubre de 1991, 

págs. 451-504. 
75 El Espectador, 9 de noviembre de 1991. 
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Muchas de las críticas seguramente fueron justas, si se consi­
dera el corto lapso de tiempo para la preparación del documento, 
la ausencia de la necesaria participación de la sociedad civil en su 
elaboración, y las enormes limitaciones existentes para la 
formulación de una política que garantice la sostenibilidad del 
desarrollo. 

Entre los objetivos prioritarios del documento del Conpes, 
resaltamos: la creación del Ministerio del Medio Ambiente; la 
iniciación y ejecución de diferentes proyectos (por ejemplo, el 
fortalecimiento de la gestión ambiental urbana, el control de la 
industria petrolera en Casanare, la formulación y puesta en marcha 
de una estrategia para la conservación de la biodiversidad, el plan 
para la protección de cuencas y la recuperación de la Ciénaga 
Grande de Santa Marta); la realización de diversos programas bajo 
responsabilidad de sectores de actividad diferentes al ambiental 
-obras públicas, minas y energía, agricultura, educación-; el 
desarrollo de un proyecto para la obtención d e donaciones 
internacionales para adelantar programas estratégicos -el 
Ecofondo, Biopacífico y el Fondo Amazónico, entre otros-, que 
obtuvo recursos cercanos a 100 millones de dólares; la contratación 
de los créditos internacionales con el Banco Mundial y el Bm para 
el montaje del Ministerio del Medio Ambiente y sus programas, 
que ascendieron a 200 millones de dólares; y el aumento de las 
fuentes de recursos nacionales -el porcentaje sobre el impuesto 
predial, el incremento de las transferencias del sector eléctrico, la 
participación en el Fondo de Regalías y otras más. 

EL PROBLEMÁTICO ANTEPROYECTO DEL MINISTERIO 

Una vez expedida la nueva Constitución, se hizo necesario actua­
lizar el anteproyecto de ley, acordado conjuntamente por el DNP y 
el lnderena, en el mes de abril de 1991. El 23 de septiembre de 
1991, tuvo lugar, en la laguna de La Cocha y por convocatoria de la 
Depac, una reunión de los directores de las corporaciones regio­
nales con el fin de revisar y discutir el proyecto. A ella también 
asistieron Gustavo Wilches y Víctor Manuel Moncayo. Este último 
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abogado, asesor del DNP, prestó un fructífero concurso en la elabo­
ración del proyecto en diversas oportunidades. 

El texto presentado por la Depac en esa reunión, con el título 
''Anteproyecto de ley", difería en muchos puntos del texto acordado 
conjuntamente entre el DNP y el Inderena el 29 de abril. Al parecer, 
esto se originó en las iniciativas del abogado Alfredo Múnera, a 
quien la Depac le encomendó la tarea de hacer una revisión jurídica 
del proyecto, para presentarlo en La Cocha, la cual adelantó sin 
con-sulta alguna con el Instituto. Con base en las observaciones que 
le hicieran en La Cocha, Múnera le introdujo unas ligeras modificaciones 
(documento del 27 de septiembre de 1991). 

Más adelante, se realizó en Inderena una reunión con el fin de 
examinar las reformas efectuadas por el DNP al texto de abril. La 
introducción al memorando de 21 páginas, allí originado y dirigido 
al director de Planeación y a la ministra de Agricultura, el 1 7 de 
octubre de 1991, se explica por sí mismo: 

"En el presente memorando se presentan las conclusiones del seminario 
taller celebrado en el Parque Nacional de Iguaque, con la participación de 
12 funcionarios del Inderena, durante los días 12, 13 y 14 de octubre de 
1991. En él se señalan los principales vacíos, imprecisiones jurídicas, 
inconsistencias y confusiones, identificados en el anteproyecto del DNP, así 
como los desacuerdos sobre su concepción, y se hacen recomendaciones para 

resolverlos ... ". 

A esta reunión asistieron, entre otros, los funcionarios del Inde­
rena: Nancy Vallejo, Imelda Gutiérrez, Jorge Hernández, Sergio 
Gaviria, Pompilio Andrade, Luz Ángela Polanco, Heliodoro Sán­
chez, Mario Avellaneda, Carlos Castaño y Clara Sáchica. 

Es necesario mencionar que un memorando muy completo de 
observaciones, presentado por la Cvc sobre el proyecto del 29 de 
abril, fue en buena parte ignorado en el anteproyecto del DNP. Éste 
sí recogió elementos del trabajo de Gustavo Wilches sobre la 
conformación del Sina, que habíamos discutido previamente con 
él. Pero la preocupación con el anteproyecto no sólo originó el 
mencionado memorando del Inderena, sino también uno de la 
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Unidad de Desarrollo Agrario y Recursos Naturales del DNP, en el 
cual se hace una fuerte crítica del mismo. 

LA FINALIZACIÓN DEL PROYECTO DEL GOBIERNO 

El memorando de lguaque restableció el trabajo conjunto y pre­
cedió a un borrador destinado a un abogado externo al Inderena y 
al DNP. Con Armando Montenegro, y en razón de los problemas 
presentados con el texto de La Cocha, se acordó la contratación de 
un abogado, con el fin de que hiciera la redacción jurídica del 
proyecto, con base en el trabajo presentado por el DNP y Inderena, 
que el Departamento nombraría a partir de una terna de candi­
datos presentada por el Instituto. 

Para el efecto, se escogió a Juan Carlos Esguerra, miembro de 
la Asamblea Constituyente, hecho que lo colocaba en una posición 
ventajosa para elaborar el proyecto en el marco de la recién 
aprobada Constitución. Se le entregó el proyecto preparado por el 
DNP y el Inderena, con fecha del 25 de octubre, así como toda la 
documentación relevante, que incluía el proyecto de abril 29, el 
anteproyecto del DNP, el memorando de Iguaque, los proyectos del 
Darnar y de la Comisión, entre otros materiales. Igualmente, 
recibió un memorando de observaciones hecho al proyecto el 25 de 
octubre por el experto internacional Ricardo Koolen, consultor del 
Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, Pnuma, 
quien estuvo en Bogotá durante las tres primeras semanas de 
octubre por solicitud de la gerencia del lnderena. También se le 
entregó un memorando de observaciones, elaborado por el profesor 
italiano Paolo Del'Anno, quien prestó su asesoría, mediante un 
programa de cooperación técnica con el gobierno de Italia sobre la 
misma materia. 

Juan Carlos Esguerra presentó, a mediados de noviembre de 
1992, un primer borrador de los tres primeros artículos (el prin­
cipal correspondía a las funciones del ministerio) a consideración 
de Planeación e Inderena. Se acordó adelantar reuniones de trabajo 
para discutir artículo por artículo. En las siete reuniones r ealizadas 
entre los meses de diciembre de 1991 y febrero de 1992, parti­
cipamos el jefe de Planeación, el ministro de Agricultura, Eduardo 
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Uribe y el gerente de Inderena. Montenegro participó activamente 
en una de sus últimas intervenciones personales en este proceso. 
María del Rosario Sintes participó en tres de las cuatro reuniones 
de diciembre y fue sustituida en la última por el nuevo ministro de 
Agricultura, Alfonso López Caballero. El viceministro de esta 
cartera, Alejandro Linares, participó activamente en las reu­
niones. 

La secretaria general del Inderena, N ancy Vallejo, asistió a 
algunas de las reuniones y trabajó en forma intensa con los abo­
gados asistentes de la oficina de Juan Carlos Esguerra, para aclarar 
el sentido de muchas de las propuestas. Finalmente, Esguerra 
entregó su trabajo a finales de febrero; sin embargo, todavía existían 
muchas dudas al interior del DNP e Inderena sobre algunos aspectos 
del proyecto, y sólo llegó a estar listo a finales de marzo de 1992. 
Los borradores que se discutieron y los memorandos de comen­
tarios sobre los mismos son una fuente documental, que muestra 
la forma como fue evolucionando en el gobierno la concepción del 
proyecto. 

Para la gerencia del Inderena fueron de especial utilidad los 
comentarios de diversos técnicos del Instituto y, muy en particular, 
los de Imelda Gutiérrez, Nancy Vallejo, Jorge Hernández y Carlos 
Fonseca, quienes siempre estuvieron atentos al desarrollo del 
proyecto. Jorge Hernández estuvo pendiente del desarrollo de los 
artículos atinentes a la protección de los recursos de flora y fauna, 
y en general a la biodiversidad, así como a los de parques nacio­
nales. Carlos Fonseca se concentró en el análisis de las funciones 
de los Ministerios de Salud y de Energía que deberían pasar a ser 
competencia del Ministerio del Medio Ambiente. 

Nancy Vallejo e Imelda Gutiérez participaron en las numerosas 
reuniones de redacción y formularon observaciones al pliego de 
modificaciones y sus subsiguientes transformaciones. Los comen­
tarios de la doctora Gutiérrez quedaron por escrito en sendos me­
morandos. 
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EL PROYECTO DE LEY EN EL CONGRESO 

En mayo de 1992, el ministro Alfonso López Caballero presentó el 
proyecto en la secretaría general del Senado, para que entrase a la 
Comisión V76

• 

El proyecto de ley del gobierno, con su respectiva exposición de 
motivos, constaba de ocho títulos: del Ministerio del Ambiente y 
del sistema público nacional del ambiente; del Consejo Nacional 
del Ambiente; de las corporaciones autónomas regionales del 
ambiente; de las entidades territoriales; de las sanciones; del Fondo 
Nacional del Ambiente; de la procuraduría delegada para asuntos 
ambientales; y de las disposiciones finales. 

Días antes, el senador Antonio Quirá había presentado en la 
misma comisión del Senado el proyecto de ley elaborado por el 
Sindicato de Trabajadores del Inderena (Sintrainderena). 

El propósito del ministro López, al ingresar el proyecto por la 
Comisión V del Senado, era que su ponente fuera el senador Luis 
Guillermo Sorzano. Realmente, fue un acto simbólico, puesto que 
tan sólo restaba un mes de sesiones del Congreso y la Conferencia 
de Río estaba próxima a celebrarse, y se prolongaría durante las 
dos primeras semanas de junio. Se presentó, sin que fuera posible 
su tránsito en esa legislatura, porque era necesario informar en la 
Cumbre de la Tierra que el proyecto ya estaba a consideración del 
Congreso, toda vez que en tres de sus reuniones preparatorias, 
realizadas en el último año y medio, así como en otros foros y 
reuniones internacionales vinculados al proceso de Río, se había 
informado acerca del propósito del gobierno de Colombia de crear 
un ministerio. Incluso, aprovechando esas reuniones, se había 
discutido el proyecto del ministerio con diferentes miembros de 
delegaciones de otros países y de entidades internacionales. Además, 
su creación se anunciaba en el Informe Nacional de Colombia sobre 
Medio Ambiente y Desarrollo, presentado a la Cumbre. 

76 Además de aparecer en la Gaceta del Congreso, el proyecto del gobierno fue publicado 
por el Inder en a (mayo de 1993) y el Departamento Nacional de Planeación Gulio de 
1993) . 
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La misma Conferencia de Río había creado grandes expecta­
tivas en los diferentes medios, tal como se expresó en las citaciones 
de la Comisión Segunda del Senado y la Comisión II de la Cámara 
(20 y 21 de mayo de 1992) a la gerencia del Inderena para resolver 
cuestionarios referidos a la Cumbre. Fue una oportunidad para 
exponer en el Congreso las motivaciones que existían, desde el 
punto de vista de las relaciones exteriores de Colombia, para crear 
el nuevo ministerio, así como para explicar las principales carac­
terísticas del ente propuesto por el gobierno. Se respondió también 
a una citación de la Comisión V de la Cámara (27 de mayo) con un 
cuestionario específico sobre el ministerio. En las tres sesiones fue 
evidente el clima positivo sobre la propuesta. 

LOS SENADORES PONENTES 

Reunido el Congreso de la República en la legislatura que comenzó 
el 20 de julio de 1992, el senador Luis Guillermo Sorzano buscó su 
designación como ponente del proyecto de ley en la Comisión V del 
Senado. Una solicitud similar hizo también Claudia Blum de Bar­
beri, senadora por el movimiento político la Nueva Fuerza Demo­
crática, liderado por Andrés Pastrana. Encontró la oposición del 
senador Sorzano, quien consideraba que él debería ser el único 
ponente. Argumentó que se trataba de un proyecto bandera del 
gobierno liberal y que, por consiguiente, la ponencia y el pliego de 
modificaciones deberían ser responsabilidad del Partido. El con­
flicto generado en el seno de la Comisión se resolvió mediante el 
nombramiento de cuatro ponentes: el senador Sorzano, a quien se 
designó como coordinador ponente, la senadora Claudia Blum, 
Gabriel Mujuy, senador indígena, y el senador conservador Jairo 
Calderón, presidente de la comisión. 

Las relaciones entre los senadores Blum y Sorzano, en el período 
que va de septiembre de 1992 a diciembre de 1993, fecha de su 
aprobación, quizá se asemejaron a las del DNP e Inderena: tensas 
pero constructivas. Estos dos ponentes fueron los más activos 
congresistas en el proceso de trámite del proyecto de ley en el 
Congreso. Durante los primeros meses del segundo semestre de 
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1992, fueron muchas las veces que tanto la senadora Blum como 
Sorzano se reunieron con funcionarios del DNP y el Inderena, 
en busca de información y opiniones sobre el proyecto del go­
bierno. 

EL PROYECTO DE LEY ANTE LA OPINIÓN CIUDADANA 

El 28 de agosto de 1992, por convocatoria de la Comisión V del 
Senado de la República, tuvo lugar un foro público en Santa Marta 
para discutir el proyecto de ley. Luego de un discurso de apertura 
del gobernador de Magdalena, Pinedo Vidal, y en presencia de los 
senadores Blum, Sorzano, Mujuy y Salomón Nader -este último 
también miembro de la Comisión V- el foro se prolongó de las diez 
de la mañana hasta cerca de las cuatro de la tarde, con una 
asistencia aproximada de ciento cincuenta personas. Expresaron 
sus puntos de vista representantes de diversos sectores del Estado 
y de la sociedad civil de la región, entre otros: las entidades 
ambientales gubernamentales de carácter regional, el Corpes de 
la Costa, los gobiernos locales, la Cámara de Comercio, las univer­
sidades, laAndi, y las organizaciones ambientales no gubernamen­
tales, entre otros. 

Luego de Santa Marta, otros foros se realizaron por convoca­
toria de la Comisión V, entre septiembre y octubre: Cali, San José 
del Guaviare, Bucaramanga, Capurganá y Pereira. En ellos siempre 
participó Sorzano, acompañado por algunos senadores ponentes y 
por parlamentarios de la región. Como gerente del Inderena, me 
correspondió intervenir a nombre del gobierno. El DNP prefirió, 
en general, no hacer intervenciones públicas en estos foros y otros 
eventos públicos sobre el proyecto, aunque algunas veces estuvo 
representado. 

La principal crítica que se hizo al proyecto del gobierno en dichos 
foros tuvo que ver con las jurisdicciones de las corporaciones. Se 
afirmaba que no era conveniente fijar sus límites de acuerdo con 
la organización político-administrativa del país y que era necesario 
rediseñar su jurisdicción de acuerdo con criterios ambientales. Esta 
observación fue compartida por los senadores Sorzano y Blum. 
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Otras críticas frecuentes se referían al carácter centralista del 
proyecto, la no previsión de centros de investigación, como apoyo 
básico para el ministerio, y la ausencia de representantes de la 
sociedad civil en el Consejo Nacional Ambiental. 

En los mismos escenarios, se subrayó la ausencia de un título 
sobre participación ciudadana, que desarrollara el mandato cons­
titucional de su derecho a participar en las decisiones que afecten 
el ambiente. Sobre este último punto, es necesario anotar que el 
gobierno se proponía presentar a consideración del Congreso un 
proyecto de ley sobre participación ciudadana en materia am­
biental. El Inderena había contratado un estudio comparativo de 
formas de participación a nivel internacional, con la abogada 
Claudia Escolar, quien además elaboró un primer borrador del 
proyecto, documento que fue entregado a los ponentes, puesto que 

, 
ellos resolvieron introducir el título sobre mecanismos de partici­
pación ciudadana 77• 

Sobre las funciones del ministerio y de las corporaciones -una 
cuestión esencial del proyecto- se hicieron pocas observaciones y 
no se dieron controversias, quizá por el hecho de tener un carácter 
predominantemente técnico. 

La intervención del sector privado, en el debate, se limitó a la 
participación de voceros de las Cámaras de Comercio en algunos 
foros. La Andi fue la única entidad que defendió sus puntos de 
vista en tres foros y en reuniones con los ponentes, a través de 
Manuel Felipe Olivera, director de la División Ambiental que esta 
institución creó en aquellos días. 

CRÍTICAS DE LOS GOBERNADORES 

En la Cumbre de Gobernadores de Santa Marta, r ealizada entre el 
10 y el 12 de septiembre de 1992, expusimos, conjuntamente con 

77 Borrador del proyecto de ley sobre la participación ciudadana en las decisiones que 
afecten el ambiente. (Memorando de Claudia Escolar para Manuel Rodríguez, gerente 
general del Inderena). 
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Armando Montenegro, el proyecto del gobierno, objeto de una dura 
crítica por parte de los mandatarios seccionales. La principal 
objeción fue sintetizada por el gobernador del Valle del Cauca, 
Carlos Holguín Sardi, al calificarlo de "rabiosamente centralista". 
Criticó también la escasa relación entre las corporaciones y los 
gobiernos departamentales, expresada en el calificativo que le 
dieran los gobernadores del Cauca y N ariño, de "verdaderas ruedas 
sueltas". No faltaron las sugerencias de ubicar la primera 
autoridad ambiental de la región en los departamentos, reco­
mendación repetida una y otra vez en los siguientes foros de gober­
nadores. 

DILATACIÓN DEL TRÁMITE DEL PROYECTO: NUEVOS FOROS 

Alfonso López Caballero tenía la expectativa de que el proyecto de 
ley fuera aprobado por el Congreso en diciembre de 1992. A 
mediados de octubre parecía evidente que ello no sería factible. 
Sin embargo, el ministro López, quien tuvo el proyecto de la crea­
ción del ministerio entre sus prioridades, estaba completamente 
seguro de que así se haría, dadas las grandes capacidades que, a su 
juicio, tenía Sorzano como parlamentario. 

Finalmente, la ponencia favorable con su pliego de modifi­
caciones fue inscrita el 22 diciembre y publicada en la Gaceta del 
Congreso en el mes de enero. En este mismo mes, la ponencia 
apareció como publicación del senador Sorzano y fue ampliamente 
distribuida 78 • 

Pero el debate en la Comisión V sólo se inició el 28 de abril de 
1993. La nueva demora en el trámite del proyecto se debió, en 
parte, a que el senador Sorzano se ausentó del país durante el 
primer trimestre de ese año. Pero también se debió al hecho de 
que, simultáneamente, hubiesen entrado a consideración de la 
Comisión otros proyectos prioritarios: la Ley Eléctrica, la Ley de 
Regalías y la Ley Agraria. 

78 Luis Guillermo Sorzano, E l M inisterio del Medio Ambien te, Bogotá, 1993. 
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En ese período se realizaron nuevos foros y conferencias que 
versaron sobre la ponencia presentada al Senado. La senadora 
Blum inició el 19 de enero, en acto celebrado en las riveras del río 
Cali, una campaña para su divulgación. El pliego se discutió en 
Popayán, en el marco del II Encuentro Hábitat de Colombia. 

El proyecto fue el tema central de la Cumbre de Gobernadores 
de la Amazonia, realizada en Florencia el 12 de marzo, con 
presencia del presidente César Gaviria. Los mandatarios seccio­
nales manifestaron su desacuerdo con el hecho de que solamente 
se contemplara una corporación para la gestión ambiental de toda 
la región, que además tenía como responsabilidad la actividad 
investigativa, y propusieron como alternativa el establecimiento 
de una corporación por cada uno de los seis departamentos, la 
separación de la investigación en un centro especializado, con una 
activa participación de la Universidad de la Amazonia. Expresaron 
también su rechazo al carácter centralista del proyecto en relación 
con la región. En el discurso de clausura, Gaviria prometió revi­
sarlo. 

La senadora Blum preparó una conferencia didáctica con ayuda 
audiovisual sobre el pliego, que presentó, una y otra vez, a lo largo 
del año 93 en los más diversos auditorios: universidades, gremios, 
fundaciones, etc. Durante todo el proceso de aprobación de la ley, 
expidió veinte comunicados para informar a la opinión pública 
acerca de su evolución y su participación en el mismo. Además, 
elaboró el libro El Ministerio del Medio Ambiente: última 
oportunidad, que lanzó en julio, una vez el proyecto fue aprobado 
en el Senado79• En una obra bien editada, la senadora explica en 
forma clara y didáctica las motivaciones de creación del ministerio 
y las principales características del proyecto. Además de su valor 
divulgativo, su publicación también tuvo la evidente intención de 
dar respuesta a la actitud de Sorzano de publicar la ponencia con 
su firma, cuando su elaboración era una responsabilidad colectiva, 
en cuyo proceso ella había participado activamente. 

79 Claudia Blum de Barberi, Ministerio del Medio Ambiente: última oportunidad, Cali, 
1963. 
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Sorzano hizo también una amplia distribución de la publicación 
de la ponencia, dictó numerosas conferencias, y participó en 
diversos eventos sobre el proyecto del ministerio, a lo largo y ancho 
del país, durante 1993. El senador Mujuy adelantó también una 
actividad similar, aunque menos intensa, con acento particular en 
la cuestión amazónica e indígena. 

LA GESTIÓN AMBIENTAL EN UN PERÍODO DE TRANSICIÓN 

Así pues, la dinámica adquirida por la gestión del proyecto de ley y la 
acumulación de trabajo en el Senado nos mantenía en espera a 
principios de abril de 1993, sin que su debate se hubiese iniciado y ante 
la evidente perspectiva de que el Congreso lo aprobaría, en el mejor de 
los casos, en el segundo semestre de ese año. En síntesis, significaría 
un año y medio de retraso frente al propósito del presidente Gaviria de 
poner en marcha el ministerio a mediados de 1992. 

Para el Inderena, cada mes adicional de trámite significaba un 
plazo más de esa lenta agonía, iniciada cuatro años atrás cuando 
se comenzó a discutir el proyecto del Darnar. Desde que se inició la 
discusión del proyecto del ministerio, apareció claro para muchos 
que su creación implicaría la desaparición del Inderena. Ello se 
hizo más evidente cuando la Constitución aseguró la función 
exclusiva de la gestión ambiental por parte de las corporaciones 
regionales. La posibilidad de crear las nuevas corporaciones que 
sustituirían las 18 regionales del Inderena, mediante la trans­
formación de éstas, como lo proponían los funcionarios del Insti­
tuto, no sería posible, ya que ello atentaría contra la autonomía 
administrativa y financiera, otorgada a las corporaciones por la 
Constitución. 

De otra parte, las necesidades de personal del mismo ministerio 
eran de tal naturaleza, que no resultaba razonable proyectar la 
transferencia automática de los funcionarios de las oficinas 
centrales a la nueva institución. Por ello, tanto el proyecto del go­
bierno como los pliegos de modificaciones, presentados a consi­
deración de las comisiones y plenarias del Congreso, siempre 
incluyeron la liquidación del Inderena. 
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Para los funcionarios del Inderena, la creación del ministerio 
significó siempre la desaparición del Instituto y la consecuente 
incertidumbre laboral. Incluso para aquellos que, en forma crea­
tiva e intensa, trabajaron en la gestión del proyecto de ley. El 
sindicato del Instituto siempre buscó la ubicación de los funciona­
rios en el ministerio y las corporaciones. En este último cometido 
trabajó más intensamente desde la sanción de la ley, al no haber 
logrado, como alternativa, una compensación económica atractiva 
para quienes no buscaran vincularse al ministerio o a las corpo­
raciones. 

La posición del sindicato fue claramente expresada en el 
proyecto de ley para la reforma del sector ambiental, que presentó 
a través del senador Quirá. Pero este proyecto no tenía solamente 
un fin reivindicatorio. En él se expresó la visión de muchos fun­
cionarios del Inderena sobre la organización ambiental, que fue 
presentada por sus representantes sindicales en el debate en la 
Cámara y en muchos foros, incluyendo aquéllos organizados por 
el sindicato. 

Siempre compartimos con el sindicato su recomendación de 
crear los medios para asegurar la recuperación de la memoria 
institucional del Inderena, pero no estuvimos de acuerdo en la 
reubicación automática de todos sus funcionarios en las nuevas 
entidades, no sólo por las consideraciones legales antes citadas, 
sino también por las diferencias sustantivas entre las nuevas enti­
dades y el Inderena, lo cual hacía imperativo que aquéllas estu­
vieran en posibilidad de vincular el personal requerido por las 
funciones que le otorgaba la ley. Naturalmente, se debería incluir 
parte, pero no todo, el personal del Instituto. 

La incertidumbre de los funcionarios sobre el futur o del Instituto 
y sobre su futuro laboral, pendió sobre ellos durante cinco años y 
creó, en forma paulatina, un clima de desmoralización y su consi­
guiente pérdida de motivación para la gestión. Ese proceso se vio 
agravado por la actitud que suelen adquirir muchas instituciones 
estatales y privadas, ante una institución amenazada de muerte: 
comienzan a t ratarla como si, en efecto, ya hubiese desaparecido. 
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Pero el debilitamiento no sólo se produjo por el fenómeno de 
desmoralización, sino también por la imposibilidad de incorporar 
al Instituto los nuevos programas de mediano y largo plazo para la 
administración y protección de los recursos naturales renovables. 
El Instituto presentaba una situación bien paradójica: un pre­
supuesto de inversión a todas luces insuficiente para atender sus 
responsabilidades, y una baja ejecución. Inyectar nuevos recursos, 
no sólo carecía de sentido ante la eventual liquidación del 
Instituto. No había cómo hacerlo, dada su baja capacidad de ejecu­
ción. 

Durante estos años se hizo un esfuerzo para buscar que el 
Inderena ejecutara los pocos proyectos de inversión con que contaba 
y para que adelantara, en la forma más razonable, las funciones 
que le estaban encomendadas. Esto llevaba implícito el no estar 
en capacidad de enfrentar adecuadamente los crecientes procesos 
de deterioro ambiental, propósito para el cual los recursos y 
condiciones del Instituto eran totalmente insuficientes. Por eso, 
al mismo tiempo que se adelantaba el proceso de aprobación de la 
ley para crear el ministerio, el ciudadano común señalaba los 
múltiples problemas ambientales, para los cuales el Inderena no 
estaba en capacidad de dar una respuesta adecuada. A su vez, esto 
se convertía en una nueva evidencia de la necesidad de la reforma 
institucional y en nuevo motivo de desmoralización para los "inde­
renos". 

No obstante, la atención se concentró en áreas estratégicas, 
tales corno la gestión ambiental en petróleo y vías, y en la actividad 
de la zoocría, alcanzando significativos resultados. A pesar de la 
baja capacidad de ejecución en materia de proyectos de inversión, 
se iniciaron unos pocos programas que, por su concepción y mon­
taje, pudiesen ser transferidos al ministerio. Entre ellos mencio­
namos el Proyecto Biopacífico, el programa de protección de 
manglares, la Estrategia Nacional de la Biodiversidad y el pro­
yecto de política forestal. 

Al tenor de la situación tan compleja que el Instituto debió 
enfrentar en estos años, éste tenía grandes responsabilidades con 
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respecto a la creación del ministerio, un asunto tanto más urgente 
si se considera el paulatino e inevitable debilitamiento que experi­
mentaba quien fuera la autoridad ambiental en los últimos 25 años. 
Justamente, en septiembre de 1993, se celebraron las bodas de 
plata del Inderena. 

FOROS Y CONFERENCIAS: CONSULTA PÚBLICA CUESTIONADA, 

PERO CLAVE 

Con frecuencia, se oyó decir que los senadores Blum y Sorzano 
habían buscado hacer campaña política mediante los foros, 
conferencias y libros sobre el proyecto, lo que implicaba una dilata­
ción injust ificada del proceso de trámite del mismo y poner en riesgo 
su aprobación. En muchos congresistas, esto causó antipatía, tal 
como se oía en los pasillos del Capitolio. Para el ministro López 
Caballero, significó la imposibilidad de aprobar tan atractiva ley 
durante su mandato. 

A muchos asaltó la preocupación de que, por la demora en iniciar 
el debate del proyecto, éste pudiera llegar a hundirse, evento que 
bien hubiese podido ocurrir, si se toma en cuenta el hecho de que 
fue aprobado en el último momento de las sesiones de diciembre 
de 1993, y la poca actividad parlamentaria registrada durante el 
primer semestre de 1994. Además, existía el riesgo de que el debate 
se pudiera enredar en la medida en que la campaña electoral para 
el Congreso avanzara en el segundo semestre de 1993, dada la 
utilización política que todos los ponentes podrían hacer del mismo, 
y el carácter polémico del asunto de las corporaciones a nivel 
regional. Preocupaciones compartidas, en su momento, por las más 
altas autoridades del gobierno y por muchos observadores que 
llegaron a predecir que el proyecto naufragaría. 

Pero hoy, en retrospectiva, es necesario reconocer que ese largo 
periplo de foros, conferencias y consultas fue crucial para crear 
una opinión pública favorable a la iniciativa. Además de contribuir 
a crear una voluntad política, el proceso le imprimió a la ley una 
gran legitimidad, y estaba en concordancia con el mandato consti­
tucional que otorga a los ciudadanos el derecho de participar en 
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las decisiones que afecten el ambiente. Que los senadores ponentes 
hubiesen hecho campaña política con el proyecto, no es de por sí 
una actitud que merezca reprobación. Simplemente, es el resul­
tado de la consagración de la circunscripción nacional en la nueva 
Constitución. Pero ese hecho bien pudo llegar a tener sus costos 
para el proyecto, tal como ocurrió en la plenaria de la Cámara. 

Por otro lado, la maratón de foros y consultas demostró su 
utilidad, ante la gran inconsciencia y falta de educación ambiental 
aún reinante en Colombia, entre la población en general y en los 
grupos dirigentes del sector público y privado, a nivel nacional, 
regional y municipal. 

LA PONENCIA Y EL PLIEGO DE MODIFICACIONES: APORTES 

SUSTANTIVOS 

El pliego de modificaciones y la ponencia ante el Senado fue 
elaborado por Sorzano, en consulta con los otros senadores ponen­
tes. Además, la senadora Blum le entregó una propuesta escrita 
de la ponencia y el pliego. Mientras lo escribía en los meses de 
noviembre y diciembre, Sorzano solicitó la opinión del Inderena, 
Planeación y otras entidades y consultores ambientales, como el 
abogado Germán Sarmiento, quien jugó un papel muy destacado 
en el desarrollo de las herramientas legales para la participación 
ciudadana. Los senadores ponentes trabajaron bajo la presión del 
tiempo, pues debían presentar la ponencia en un extenso docu­
mento antes de finalizar el año80• 

La ponencia presentada es, sin duda, una pieza para la 
bibliografía ambiental de Colombia. El pliego de modificaciones, 
al tiempo que presentaba grandes fortalezas, tenía puntos débiles. 
Proponía la creación de un ministerio más fuerte, desde el punto 

80 Con Eduardo Uribe estuvimos en su oficina en varias ocasiones y sobre el texto que 
aparecía en la pantalla de su computador tuve oportunidad de comentar algunos de 
los artículos. Recuerdo a los técnicos de planeación ayudando al senador en la 
redefinición de la jurisdicción de las corporaciones, con tal apuro que, en algunos 
casos, quedaron errores evidentes. 
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de vista de sus funciones y tamaño, que el previsto en el proyecto 
del gobierno. Además de modificar los ocho títulos del proyecto 
gubernamental, se adicionaban siete títulos: de la comisión de 
ordenamiento territorial; de la estructura del Ministerio del Medio 
Ambiente; de las entidades del orden nacional (referido a las enti­
dades de carácter científico y tecnológico de apoyo al ministerio); 
de los modos y procedimientos de participación ciudadana; de la 
acción de cumplimiento en asuntos ambientales; de las rentas de 
las corporaciones autónomas regionales, y de la liquidación del 
Inderena. Estos dos últimos títulos se formularon con base en 
artículos ya incluidos en el proyecto del gobierno, mientras los otros 
cinco eran nuevos. 

Entre las innovaciones introducidas, no todas incorporadas a 
la postre en la Ley 99 de 1993, encontramos: el establecimiento de 
funciones adicionales del ministerio en materia del ordenamiento 
territorial, al darle carácter permanente a la comisión transitoria 
creada por la Constitución y al colocar la responsabilidad de su 
presidencia y secretaría técnica en el ministerio (responsabilidad 
que posteriormente debió ser eliminada del proyecto); la definición 
de la naturaleza jurídica de las corporaciones autónomas, a las 
cuales se les dio un régimen corporativo y asociativo con parti­
cipación de las entidades territoriales, sin adscripción o vinculación 
al ministerio; la incorporación de las funciones de definir la política 
poblacional y desarrollar programas de control demográfico (de 
éstas dos, la primera sobrevivió y la segunda fue eliminada) ; la 
creación de tres institutos de investigación; la clarificación de las 
relaciones entre el ministerio, las corporaciones y las entidades 
territoriales, al consagrar diversos instrumentos, entre otros, los 
principios de rigor subsidiario, gradación normativa y armonía 
regional; la incorporación de mecanismos para la participación 
ciudadana y las acciones de cumplimiento; la creación de un cuerpo 
especializado de policía ambiental y de una comisión para la 
revisión del Código de Recursos Naturales; la modificación de las 
jurisdicciones de las corporaciones y la creación de seis nuevas (de 
24 corporaciones del proyecto gubernamental se pasó a 30, 
propuesta que sufrió nuevas modificaciones); la provisión de 
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recursos adicionales para la gestión ambiental. Finalmente, el 
pliego incluyó la estructura organizacional básica del minis­
terio. 

El pliego denotaba algunos vacíos, inconsistencias e impreci­
siones, particularmente en lo relativo a las funciones del ministerio 
y las corporaciones. Tal fue la conclusión de una reunión de 14 
técnicos del Inderena, realizada en Iguaque. Muchas observacio­
nes de esta reunión, así como las que presentaron por escrito los 
18 directores regionales del Inderena, sirvieron para buscar los 
correctivos del caso, durante el proceso que siguió hasta la 
aprobación final del proyecto en el Congreso de la República81 • 

Por ejemplo, el pliego era confuso con respecto al asunto de las 
licencias ambientales, instrumento crucial para la gestión. Al hacer 
uso impreciso del término "recursos naturales" en varias partes 
del articulado, despojaba al Ministerio de Minas de funciones que 
le son esenciales. El Inderena fue la institución que se refirió, de 
manera más sistemática, al asunto de las funciones del ministerio 
y de las corporaciones. Esta obsesión en la búsqueda de precisión 
y claridad en lo correspondiente a las funciones, se explica en la 
experiencia del Instituto en la concepción y aplicación del Código 
de Recursos Naturales durante más de 25 años, y en haber sido la 
primera autoridad ambiental durante ese cuarto de siglo. 

Fueron muchas las modificaciones que los ponentes Sorzano y 
Blum propusieron en la Comisión V para afinar y corregir el pliego 
de modificaciones. Con mucha frecuencia, la senadora leía un 
artículo del pliego y Sorzano hacía una proposición sustitutiva. A 
tal punto ocurrió así, que en un momento dado el senador Na.me 
reaccionó: "Explíquenme de qué se trata esto: ustedes presentaron 
un pliego de modificaciones y sobre ese pliego de modificaciones 
han hecho otro". 

81 Además de estos documentos, véanse: Memorando de comentarios al pliego de 
modificaciones por Imelda Gutiérrez, dirigido a la Ger encia Gen eral del Inderen a, 
12 de abril de 1993; y Memorando dirigido por la Ger encia Gen er al del In der en a al 
ministro José Antonio Ocampo, 15 de abril de 1993 . 
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Las modificaciones presentadas por Sorzano y Blum fueron 
previamente trabajadas y acordadas en forma conjunta entre los 
senadores ponentes y el gobierno, representado por el Ministerio 
de Agricultura, el Inderena y el DNP. El análisis del pliego se inició 
en la segunda quincena de abril, en dos reuniones convocadas por 
el ministro de Agricultura, José Antonio Ocampo, con asistencia 
de los ponentes. Allí se acordó modificar el artículo referente a las 
funciones sobre población y, en particular, la eliminación de la 
concerniente al control demográfico. También se precisaron las 
funciones en varios artículos; se acordó darle mayor fuerza al tema 
de los parques naturales e introducir un título sobre las licencias 
ambientales. 

Así mismo, se convino retirar el título de la Comisión de 
Ordenamiento Territorial, dada la oposición de la Comisión Tran­
sitoria, que se manifestó del todo contraria a esa posibilidad. La 
amplia defensa que hiciera el senador Sorzano, en reunión sosteni­
da con esta última, no cambió para nada su posición. 

En general, la Comisión Transitoria de Ordenamiento Territo­
rial no fue muy favorable a la iniciativa de crear el ministerio. En 
una reunión anterior convocada por la comisión para examinar el 
proyecto de ley presentado por el gobierno, manifestó su desacuerdo 
con su corte centralista y con el papel adjudicado a las corporaciones 
como entes regionales para la gestión ambiental, por considerar 
que les cercenaba competencias a los municipios. En este punto 
fueron muy enfáticos los comisionados Gustavo Zafra, Héctor 
Moreno Reyes y Orlando Fals Borda, quienes consid_!3raban que 
las entidades territoriales, en particular los departamentos y los 
municipios, deberían tener las competencias que en la ley se 
adjudicaban a las corporaciones. Pero nunca propusieron formas 
concretas y prácticas para que los municipios asumieran, en sus 
áreas de jurisdicción, la responsabilidad total de la gestión am­
biental, estilo de organización de la cual no se tiene registro en 
ninguna otra parte del mundo. 

Precisamente, una de las razones de la existencia de las corpo­
raciones tiene que ver con la necesidad de dotar a las regiones de 
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la capacidad técnica, asociada a la gestión ambiental, y que exige 
la presencia de técnicos y de laboratorios de cierta sofisticación, 
poco factibles de otorgar a cada municipio. Otra justificación para 
la autonomía y existencia de las corporaciones era asegurar la 
presencia de autoridades ambientales capaces de otorgar a los 
municipios, en forma independiente, los permisos y licencias re­
queridos para el uso de los recursos naturales renovables, dado 
que figuran entre los mayores usuarios de los mismos. 

Por otra parte, colocar en los municipios y los departamentos 
todas las competencias ambientales significaría ubicarlos en la 
posición de juez y parte. Por ejemplo, el alcalde que se da a sí mismo 
la licencia ambiental para construir una obra de infraestructura, 
u otros casos similares conllevarían, de manera inevitable, el uso 
irracional de los recursos naturales. Finalmente, la ley ubica en 
las entidades territoriales un conjunto de responsabilidades de la 
gestión ambiental que les son propias. 

Retirado el título de la Comisión de Ordenamiento Territorial, 
el proyecto de ley mantuvo los catorce títulos restantes hasta su 
aprobación final; es decir, mantuvo la estructura básica del pliego 
de modificaciones presentado a la Comisión V. 

La Andi se había pronunciado sobre la necesidad de introducir 
modificaciones en el área de licencias ambientales, en un docu­
mento relativo al proyecto de ley, que le sirvió de carta de navega­
ción en el proceso de cabildeo ante la Comisión V. Entre sus reco­
mendaciones figuran la ampliación del Consejo Nacional Ambien­
tal, para permitir la participación de la sociedad civil, y la inclusión 
de funciones que lo convirtieran en un espacio de concertación. 
Así mismo, criticaba el aparato organizacional del ministerio, sus 
institutos y corporaciones, por ser demasiado grandes82 • 

82 Andi. Elementos fundamentales que requieren una formula ción difer ente a la 
propuesta en el pliego de modificaciones al proyecto No. 129 de creación del Ministerio 
del Medio Ambiente. Bogotá, 20 de abril de 1993. Véase también el comunicado de 
prensa de la Andi, Colombia merece una verdadera organización ambiental, 16 de 
julio de 1993. 
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EL DEBATE EN EL SENADO 

A principios de abril, cuando restaba poco tiempo para finalizar la 
legislatura, el presidente Gaviria advirtió a Sorzano, al presidente 
de la Comisión V, Jairo Calderón, y al presidente del Senado, José 
Elías Nader, sobre la prioridad que tenía para el gobierno la aproba­
ción del proyecto en esa legislatura. Gaviria había hecho la misma 
recomendación seis meses atrás. 

A lo largo del proceso de aprobación del proyecto de Ley, solicité 
en siete ocasiones la intervención de Gaviria para acelerar 
trámites o allanar obstáculos, en unos casos ante los presidentes 
del Senado, la Cámara y las comisiones quintas, y en otros, ante 
los ponentes. El Presidente siempre actuó de inmediato, al­
gunas veces con la colaboración de Miguel Silva, su secretario 
privado. 

Por esos días, me comuniqué con el entonces embajador en 
España, Ernesto Samper, para advertirle la necesidad de un amplio 
respaldo del liberalismo al proyecto de Ley. Su intervención debió 
influir para que el senador Amílkar Acosta, conjuntamente con la 
bancada liberal costeña, los senadores José N ame Terán, Salomón 
N ader y Alfonso Araújo, jugaran un papel positivo en la aprobación 
del proyecto. 

El martes 28 de abril, los senadores Blum y Sorzano dieron 
lectura a la ponencia y al pliego de modificaciones ante la Comisión 
V. El 18 de mayo, se inició el análisis y aprobación del articulado y 
el 2 de junio concluyó el primer debate. Cuando ya se había dado 
lectura a la ponencia, la senadora nos informó que el presidente 
Gaviria se disponía a enviar un mensaje de urgencia para el 
proyecto de la Ley Eléctrica, lo cual ponía en riesgo la evacuación 
en la Comisión V del proyecto del Minambiente. Después de 
considerar diversas alternativas con el presidente Gaviria y el 
ponente del proyecto de la Ley Eléctrica, Hugo Serrano, los 
miembros de la Comisión se comprometieron a dar curso a los dos 
proyectos en la misma legislatura, sin que mediara el mencionado 
mensaje de urgencia, y se mantuvo la agenda, según la cual, el 
ministerio iría primero. 
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La Comisión trabajó con una gran premura e intensidad para 
lograr su cometido. En el curso de las sesiones, intervine a nombre 
del gobierno para hacer precisiones y aclaraciones. El ministro 
Ocampo participó activamente en muchas ocasiones, particular­
mente en los momentos difíciles. Sin duda, su intervención fue 
fundamental. 

En algunas sesiones participaron los viceministros Santiago 
Perry y Héctor José Cadena, de Agricultura y Hacienda, respecti­
vamente. Este último lo hizo cuando se requería el aval del 
Ministerio de Hacienda, como en el caso de la creación de nuevas 
corporaciones. 

Como quedó dicho, la Comisión trabajó en el ajuste y comple­
mentación de las funciones del ministerio, sin mayores controver­
sias. Aceptó gran parte de las modificaciones y adiciones, pro­
puestas por los ponentes al pliego de modificaciones, previamente 
acordadas con el gobierno, y en muchos casos objeto de diversas 
consultas técnicas. 

También se incorporaron algunas modificaciones en la estruc­
tura: se adicionó la Dirección Ambiental Sectorial, por iniciativa 
del Inderena, la Unidad de Parques Naturales Nacionales; por 
iniciativa del ministro Ocampo y la subdirección de aguas; por 
iniciativa del senador Sojo Zambrano. La discusión de este título 
ilustró cuán difícil es tramitar un tema tan puntual y técnico, en 
una discusión parlamentaria. El proyecto del gobierno otorgaba 
facultades extraordinarias al Presidente de la República para 
establecer la estructura del ministerio. Ese camino fue descartado 
por Sorzano, al argumentar que al no ajustarse a la Constitución, 
se requería introducir el título en cuestión. La estructura que entró 
a hacer parte del pliego de modificaciones fue motivo de largas 
consultas y controversias. 

El asunto de la Dirección Ambiental Sectorial fue uno de los 
únicos temas que generó desacuerdos entre los ponentes Blum y 
Sorzano, y el lnderena. Propusimos la adición de la Dirección en 
el curso de uno de los debates de la Comisión V. Se trataba de contar 
con una sección especializada en la delicada y estratégica tarea de 
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otorgar y monitorear las licencias ambientales, privativas del 
ministerio. Sorzano no estuvo de acuerdo, y arguyó que esa función 
podría ser adelantada colectivamente por las otras direcciones. Al 
someterla a votación, la propuesta fue aprobada. Los ponentes 
manifestaron su insatisfacción por el hecho de no haberla sometido 
al sistema de acuerdos previos con el cual veníamos trabajando. 
Tenían razón. La verdad es que en el momento de discutir el título, 
ante la presión del momento y de uno de los asesores, María Teresa 
Szauer, subgerente de Medio Ambiente del Inderena, presentamos 
la propuesta, pasando por alto el compromiso. 

No obstante, la necesidad de crear esa Dirección sería confirma­
da por los hechos: se montó de urgencia durante los primeros días 
de funcionamiento del ministerio, antes que cualquier otra oficina 
técnica, y ha sido una pieza clave para la gestión ministerial, 
durante sus primeros años de existencia. 

El proceso de aprobación del proyecto en el seno de la Comisión V 
enfrentó dificultades mayores en el punto referente las corporaciones 
autónomas, tema álgido y delicado, que se dejó para el final del debate. 
Fue un patrón que se repitió de igual manera en la plenaria del Senado, 
y en la Cámara. El meollo del asunto consistió en que, de 23 
corporaciones en el proyecto del gobierno, se pasó a 30 en el pliego de 
modificaciones, y en la Comisión V, a 32 terminado el debate en el 
Senado, y a 34 al concluir el de la Cámara. Este tema es analizado a 
profundidad en el siguiente capítulo. 

La introducción del título de las licencias ambientales, generó 
alguna controversia en la última sesión de la Comisión. Así 
mismo, el tema de la concertación con el sector privado, numeral 
32 del artículo de funciones del pliego de modificaciones y de la 
ley, tuvo "ires y venires", tanto en la Comisión como en la plena­
ria. Sobre este asunto volveremos también en otro aparte de es­
te libro. 

La contribución del impuesto predial también ocupó la atención 
de la Comisión y de la plenaria. Algunos parlamentarios estaban 
en desacuerdo con que los municipios hicieran transferencias de 
recursos a las corporaciones, discusión que siempre terminó al 
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recordar el origen constitucional de las mismas. La redacción final 
de los artículos respectivos fue obra del senador Víctor Renán 
Barco, quien los defendió en varios escenarios83• 

La transferencia de recursos económicos del sector eléctrico a 
las corporaciones mereció un largo debate en la comisión. Quien 
en últimas propuso la fórmula que finalmente quedaría incorpo­
rada, fue el senador Hugo Serrano, ponente de la Ley Eléctrica. 
En la Comisión se hicieron presentes amplias representaciones de 
los municipios antioqueños, boyacenses y cundinamarqueses con 
grandes embalses, en particular los de los municipios de la 
jurisdicción de Cornare, y de las áreas de Chivor y del Guavio. 
Ellos buscaban que un porcentaje significativo de esas trans­
ferencias ingresaran directamente a los municipios, como quedó 
establecido. La jurisdicción misma de estas corporaciones, parti­
cularmente las del Guavio y Chivor fueron motivo de complicadas 
negociaciones entre parlamentarios de Boyacá y Cundinamarca, 
debido a los beneficios que los municipios podrían recibir al perte­
necer a estas corporaciones84

• 

La administración de los parques naturales quedó definitiva­
mente centralizada en el ministerio, no obstante la opinión de 

83 Hasta 1993 se preveía la transferencia de un porcentaje del impuesto predial a las 
18 corporaciones regionales existentes. En desarrollo de lo dispuesto por el inciso 2 
del artículo 317 de la Constitución Nacional, y con destino a la protección del medio 
ambiente y los r ecursos naturales renovables, se estableció un porcentaje sobre el 
total del recaudo por concepto del impuesto predial, que no puede ser inferior al 15 
por ciento ni superior al 25,9 por ciento. (Artículo 44, Ley 99 de 1993). 

84 Hasta 1993 se preveía un porcentaje sobre las ventas brutas de energía que debían 
invertir las electrificadoras en la protección de las cuencas hidrográficas asociadas 
a las hidroeléctricas y en la electrificación rural. En la Ley 99 de 1993 -artículo 45-
, se aumentó este porcentaje del 4 al 6 por ciento y se dispuso que el 50 por ciento 
fuera trasladado a las corporaciones para la protección de esas cuencas hidrográficas 
y el 50 por ciento a los municipios ubicados en ellas o en el embalse, siendo, en este 
último caso, la protección del ambiente su destinación prioritaria. Se previó también 
la transferencia de un 4 por ciento d e las ventas brutas de energía de las 
termoeléctricas con destino a la protección ambiental (2,5 por ciento para las 
corporaciones y el 1,5 por ciento para los municipios). 
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diversos grupos políticos, regionales y gubernamentales de entregar 
del todo, o en parte, su administración a las regiones u otras 
instituciones. La fórmula de la "centralización" siempre fue defen­
dida por el Inderena y encontró eco en el ministro Ocampo. No era 
un capricho: la experiencia internacional indica la conveniencia 
de que así sea, como lo revela el ejemplo de países federalizados 
como Estados Unidos y Brasil, que mantienen centralizada su 
autoridad y administración, para contrarrestar las singulares 
presiones de los intereses regionales. Éstos buscan con frecuencia 
su deslinderamiento para darle vía libre a otros usos. Al fin y al 
cabo, en los parques se encuentra buena parte de los valores 
biológicos y paisajísticos de la Nación, objeto de la ambición de 
intereses particulares. 

Pero, al mismo tiempo que se mantuvo centralizada la admi­
nistración de los parques, se contempló la posibilidad de delegarla 
en las corporaciones. Existen corporaciones que tienen la capa­
cidad y los recursos para asumir su gestión, previo acuerdo sobre 
su plan de manejo con el ministerio, que mantiene la posibilidad 
de retirar esa delegación cuando bien lo considere. De todas 
formas, es necesario hacer parte de la gestión de los parques a 
todas y cada una de las corporaciones, delegándoles aquellas 
funciones que puedan asumir a cabalidad. La centralización no 
significa que los parques deban ser administrados desde Bogotá. 
Las corporaciones, los municipios y la sociedad civil deben hacerse 
partícipes activos en la gestión de los recursos naturales más 
valiosos ubicados en su territorio, condición necesaria para su 
protección. 

Para el manejo de los parques, se dispuso la creación de una 
Unidad Especial. Con el ministro Ocampo, éramos partidarios de 
crear un Instituto de Parques, pues no parecía conveniente que 
fueran administrados en una dirección general, como proponía el 
pliego de modificaciones. El viceministro Héctor José Cadena reco­
mendó la creación de una Unidad Especial, a partir de la positiva 
experiencia del Ministerio de Hacienda con esa figura. Arguyó que 
ésta le otorgaba mayor responsabilidad al ministro en materia de 
presupuesto y manejo, lo que resultaría ventajoso. La Comisión 
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también aprobó mi propuesta de transferir selectivamente los 
funcionarios de parques del Inderena a la Unidad, dada su expe­
riencia y especialización. 

En la sesión plenaria del Senado, que tuvo lugar el viernes 18 
de junio de 1993, fueron aprobados por unanimidad 101 de los 102 
artículos del proyecto de ley. El artículo correspondiente a la 
creación y transformación de las corporaciones no fue aprobado, 
tras una lluvia de críticas. Entre ellas, la del senador Rodolfo Se­
govia, quien llegó a proponer un replanteamiento total de sus 
jurisdicciones, sobre la base de que ellas no obedecían a criterios 
ambientales. El Senado terminaba sin aprobar el proyecto de ley 
en la legislatura que finalizó ese día. 

EMPRESARIOS Y GOBERNADORES INCONFORMES 
CON EL PROYECTO 

En el período que transcurrió entre la clausura de sesiones del 
Congreso y la aprobación del proyecto por parte del Senado en la 
nueva legislatura, se oyeron diversas críticas. 

La Andi elaboró un nuevo documento en el cual puntualizaba 
su inconformidad con los títulos de participación ciudadana y 
licencias ambientales, aunque reconocía que se había hecho un 
gran avance al introducirlos. Además, consideraba que lo previsto 
en materia de concertación con el sector productivo era insignifi­
cante y que, del pliego de modificaciones a lo aprobado por el Sena­
do, había un gran retroceso. Al considerar la estructura del minis­
terio demasiado extensa, insistía en que el sistema estatal propuesto 
para la gestión ambiental era exagerado. 

Las críticas de la Andi arreciaron tanto, que a principios de 
agosto, antes de que se aprobara el proyecto de ley en la plenaria 
del Senado, tuvimos que debatir todos estos puntos con el presi­
dente del gremio, Carlos Arturo Ángel, en almuerzo al cual 
asistieron Manuel Felipe Olivera, jefe de la División Ambiental, 
los senadores Blum y Sorzano, y el ministro Ocampo. Ángel aceptó 
prácticamente todas las explicaciones, a tal punto que frenó los 
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insistentes cuestionamientos de Olivera, quien perseveró en ellos 
en futuras intervenciones. 

El Consejo Empresarial para el Desarrollo Sostenible (Ceco­
des), que congrega a 23 empresas, particularmente multinaciona­
les, se unió a las críticas de la Andi en declaraciones que diera su 
líder Charles Bevan, presidente de Pavco y su director ejecutivo, 
Jaime Ospina Sardi. Estas críticas las sintetizó Ospina en un 
artículo publicado en agosto por la revista Don Dinero. 

Por otro lado, en la V Cumbre de Gobernadores, celebrada en 
Leticia durante los primeros días de julio, se formularon recias 
críticas al carácter centralista del proyecto. Los mandatarios, 
liderados, entre otros, por el gobernador de Antioquia, Juan Gómez 
Martínez, manifestaron su inconformidad con el tratamiento de 
las corporaciones. En esa ocasión, el senador Gabriel Mujuy y 
Eduardo Uribe hicieron una amplia defensa del proyecto, en un 
clima poco propicio dado el descontento reinante por la ausencia 
del Presidente de la República y otros funcionarios de alto rango. 

El 2 de agosto, antes de que se reiniciara el debate en la plenaria 
del Senado, tuvo lugar la VI Cumbre de Gobernadores, en cuya 
agenda se incluyó de nuevo el tema del ministerio. Tuvimos 
oportunidad de conocer, con antelación, sus opiniones en una 
reunión preparatoria que tuvo lugar en el recinto Quirama, donde 
se hacían objeciones y recomendaciones de fondo que, de prosperar, 
amenazaban con erradicar el proyecto. Por esa razón, nos hicimos 
presentes en la Cumbre de Rionegro, con el ministro de Agricultura, 
José Antonio Ocampo, y los senadores Mujuy y Sorzano. 

En el encuentro hicimos una amplia exposición y defensa del 
proyecto de ley, con énfasis en los puntos de desacuerdo señalados 
en un documento de los senadores. Éste señalaba que el proyecto 
mantenía "una tendencia centralista que cercena la autonomía 
departamental" y sentenciaba: 

"Corresponderá a los municipios ser unidades ejecutoras de las políticas y 
planes ambientales y corresponderá a las corporaciones, bajo la coordinación 
de los señores gobernadores, dar asistencia y asesoría técnica, control, apoyo 
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y cofinanciación a las entidades territoriales en materia de ejecución de las 
políticas y planes ambientales"85• 

Para nuestra sorpresa, los argumentos que presentamos resul­
taron tan satisfactorios para los gobernadores, que el mandatario 
vallecaucano Carlos Holguín recogió su sentir y, al recordar la 
Cumbre de Santa Marta, afirmó que las principales objeciones 
planteadas sobre el gran centralismo, que acusaba el proyecto del 
gobierno, habían sido resueltas en forma adecuada y favorable en 
el Senado. 

De todas maneras, solicitaron eliminar el artículo que asignaba 
el 10 por ciento del producto del impuesto de timbre de los ve­
hículos a las corporaciones, asunto que a su parecer lesionaba sus 
ingresos. A la postre, esta petición se concretó, al establecerse que 
los departamentos podrían destinar, en forma discrecional, hasta 
un 10 por ciento a esas entidades (inciso 6, artículo 46). 

EL SENADO APRUEBA EL PROYECTO DE LEY 

Retomamos el momento durante el cual se trataba de debatir el 
artículo de las corporaciones, que quedó pendiente en la anterior 
legislatura para aprobar el proyecto de ley. Cuando el asunto no 
parecía tener salida en diversas discusiones, los congresistas 
insistieron en la posibilidad de darle facultades extraordinarias al 
gobierno para determinar la jurisdicción, el número y, en general, 
las características de las corporaciones. Al final, la propuesta no 
tuvo ninguna acogida. 

De esa posibilidad se había hablado antes de empezar la nueva 
legislatura, pero el debate en la plenaria del Senado se redujo a la 
consideración de la jurisdicción de la CAR, y las corporaciones con 
las cuales limita, particularmente las de Boyacá, Chivor y 
Orinoquia, y a la creación de dos nuevas. Entonces se conformó 
una comisión para que efectuara una propuesta sobre el asunto de 

85 Comisión preparatoria, VI Cumbre de Gobernadores, Conclusiones del tema 7, medio 
ambiente, julio de 1993. 
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las jurisdicciones, en la cual participaron, entre otros, los senadores 
Julio César Turbay Quintero, Eduardo Pizano y Luis G. Sorzano, 
quienes propusieron una nueva modificación de la jurisdicción de 
la CAR, que fue aprobada. El senador Segovia, quien había hecho 
tan fuerte intervención en la última plenaria de la anterior legis­
latura, para impedir la aprobación del artículo correspondiente a 
las corporaciones, había renunciado a su silla y su suplente no in­
sistió en el asunto. 

Por iniciativa del senador Carlos Espinosa Facio Lince, se 
aprobó la creación de la corporación de los Montes de María. Y 
por iniciativa de los parlamentarios del Llano, la corporación de 
la Macarena. 

En la plenaria del Senado se discutió y aprobó el artículo 104 
que declaró a la Sabana de Bogotá como área de interés ecológico y 
estableció que la "explotación minera a cielo abierto es incom­
patible con la conservación del suelo" en esta región. Este artículo 
fue incorporado como consecuencia de un fuerte cabildeo que 
hicieron diferentes grupos de la Sabana, ante la anarquía de esta 
actividad, propiciada por el Ministerio de Minas. Estaban liderados 
por la Asociación de Vecinos de Riofrío y Tabio, quienes consideran, 
con razón, las explotaciones de gravilla y las canteras de arena 
como actividades altamente lesivas al medio ambiente y al paisaje 
de la región. Los senadores Sorzano, Pizano y Turbay defendieron 
este artículo que, aprobado por la plenaria del Senado, sería objeto 
de gran controversia y algunas modificaciones en la Cámara. Así 
mismo, por iniciativa de la Comisión Colombiana de Oceanogra­
fía y la Dirección Marítima y Portuaria, se ajustaron las fun­
ciones referentes a la gestión del medio ambiente marino y de 
las playas. 

En materia de concertación con el sector privado, se modificó 
el numeral que al respecto había sido aprobado en la Comisión V 
del Senado, producto de un acuerdo entre ponentes y gobierno. La 
modificación fue introducida por el senador Sorzano (numeral 32, 
artículo 5), y en ella trató de conciliar las posiciones del gobierno y 
de la Andi, en respuesta a las críticas y cabildeo de este gremio 
durante el último mes y medio. 
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Al finalizar la sesión, le advertí a Sorzano que no había seguido, 
en este caso, el procedimiento de alcanzar acuerdos entre el 
gobierno y los ponentes, previamente a la introducción de modifi­
caciones por una u otra parte, más cuando se trataba de asunto 
tan delicado. Sorzano me recordó que yo había roto el pacto con el 
tema de la Dirección Sectorial. Quedamos empatados. 

El gobierno había indicado a los ponentes que el artículo pre­
sentado en el pliego de modificaciones a la Comisión V del Senado 
no era aceptable, porque implicaba la concertación del cumpli­
miento de todas las normas ambientales con el sector privado, 
punto de vista acogido por este último y que se expresó en su 
supresión. Finalmente, en el texto aprobado en la Comisión V de 
la Cámara se consignó que las autoridades ambientales y los 
gremios 

"definirán los casos a que haya lugar en la celebración de convenios para la 
ejecución de planes de cumplimiento con empresas públicas o privadas, para 
ajustar tecnologías y mitigar o eliminar factores contaminantes y fijar las 
reglas para el cumplimiento de los compromisos derivados de dichos 
convenios". 

Finalmente, la propuesta del entonces alcalde de Bogotá, Jaime 
Castro, de transferir una parte sustantiva de la contribución del 
predial, cuyo destinatario era la CAR al Distrito Capital, no se abrió 
paso. Por su parte, Elizabeth Rodado, quien se convertiría en la 
directora del Departamento Administrativo del Medio Ambiente 
(Dama), adelantó un intenso cabildeo en la comisión y en la plena­
ria, para lograr que la transferencia de esos recursos (cuyo monto 
propuesto osciló entre el 50 y el 80 por ciento) se destinara a la 
recuperación del río Bogotá. Tras álgida polémica, la recomendación 
no se aceptó. Sin embargo, los ecos de la propuesta darían origen a 
que se replanteara en la Cámara el asunto de la gestión ambiental 
en las grandes ciudades. 

Con éstas y pequeñas modificaciones, en la noche del 18 de 
agosto de 1993, la plenaria del Senado aprobó el proyecto de ley, 
que entonces entró a consideración de la Cámara. 
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EL PROYECTO PASA A LA CÁMARA DE REPRESENTANTES 

El representante caucano Juan José Chaux había manifestado su 
intención de ser el ponente del proyecto de ley, antes de que éste se 
presentara al Congreso. Pero el presidente de la Comisión V, Julio 
César Guerra Tulena, resolvió crear una comisión de nueve 
ponentes. Además de los representantes Guerra y Chaux, ésta 
quedó integrada por Tomás Devia Lozano, Orlando Duque 
Satizábal, Antenor Durán Carrillo, Graciela Ortiz de Mora, 
Hernando Torres Barrera, Edgar Ulises Torres Murillo y Luis Fer­
nando Rincón. Como coordinadores ponentes fueron designados los 
representantes Antenor Durán, liberal de la Guajira, Juan José Chaux, 
liberal del Cauca y Remando Torres, conservador de Boyacá. 

En un principio, el presidente de la Comisión, Julio César Gue­
rra, liberal de Sucre, tuvo una posición muy crítica frente al pro­
yecto, a tal punto que en la primera entrevista que sostuve con él 
en su oficina, en presencia de algunos ponentes, afirmó: "El 
proyecto que ha llegado del Senado es un verdadero desastre". 

Evidentemente, los miembros de la Comisión estaban en ese 
momento muy influenciados por las críticas negativas que habían 
rodado en el ambiente durante los meses de julio, agosto y sep­
tiembre. Particularmente, por la comunicación enviada al gobierno 
y al Congreso por el frente empresarial, así como por las reuniones 
que los congresistas habían tenido con aquél y con el gremio de 
mineros de Antioquia, esta última en Medellín, en la cual se 
hicieron observaciones muy duras sobre la ley. 

Cuando urgimos a los ponentes para dar un rápido trámite al 
proyecto, reiteraron el derecho que tenía la Cámara de tomarse el 
tiempo necesario para analizarlo, máxime cuando el Senado se 
había tomado más de un año en hacerlo. 

Además, el representante Guerra, a similitud de otros miem­
bros de la Comisión, como Juan José Chaux y Hernando Torres, 
no consideraban conveniente la regionalización de las corpora­
ciones, aprobada por el Senado y pensaban que éste era un 
obstáculo para su trámite en la Cámara. Juan José Chaux expresó 
en diferentes oportunidades que era partidario de crear solamente 
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cinco grandes corporaciones para todo el territorio nacional, pro­
puesta que coincidía con el proyecto del sindicato del Inderena. 

VOCES EN CONTRA DEL MINISTERIO 

Para esos días, los mineros, liderados por los antioqueños, habían 
iniciado una campaña contra el proyecto. Llegaron a proponer a la 
Andi mecanismos para hundirlo, propuesta que la Asociación 
rechazó. Tenían a la cabeza competentes abogados, como Hernan­
do Escobar, que asistieron en forma permanente a las deliberacio­
nes del Congreso. 

Sus primeras acciones empezaron con su participación en la 
reunión de Quirama, preparatoria de la Cumbre de Gobernadores. 
Temían, y aún lo hacen, que el ministerio se convirtiera en una 
amenaza para la actividad minera del país. Les preocupaba que la 
expedición de la licencia ambiental para las actividades mineras, 
que había sido competencia del Ministerio de Minas en los últimos 
años, desde la expedición del código minero, sería competencia del 
Minambiente, de conformidad con el proyecto de ley aprobado en 
el Senado. Hay que decir que la situación generada por el código 
minero propició un gran caos en la gestión ambiental de esa 
actividad en Colombia, puesto que el Ministerio de Minas se ocupó 
muy poco de una cuestión tan crucial como la conservación de los 
recursos naturales renovables. 

Además, el proyecto incorporaba artículos referentes a la 
restauración de zonas degradadas por la actividad y otras dis­
posiciones que los mineros juzgaban como obstáculos para su 
expansión. No obstante, los artículos respectivos demostraron ser 
de gran conveniencia para el país y pasaron incólumes la arre­
metida minera. Pero, eventualmente, serán materia de intentos 
contrarreformistas, a los cuales, tanto el ministerio como las 
organizaciones no gubernamentales, deben estar atentos. Es el caso 
del proyecto de ley para modificar el código minero, presentado al 
Congreso en el segundo semestre de 1997, que desmonta 
previsiones especiales para la protección del ambiente y de los 
derechos territoriales de comunidades indígenas, y ubica de nuevo 
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las competencias concernientes a las licencias ambientales para la 
minería, en el Ministerio de Minas y Energía. De abrirse paso esta 
reforma, se daría un gran paso atrás en la legislación ambiental 
nacional. 

Por su parte, la comunicación dirigida por el frente empresarial 
el 10 de septiembre de 1993, suscrita, entre otros gremios, por la 
Sociedad Colombiana de Ingenieros, la Cámara Colombiana de la 
Construcción, la Asociación Colombiana de Ingenieros Civiles, 
Fedecarbón, Asomineros y Asogravas, fue muy publicitada. Sus 
críticas y recomendaciones al proyecto aprobado por el Senado, se 
convirtieron en "caballo de batalla" de estos gremios en los tres 
m eses siguientes, motivo por el cual vale la pena examinarlas. 

En primer término, se referían a la inconveniencia del artículo, 
según el cual "la explotación minera a cielo abierto es incompatible 
con la conservación del suelo de la Sabana de Bogotá", por consi­
derar que elevaría los costos de la construcción en la capital, tema 
de debate entre diversos grupos de interés, entre ellos los 
propietarios de tierras en la región de Tabio y Riofrío, los habitan­
tes de estas poblaciones, los mineros y los constructores. Finalmen­
te, las presiones obligaron su sustitución por otro artículo, que 
establece que el ministerio fijará las zonas de la Sabana compa­
tibles con la explotación minera, mandato que empezamos a 
ejercer mediante la expedición de la resolución del 4 de agosto de 
199486• 

En segundo término, se referían a las competencias que se le 
entregaban al Ministerio del Medio Ambiente en lo referente a la 
gestión ambiental para actividades mineras, al transporte y su 
infraestructura. Pedían que esas responsabilidades fueran com­
partidas con los ministerios de Minas y Transportes. La propuesta 
fue rechazada porque las decisiones sobre las licencias am­
bientales deben ser de la órbita exclusiva de la autoridad am­
biental. 

86 En esta resolución se declaran como zonas no compatibles con la actividad minera 
a algunas regiones de un gran valor ecológico y paisajístico como Tabio, Riofrío y 
Guasca. 
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En tercer término, se refirieron al tema de las licencias ambien­
tales, y propusieron la instauración de una licencia ambiental única, 
iniciativa planteada por la Andi meses atrás y la cual fue adoptada 
en el título respectivo. También propusieron "el silencio admi­
nistrativo positivo" para el otorgamiento de licencias, iniciativa 
que no aceptamos, aunque entendimos que surgía de las frecuentes 
dilaciones y demoras de las autoridades ambientales para tra­
mitarlas. 

En cuarto lugar, plantearon una fuerte crítica al principio 
de "subsidiaridad" introducido por los ponentes del Senado, 
según el cual, las normas pueden hacerse más rigurosas, pero 
no más flexibles, a partir de la autoridad máxima que es el 
Ministerio del Medio Ambiente. Por ejemplo, las corporaciones 
pueden expedir normas más estrictas que las definidas por el 
ministerio, pero nunca más laxas. Esto causó una avalancha de 
críticas, fundadas en el temor de los abusos en que podrían 
incurrir las autoridades locales, pero no fue modificado por consi­
derar que es un principio fundamental para dar coherencia a la 
gestión ambiental. 

En quinto lugar, se afirmaba que el proyecto de ley creaba tasas 
muy onerosas a los industriales. Se consideraba, en forma errónea, 
que se incorporaban "nuevos impuestos", cuando las tasas retri­
butivas y de uso ya existían en el Código de los Recursos Naturales 
Renovables. Lo nuevo en la ley era la definición de los criterios 
para estimarlas. No obstante, la crítica hizo carrera y fueron mu­
chos los esfuerzos desplegados para corregir esta concepción 
distorsionada. 

En sexto lugar, criticaron los mecanismos de participación 
ciudadana. En particular, el derecho que se les otorga a los ciuda­
danos para adelantar una intervención individual y directa, en 
relación con una licencia ambiental o con las acciones populares, 
sin que necesariamente medie un interés jurídico de su parte. Esta 
norma se basa, naturalmente, en el hecho de que el medio ambiente 
sano es un derecho colectivo, razón por la cual cualquier ciudadano 
está en posibilidad de salir en su defensa. 
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Seguramente, no todos los gremios que firmaron esta comu­
nicación estuvieron interesados en hundir el proyecto de ley, pero 
es evidente que algunos grupos mineros sí tuvieron esa intención 87

• 

Por su parte, el representante de la Andi insistió en la contro­
versia. Manuel Felipe Olivera, en múltiples intervenciones, reiteró 
las críticas consignadas en el documento de esa agremiación, que 
supuestamente ya habíamos aclarado con el presidente del gremio, 
Carlos Arturo Ángel. Advertí, entonces, la incongruencia de la 
entidad en la materia durante una conferencia en la seccional de 
la asociación en Medellín, en noviembre de 1993, durante un 
seminario sobre gestión ambiental. También lo hice perso­
nalmente y al día siguiente con el presidente de la Andi, quien 
me reiteró el acuerdo básico del gremio con la conveniencia de 
la creación del ministerio y me ofreció enviar una carta pública 
en ese sentido al presidente del Congreso. La comunicación no 
se hizo efectiva. 

ÜPOSICIÓN DE LA COMISIÓN DE ORDENAMIENTO 

TERRITORIAL 

No sólo los gremios crearon un clima negativo sobre el proyecto. 
La Comisión de Ordenamiento Ter ritorial (CoT) reiteraba su de­
sacuer do sobre algunos puntos que divulgó en la prensa. Nueva­
mente, en su sesión plenaria del 6 de septiembre, la abogada Mar­
cela Monroy, asesora de la CoT, a la sazón también asesora de los 
mineros, comentó sobre las corporaciones: 

"La naturaleza corporativa declarada se desconoce en el proceso de dichas 
corporaciones. Además, no cuenta con la voluntad asociativa de los sujetos 
corporados, jugando un proceso de regionalización ajeno al espíritu partici­
pativo que, por mandato de la Constitución, debe presidir estos desarrollos". 

87 El Espectador, noviembre de 1993. Foro sobre e l Ministerio del Ambiente, 
Universidad Javeriana, octubre de 1993. En este último se acordó, por iniciativa de 
los participantes, adelantar el foro público que tendría Jugar el 18 de noviembre. 
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Así mismo, el secretario general de la CoT, Orlando Fals, indicó 
que había una gran inconsistencia al denominar "corporaciones 
regionales" a algunas entidades que eran exclusivamente departa­
mentales o que cobijaban porciones menores a esta unidad. Estas 
críticas fueron recogidas, en su momento, por la Cumbre de Gober­
nadores de Leticia. 

Estas posiciones fueron reiteradas y complementadas en un 
nuevo documento, presentado a finales de septiembre y expuesto 
por Marcela Monroy en los primeros días de octubre, ante una 
reunión convocada por Jorge Hernán Cárdenas, secretario de 
Modernización del Estado, para discutir el proyecto de ley. Asis­
tieron los ponentes Chaux Mosquera, Guerra Tulena, Durán y 
Torres Barrera. 

Además de reiterar los puntos mencionados, Monroy señaló que 
el Congreso no tenía el mandato de la Constitución para crear 
corporaciones y que sólo le otorgaba la función de reglamentar su 
creación. Ni esta observación, ni las anteriores, fueron aceptadas 
por los ponentes88 • Como era de esperarse, una vez aprobada la ley, 
la CoT presentó una demanda ante la Corte Constitucional, basada 
en los argumentos de inconstitucionalidad de la creación de las 
corporaciones como entes corporativos. La Corte dictaminó como 
exequibles los artículos en cuestión. 

EL CAMINO HACIA LA APROBACIÓN 

En la r eunión de la Secretaría de Modernización del Estado 
analizamos, con los ponentes, los artículos que debían ser materia 
de modificación por parte de la Cámara, análisis que se había 
iniciado en dos reuniones con los miembros de la Comisión V, por 
convocatoria del ministro de Agricultura. 

Posteriormente, los días 5 y 6 de octubre, tuvimos dos largas 
reuniones con los representantes ponentes en la gerencia del 
Inderena . A la última de ellas, asistió Luis G. Sorzano, quien hizo 

88 Sobre las posicion es de la CoT, véase las recomendaciones R-05 y R-08 expedidas por 
la misma. 
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una amplia defensa del proyecto aprobado por el Senado. Durante 
estas reuniones, se fue creando, en forma paulatina, un ambiente 
de distensión y un clima positivo sobre el trámite del proyecto, en 
la medida en que se aclararon sus principales dudas, se descali­
ficaron las críticas infundadas y se identificaron con precisión sus 
vacíos, debilidades y formas posibles de solución. 

Allí se acordó, entre otros, revisar el título I, referido a los 
fundamentos y principios de la ley, que presentaba algunos errores 
e inconsistencias. También se acordó modificar el título de las 
licencias ambientales, y el de las entidades territoriales, introducir 
precisiones en algunas funciones del ministerio, como en el caso 
de las tasas, y adicionar algunas nuevas, para lo cual se pidieron 
recomendaciones concretas al Inderena89

• 

A su vez, en el Departamento Nacional de Planeación tuvieron 
lugar diversas reuniones, particularmente en relación con la 
jurisdicción de algunas corporaciones y las transferencias del sector 
eléctrico. El DNP trabajó también con la Red de Reservas de la 
Sociedad Civil en el artículo para institucionalizar y estimular la 
creación de este tipo de reservas. Finalmente, diseñó algunos 
artículos referidos a la incorporación de instrumentos económicos 
para la gestión ambiental. 

FORO PÚBLICO EN LA CÁMARA 

La Comisión V de la Cámara de Representantes convocó a un Foro 
Nacional Ambiental para discutir el proyecto, el cual se realizó el 
18 de noviembre, bajo la presidencia del senador Julio César Guerra 
Tulena. La iniciativa surgió unas semanas antes en un seminario 
sobre el mismo tema, que tuvo lugar en la Universidad Javeriana. 

89 Véase Ayuda memoria de las reuniones de trabajo de los ponentes, 5 y 6 de octubre 
5 de 1993, Memorando de la gerencia del lnderena dirigido a los ponentes, 8 de 
octubre de 1993. Véanse también los comentarios de la doctora Imelda Gutiérrez al 
proyecto de ley aprobado en el Senado, contenido en los siguientes memorandos 
dirigidos a la Gerencia General del Inderena, 2 de agosto, 8 de septiembre, 27 de 
septiembre y 4 de octubre de 1993. 
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Uno de sus principales propulsores fue Carlos Fonseca, entonces 
director del programa de magíster en gestión ambiental de ese 
centro educativo y quien había participado en las discusiones del 
proyecto gubernamental, cuando estuvo vinculado al Inderena co­
mo director de medio ambiente. 

El foro de la Cámara hizo una amplia convocatoria, directa y a 
través de los medios de comunicación. Se dio uso de la palabra 
solamente a quienes llevaron sus intervenciones por escrito. El 
foro comenzó a las 10 de la mañana en el salón de recepciones del 
Congreso y se prolongó hasta las 4 de la tarde. Por parte del 
Congreso, además de Guerra Tulena, intervinieron los senadores 
Amílkar Acosta y Gabriel Mujuy y los representantes Antenor 
Durán y Juan José Chamc. Durante seis horas seguidas, escucha­
mos las intervenciones de los representantes de los gremios de la 
producción y del sector privado, así como de algunas organiza­
ciones gubernamentales y no gubernamentales. 

La lista de quienes intervinieron es muy significativa, pues casi 
la totalidad corresponde a quienes venían haciendo cabildeo sobre 
diferentes aspectos del proyecto. Por los gremios de la construcción, 
mineros y manufactureros, asistieron Camacol, Asoconcreto, 
Ecocarbón, Instituto Colombiano de Productores de Cemento, 
Comité In ter gremial de la Industria de la Construcción, Minería y 
de Extracción de Materiales, y la Andi. Entre las asociaciones 
profesionales, aparecieron la Asociación Colombiana de Ingenieros 
de Petróleos, la Asociación de Ciencias Hídricas, la Sociedad 
Colombiana de Meteorología y la Asociación de Periodistas 
Ambientales. De las organizaciones gubernamentales, Inter­
conexión Eléctrica S.A., las corporaciones de la CAR, Cvc y 
Codechocó, el Proyecto Forestal, Inderena, Colciencias, Asociación 
de Municipios del Altiplano con Embalses, y Sintrainderena. 
También representantes de las universidades Javeriana, Nacio­
nal, del Valle y de Antioquia. Entre las organizaciones no guber­
namentales (ÜNG), el Comité de Acción Ecológica, la Corporación 
Ecológica y Cultural Penca de Sábila, AVP Simón Bolívar, Cinep , 
Fundepúblicos, Fundación Pro Sierra Nevada, Fundación Alma y 
Fundación Andina de Bosques. 
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La participación de las ÜNG durante el foro fue más activa y no 
tan limitada como en todo el proceso de la discusión del proyecto. 
Este comportamiento general se hizo aun más evidente en las 
sesiones del Congreso, donde su presencia para fines de cabildeo 
se limitó a unas pocas organizaciones. La Fundación para la Defensa 
del Interés Público (Fundepúblico), a través de su director Germán 
Sarmiento, se hizo presente principalmente para defender la 
participación ciudadana; la Fundación Pro Sierra Nevada de Santa 
Marta, a través de su director Juan Mayr, hizo un gran lobby para 
la creación de una corporación especial para la Sierra. Aunque 
algunas ÜNG adelantaron foros regionales donde se hicieron 
significativas contribuciones (casos del Valle del Cauca, Antioquia 
y Bogotá), no hicieron cabildeo en el Congreso, perdiendo, por 
consiguiente, grados de efectividad. 

A pesar de ser el único foro convocado por la Comisión V, pre­
viamente a la iniciación del debate en la Cámara, éste tuvo una 
gran importancia, puesto que, tanto los parlamentarios como el 
gobierno comunicaron a la opinión pública la decisión de sacar 
adelante el proyecto, anuncio que tuvo un amplio respaldo entre 
los participantes. 

EL PROYECTO A PUNTO DE HUNDIRSE 

El debate del proyecto de ley se inició el martes 24 de noviembre 
en la Comisión V de la Cámara, que finalmente lo aprobó en la 
sesión del 3 de diciembre de 1993. El tiempo apremiaba y el proyec­
to competía con otros prioritarios, como el agrario, el de seguridad 
social y el de regalías. 

Con el ministro Ocampo, solicitamos al presidente Gaviria un 
mensaje de urgencia, pero él prefirió no hacerlo ante la posible 
violación del reglamento. Optó por la alternativa de comunicarse 
directamente con los presidentes de las cámaras y de las comisiones. 

El proyecto ingresó a la plenaria de la Cámara el 15 de di­
ciembre y fue aprobado el 16, último día de sesiones del Congre­
so. En ciertos momentos, llegó a pensarse que no sería aprobado, 
ante la actitud negativa de algunos parlamentarios, particular-
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mente en lo referente a las corporaciones y a la contribución del 
impuesto predial. El representante liberal Marco Tulio Rodríguez 
llegó a plantear, en la plenaria, la inconveniencia de aprobarlo por 
la afiliación pastranista de la senadora Blum, y su fuerte identi­
ficación pública con la ley. A tal punto llegó el asunto, que le pedimos 
a la senadora retirarse del recinto para neutralizar el argumento. 
Por fortuna, el incidente no pasó a mayores. Al siguiente día, a 
modo de desagravio, el presidente de la Cámara, Francisco José 
Jattin, invitó a la senadora a hacerse presente en el debate final 
del proyecto. 

También se oyeron voces negativas sobre la utilización que el 
senador Sorzano hacía del proyecto en su campaña hacia la 
Presidencia de la República, polémica que se aligeró ante su anun­
cio de adherirse a la candidatura de Ernesto Samper. 

Antes de empezar las sesiones del 16 de diciembre, algunos 
observadores me comentaron sus dudas de que el proyecto 
alcanzara a aprobarse. No era para menos, pues el quórum se 
había disuelto la noche anterior en un clima tenso. Esa misma 
noche hicimos nuevos contactos, con el fin de conjurar los 
obstáculos y apelamos a la intervención del presidente Gaviria y 
del candidato Samper. 

Cuando el camino parecía despejado, el representante Clopa­
tofsky, en el momento de la votación del artículo correspondiente 
a las corporaciones, pidió la verificación del quórum. No lo había. 
El presidente de la Cámara invitó a sus colegas a ingresar en el 
recinto y, minutos después, logró llenar la sala que, acto seguido, 
aprobó el artículo de las corporaciones. 

Al discutirse la contribución del predial, último punto polémico, 
un representante antioqueño de Envigado introdujo una proposi­
ción sustitutiva, según la cual, ésta sería hecha en forma volunta­
ria por los municipios. También pidió verificación del quórum que, 
como en el caso anterior, no existía, y también como antes, logró 
completarse, para alivio de todos. El representante antioqueño fue 
derrotado de forma contundente. 
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Eran las 11:30 a.m. y todavía faltaba reunir la Comisión de 
Conciliación del Congreso, conformada por Blum, Mujuy y Sorzano; 
elaborar y aprobar el acta, y someterla a debate de las plenarias. 

Al final y con gran presteza, se elaboró y aprobó el acta respec­
tiva que cumplió su trámite en las plenarias, en una verdadera 
carrera contra el tiempo, que finalizó al filo de la 1:00 p.m. 

Al proyecto lo salvó el hecho de que, en forma simultánea con 
su último debate y durante toda la mañana, la comisión de 
conciliación del proyecto de regalías estuvo reunida en compleja 
sesión. El enorm~ interés de los congresistas en ese proyecto man­
tuvo el quórum en las dos Cámaras, hasta el último minuto del úl­
timo día de sesiones del Congreso. 

Así, ni más ni menos, el azar, más que la conciencia ambiental 
de los honorables congresistas, dio vía libre a la reforma insti­
tucional del sector ambiental. El Presidente de la República 
sancionó la Ley 99 de 1993, seis días después, el 22 de diciembre. 

REFORMAS EN LA CÁMARA 

Los representantes Juan José Chawc: y Hernando Torres Barrera 
presentaron ante la Comisión V de la Cámara la ponencia y el 
pliego de modificaciones, producto de la concertación entre los 
ponentes y el gobierno. Con el fin de facilitar la conciliación en el 
Congreso, Sorzano siguió en detalle el debate en la Cámara e inter­
vino, en numerosas ocasiones, en la redacción y negociación de los 
textos sustitutivos o adicionales, mientras los representantes del 
gobierno realizamos intervenciones ante la Cámara, cada vez que 
fue necesario. 

En la Comisión V se introdujeron algunas reformas al proyecto 
de ley aprobado en el Senado, entre las cuales mencionamos las 
más relevantes: se modificaron los títulos de los fundamentos y de 
las licencias ambientales. Se afinaron y complementaron las 
funciones del ministerio. Se amplió la responsabilidad del 
ministerio en la fijación de las políticas de desarrollo. Se fijó en el 
ministerio la responsabilidad de establecer los cupos, especies y 
regiones, para el aprovechamiento de la flora y la fauna y de aprobar 
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las reservas privadas. Se modificó la estructura para establecer una 
dirección general forestal y de vida silvestre. Se amplió la 
participación de la sociedad civil en el Consejo Nacional Ambiental: 
de 18 miembros previstos en el Senado, se pasó a 25. Se adicionó el 
Consejo Técnico Asesor como órgano de consulta y concertación 
con el sector productivo. Se estableció que los municipios de más 
de un millón de habitantes ejercieran en el perímetro urbano las 
funciones que se les atribuyen a las corporaciones, como forma 
concreta para combatir la contaminación en los cuatro mayores 
centros urbanos del país. Se cambiaron algunas jurisdicciones de 
las corporaciones. Se eliminó una de las corporaciones surgida y 
aprobada en la plenaria del Senado y se crearon tres nuevas. Se 
aumentó la participación del sector productivo y de las 
organizaciones no gubernamentales en las juntas directivas de las 
corporaciones. Se determinó que los recursos provenientes de las 
regalías, destinados al medio ambiente, se orientarían con prioridad 
hacia la protección de los ecosistemas del Macizo Colombiano, la 
Amazonia y el Chocó, y el excedente se distribuiría en beneficio de 
las regiones que reciben menores recursos para la gestión ambiental 
por otros conceptos. 

Es interesante mencionar la propuesta presentada por el 
Inderena en el sentido de desarrollar en la ley el artículo constitu­
cional que hace referencia a la prohibición del ingreso al país de 
desechos tóxicos y que no fue aceptada. Se trataba de definir 
exactamente el significado de "desechos tóxicos y peligrosos" en la 
ley del ministerio. No fue posible incorporar este artículo en la 
Comisión V de la Cámara. Tuvimos que retirar la propuesta del 
lnderena en el momento en que surgió un fuerte desacuerdo, 
originado en la propuesta sustitutiva de dar flexibilidad a la norma, 
con el objeto de permitir el ingreso de ciertos desechos tóxicos que 
sirvieran para reciclaje y producción de energía. Pocos meses 
después, el país enfrentó la entrada ilegal de un cargamento de 
desechos tóxicos a Santa Marta, con el pretexto de que se usarían 
en la producción de energía, sin que existiera la normatividad 
adecuada para evitar, sancionar o resolver el problema. 
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Capítulo rv. 
LA RECTA FINAL DE LA REFORMA EN EL CONGRESO 

E1 nuevo Ministerio del Medio Ambiente fue calificado como "un 
ministerio post-Río", para expresar que la nueva entidad recogía 
las mejores influencias de la Conferencia de las Nacion~s Unidas 
para Medio Ambiente y Desarrollo, Brasil-92. Así lo expresé en el 
primer artículo que escribí al respecto, luego de ser sancionada la 
Ley 99 de 1993. No hubiera podido ser de otra manera, dada la 
intensa y fructífera actividad vinculada con la preparación de la 
Cumbre de la Tierra y la evaluación de sus resultados por espacio 
de más de dos años, así como por la gran difusión pública de que 
fue objeto. 

Funcionarios del gobierno, que participaron en el proceso de la 
elaboración y aprobación del proyecto de ley, lo hicieron también 
en forma activa en la Conferencia de Río y en el proceso que dio 
lugar a la Ley 99 de 1993. El senador Luis Guillermo Sorzano 
participó también como delegado del Senado, conjuntamente con 
los senadores Gustavo Galvis y Mario Laserna, en la Cumbre de la 
Tierra. 

EL DESARROLLO SOSTENIBLE: UNA INCORPORACIÓN PAULATINA 

Las concepciones de Río se introdujeron, de manera paulatina, a 
lo largo de todo el proceso de aprobación de la ley. A tal punto, que 
se puede afirmar que el proyecto de ley presentado por el gobierno 
a consideración del Congreso, en mayo de 1992, es un proyecto 
pre-Río, que no contempla las concepciones de la conferencia 
mundial. Corresponde más a la concepción de las entidades públicas 
encargadas de la gestión ambiental que predominó entre la 
Conferencia de Estocolmo y la Cumbre .de la Tierra, concepción a 
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la cual correspondían el Inderena y también los proyectos del 
Darnar y la Comisión. En ella, se entregaba a estos entes las 
funciones de administración y conservación de los recursos natu­
rales renovables y del medio ambiente, y se les daba muy poca 
injerencia en la formulación de las políticas generales y sectoriales 
de desarrollo. 

El ministerio se diferencia de los proyectos del Darnar y la 
Comisión, y de las entidades que sustituyó -Inderena, Ministerios 
de Salud y Agricultura y Departamento Nacional de Planeación 
(DNP)-, con las funciones que se le otorgaron en materia de pla­
neación y definición de políticas en áreas críticas del desarrollo, 
como son las de población, expansión urbana y asentamientos 
humanos, comercio exterior, colonización, relaciones exteriores y 
educación. En el proyecto del gobierno sólo se incluyeron funciones 
relacionadas con los dos últimos campos que, en el texto finalmente 
aprobado, el ministerio debe ejercer conjuntamente con el Minis­
terio de Educación (adopción de programas docentes sobre medio 
ambiente que deben incluirse en los diferentes niveles de la edu­
cación), y con el Ministerio de Relaciones Exteriores (participación 
en la formulación de la política ambiental exterior y representación 
del país en los tratados internacionales). 

En el Senado se incorporaron las funciones de definir, conjun­
tamente con el Ministerio de Salud, la política poblacional, y con 
el Ministerio de Desarrollo, la política de asentamientos humanos 
y expansión urbana. En el curso del debate de la Cámara se incor­
poraron las vitales funciones de definir, en unión con el Ministerio 
de Agricultura, la política de colonización y con el Ministerio de 
Comercio Exterior, las de comercio exterior que afecten el am­
biente. 

Naturalmente, tanto el proyecto presentado por el gobierno 
como la ley aprobada incorporaron las funciones relativas a la 
gestión ambiental, como uno de los ejes fundamentales de su ac­
ción. 

Si bien el proyecto aprobado por el Senado incorporó y definió 
la concepción de desarrollo sostenible consagrada en la Constitu-
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ción, fue en la Cámara donde se le dio su real significado, al 
establecer en el título de "fundamentos" que el desarrollo del país 
se guiaría por los principios de la Declaración de Río sobre medio 
ambiente y desarrollo. El título de "fundamentos" había sido 
incorporado por iniciativa del senador Eduardo Chávez, pero tal 
como quedó aprobado por el Senado, presentaba algunos vacíos, 
imprecisiones e inconsistencias con los acuerdos firmados en Río, 
que era necesario corregir. 

Inderena presentó un texto sustitutivo en el cual se corregían, 
precisaban o suprimían algunos principios generales, contenidos 
en el proyecto aprobado por el Senado y se adicionaban unos 
nuevos, tomados de la Declaración de Río. Eran tan numerosos los 
nuevos principios propuestos que los ponentes sugirieron que, en 
lugar de ellos, se adoptara la totalidad de la Declaración de Río de 
la cual provenían. Así que el primer numeral del título establece 
que "el proceso de desarrollo económico y social del país se orientará 
según los principios universales y de desarrollo sostenible conte­
nidos en la Declaración de Río de Janeiro de junio de 1992 sobre 
medio ambiente y desarrollo". La Declaración, conformada por 27 
principios, fue suscrita en Río por 157 países, sin que tenga un 
carácter jurídico vinculante a nivel internacional. Pero el Congreso 
de la República le dio fuerza de ley. 

El artículo primero de la ley, después de consagrar la Decla­
ración de Río con sus 27 principios, establece otros trece, algunos 
de los cuales están parcial o totalmente contenidos en la Declaración 
y que se originaron en los aprobados por el Senado, por iniciativa 
del congresista Chávez. Algunos principios fueron ampliamente 
debatidos, como sucedió con el de "precaución", que causó una 
reacción negativa entre los representantes del sector minero, quie­
nes, infructuosamente, solicitaron su exclusión. A su vez, el princi­
pio según el cual el que contamina paga, no se encuentra contenido 
en forma explícita en el título de fundamentos, pero hace parte de 
la Declaración de Río, no obstante que su posible inclusión en el 
proyecto de ley hubiese causado, en algún momento, alguna 
controversia y oposición. 
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Así, dos principios que tienen una gran aceptación universal y 
que se consideran básicos para la gestión ambiental-el de precau­
ción y el del contaminador pagador- entraron a hacer parte de 
nuestra legislación ambiental, no obstante las voces que se oyeron 
en su contra. Son principios guía para el desarrollo normativo y la 
interpretación de la Ley 99 de 1993. 

El hecho de que las funciones que vinculan medio ambiente y 
desarrollo hubiesen sido incorporadas en el proyecto de ley, en la 
medida en que su trámite avanzaba en el Congreso, se explica por 
el necesario proceso de difusión, digestión y aceptación de los 
acuerdos de Río. El proyecto de ley del gobierno se elaboró al mismo 
tiempo de los preparativos de la Cumbre de la Tierra, de los cuales 
hicieron parte los procesos de negociación de los cinco documentos 
firmados en Río, así como los numerosos foros gubernamentales y 
no gubernamentales paralelos a la realización de estas negocia­
ciones. Es interesante anotar que cuando se inició el proceso de 
elaboración del proyecto de ley, en el segundo semestre de 1990, 
apenas comenzaban las negociaciones hacia la Cumbre, y que el 
proyecto gubernamental se presentó al Congreso de la República 
unas pocas semanas antes de su realización en junio de 1992. El 
presidente César Gaviria quiso que el nuevo ministerio fuera apro­
bado antes de esta fecha, pero esto no fue posible, afortunadamente, 
pues así el proyecto de ley pudo beneficiarse de los acuerdos y 
concepciones de Río en los 18 meses que tomó su aprobación, 
contados a partir de la realización de ese certamen mundial. Los 
congresistas, los representantes del gobierno y los ciudadanos 
contaron así con tiempo suficiente para analizar su pertinencia e 
incorporarlos en la nueva ley. _ 

Pero el proceso de elaboración de la ley no sólo recibió la in­
fluencia internacional, derivada directamente de Río y de los 
diferentes comentarios al respecto que recibimos de numerosos 
delegados de otros países a la Conferencia. También se benefició 
del trabajo de consultores internacionales, y de los comentarios de 
los representantes del Banco Interamericano de Desarrollo (Bm) y 
del Banco Mundial, en el curso de las negociaciones de los créditos 
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internacionales para el fortalecimiento de la gestión ambiental, 
contemplados, de hecho, en la creación del ministerio. Siempre 
sostuvimos que los dos bancos sólo firmarían los créditos una vez 
se aprobara el proyecto de ley, aunque los negociadores de uno y 
otro lado afirmamos, oficialmente, durante todo el proceso, que 
los créditos eran independientes de la suerte del proyecto. El 
caso es que el crédito del Brn sólo vino a firmarse en enero de 
1994, y el del Banco Mundial quedó listo para firmarse a finales 
del gobierno de Gaviria, después de cuatro años de negociacio­
nes. 

El gobierno británico colaboró también en el proceso, al invitar 
a Crispin Tickell, ex embajador del Reino Unido ante las Naciones 
Unidas, y presidente del Green College de la Universidad de Oxford, 
quien ofreció dos conferencias sobre la cuestión ambiental e hizo 
una presentación ante la Comisión V del Senado, en septiembre 
de 1993. 

Arnoldo José Gabaldón, primer ministro del Medio Ambiente 
de Venezuela, además de comentar diferentes versiones del 
proyecto, presentó ante la Comisión V de la Cámara un balance de 
la experiencia venezolana. Recordó que Venezuela creó el primer 
Ministerio del Medio Ambiente de América Latina en 1977 e 
informó que, recientemente, se había aprobado la Ley Penal 
Ambiental, proyecto en el cual él participó activamente, en su 
calidad de congresista. La descripción de estas iniciativas, pione­
ras en el continente despertó la inquietud de algunos congresistas 
colombianos por el rezago de Colombia ante el vecino país, en 
materia de instituciones ambientales. 

LAS CORPORACIONES REGIONALES: EL TEMA DE MAYOR 

CONTROVERSIA 

Como se ha mencionado antes, el asunto de las corporaciones 
autónomas regionales fue uno de los más debatidos en el Senado, 
en donde se inició el debate del proyecto, y en la Cámara, como 
también a nivel de la opinión pública en los diferentes foros regio­
nales. 
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Al interior del gobierno también se dio ese debate. En cierto 
momento, en enero de 1992, con Eduardo Uribe, Armando 
Montenegro y el ministro de Agricultura, Alfonso López Caballero, 
analizamos la propuesta de regionalización, elaborada por la 
División de Corporaciones del DNP, que obedecía, fundamen­
talmente, a criterios ambientales. La jurisdicción de muchas cor­
poraciones existentes se modificaba, con el objeto de que cubrieran 
áreas biogeográficas muy definidas. Así, por ejemplo, se proponía 
crear la Corporación del Chocó Biogeográfico, que incorporaba la 
región de Urabá, el departamento del Chocó y parte del Valle del 
Cauca, N ariño y Cauca. La Corporación del Café, que fusionaba 
las corporaciones de Caldas, Quindío y Risaralda, y la Corporación 
del Alto Magdalena, que cobijaba a los departamentos de Huila, 
en ese momento en jurisdicción del Inderena, y del Tolima, en la 
de Cortolima. 

Llegamos a la conclusión de que la propuesta no sería polí­
ticamente viable, como lo indicaba la experiencia de casi treinta 
años, y dado que los representantes de algunas regiones, tanto 
políticos como cívicos y empresariales, habían indicado que se 
opondrían en el Congreso a algunas iniciativas que afectaran la 
existencia o las jurisdicciones de las 18 corporaciones existentes. 
Así, por ejemplo, las ideas de fusionar las tres corporaciones del 
antiguo Caldas, o de crear la Corporación del Chocó Biogeográfico, 
fueron mal recibidas. En el último caso, se rechazaba que las 
regiones del Pacífico, correspondientes a los departamentos del 
Cauca y Nariño, fueran sustraídas de la Corporación Autónoma 
Regional de Nariño (Corponariño) y de la del Cauca. A su vez, el 
Valle del Cauca aspiraba a que su andén pacífico, que había estado 
bajo lajuris<4cción del Inderena, pasara a la Corporación Autóno­
ma Regional del Valle del Cauca (Cvc). 

Por eso, el gobierno presentó una propuesta en la cual, bási­
camente, se mantenían las jurisdicciones de 11 de las 18 cor­
poraciones existentes, se ampliaba la jurisdicción de siete y se 
creaban cinco para cubrir las áreas de jurisdicción del Inderena. 
Para San Andrés no se proponía la creación de una corporación 
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sino que se le adjudicaba la jurisdicción ambiental al departa­
mento. En otras palabras, de 18 corporaciones que cubrían apro­
ximadamente el 25 por ciento del territorio nacional, se pasaba a 
23, para cubrir prácticamente el 100 por ciento. 

A la Corporación Autónoma Regional de la Sabana de Bogotá 
(CAR), a la de la meseta de Bucaramanga (CDMB) y a la de los ríos 
Rionegro y Nare (Corponare) se les ampliaba su jurisdicción a las 
áreas de responsabilidad del Inderena en los departamentos de 
Cundinamarca, Santander y Antioquia, que las convertía, prác­
ticamente, en corporaciones de carácter departamental. La de 
Urabá (Corpourabá) ampliaba su jurisdicción a algunos municipios 
del Chocó. La del Valle del Sinú (Cvs), además de Córdoba, donde 
había tenido su jurisdicción, incorporaba el departamento de Sucre, 
hasta entonces jurisdicción del Inderena. 

De otra parte, se creaban nuevas corporaciones. La de la 
Amazonia, incluidos los departamentos de Amazonas, Caquetá, 
Guanía, Guaviare y Vaupés. Esta corporación no incluía al 
Putumayo, que permanecía bajo la jurisdicción de la corporación 
preexistente. Se creaban también las corporaciones del Bajo 
Magdalena, incluidos los departamentos de Atlántico y Bolívar; 
Corpoboyacá y Corpohuila, con jurisdicción en los departamentos 
que les dan su nombre, y la del Orinoco, que incluía los departa­
mentos de Arauca, Casanare, Meta y Vichada. Como se observa, 
para los territorios de jurisdicción del Inderena se buscó, funda­
mentalmente, un criterio ecológico para crear las nuevas corpo­
raciones. 

En el curso del debate en el Congreso, el número de corpora­
ciones ascendió de manera considerable, hecho que dejó en la 
opinión pública el sabor de una "repartija" político-burocrática. 
De las 23 corporaciones propuestas por el gobierno se subió a 30 
en la Comisión V del Senado, a 32 en la plenaria del Senado y a 34 
en la Cámara, número que finalmente fue aprobado. El pliego de 
modificaciones presentado al Senado planteaba la creación de 30. 

Durante el debate, muchos parlamentarios criticaron en forma 
acerba la propuesta del gobierno, por considerar que no obedecía a 
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criterios ecológicos. Así, por ejemplo, uno de los ponentes en la 
Cámara, Juan José Chaux, siempre afirmó que era necesario que 
el país estuviera regionalizado en solamente cinco grandes corpo­
raciones. 

Se ha dicho que en la definición de la jurisdicción de las cor­
poraciones creadas por iniciativa de los senadores y represen­
tantes, en el curso de los debates, predominaron criterios clien­
telistas que condujeron a la creación de unas corporaciones, cuyos 
límites no guardan ninguna relación con criterios ambientales. No 
es del todo cierto. En la ley sancionada se crearon siete nuevas 
corporaciones, fruto del debate en el Congreso, cuyas jurisdicciones 
tienen un gran sentido ambiental. 

Así es como, en el curso de los debates en el Senado, se crearon 
las corporaciones autónomas regionales del Guavio (Corpoguavio), 
propuesta por el senador boyacense Rodríguez Vargas; la de la 
Macarena ( Corpomacarena), propuesta por los senadores y re­
presentantes del Llano; la de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina (Coralina), propuesta por los parlamentarios isleños; y la 
de la Sierra Nevada de Santa Marta (CsN), propuesta en el pliego 
de modificaciones, una iniciativa sobre la que hizo un gran cabildeo 
Juan Mayr, director de la Fundación Pro Sierra Nevada de Santa 
Marta, tanto con los senadores ponentes como eri el seno de la 
Comisión. 

En la Cámara de Representantes se crearon las corporaciones 
de La Mojana (Corpomojana), propuesta por el representante de 
Sucre, Julio César Guerra Tulena, y la de Chivor (Corpochivor), 
propuesta por el representante de Boyacá, Hernando Torres 
Barrera. También en la Cámara se dividió en dos la corporación 
para toda la región amazónica, que había sido aprobada en el 
proyecto del Senado: una para el sur y otra para el nororiente de la 
región. La iniciativa fue liderada por la representante del Guainía, 
Graciela Ortiz de Mora, apoyada por los parlamentarios y goberna­
dores de toda la región. 

Estas siete nuevas corporaciones, no incluidas en el proyecto 
del gobierno, responden evidentemente a realidades biogeográficas 
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concretas. Las motivaciones de algunos congresistas que las 
propusieron, bien pudieron estar inspiradas en las más profun­
das motivaciones clientelistas, pero las corporaciones tienen sóli­
das bases ecológicas. A tal punto, que el viceministro de Hacienda, 
Héctor José Cadena, no dudó en dar su aval para su creación. Ade­
más, dos de ellas, Corpoguavio y Corpochivor, se especializan en la 
protección de las cuencas que alimentan las hidroeléctricas que 
llevan su nombre y, por consiguiente, cuentan con cuantiosos recur­
sos propios de transferencia del sector eléctrico, que tienen esa 
destinación específica de acuerdo con la ley. 

Pero en otros casos, la balanza parlamentaria se inclinó a favor 
de los límites político-administrativos, al rechazar propuestas de 
delinearlos con criterios ambientales. Tal fue el caso de la Corpora­
ción del Macizo Colombiano, propuesta en el pliego de modifica­
ciones presentado a consideración de la Comisión V del Senado. 
Los congresistas de Huila y Cauca optaron por la opción departa­
mental, y se establecieron, así, corporaciones para cada uno de 
esos departamentos. 

Los cambios que se identifican en materia de corporaciones en 
la Ley 99 de 1993, con relación al proyecto del gobierno, son los 
siguientes: La adición de las siete corporaciones arriba men­
cionadas; la división de una corporación del proyecto guberna­
mental en tres: Atlántico (CRA), Cartagena y el Canal del Dique 
(Cardique) y Sur de Bolívar (CsB); la división de otra corporación 
en tres: Sucre (Carsucre), La Mojana (Corpomojana) y valles de 
Sinú y San Jorge en el departamento de Córdoba (Cvs); la división 
de otra corporación en dos: Corantioquia y Cornare; la división de 
una más, en dos: la de la Meseta de Bucaramanga (CDMB) y la de 
Santander; la eliminación de la Corporación del Putumayo (CAP). 

Adicionalmente, 12 corporaciones propuestas por el gobierno 
varían en su jurisdicción y denominación, por la adición o sustrac­
ción de algunos municipios. Cinco de las corporaciones del proyecto 
gubernamental permanecen idénticas. 

Con respecto a la Amazonia, en el proyecto del gobierno se 
contemplaban dos corporaciones: una nueva, con cobertura en cinco 
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departamentos, y la que ya existía en el Putumayo, que mantenía 
su jurisdicción en ese departamento. En el pliego de modificaciones 
presentado al Senado, esta última se fusionaba a la de la Amazonia, 
quedando una sola corporación para los seis departamentos 
amazónicos, esquema duramente criticado por la Cumbre de 
Gobernadores de la Amazonia y en otros foros. En la cumbre se 
llegó a proponer una corporación para cada departamento. Los 
parlamentarios, los gobernadores y otros representantes de la 
región, adelantaron una activa intervención en el curso del debate 
y, además, apoyaron la creación de Corpomacarena, una zona crítica 
de transición entre los Andes y de la Amazonia. Por último, después 
de difíciles negociaciones, se acordó la creación de las dos 
corporaciones antes mencionadas. Un argumento que se esgrimió 
a favor de esta alternativa, fue la dificultad de las comunicaciones 
entre las dos subregiones amazónicas. 

La jurisdicción de otras corporaciones, planteada en el proyecto 
del gobierno, fue modificada ante posiciones muy fuertes, ex­
presadas no sólo por los parlamentarios, sino por diversos grupos 
de las regiones, incluyendo a las comunidades de base. Por ejemplo, 
la propuesta de ampliar la jurisdicción de la CDMB a todo el 
departamento de Santander, no encontró ninguna acogida a nivel 
regional. Directivos de esa corporación, representantes políticos, 
del sector privado y de organismos cívicos de Bucaramanga se 
opusieron a ella, y buscaron que su corporación quedara con los 
límites originales, posición defendida desde antes de la presentación 
del proyecto gubernamental y que finalmente se abrió paso. Así 
fue como surgió la Corporación de Santander para sustituir al 
Inderena en el resto del departamento, que comprende 78 
municipios. 

Algo similar ocurrió en Cornare, cuyas fuerzas regionales se 
hicieron presentes en un foro para defender los límites actuales de 
la corporación, y no permitir que se ampliara a los 80 municipios 
de Antioquia que eran jurisdicción del Inderena. Por eso se creó la 
Corporación Autónoma Regional de Antioquia (Corantioquia), que 
básicamente incorpora esos municipios. Igualmente, en la hermosa 
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región caribeña de Capurganá tuvo lugar un foro organizado por 
grupos representativos del Chocó, en el cual se opusieron a que 
algunos municipios de ese departamento fueran incorporados a 
Corpourabá, posición que también fue aceptada. 

Así pues, lo que parecía deseable y razonable para el gobierno 
no lo fue para la gente de las regiones, que prefirió mantener el 
statu quo, basada en muy diversas motivaciones. Hay que reconocer 
que trabajaron de manera intensa para lograrlo y tuvieron éxito 
en su cometido. Los chocoanos arguyeron, en forma reiterada y 
vehemente, que admitir la sustracción de algunos municipios de 
la jurisdicción de Codechocó para transferirlos a Corpourabá, sería 
el principio de la desmembración del departamento del Chocó. Los 
antioqueños y los santandereanos afirmaron que Cornare y la CoMB 
habían demostrado una gran eficiencia, que podría peligrar me­
diante su transformación. 

Como resultado de este tipo de intervenciones, todas las 
corporaciones que existían antes de la sanción de la ley sobre­
vivieron, a excepción de la del Putumayo. De las 17 que continua­
ron existiendo, siete conservaron su jurisdicción, siete la aumen­
taron para cubrir áreas que eran jurisdicción del Inderena y tres 
disminuyeron su territorio para delegarlo en la nueva corporación 
de la Sierra Nevada de Santa Marta. 

En muchos casos, el cambio de las jurisdicciones de las cor­
poraciones existentes fue conflictivo. El de la CAR fue uno de 
los más controvertidos, a tal punto que la plenaria del Sen ado 
tuvo que conformar una comisión, para que se conciliaran las 
diversas posiciones de los congresistas de Boyacá y Cundina­
marca. 

La Cvc fue objeto de gran controversia con la dirigencia del 
Valle del Cauca, en particular con el influyente comité empresarial 
de ese departamento. La propuesta del proyecto del gobierno, de 
especializar la corporación en la gestión ambiental y separar en 
una institución diferente las funciones de generación y distribu­
ción eléctrica, cau só una gran insatisfacción. Pero éste era un 
principio organizativo para todas las corporaciones, que debía 
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aplicarse también a la Cvc y finalmente fue aprobado y sancio­
nado. En el departamento se discutió de manera amplia el tema, 
especialmente en dos foros previos a la sanción de la ley y otro 
después de ésta, organizados por iniciativa de la senadora Claudia 
Blum. Los tres encuentros, con una amplia participación y repre­
sentación de los diversos sectores vallecaucanos, fueron muy 
constructivos. El último, realizado en mayo de 1994, discutió la 
estructuración de la nueva Cvc y la destinación del patrimonio 
que se liquidaría, correspondiente a la actividad eléctrica. 

El tema de la jurisdicción de la Cvc causó una gran polémica. 
Los caucanos deseaban, de tiempo atrás, adicionar a la Corpora­
ción Regional del Cauca (CRc) los municipios del norte del depar­
tamento que estaban bajo jurisdicción de la Cvc, correspondientes 
al embalse de Salvajina. Precisamente, el representante Juan José 
Chaux promovió la citación de la Comisión V al director de la Cvc, 
Juan Fernando Bonilla, en mayo de 1992, para cuestionar a fondo 
la labor adelantada por la corporación en los municipios cau­
canos. 

Los congresistas Juan José Chaux y Aurelio Iragorri promo­
vieron, con éxito, la anexión de esos municipios a la jurisdicción de 
la CRc, hecho con el cual estuvo de acuerdo la Cvc, tal como lo 
manifestó su director en documento enviado a la senadora Blum. 
En él afirma que lo más deseable para la corporación sería manejar 
exclusivamente los municipios del departamento del Valle. Pero la 
pérdida de los municipios caucanos causó una reacción negativa 
en el sector empresarial del Valle. Inexplicablemente, el director 
de la Cvc llegó a afirmar en declaraciones al diario El País que eso 
había ocurrido por indolencia de la senadora Blum, quien respondió 
con una airada comunicación, donde le recordaba que la posición 
asumida por ella se basaba en la propuesta efectuada por el mismo 
Bonilla, en el mencionado documento y en reuniones personales 
con él90• 

90 Carta de Juan Fernando Bonilla a Claudia Blum, Cali, marzo 18 de 1993. Reportaje 
a Bonilla en el diario El País, agosto 30 de 1993. Carta de Claudia Blum a J.F. Bonilla, 
Santa Fe de Bogotá, septiembre 1 de 1993. 
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Pero, al tiempo que la Cvc perdió esta jurisdicción, ganó la del 
andén vallecaucano del Pacífico. Así, conjuntamente con Cor­
ponariño y la CRc, derrotó el proyecto de crear la corporación del 
sur del Pacífico, que incorporaba los municipios ubicados en esa 
región y correspondientes a los departamentos del Valle, Cauca y 
N ariño. Esta propuesta, presentada en el pliego de modificaciones 
de la Comisión V, no fue aprobada. Revivida y sometida a la plenaria 
del Senado por el representante Panchano, tampoco logró pasar. 
Al igual que la propuesta de crear una corporación para el Macizo 
Colombiano, ésta correspondía a una realidad biogeográfica y fue 
derrotada por la concepción departamental. 

Pero el criterio de los límites político-administrativos predomi­
nó en otros casos. Así, los parlamentarios de Sucre se opusieron a 
que este departamento se hiciera parte de la Corporación del Valle 
del Sinú (Cvs), por lo cual se creó la Corposucre. Pero esta última 
sería posteriormente disgregada en dos en la Cámara, para la 
creación de Corpomojana. 

A su vez, los parlamentarios de Atlántico y Bolívar se opusieron 
al establecimiento de una sola corporación para estos dos departa­
mentos, tal como se proponía en el proyecto gubernamental. En el 
caso del Atlántico, se previó una corporación para ese departa­
mento. En Bolívar, el Senado aprobó tres corporaciones: Montes 
de María, Cartagena y Canal del Dique, y Sur de Bolívar. La 
primera, propuesta por el senador Carlos Espinosa Faciolince y 
que correspondía a un área biogeográfica, fue posteriormente 
eliminada en la Cámara. En la creación de la segunda tuvo mucho 
que ver el senador Rodolfo Segovia y, sin duda, tiene sentido, no 
sólo desde el punto de vista biogeográfico, sino también en consi­
deración a la necesidad de especializar una entidad en la resolución 
de los graves problemas ambientales de Cartagena, su bahía, las 
islas del Rosario y el Canal del Dique. 

Algunas corporaciones participaron muy activamente en la 
elaboración y discusión del proyecto a nivel del Senado y la Cámara, 
tal como ha sido ya anotado. Fue el caso de la Cvc y de la CAR, que 
elaboraron amplios memorandos de observaciones a los borradores 
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del proyecto de ley del gobierno y al proyecto aprobado por el 
Senado. De la misma manera, la Corporación del Putumayo tuvo 
una amplia participación para defender su existencia. También 
Cornare intervino muy intensam~nte, en relación con su juris­
dicción y la transferencia de los recursos procedentes del sector 
eléctrico. 

La Corporación Autónoma Regional de Risaralda (Carder) tam­
bién participó activamente, a través de su director José Horacio 
López. Una de sus intervenciones más notorias fue la que promovió 
la modificación del artículo introducido en el Congreso para colocar 
en cabeza de los municipios con más de 300.000 habitantes las 
funciones previstas para las corporaciones. Quería evitar así la 
previsión, según la cual, el 50 por ciento de la contribución del 
predial ingresaría a esas ciudades, lo que para esa corporación 
significaría la pérdida de ingresos considerables. El cabildeo con 
los parlamentarios de Risaralda fue tan efectivo, que el artículo 
correspondiente tuvo que modificarse. De ahí que sólo se adju­
dicara la autoridad ambiental y el correspondiente traslado del 50 
por ciento de la contribución del predial a las ciudades de más de 
un millón de habitantes. 

En síntesis, el proceso de definición del número de corpora­
ciones y sus límites obedeció a muy diversas motivaciones, con 
frecuencia superpuestas, que incluyen, entre otras: la tradición y 
costumbre de unas corporaciones que ya existían, los intereses de 
la gente de la región, los criterios ambientales, los intereses político­
administrativos, y los intereses político-burocráticos. Al hacer un 
balance, un buen número de las corporaciones contempladas en 
la ley obedecen a criterios ambientales, muchas más de las que la 
opinión pública sospecha, no obstante que las motivaciones 
primarias hayan podido surgir de intereses puramente cliente­
listas. 

DUDAS DE LA OPINIÓN PÚBLICA SOBRE LAS CORPORACIONES 

Durante el debate se oyeron algunas voces que manifestaron dudas 
sobre la competencia de las corporaciones, como entidades idóneas 
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para la gestión ambiental a nivel regional. Así lo expresaron en su 
momento, por ejemplo, los columnistas del periódico El Tiempo, 
Jaime Arias Ramírez y Rafael Santos. Así lo repitió también, en 
forma incesante, el ecologista Andrés Hurtado. Una vez aprobada 
la ley, El Espectador, en su editorial del 21 de diciembre, anotó91 : 

"la gran preocupación es que la gestión del nuevo Ministerio del Medio 
Ambiente esté limitada a coordinar las políticas de las corporaciones 
autónomas regionales, en las cuales radicará la espina dorsal de la protección 
del medio ambiente en Colombia. Ahora bien, si a esta inquietud le sumamos 
los criterios políticos, burocráticos, técnicos y hasta regionales, que se 
expusieron durante la discusión y aprobación de la ley, nos es dable concluir 
que esta nueva instancia político-administrativa tendrá que estar tutelada 
muy de cerca por el Presidente de la República, así como por los medios de 
comunicación y todos los sectores verdaderamente interesados en la 
conservación del medio ambiente, si es que el país no quiere ver en este 
nuevo ministerio otra fuente inagotable de burocracia, ineficiencia y 
corrupción" . 

Como comentario a este editorial, anoté: 

"Es necesario subrayar que la nueva ley prevé una amplia participación de 
representantes de la sociedad civil en la dirección de las corporaciones 
autónomas regionales. En sus juntas directivas tendrán asiento dos 
representantes de las organizaciones ambientales no gubernamentales, un 
representante de las minorías étnicas y dos representantes del sector privado. 
Ellos tendrán, entonces, la grave responsabilidad de garantizar a sus 
representados que las corporaciones sean dotadas con una alta capacidad 
técnica, con una organización eficiente y no burocratizada y con unos 
procesos transparentes para la fijación de sus prioridades y su 
administración. Se podría afirmar que muchos de quienes hoy hacen malos 
augurios sobre el nuevo ministerio y las corporaciones, parecen no darse 
cuenta que su construcción y futuro desarrollo están también en sus 
manos"92• 

91 El Espectador, diciembre 22, 1993, pág. 2A. 
92 El Espectador, Carta del Día, diciembre 23, 1993, pág. 4A. 
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CORPORACIONES AUTÓNOMAS, PERO CON CIERTO CONTROL 

DEL MINISTERIO 

En efecto, una de nuestras mayores preocupaciones fue la de buscar 
la representación de la sociedad civil en el consejo directivo de las 
corporaciones, como mecanismo para el control de su gestión. El 
texto de la ley (artículo 26) prevé dos representantes de las 
organizaciones ambientales no gubernamentales, dos repre­
sentantes del sector privado y un representante de las comu­
nidades negras e indígenas. Pero a este texto final se llegó después 
de un intrincado proceso. El proyecto del gobierno incluía un 
representante del sector privado y uno de las organizaciones no 
gubernamentales. En el Senado, se acordó incluir un represen­
tante de las minorías étnicas. En la Comisión V de la Cámara, 
como resultado del cabildeo, el sector privado logró un represen­
tante adicional. Se sumó, entonces, por iniciativa del gobierno, un 
representante de las organizaciones no gubernamentales, con el 
argumento de buscar la simetría. 

Así como la sociedad civil cuenta con sendos representantes en 
el consejo directivo, las autoridades de las entidades regionales 
(alcaldes y gobernadores) y el gobierno nacional, están también 
debidamente representados. Pertenecen al consejo directivo, el 
gobernador o gobernadores de los departamentos donde ejerza 
jurisdicción la corporación, un representante del Presidente, un 
representante del ministro del Medio Ambiente, y hasta cuatro 
alcaldes elegidos por la asamblea corporativa, principal órgano de 
la dirección, integrada por todos los representantes legales de las 
entidades territoriales de la jurisdicción de la corporación. 

La presencia de los alcaldes y gobernadores en el consejo 
directivo se propuso en el proyecto del gobierno, pero los senadores 
ponentes dieron a la constitución y gobierno de las corporaciones 
un carácter corporativo, para hacerlas más autónomas y demo­
cráticas. Se partió de la idea de descentralizar en las regiones la 
gestión ambiental, en consonancia con los mandatos constitu­
cionales que otorgan a las entidades territoriales responsabilidades 
concretas en esta materia. 
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El sistema de gobierno de las corporaciones, básicamente en 
manos de los gobiernos departamentales y municipales y de la 
sociedad civil con una representación minoritaria del gobierno 
central, se derivó también de la autonomía administrativa y finan­
ciera que se le otorga a las corporaciones en la Constitución. 
Autonomía que las regiones vieron vulnerada en el proyecto del 
gobierno, tal como se expresó en las diferentes críticas que se le 
hicieron. 

Precisamente, la modalidad de nombramiento de los directores 
de las corporaciones fue uno de los asuntos más controvertidos. 
De su designación por el Presidente de la República, en el proyecto 
del gobierno, se pasó a su elección por el consejo directivo, pro­
puesta en el pliego de modificaciones de la Comisión V del Senado, 
como respuesta a la insistente crítica, según la cual, aquélla era 
una clara expresión del centralismo y vulneraba la autonomía de 
las corporaciones. La modalidad de designación del director por el 
consejo directivo sufrió intentos de modificación por parte del 
representante Chaux, al proponer que la función del consejo se 
limitara a elegir y presentar una terna de candidatos al Presidente 
de la República. A partir de ella, el Presidente designaría al director, 
por considerar que, de otra forma, podría generarse una politización 
excesiva e inconveniente. Esta iniciativa, que el gobierno apoyó, 
fue derrotada ampliamente en el Congreso. 

En el pliego de modificaciones presentado a la Comisión V del 
Senado y en los debates que siguieron, se dio una nueva expresión 
a la autonomía. Ésta se refleja no sólo en el procedimiento de 
designación de los directores, sino en el desarrollo de su naturaleza 
jurídica, que además fue precisada en el decreto reglamentario 
respectivo, expedido en los primeros días de agosto de 1994. La 
autonomía de las corporaciones se expresa, por ejemplo, en el hecho 
de que el ministerio no ejerza sobre ellas una tutela administrativa 
y financiera y en que las corporaciones puedan definir la destinación 
de sus recursos propios. 

Al mismo tiempo, sin embargo, el ministerio fue dotado con 
diversos mecanismos de control de gestión sobre las corporaciones. 
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Lo interesante es que esas funciones se introdujeron de manera 
paulatina en el proyecto de ley, sin suscitar mayor controversia. 

Solamente en la Comisión V de la Cámara, los representantes 
del Chocó y la Amazonia objetaron, por centralista, la disposición, 
conforme a la cual, las corporaciones especiales se abstendrían de 
cumplir aquellas funciones que el ministerio se reservara para sí, 
sin duda, un formidable instrumento de control de gestión. Después 
de complejas negociaciones con el senador Sorzano y Eduardo 
Uribe, funcionario del DNP, los parlamentarios convinieron en que 
las corporaciones del Chocó y la Amazonia podrían exceptuarse de 
esta disposición y la sustituirían por el requerimiento del ministerio 
de otorgar un visto bueno previo a los permisos forestales y a las 
licencias para la red vial y la actividad minera, concedidas por 
estas corporaciones. De cualquier modo, esta orientación es aun 
más centralista que la que los parlamentarios pretendieron eli­
minar. 

Otra función de control de gestión del ministerio sobre las 
corporaciones, la de intervenir discrecionalmente en el proceso del 
otorgamiento de las licencias ambientales bajo responsabilidad de 
ellas, únicamente fue objeto de críticas e intento de modificación 
por parte de los voceros del sector privado, cuando ya estaba a 
consideración de la Cámara. Modificación que resistimos solida­
riamente con los ponentes, y en particular con los representantes 
Chaux y Torres. Esta función de "intervención discrecional" fue 
introducida por el senador Sorzano en el pliego de modificaciones, 
en sustitución de la función de intervención general, prevista por 
el proyecto gubernamental, por considerar que esta última no tenía 
viabilidad política en el Congreso. Razón tuvo el ponente, pues 
tan importante instrumento se abrió paso fácilmente, quizá por el 
carácter técnico de su redacción. 

Los INSTITUTOS DE INVESTIGACIÓN: DE NINGUNO A CINCO 

La Ley 99 de 1993 dispuso la conformación de cinco institutos de 
investigación, con el fin primordial de adelantar las investigaciones 
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y producir la información requerida por el ministerio para la 
formulación de la política ambiental. El Instituto de Hidrología 
Meteorología y Estudios Ambientales (Ideam), el Instituto de 
Investigaciones Marinas y Costeras, •aose Benito Pérez de An­
dreis" (Invernar); el Instituto de Investigación de Recursos Bioló­
gicos ''Alexander von Humboldt"; el Instituto Amazónico de Inves­
tigaciones (Sinchi) y el Instituto de Investigaciones del Pacífico, 
'aohn von Newmann". 

Su creación despertó gran polémica al interior del gobierno. 
Como gerente del Inderena, compartí con el DNP la idea de no crear­
los por ley sino, más bien, desarrollar la capacidad científica y 
tecnológica mediante la utilización de los mecanismos previstos 
por la Ley de Ciencia y Tecnología, que había sido promulgada 
recientemente. Ese criterio no fue compartido por los técnicos del 
Inderena, liderados por el doctor Jorge Hernández Camacho, Mario 
Avellaneda, Alfonso Mantilla y los investigadores de la Unidad 
Investigativa Federico Medem (Unifem), quienes consideraban 
necesario contar, por lo menos, con un instituto de investigación, 
adscrito al ministerio. 

A finales de 1991, cuando comenzábamos a discutir los borra­
dores del proyecto presentado por Juan Carlos Esguerra, plantea­
mos la propuesta de adscribir al ministerio un instituto, creado a 
partir del área de hidrometeorología del Instituto de Hidrología y 
Meteorología (Himat) y del Instituto Geográfico Agustín Codazzi 
(IGAC), con el propósito de darle apoyo científico y tecnológico al 
ministerio. Simultáneamente, presentamos la propuesta de 
adscribir el Institu to Nacional de Pesca y Acuicultura (INPA), con 
el fin de tener un control directo sobre el aprovechamiento de este 
recurso. 

Estas propuestas surgieron de una reunión interna del Indere­
na en Iguaque y del proceso de análisis que se había hecho con -
juntamente con el DNP, y que habían sido planteadas por diferente 
técnicos desde que se inició la discusión de la creación del 
ministerio. Además, la transferencia o subordinación, en todo o en 
parte, del lGAc y el Himat, había sido contemplada cada vez que se 
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estudiaba la reorganización del sector ambiental. Así lo ilustra 
el proyecto de exposición de motivos del año 1979, que planteó 
la transferencia de estos dos institutos a la autoridad ambien­

tal. 
La reacción de la ministra de Agricultura, María del Rosario 

Sintes, fue muy negativa, al considerar que el Himat y el Inpa 
eran institutos claves para esa cartera y, por consiguiente, no se 
podían desmembrar ni transferir. Encontraba "exótico" que un 
miembro del ministerio, como era el gerente del Inderena, quisiera 
atentar contra la integridad de esa institución. Se creó una situa­
ción tensa y difícil que Armando Montenegro, en particular, trató 
de calmar por todos los medios. Al final se impuso el punto de 
vista de la ministra y el proyecto de ley del gobierno no propuso 
institutos de apoyo científico y tecnológico. Tampoco, la adscripción 
del Inpa. 

En el pliego de modificaciones presentado a la Comisión V del 
Senado se previeron tres institutos. El lGAC, al cual se le adicionaba 
el área de hidrometeorología del Himat, que tendría a su cargo la 
investigación sobre el medio ambiente físico, continuaría adscrito 
al Ministerio de Hacienda y dependería funcionalmente del Minis­
terio del Medio Ambiente en todos los asuntos bajo su responsabi­
lidad, a excepción del levantamiento catastral, que dependería de 
Hacienda. Se creaba el Instituto von Humboldt para los estudios 
sobre biodiversidad, en todo el territorio continental de la Nación, 
y se adscribía el Invernar, como responsable de la investigación del 
ambiente marino en los dos océanos. 

La adscripción y creación de estos institutos fue, en parte, el 
resultado de los foros realizados y de las consultas efectuadas por 
el senador Sorzano con diversos grupos, como el de Unifem del 
Inderena. Además, el senador había efectuado una consulta con el 
ministro de Hacienda sobre el asunto del IGAC en la cual se acordó 
incluir la propuesta en el pliego. Sin embargo, la reacción de la 
gerencia del lGAC y de otros funcionarios del Ministerio de Hacienda 
fue una ofensiva tan efectiva en su contra, que al final de todo el 
proceso solamente se transfirieron unos pequeños programas de 
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investigación sobre aspectos biofísicos, reforma puramente 
nominal. El !GAc, en su integridad, permanecía así en el Ministerio 
de Hacienda, no obstante los esfuerzos que algunos senadores 
hicieron en un principio, con el fin de respaldar la propuesta de los 
ponentes. En últimas, el Ministerio de Hacienda consideraba muy 
arriesgado perder el control sobre los instrumentos de levanta­
miento y formación catastral. 

A raíz de esa polémica, se resolvió conformar una nueva entidad, 
el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales 
(Ideam), 

"encargado del levantamiento y manejo de la información científica y técnica 
sobre los ecosistemas que forman parte del patrimonio ambiental del país, 
así como de establecer las bases técnicas para clasificar y zonificar el uso 
del territorio nacional para los fines de planificación y el ordenamiento del 
territorio" . 

El ldeam quedó encargado, entre otras funciones, de los 
estudios, procesamiento y divulgación de los temas relacionados 
con hidrología y meteorología, al serle transferidas las funciones e 
infraestructura del Himat. La reforma había encontrado un eco 
positivo en el ministro de Agricultura José Antonio Ocampo, quien 
reemplazó a María del Rosario Sintes. 

El ldeam, aprobado en el Senado, fue posteriormente objeto de 
ajustes en la Cámara, como fruto, en buena parte, de las inter­
venciones de los gremios profesionales de las áreas de hidrología y 
meteorología, de los técnicos del Himat, y de la gerencia de 
Ingeominas, que colaboró muy efectivamente en la definición de 
las formas de trabajo y las competencias del nuevo instituto en 
materia de aguas subterráneas. 

Otros dos institutos surgieron en el debate de la Comisión V 
del Senado y finalmente fueron incluidos en la Ley 99 de 1993: el 
Instituto Amazónico de Investigaciones (Sinchi) y el Instituto de 
Investigaciones Ambientales del Pacífico '~ohn von Newmann", 
ambos encargados de adelantar investigaciones científicas y téc­
nicas sobre la biodiversidad de esas regiones y desarrollar paquetes 
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tecnológicos para su aprovechamiento sostenible. Estas respon­
sabilidades habían sido puestas en cabeza de las corporaciones de 
la Amazonia y del Chocó, en el pliego de modificaciones, puesto a 
consideración de la Comisión V del Senado. Pero, en la Cumbre de 
Gobernadores Amazónicos, realizada en Florencia, se recomendó 
separar en instituciones diferentes las funciones de gestión 
ambiental de las de investigación, idea ampliamente defendida por 
la Corporación Araracuara y que encontró eco en el viceministro 
de Agricultura, Santiago Perry. 

Así pues, la idea de crear una gran corporación amazónica en 
la cual se integraran las funciones de gestión, investigación, desa­
rrollo y difusión de tecnologías, defendida por los ponentes Blum 
y Sorzano, el DNP y el Inderena, no fue acogida. La gran Corpo­
ración Amazónica quedó dividida en dos corporaciones regionales 
y un instituto de investigación. Se dispuso que este último se creara 
con base en la transformación de la Corporación Araracuara, 
especializada en la investigación amazónica. 

El Instituto de Investigaciones del Pacífico nació como conse­
cuencia del debate que dio origen al Instituto Amazónico. Los 
parlamentarios de la región plantearon que no existía razón algu­
na para no dotar de un instituto especializado a la otra región co­
lombiana, caracterizada por su gran biodiversidad. Como base para 
la creación del instituto, se tomó la decisión de incorporarle el 
Proyecto Biopacífico. 

Naturalmente, al crear estos dos últimos institutos se redujo la 
jurisdicción del Von Humboldt para que se ocupara, en forma 
exclusiva de las regiones no cubiertas por ellos. 

En el debate de los institutos, que se inició con la presentación 
del pliego de modificaciones a la Comisión V, participaron dife­
rentes representantes de la comunidad científica; entre ellos, la 
Comisión de Medio Ambiente y Hábitat del Consejo de Ciencia y 
Tecnología. La Comisión organizó un foro patrocinado por Colcien­
cias en Villavicencio, con una amplia participación, análisis y 
recomendaciones sobre el pliego. 
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El debate no estuvo exento de puntos polémicos, como la 
reiterada iniciativa del Instituto de Recursos Naturales de la Uni­
versidad Nacional, para que éste hiciera las veces del Von Hum­
boldt, o la de la Universidad del Amazonas, en busca de un trata­
miento preferencial al interior del Sinchi, propuestas que no fueron 
aceptadas. 

Una vez puesto en marcha el ministerio, en febrero de 1994 
solicitamos a la Comisión de Medio Ambiente y Hábitat la 
elaboración de los proyectos de los decretos reglamentarios de los 
institutos de investigación, y para ello encargamos de la secretaría 
técnica de tan delicada labor a Colciencias, en cabeza de Orlando 
Sáenz, y a la Universidad Nacional, en cabeza de Pablo Leyva y 
Julio Carrizosa Umaña, este último, director del Instituto de 
Estudios Ambientales de esa universidad (Idea)93 • 

MEJORAS A LAS LICENCIAS AMBIENTALES 

Como se mencionó, en opinión del Inderena las funciones referentes 
al otorgamiento de las licencias ambientales no tenían la suficiente 
claridad en el pliego de modificaciones presentado ante la Comisión 
V del Senado, por lo cual era necesario introducir algunas reformas. 

El título sobre licencias ambientales modificó la legislación 
existente sobre la materia, e introdujo innovaciones para el desa­
rrollo de este instrumento, en particular el diagnóstico ambiental 
de alternativas y la licencia ambiental única. El primero busca 

93 Como resultado de esta labor, se expidió el Decreto 1276 del 21 de junio de 1994, 
"por el cual se organiza y reestructura el Instituto de Investigaciones marinas y 

Costeras José Benito Vives de Andreis (Invermar); el Decreto 1277 del 21 de junio 
de 1994 "por el cual se organiza y establece el Instituto de Hidrología, Meteorología 
y Estudios Ambientales (Ideam)"; el Decreto 1600 del 27 de julio de 1994 por el cual 
se "reglamenta parcialmente el Sistema Nacional Ambiental (Sina) en relación con 
los sistemas nacionales de investigación ambiental y de información ambiental"; y 

el Decreto 1603 por el cual se organizan y establecen los institutos de Investigación 
de Recursos biológicos "Alexander von Humboldt", el I nstituto Amazónico de 
Investigación (Sinchi) y el Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico 'aohn 
von Newmann" . 
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que la autoridad ambiental señale, desde las tempranas fases de 
planeación de los proyectos de gran envergadura, la alternativa o 
alternativas de menor impacto, sobre las cuales deberá elaborarse 
el correspondiente estudio de impacto ambiental, antes de otorgarse 
la respectiva licencia. La subgerente de medio ambiente del 
Inderena, María Teresa Szauer, sugirió que ésta podría ser la 
ocasión para introducir en la ley el concepto del "diagnóstico am­
biental de alternativas", que veníamos estudiando en el último 
año, como un instrumento de enormes potenciales para el 
ordenamiento territorial. Su recomendación se relacionaba con el 
debate vigente sobre proyectos complejos que estaban pendientes, 
como la denominada carretera del Tapón del Darién y la Marginal 
de la Selva. Además, María Teresa Szauer venía estudiando con la 
Fundación para la Defensa del Interés Público (Fundepúblico) una 
posible reglamentación de las licencias ambientales, ante la urgencia 
de que su trámite fuera ágil y transparente. 

Los gremios, liderados por la Asociación Nacional de Indus­
triales (Andi), veían la necesidad de introducir en el proyecto de 
ley la modalidad de la licencia ambiental única, en la cual, además 
de la viabilidad ambiental, se otorgaban todas las concesiones, 
permisos y autorizaciones para el uso de los recursos naturales 
renovables, requeridos por la obra o actividad en cuestión. Ésta 
era una reacción natural del sector productivo en contra del papeleo 
y la tramitología a que se había visto sometido en razón del sistema 
imperante. 

El sector productivo estaba interesado en que se fijaran en la 
ley procedimientos claros, se establecieran plazos a la autoridad 
ambiental para otorgar las licencias y se previera el silencio 
administrativo. Este último advierte que, en caso de que la autori­
dad competente no se pronuncie sobre la solicitud de licencia 
ambiental, ésta será concedida en forma automática. Era también 
la reacción contra las demoras y dilaciones que tomaba con 
frecuencia la autoridad ambiental. 

El sector petrolero expresó interés en los anteriores puntos, así 
como en el de la licencia global para la exploración y la explotación, 



LA RECTA FINAL DE LA REFORMA EN EL CONGRESO 223 

como alternativa del sistema de "licencia pozo por pozo". La British 
Petroleum entregó, a través de la Andi, un proyecto altamente 
reglamentario. 

Fueron muchos los debates y discusiones sobre las licencias, 
previas a la última sesión de la Comisión V del Senado, en la cual 
se introdujo la propuesta de dedicar un título especializado al 
respecto. Pero ese día, el ponente Luis G. Sorzano no tenía el 
proyecto por escrito, por lo cual debió dictarlo de memoria con 
base en algunas anotaciones. El título quedó incorporado, pero 
con muchos problemas. Fue objeto de múltiples críticas y contro­
versias, por parte de los gremios productivos y de algunas em­
presas, como Empresa Colombiana de Petróleos (Ecopetrol), que 
adelantaron un intenso cabildeo. Finalmente, en la Comisión V de 
la Cámara se le hicieron ajustes considerables, con lo cual se logró 
un avance en la legislación sobre la materia. 

Con base en el acopio de la documentación y las discusiones, 
redactamos con Eduardo Uribe el proyecto para sustituir el título. 
Con Sorzano introdujimos nuevos ajustes y él le dio la forma 
jurídica. Al comparar el título respectivo de la ley, con el borrador 
presentado por María T. Szauer, a principios de octubre de 1993, 
se observa que en su concepción tuvo una influencia definitiva el 
Inderena, merced a haber sido la entidad estatal con mayor 
experiencia en el otorgamiento de las licencias ambientales y en el 
desarrollo de las normas sobre el particular, contempladas en el 
Código Nacional de los Recursos N aturales94 • 

Con el fin de introducir el silencio administrativo positivo, 
hicieron un gran lobby diversos representantes del sector manu­
facturero, minero y de vías. Ni los ponentes ni el gobierno acep­
taron la propuesta, por considerar que es inconstitucional y atenta 
contra un derecho colectivo que podría ser violado, por ejemplo, 
por el silencio producido por la omisión, involuntaria o malinten­
cionada, de un funcionario público. 

94 Borrador No. 2, t ítulo de licencias ambientales, subgerencias de m edio ambiente 
de l Inderena, octubre 3, 1993. 
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Sin embargo, el grupo de los gremios privados nunca quiso 
entender esta razón y defendió fuertemente la necesidad de 
incorporar esa figura legal. Por fortuna para la salud ambiental 
del país, no lo lograron. No obstante, en la ley del Ministerio de 
Transporte, aprobada posteriormente a la del Ministerio del Medio 
Ambiente, se incorporó el silencio administrativo para el caso de 
las vías, artículo que luego cayó por vicios de inconstitucionalidad. 

ALIADOS Y ENEMIGOS DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

Las audiencias públicas administrativas sobre decisiones ambien­
tales, que pueden realizarse en el caso del otorgamiento de los 
permisos para la utilización de los recursos naturales renovables y 
de las licencias ambientales, fueron quizá uno de los artículos que 
más oposición encontraron por parte del sector privado y de algunas 
entidades estatales. 

Fueron muchos los pronunciamientos en contra de las audien­
cias públicas, por temor a que se prestaran para abusos por parte 
de la ciudadanía. No se aceptó la propuesta de precisar y restringir 
sus alcances, puesto que las audiencias son un mecanismo 
fundamental de participación, acorde con la Constitución del 91. 
Pueden ser instauradas como parte del proceso para adjudicar 
licencias o permisos ambientales, por convocatoria que pueden 
hacer las autoridades públicas señaladas en la ley, o por lo menos 
cien personas o tres entidades sin ánimo de lucro95

• 

Tampoco se aceptó la propuesta de modificar sustancialmente 
el artículo referente al 

"derecho de cualquier persona natural o jurídica, pública o privada, sin 
necesidad de demostrar interés jurídico alguno, a intervenir en las actua­
ciones administrativas iniciadas para la expedición, modificación o 
cancelación de permisos o licencias de actividades que afecten o puedan 
afectar el medio ambiente, o para la imposición o revocación de sanciones 
por el incumplimiento de las normas y regulaciones ambientales"96• 

95 Artículo 72, Ley 99 de 1993. 
96 Artículo 69. Ley 99 de 1993. 
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Representantes del sector privado, minero y manufacturero, 
propusieron establecer el derecho de intervención solamente cuan­
do mediara un interés jurídico, propuesta que no aceptamos, dado 
que el artículo se basa en el mandato constitucional que consagra 
el derecho a un medio ambiente sano como un derecho colectivo. A 
partir de este fundamento, se mantuvo el derecho de cualquier 
ciudadano a participar en la convocatoria y en el desarrollo de las 
audiencias públicas, que quiso también ser restringido a los casos 
en que mediara un interés jurídico. Las discusiones al respecto, en 
las oficinas de los congresistas y en los corredores de la Comisión 
V, fueron cruciales y bastante acaloradas. 

En contraste, otros mecanismos de participación de la sociedad 
civil no causaron mayor controversia. Por recomendación de 
diversos grupos de la sociedad civil, se abrió la participación a los 
representantes de diferentes sectores en el Consejo Nacional del 
Ambiente, no prevista en el proyecto del gobierno ni en el pliego 
de modificaciones presentado en la Comisión V del Senado. Pero 
el número de miembros del Consejo fue aumentando en la medida 
en que avanzaba el trámite. Siempre faltaba algún miembro, a 
consideración de algún parlamentario, funcionario del gobierno o 
representante del sector privado o de las organizaciones no 
gubernamentales. De 11 que se proponían en el proyecto guber­
namental, se pasó a 18 en el proyecto aprobado en el Senado, y a 
25 en el proyecto aprobado en la Cámara, número que finalmente 
quedó en la ley97

• 

Como se recordará, el Consejo Nacional Ambiental se incorporó 
en el proyecto de ley gubernamental, como un eco del proyecto del 
DNP de reorganizar el sector mediante la modalidad de la Comisión 
Nacional Ambiental. En un principio, era concebido como un 
espacio estrictamente gubernamental. En los primeros borradores 
del proyecto del gobierno su perfil era tan fuerte que prácticamente 
aparecía como una especie de junta directiva, por encima del 
ministro. En la medida en que avanzó la discusión al interior del 

97 Artículo 13, Ley 99 de 1993. 
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gobierno, se le fueron eliminando múltiples funciones decisorias, 
hasta quedar con unas pocas en áreas puntuales y algunas como 
cuerpo asesor y de coordinación. Finalmente, en el Congreso, le 
fueron suprimidas las funciones decisorias para quedar como un 
cuerpo exclusivamente asesor98 • 

Durante la discusión de la ley, se había visto la necesidad de 
establecer algún mecanismo asesor y de consulta del ministro, con 
los sectores productivos en materia de la definición de normas 
ambientales y de la política ambiental. Tema este que siempre había 
preocupado a Armando Montenegro quien, para explicar su 
iniciativa, decía que era necesario crear una especie de "junta 
monetaria de lo ambiental". Pero el Consejo Nacional Ambiental, 
dado su tamaño, parecía poco práctico para ese fin. El DNP propuso 
la creación del Consejo Técnico Asesor, iniciativa que tuvo buena 
acogida y que se abrió paso fácilmente en la Comisión V de la 
Cámara. Este Consejo, responsable de presentar recomendaciones 
al ministro del Medio Ambiente sobre las políticas y regulaciones 
ambientales, está conformado por un representante del gobierno, 
tres representantes del sector productivo y dos representantes de 
las universidades. Quedaba así consagrado otro poderoso ins­
trumento de participación de la sociedad civil. 

La primera responsabilidad del Consejo Técnico Asesor se refirió 
a la reglamentación de las licencias ambientales. El proceso de 
concertación con los gremios de la producción terminó felizmen­
te. Allí se demostró la contribución positiva y necesaria que brindan 
los mecanismos de participación de la sociedad civil a la gestión 
ambiental. 

Los gremios de la producción, al finalizar el gobierno del presi­
dente César Gaviria, en comunicación dirigida al ministerio, ex­
presaron su "profunda satisfacción con el mecanismo de consulta 
y concertación puestos en marcha, a través del Consejo Técnico 
Asesor de Política y Normatividad Ambiental, presidido por el 

98 Artículo 14. Ley 99 de 1993. 
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viceministro Eduardo Uribe99• Pese a algunas diferencias de 
opinión, naturales en un proceso serio como el puesto en marcha, 
el proyecto de decreto reglamentario del título VIII, sobre licencias 
ambientales, de la Ley 99 de 1993, fue enriquecido por el inter­
cambio de ideas entre el ministerio y los representantes de las 
universidades, los sectores industrial, agrícola y minero-petrolero, 
y los invitados permanentes del Ministerio de Salud, Ecopetrol y 
del Consejo Empresarial para el Desarrollo Sostenible (Cecodes). 
Consideramos que con la puesta en marcha del Consejo y de las 
discusiones que en su seno seguirán teniendo lugar, se ha sentado 
un importante precedente en la acción del Estado colombiano". 

A nivel regional, como antes se examinó, quedó establecida una 
amplia participación de la sociedad civil en los consejos directivos 
de las corporaciones. Con éstos y los demás mecanismos de 
participación ciudadana previstos (el derecho de petición de infor­
maciones y la divulgación de las decisiones sobre el medio 
ambiente), se buscó desarrollar el mandato constitucional que 
establece el derecho de todo ciudadano a participar en las decisio­
nes que afecten el ambiente, una de las columnas vertebrales de la 
Ley 99 de 1993. 

A su vez, el ciudadano, por mandato constitucional, cuenta con 
la acción popular, la acción de tutela y la acción de cumplimiento, 
como instrumentos que le sirven para defender su derecho a un 
ambiente sano. Esta última acción fue reglamentada por la Ley 99 
de 1993. 

99 Carta dirigida el 18 de julio de 1994 y firmada por José Miguel Carrillo, presidente 
encargado de Acopi: Ricardo Villaveces Pardo, presiden te de Asocaña; Carlos Arturo 
Ángel Arango, presidente d e la Andi ; Abraha m Romero Ariza, presiden te de 
Ecocarbón; Jaime Ospina Sardi, director ejecutivo de Cecodes , César De Hart 
Vengochea, presidente de la SAC; Jua n María Rendón Gutiérrez, presidente de 
Ecopetrol; Alejandro Martínez Villegas , director ejecutivo de ACP 
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SE SUPERAN LOS CONFLICTOS INTERGUBERNAMENTALES 

EN EL CONGRESO 

En secciones anteriores hemos visto cómo algunos componentes 
de la Ley 99 de 1993 no habían sido incluidos en el proyecto del 
gobierno, debido a la dificultad de llegar a un acuerdo sobre la 
conveniencia de los mismos, aunque finalmente fueron introdu­
cidos en el Congreso. 

Así, de un proyecto de ley gubernamental que no contemplaba 
institutos de investigación, se pasó a una ley que crea, transforma 
o adscribe cinco institutos como apoyo científico y tecnológico del 
ministerio y de las corporaciones. Que el proyecto del gobierno no 
los incluyera, se debió en últimas, a desacuerdos generados al 
interior del mismo. Desacuerdos que casi siempre se basaron en 
esa curiosa actitud de muchos funcionarios que defienden el te­
rritorio de su oficina o de su entidad como cosa propia, y como si 
fueran a perpetuarse en el cargo para toda la vida. Además, en el 
caso del Ministerio de Agricultura, los gerentes del Inpa y el Himat, 
cuyo punto de vista expresó con vehemencia la ministra, conside­
raban que transferirse al Ministerio del Ambiente, cuya existencia 
apenas comenzaba a esbozarse, podría significar algo así como una 
degradación. 

Pero lo significativo es que éstos y otros conflictos intergu­
bernamentales, que debilitaron el proyecto del gobierno, fueron, a 
la postre, resueltos en forma favorable en el curso del debate en el 
Congreso. Así ocurrió con las funciones transferidas de otras 
entidades, como los ministerios de Minas, Salud y Relaciones Exte­
riores, las corporaciones autónomas y el DNP, con el fin de solucionar 
el gran problema de la atomización de las competencias en materia 
ambiental, y de crear un ente rector de la política y una primera 
autoridad con fuerza suficiente. 

Si se compara el proyecto del gobierno con la ley sancionada, se 
observa cómo ésta, en cada uno de los casos mencionados, es más 
específica y clara sobre las funciones que antes estaban en cabeza 
de las otras entidades. El proyecto del gobierno no resolvió el asunto 
de las competencias en forma satisfactoria, debido, en buena parte, 
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a las intervenciones que en su momento hicieron diversos 
funcionarios, que no deseaban que su institución las perdiera en 
favor del nuevo ministerio. Fue el caso del ministro de Salud, 
Camilo Gónzales Pozo, quien siempre buscó que, en el mejor de 
los casos, las normas ambientales, que antes eran de competencia 
de su cartera, ahora fueran una función compartida con el nuevo 
ministerio. 

EL SILENCIO DE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN 

Quizá, el mayor registro de la prensa sobre el proyecto de ley se 
dio en el período que va de mayo a septiembre de 1993, cuando 
surgió la oposición al proyecto, por parte de diferentes sectores. 
En efecto, los diarios publicaron diversos comunicados y documen­
tos, emitidos por los diferentes grupos de interés en contra del 
proyecto, pero sólo en forma excepcional efectuaron algún análisis 
de su contenido. 

El mismo tratamiento marginal recibieron los proyectos de ley 
del gobierno y del Sindicato del Inderena, y los pliegos de 
modificaciones presentados en el Congreso. Los medios de comu­
nicación casi no los divulgaron ni analizaron. A tal punto, qu e en 
alguna ocasión debí escribir un artículo por invitación de El 
Espectador sobre el proyecto de ley que estaba para aprobación 
del Senado, pues eran muy pocos los conocimientos de la opinión 
pública sobre los detalles, e inclusive, las generalidades de la 
reforma propuesta 100• 

Naturalmente, se dieron algunas honrosas excepciones, pero 
básicamente en los medios especializados. Tal es el caso de la re­
vistaEco Lógica, que dedicó varias ediciones y numerosas páginas 
a informar y analizar el proyecto y las instituciones ambientales 
que sustituía, y que organizó tres foros dirigidos a los periodistas 
ambientales, para analizar el proyecto de ley en diversos momen-

100 Manuel Rodríguez Becerra, "Algo sí cambia en el ambiente", en El Espectador, mayo 
30, 1993, pág. lE. 
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tos de su trámite. Ángela Sánchez, editora de la revista, fue quizá, la 
comunicadora que hizo un mayor seguimiento al proyecto de ley. 

Sin embargo, en los medios masivos el precario registro de los 
debates en el Congreso no ofreció a los ciudadanos la información 
necesaria para saber el tipo de reforma que se estaba gestando, 
con sus virtudes y sus defectos. La indiferencia se hizo patente 
cuando se aprobó y sancionó la Ley 99 de 1993: su cubrimiento se 
limitó a unas pocas noticias con información incompleta y en 
espacio relegado, a pesar de ser el segundo ministerio que se creaba 
en el transcurso de 40 años. Los medios no dijeron nada -ni para 
bien ni para mal-, lo cual explica, en parte, el desconocimiento 
aún imperante sobre la estructura y los alcances de las nuevas 
instituciones, así como sobre las herramientas legales para la 
participación ciudadana. 

UN PROYECTO DE CONSENSO POLÍTICO EN EL CONGRESO 

Al dar una mirada retrospectiva al trámite del proyecto al interior 
del Congreso, resalta el permanente consenso que reinó sobre la 
necesidad de crear el ministerio y que se impuso sobre diferencias 
puntuales de conceptos. De otra manera, no se explica el hecho de 
que se hubiera aprobado un gran aparato organizacional, que 
incluye la creación de 23 nuevas instituciones y la reforma de 21, 
un hecho sin precedentes en la historia de la administración pública 
colombiana, así como la de atribuirle funciones no sólo como auto­
ridad ambiental, sino también como entidades determinantes en 
la definición de políticas cruciales para el desarrollo. 

Otra evidencia del gran consenso es el hecho de que la ley 
aprobada sea considerablemente más comprehensiva y con "más 
dientes"· que el proyecto de ley presentado por el gobierno. Tanto 
en el Senado como en la Cámara, el ministerio, las corporaciones y 
demás instrumentos proyectados para mejorar la gestión 
ambiental, fueron fortalecidos. 

En la elaboración del proyecto del gobierno predominó el 
supuesto de la necesidad de proponer un ministerio, lo más sencillo 
posible, pues considerábamos que era una forma de lograr su via-
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bilidad política, tanto al interior del gobierno como en el Congreso. 
En parte, ese supuesto se alimentó con la fuerte oposición que 
enfrentamos cuando propusimos la transferencia de funciones, o 
de entidades hacia el nuevo ministerio, propuesta que, por el 
contrario, fue interpretada como ganancia en el Congreso. 

En la construcción de ese consenso y de la voluntad política 
influyó positivamente la consulta pública auspiciada por el Senado 
y la Cámara, al igual que otras circunstancias singulares: el largo 
proceso de discusión de la reorganización del sector ambiental que, 
con sus altos y bajos, se extendió durante cerca de veinte años. La 
Cumbre de la Tierra, que tanto ha influido en incrementar la 
conciencia global y nacional en materia ambiental. Y la creciente 
convicción de la ciudadanía de la urgencia que tiene para el país 
detener el trágico proceso de destrucción de uno de los patrimonios 
naturales más ricos del planeta. 

La conciencia ambiental también empezó a despertarse entre 
la dirigencia política, tal como se manifestó en el Congreso y en la 
discusión y aprobación de los artículos ambientales en la Asamblea 
Nacional Constituyente, también caracterizada por un clima posi­
tivo y de consenso. Pero ese clima, como explicaremos en próximos 
capítulos, no basta para garantizar la debida interpretación y 
ejecución de la reforma aprobada. 



,. 



Capítulo V. 
HACIA UNA EVALUACIÓN DE LA MARCHA DE LA 
GESTIÓN AMBIENTAL EN COLOMBIA 

¿cómo se evalúa hoy el desarrollo del fortalecimiento de los 
programas e instituciones públicas del sector ambiental y, en 
particular, de los concebidos por la Ley 99 de 1993, que crea el 
Ministerio del Medio Ambiente y el Sistema Nacional Ambiental? 
Se trata de una tarea colectiva que deben asumir las organizaciones 
gubernamentales y las no gubernamentales, mediante un examen 
exhaustivo, para el cual planteo en las siguientes páginas algunos 
ejes temáticos e interrogantes que, espero, sirvan de referencia 
como un primer asomo a tan compleja labor. 

Inicialmente, considero que una evaluación de esa naturaleza 
exige responder dos preguntas: lEn qué medida se han detenido 
los procesos de deterioro y se ha mejorado la situación de los 
recursos naturales y del medio ambiente en Colombia? y lcuál es 
la eficacia y la eficiencia de las organizaciones públicas res­
ponsables de la gestión ambiental? Al intentar responder el segundo 
interrogante, parece evidente que la marcha de las nuevas 
instituciones -el Ministerio del Medio Ambiente, las corporaciones 
autónomas regionales y los institutos de investigación- se ha visto 
vulnerada por la baja prioridad que le ha otorgado el gobierno del 
presidente Ernesto Samper al tema ambiental. 

Al principio de este cuatrenio hubo razones para el optimismo, 
puesto que la ministra Cecilia López presentó una política am­
biental nacional ambiciosa, coherente y con prioridades definidas. 
Ya para finalizar el gobierno de Samper, no obstante, se observa 
cómo los drásticos recortes presupuestales efectuados al sector 
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ambiental han cercenado buena parte de esa política. Los recortes 
superan, en forma sustantiva, a los aplicados a otros sectores 
estatales, señal inequívoca de la poca importancia que le ha dado 
el gobierno de Samper a la imperiosa necesidad de detener y mitigar 
el deterioro de nuestro capital natural, así en los discursos de plaza 
pública se diga lo contrario. 

Como consecuencia de esta situación, las nuevas instituciones 
de la Ley 99 (que a la posesión del presidente Samper tenía 
escasamente ocho meses de expedida) se han ido conformando en 
condiciones muy adversas, a tal punto que su futuro podría verse 
comprometido. Es en medio de ese entorno negativo donde debemos 
evaluar su eficacia y su eficiencia, y al lado de los vacíos que 
puedan identificarse, reconocer y examinar los diversos pro­
gramas y acciones de valía, que se han logrado realizar en este 
cuatrienio. 

Hacer una evaluación del impacto del fortalecimiento de las 
instituciones y programas sobre la salud del medio ambiente no es 
posible aún, bien porque resulta prematuro, o bien porque no se 
cuenta con los medios para hacerlo. Como se sabe, la mayor parte 
de las acciones que se emprenden en esta área tienen efectos en el 
mediano y largo plazo. Así, por ejemplo, no es posible conocer hoy 
los resultados de las recientes políticas de bosques, aguas o 
biodiversidad, ni de los programas para la descontaminación de 
los ríos Bogotá y Medellín, la restauración de la Ciénaga Grande 
de Santa Marta (aunque el verdor que está comenzando a inva­
dirla sea un buen indicio), la lucha contra la contaminación indus­
trial en los cuatro grandes centros urbanos del país, el estable­
cimiento de las reservas campesinas, o el fortalecimiento del 
Sistema de Parques Naturales, todas ellas, acciones resultantes 
del proceso de fortalecimiento institucional y programático que se 
inició en 1991. 

Además, no se cuenta con los indicadores ambientales, que 
permitan constatar el mejoramiento, o deterioro, de nuestro medio 
ambiente. Requerimos, con urgencia, un conjunto de indicadores 
básicos para que la ciudadanía conozca periódicamente el estado 
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del medio ambiente (por ejemplo, la calidad de las aguas y del aire, 
así como las tasas de deforestación y la calidad de los bosques), en 
forma similar como se conoce el estado de la economía, a través de 
indicadores básicos como las tasas de inflación y de desempleo. En 
esta tarea de diseñar unos indicadores a nivel nacional y regional, 
vale decirlo, se encuentran empeñadas algunas instituciones del 
Sina, lideradas por la cartera ambiental. 

1995: LA POLÍTICA AMBIENTAL DEL GOBIERNO DE SAMPER, 

UN BUEN COMIENZO 

En otros capítulos hemos examinado la génesis de la elaboración 
de la Ley 99 de 1993, una de las piezas claves de la estrategia para 
fortalecer la gestión ambiental y encaminar el país hacia el desa­
rrollo sostenible. Sin embargo, sería erróneo suponer que la 
estrategia se inició con la aprobación de la ley. A la fecha, han pasado 
un buen número de años, desde que se inició el proceso de 
fortalecimiento institucional y programático, que incluyó, como 
su primer logro, el hecho de haber consagrado en la Constitución 
de 1991 un amplio número de artículos, encaminados a la conser­
vación y el uso racional del medio ambiente y los recursos natu­
rales renovables. Los otros elementos integrantes de la estrategia, 
que incluyen la Ley 99 de 1993, se encuentran en el "Plan Nacional 
de Desarrollo 1990-1994: La Revolución Pacífica", al que me referí 
en otra sección. 

La reforma y el fortalecimiento de las instituciones y los pro­
gramas ambientales, iniciados en 1990 durante la administración 
del presidente César Gaviria, fueron incorporados por el gobierno 
del presidente Ernesto Samper, como parte del Plan Nacional de 
Desarrollo: "El Salto Social" . A este gobierno le correspondió la 
tarea de poner en marcha las disposiciones constitucionales sobre 
planificación, según las cuales el Plan Nacional de Desarrollo consta 
de tres ejes básicos: el económico, el social y el ambiental. La 
Constitución del 91 también concibió el Consejo Nacional de 
Planificación como un organismo que tiene la responsabilidad de 
recomendar al ejecutivo el proyecto de ley del Plan Nacional de 
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Desarrollo, que debe ser presentado al Congreso de la República. 
En ese Consejo nacional tiene asiento un representante del sector 
ecológico. 

El proceso de definición de la política nacional ambiental, que 
habría de hacer parte del Plan Nacional de Desarrollo, fue liderado 
conjuntamente por el Ministerio del Medio Ambiente y el Departa­
mento Nacional de Planeación (DNP). Al interior del ministerio, el 
proceso fue conducido por la ministra del Medio Ambiente, Cecilia 
López, con la estrecha colaboración del viceministro Ernesto Guhl. 
Dado que el ministerio no contaba aún con la capacidad técnica 
para adelantar el proceso, contrató, con el Instituto de Estudios 
Ambientales de la Universidad Nacional (IDEA) y con el Centro 
Interdisciplinario de Estudios Regionales de la Universidad de los 
Andes, la elaboración de unos documentos en los cuales se propu­
sieran los elementos constitutivos del Plan Nacional, que serían 
planteados por el ministerio. 

A su vez, en el DNP se constituyó un equipo técnico, liderado 
por el jefe de la Unidad de Política Ambiental, Ernesto Sánchez. 
El proceso que se dio entre el equipo conformado por el ministerio 
-que incluía expertos de la universidades Nacional y de los Andes­
y el equipo del DNP fue muy creativo. No dejó de estar matizado, 
sin embargo, por las tensiones que tradicionalmente se generan 
entre el ente planificador y otras entidades del Estado101• Al fina­
lizar la tarea, quedó claro que el DNP había efectuado los mayores 
aportes a la concepción y elaboración de la política nacional 
ambiental. 

A finales del segundo semestre de 1994, el gobierno del 
presidente Samper presentó, ante el Consejo Nacional de Pla-

101 Tuve la oportunidad de participar en el equipo del Depart amento Nacional de 
Planeación. Tanto la ministra del Medio Ambiente, Cecilia López, como el director 
del DNP, José Antonio Ocampo, consideraron que era útil que colaborara en el diseño 
de la política del nuevo gobierno, corno una estrategia para asegurar una continuidad 
en el proceso de reforma en marcha . En el grupo del DNP también participaron, 
entre otros, Diana Gaviria y Eugenia Ponce de León. El equipo técnico de la 
Universidad Nacional lo dirigió Julio Carrizosa Umaña, y el de la Universidad de los 
Andes, Eduardo Wills. 
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nificación, el documento "Bases para el Plan de Desarrollo, El Salto 
Social". A Margarita Pacheco, investigadora del Idea y repre­
sentante del sector ecológico en el Consejo, le correspondió la tarea 
de consultar el capítulo sobre desarrollo sostenible con los 
diferentes sectores de la sociedad civil. El principal mecanismo 
empleado para ese fin fue la convocatoria a un foro que reunió 
durante un día, en la biblioteca Luis Ángel Arango de Bogotá, a un 
centenar de ciudadanos y representantes de diversas organiza­
ciones no gubernamentales. La mayoría de las intervenciones tuvo 
un carácter muy general, y no contó con sustentos sólidos o docu­
mentación escrita. 

Una vez que el Consejo Nacional de Planificación efectuó sus 
recomendaciones, el gobierno elaboró el documento final, para 
someterlo como proyecto de ley a consideración del Congreso, 
entidad que ~o aprobó en mayo de 1995. 

El documento del Conpes, aprobado el 22 de diciembre de 1994, 
ofrece una explicación más detallada de la política ambiental, 
definida en el Plan Nacional de Desarrollo y contenida, tanto en el 
capítulo sobre el desarrollo sostenible, como en algunos capítulos 
sectoriales. El documento Conpes se titula "Plan Nacional de 
Desarrollo Ambiental: hacia el desarrollo humano sostenible" y 
hace la siguiente precisión: 

"En un sentido int egral, el desarrollo humano sostenible det ermina la 
necesidad de incorporar consideraciones ambientales en todas las acciones 
de desarrollo para garantizar el derecho de las generaciones presentes y 
futuras a un ambient e sano"102• 

Algunos se preguntarán cuál es la diferencia entre el desarrollo 
sostenible, que consagra la Constitución y define la Ley 99 de 1993, 
y el desarrollo humano sostenible que la ministra Cecilia López y 
sus colaboradores anunciaron, desde la iniciación del nuevo go­
bierno. A mi entender, no existe ninguna diferencia. No puede 

102 Documento Conpes, "Plan Nacional de Desarrollo Ambiental: hacia el desarrollo 
humano sostenible". 
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haberla, si se recuerda qu e la Ley 99 entiende por desarrollo 
sostenible 

"el que conduzca al crecimiento económico, a la elevación de la calidad 
de la vida y al bienestar social, sin agotar la base de los recursos natu rales 
en que se sustenta, ni deteriorar el medio ambiente o el derecho de las 
futuras generaciones a utilizarlo para la satisfacción de sus propias necesi­
dades" . 

Es decir, el factor humano está en el corazón mismo de la 
concepción del desarrollo sostenible, con sagrada en la mencionada 
Ley 99, que define, además, que el desarrollo económico y social 
del país se guiará por los 27 principios de la Declaración de Río de 
Janeiro sobre medio ambiente y desarrollo. 

De cualquier modo, esta observación no debe hacernos perder 
de vista la legitimidad que, para fines políticos, puede tener el 
empaquetar, con papel y cinta nuevos, una concepción como la de 
desarrollo sostenible. Si bien ésta no es muy añeja, ha sido sometida 
a todo tipo de usos y abusos durante su corto periplo de vida, puesto 
que hasta los más insignes depredadores, a nivel nacional e 
internacional, esgrimen justificaciones a nombre del desarrollo sos­
tenible. 

Después de esta discusión semántica, entremos en materia. En 
el Plan Nacional de Desarrollo se intenta establecer una política, 
acorde con las obligaciones que el nuevo orden institucional y legal 
le otorga al Estado y a la sociedad civil, en materia de la gestión 
ambiental, con la responsabilidad multisectorial del cumplimiento 
de esas obligaciones y con la figura de la descentralización prevista 
para su ejecución, a través de las corporaciones regionales y las 
entidades territoriales. Por eso incorpora, no solamente las políticas 
n ecesarias para administrar y preservar los recursos naturales 
renovables y el medio ambiente (aguas, aire, flora y fauna, etc.), 
por parte del ministerio y sus entidades subordinadas, sino también 
aquellas que, sobre su uso sostenible, atañen en forma central a 
los sectores productivos y de servicios, así como a los departamentos 
y los municipios. 
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Además, a lo largo y ancho del documento, aparece la sociedad 
civil como corresponsable de la ejecución de las políticas, la ex­
presión de un mandato constitucional que refleja la convicción 
predominante de que, si no logramos comprometer a la ciudadanía 
en la búsqueda de una relación más armónica con su medio, no es 
mucho lo que se podrá alcanzar. 

La política nacional ambiental se articula a partir de unas bases 
conceptuales y metodológicas coherentes, y su presentación hace 
que sea de fácil comunicación a la ciudadanía. Tanto así, que 
algunas corporaciones, al formular sus planes regionales, la 
adoptaron como modelo. Ésta plantea objetivos, estrategias, pro­
gramas y acciones instrumentales, cuyas interrelaciones se ilustran 
con facilidad. Su mayor debilidad radica en la casi total ausencia 
de metas cuantificadas. Esto se explica, en parte, por la deficiente 
información con la cual se cuenta, y por la carencia de indicadores. 
De todas maneras, la ausencia de este tipo de metas dificulta la 
evaluación de la marcha de la política. 

El intento de establecer unas prioridades para la gestión 
ambiental es una de las mayores virtudes del Plan, debido a que es 
evidente que el país no cuenta con la capacidad financiera, técnica 
y operativa necesaria para afrontar, de inmediato, todos y cada 
uno de sus problemas ambientales. También carece, con frecuencia, 
de la información, la tecnología u otras condiciones políticas, 
sociales, tecnológicas o culturales requeridas para el efecto. 
Además, el Plan reconoce la gradualidad requerida para poner en 
marcha muchas de las políticas y las acciones. Así lo ilustra la 
restauración de muchos ecosistemas (por ejemplo, la 
descontaminación de los ríos o la restauración de ecosistemas bosco­
sos) o las reestructuraciones requeridas por muchas empresas, para 
llegar a cumplir con la normatividad ambiental que tomarán varios 
años, ante las exigencias financieras y/o las dificultades tecno­
lógicas. 

Como objetivos básicos de la política ambiental, se establecen 
los siguientes: promover una nueva cultura del desarrollo, mejorar 
la calidad de vida, promover una producción limpia, desarrollar 
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una gestión ambiental sostenible, y orientar comportamientos 
poblacionales. Y como estrategias para alcanzar esos objetivos, se 
prevén: la educación, la concertación para el aumento del capital 
social, la gradualidad, la coherencia, la gestión descentralizada, la 
concertación y la participación ciudadana, y el apoyo científico y 
tecnológico. 

La política ambiental se agrupa en siete grandes áreas de 
acciones o programas, para el mejoramiento ambiental y en cinco 
áreas de acciones instrumentales. Algunas áreas fueron bautiza­
das con títulos expresivos de su orientación básica, estrategia que 
ha facilitado la difusión de la política a nivel nacional y regional. 
Como áreas de acción para el mejoramiento ambiental, se 
establecen: protección de ecosistemas estratégicos; mejor agua; 
mares limpios y costas limpias; más bosques; mejores ciudades y 
poblaciones; hacia una política poblacional, y hacia una producción 
más limpia. Y como acciones instrumentales: educación y conscien­
tización ambiental; fortalecimiento y puesta en marcha del Sina; 
el sistema de información e investigación ambiental; planificación 
y ordenamiento ambiental; y cooperación global. 

Al subrayar la imprescindible intervención estatal en la gestión 
ambiental, el Plan señala el desarrollo y la aplicación que el go­
bierno se propone dar a los cinco instrumentos básicos, previstos 
por la ley para tal efecto; instrumentos que encontramos reflejados 
en las políticas definidas para las áreas mencionadas: mecanismos 
de regulación directa (estándares de calidad ambiental-aire, agua 
etc.-, de concentración en emisiones y residuos, y medidas coer­
citivas); mecanismos administrativos (licencias ambientales y 
permisos para aprovechamiento de los recursos naturales renova­
bles y del medio ambiente); instrumentos económicos (tasas 
retributivas y compensatorias y tasas por uso de los recursos 
naturales), y proyectos de inversión para la conservación y recu­
peración de los recursos naturales renovables. 

El Plan hace, entonces, un esfuerzo por establecer prioridades. 
La "protección de los ecosistemas estratégicos" se constituye en 
una forma práctica para definirlas. Se trata de identificar y de 
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actuar en aquellos que deben ser protegidos a toda costa, porque 
son fundamentales para satisfacer necesidades humanas básicas y 
para el funcionamiento del aparato productivo del país (los 
ecosistemas vitales para nuestras hidroeléctricas y acueductos o 
para la producción agrícola, entre otros), o porque juegan un papel 
crítico como soporte de la biodiversidad. La conservación de los 
parques naturales y la promoción de las :reservas privadas se 
constituyen en una prioridad para alcanzar este propósito. Se 
propone, también, fomentar la investigación en biotecnología y el 
uso sostenible de la biodiversidad, así como definir la reglamen­
tación del acceso a los recursos genéticos del país y de la propiedad 
intelectual de los desarrollos que se hagan con base en ella: una 
urgencia nacional y un compromiso internacional, adquirido con 
la Convención de la Diversidad Biológica. 

"Mejor agua" significa el mantenimiento de los sistemas 
hídricos, a través de un mejoramiento de la eficiencia en el uso del 
recurso, la disminución de la contaminación, y la protección de las 
cuencas, acuíferos y humedales como reservorios importantes. 
Entre las prioridades, se m enciona la protección de las cuencas 
que proveen a los acueductos municipales, en particular las zonas 
de páramo y subpáramo, hoy gravemente amenazadas. Se espe­
cifica que el gobierno impulsará el adecuado manejo de las cuencas, 
que cubren aproximadamente 300.000 hectáreas, con repercusión 
en más de dos millones de hectáreas. 

Por su pai·te , el programa "de mares limpios y costas limpias" 
no identifica tantas acciones específicas. El manejo ambiental de 
la zona de influencia del Canal del Dique es uno de los más concre­
tos. Además de diversas políticas generales para disminuir la 
contaminación marina y costera, se menciona la realización de 
programas para la protección de los manglares y de los arrecifes 
coralinos. 

El programa "Más bosques" fija las metas de r eforestar 160.000 
hectáreas en plantaciones de carácter productor-protector, y un 
mínimo de 20.000 hectáreas de bosques de carácter protector. 
Igualmente, se propone definir nuevos esquemas de permisos de 
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aprovechamiento del bosque natural y, en general, de adn:µnistra­
ción y protección de nuestras reservas forestales, con el fin de 
sustituir los que tan poco éxito han demostrado hasta el presente. 
Estas dos metas cuantificadas son una excepción al patrón predo­
minante de la política ambiental que, como se dijo, raramente las 
establece. 

Para ofrecer unas mejores ciudades, plantea una ambiciosa 
lucha contra la contaminación, concentrando las acciones en los 
grandes centros urbanos y buscando mejores formas de disposición 
de los desechos en todo el territorio. 

En _ producción limpia, se plantean objetivos y programas 
prioritarios para los sectores energético, minero, de transporte, 
industrial, agrícola, pesquero, de petróleos, de comercio exterior, 
de salud y de turi¡:¡mo. Haber incorporado la dimensión ambiental 
en los diferentes sectores constituye un avance en el proceso de 
planificación nacional, pero se debe reconocer que este intento 
presenta aún muchos vacíos y debilidades .. Un análisis detallado 
de la incorporación de la dimensión ambiental, en la ·pla,nificación 
sectorial de este gobierno y del anterior, y una evaluación del grado 
en que se implementó lo previsto deberían ser puntos de partida 
para la elaboración del Plan para el cuatrienio 1998-2002. 

Como una de las siete acciones programáticas, se anuncia el 
desarrollo de un conjunto de acciones de coordinación interinsti­
tucional, para avanzar en la constitución de una política de po­
blación sostenible, que incida sobre las tendencias de las migra­
ciones y asentamientos humanos. Se anuncia que, conjuntamente 
con el Ministerio de Agricultura, se formulará una política de 
colonización y, más específicamente, se plantea el establecimiento 
de las reservas campesinas como una de las estrategias básicas 
para estabilizar los frentes colonizadores, meta de justicia social 
que desterraría una de las causas subyacentes de la deforestación. 

En el área de educación, se fija como meta la capacitación de 
multiplic~dores para la conscientización y la gestión ambiental: 
5.000 docentes, 3.000 extensionistas, 1.650 profesionales universi­
tarios del ministerio y entidades subordinadas, y 800 alcaldes, y el 
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desarrollo de campañas masivas para la divulgación de valores 
ambientales. · 

Para la toma de decisiones en favor de la realización de proyec­
tos y utilización racional de los recursos naturales se prevén, como 
instrumentos básicos, la planificación y el ordenamiento ambien­
tal, y el uso de los estudios de impacto ambiental y del diagnóstico 
ambiental de alternativas. Adicionalmente, se otorga especial 
atención a la zonificación ambiental de regiones, particularmente 
vulnerables, como el Pacífico colombiano. 

Finalmente, el Plan establece el fortalecimiento y puesta en 
marcha del Sina y del Sistema de Información e Investigación 
Ambiental, como dos de las áreas instrumentales. 

A propósito del lanzamiento de este Plan, tuve oportunidad de 
señalar en 1994: 

"Es n ecesario subrayar que uno de los mayores retos de este gobierno será, 
justamente, consolidar y pon~r en marcha el Ministerio del Medio Ambiente 
y sus 43 organizaciones subordinadas: 34 corporaciones regionales, cinco 
institutos de investigación y cuatro entidades para la gestión ambiental de 
nuestras cuatro grandes ciudades. Tiene el presente gobierno la oportunidad 
única de establecer unas organizaciones eficaces, eficientes, con a lta 
competencia técnica, transparentes, amables y ágiles con sus u suarios. Son 
metas posibles que requieren una gran dosis de creatividad, voluntad política 
y trabajo sistemático. El gra do de éxito de los ambiciosos programas 
propue$tos en el Plan del gobierno de Ernesto Samper, así como la calidad 
de la gestión ambiental de Colombia en el largo plazo, dependerán, en forma 
crítica de la seriedad con que se monte el gran aparato institucional y se 
concreten las demás previsiones incorporadas en la Ley 99 de 1993, para 
detener los graves procesos de deterioro ambiental que enfrenta nuestro 
país"l03_ 

103 Manuel Rodríguez, " La política ambiental del gobierno Samper" , e n Estrategia 
Económica y Financiera, Santa Fe de Bogotá, enero 30 de 1995. 
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NECESIDAD IMPERIOSA DE EVALUAR, MULTITUD DE PREGUNTAS 

POR RESPONDER 

Insisto, una vez más, en la pertinencia y urgencia de hacer una 
evaluación comprehensiva y a fondo de lo alcanzado, a partir de 
1990, en materia de la gestión para el medio ambiente y el desa­
rrollo sostenible, así no sea todavía posible evaluar, en muchos 
casos, el impacto de algunas acciones, emprendidas en términos 
de la sostenibilidad del desarrollo y del estado de los recursos 
naturales renovables y del medio ambiente. 

En principio, y a modo de preámbulo sobre algunos ejes de 
referencia que podrían orientar dicha evaluación, me permito 
consignar una serie de interrogantes que concentran, a mi juicio, 
ciertos aspectos claves para dilucidar de manera colectiva, autocrí­
tica y constructiva. 

En cuanto a recursos hídricos, valdría la pena preguntarse: 
¿Cómo se evalúa la ejecución del programa de descontaminación 
del río Bogotá en su cuenca alta (responsabilidad de la CAR) y cuenca 
media (responsabilidad del Dama)? ¿cómo se evalúa el programa 
de descontaminación del río Medellín y en qué va la propuesta de 
descontaminar el río Cali? ¿cómo marcha el programa de 
restauración de los humedales, en particular de la Ciénaga Grande 
de Santa Marta? ¿cómo marchan los planes de recuperación del 
río Magdalena, la principal arteria fluvial del país? 

Sobre lo relativo a los sectores productivos, ¿con cuántos secto­
res industriales se han concertado planes de manejo ambiental y 
cómo va su cumplimiento? ¿cómo ha incidido el Ministerio del 
Medio Ambiente en la formulación de una política energética, 
ambientalmente más sostenible? ¿Cómo se evalúa hoy la gestión 
ambiental de la industria petrolera, particularmente la efectuada 
durante los últimos ocho años en la Orinoquia? ¿Qué programas 
se adelantan para hacer la actividad agrícola más sostenible desde 
el punto de vista ambiental, y qué resultados muestran hasta el 
momento? ¿Cómo ha utilizado el Ministerio del Ambiente sus 
competencias en materia de comercio exterior y medio ambiente? 
¿En qué medida ha mejorado la gestión ambiental de la cons-
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trucción de infraestructura pública (carreteras, puertos, entre 
otros), como consecuencia de la nueva legislación sobre licencias 
ambientales? lEn qué medida se está mejorando la gestión am­
biental minera? lSe registra algún avance en el control de la mine­
ría del oro? 

En cuanto a gestión ambiental urbana, len qué va la implemen­
tación de las medidas para disminuir la contaminación producida 
por los automóviles y para disponer adecuadamente los escombros? 
lCuántos municipios del país invierten el 1 por ciento de su presu­
puesto en la protección de las cuencas hidrográficas que abastecen 
sus acueductos? lCuántos municipios disponen en forma adecuada 
sus basuras? lCuál es la situación de la disposición de desechos 
tóxicos y peligrosos en el país? lEn qué medida se está mejorando 
(o empeorando) la salud de los colombianos como resultado de las 
condiciones ambientales? 

En lo relativo a la conservación de la biodiversidad, lqué 
resultados obtuvo el Proyecto Biopacífico, un programa para la 
protección de la biodiversidad del Chocó Biogeográfico, que finaliza 
en 1997 sus actividades? lCómo se adelanta el proceso de titula­
ción de las tierras de las comunidades negras y cómo se articula 
con la gestión ambiental? lQué actividades se adelantan para 
asegurar un desarrollo sostenible de los bosques ubicados en los 
resguardos indígenas? lCómo se está adelantando el programa de 
las reservas campesinas en relación con la protección de los 
bosques? lEn qué ha mejorado la protección de los parques nacio­
nales con los nuevos recursos que se les han otorgado? lCuántas 
hectáreas se han reforestado de las 165.000 anunciadas en el Plan 
de Desarrollo "El Salto Social"? 

Sobre la gestión institucional, lcómo se evalúa la acción del 
ministerio como líder del Sina? lCómo ha cumplido el ministerio 
con su función de definir políticas y regulaciones a nivel nacional? 
lEn qué medida ha sido exitoso en orientar a los institutos de 
investigación y las corporaciones, y en articular el Sina? lQué ha 
hecho el ministerio para reglamentar la Ley 99 de 1993? lCómo ha 
cumplido el ministerio su función de definir las políticas de 
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desarrollo en conjunto con otros ministerios? lEn qué medida ha 
aumentado el conocimiento sobre nuestros recursos naturales y 
su capacidad de formular políticas; gracias al nuevo Sistema 
Nacional de Información Ambiental, que tiene como base los cinco 
institutos de investigación creados por la ley? lCómo se evalúan 
los proyectos financiados por el Fondo Nacional Ambiental, el Fondo 
Amazónico y el Ecofondo, instrumentos creados para fortalecer la 
gestión ambiental gubernamental y no gubernamental a nivel 
regional? lCómo están marchando las políticas sectoriales am­
bientales, particularmente en agricultura, minas, energía, industria 
y salud? 

En lo correspondiente a las corporaciones, lcómo están cum­
pliendo su función de liderar la puesta en marcha de la política 
nacional ambiental en su área de jurisdicción, el proceso de defini­
ción de los planes de gestión ambiental regional, y de adelantar las 
actividades de coordinación y seguimiento de su ejecución? lCómo 
están cumpliendo las corporaciones su función básica de ofrecer 
asesoría a los municipios para la definición y ejecución de los planes 
municipales ambientales? lCómo están cumpliendo sus funciones 
como administradores de los recursos naturales renovables a nivel 
regional? lCuál es la proporción del gasto entre burocracia y 
programas de inversión al interior de cada corporación? lQué 
programas se adelantan para prevenir la corrupción de los 
funcionarios del sector ambiental? lEn qué medida y con qué 
repercusiones se han politizado las corporaciones? lCómo se 
compara esa politización con la de otras entidades del gobierno y 
con el mismo ministerio? lHasta qué punto el procedimiento de la 
elección de sus directores es un seguro para su reelección? 

A nivel de participación ciudadana, len qué medida se están 
utilizando los mecanismos de participación ciudadana previstos 
por la ley y con qué resultados? lQué avances se registran en 
materia de educación ambiental en los diversos niveles? lCuál es 
el inventario de las tutelas, acciones de cumplimiento, audiencias 
públicas y otras herramientas legales, interpuestas por los ciuda­
danos en defensa de su derecho a un ambiente sano? 
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lCómo se evalúa la política exterior colombiana en materia 
ambiental? lQué se ha hecho para obtener programas de asistencia 
financiera y cooperación técnica internacional para conservar 
aquellos recursos naturales de interés para la humanidad? lQué 
incidencia han tenido en el flujo de recursos externos para el sector 
ambiental la crisis política y las sanciones económicas, como la 
descertificación durante la administración Samper? lCuál ha sido 
el nivel cuantitativo y cualitativo de la participación de repre­
sentantes colombianos, ante los escenarios de negociación 
internacional, sobre temas relativos al medio ambiente? lCuáles 
son y cómo se han definido los criterios y las posiciones nacionales 
ante debates internacionales tan cruciales como la Cooperación 
Norte-Sur, las convenciones de Cambio Climático y Biodiversidad 
y el acceso a recursos genéticos, entre otros? 

Esta lluvia de preguntas es apenas una muestra desordenada 
de aspectos críticos que deberían examinars"e para evaluar la 
gestión ambiental, en el marco de la reforma y fortalecimiento 
institucional que se adelanta. En ese sentido, me permito aproxi­
marme a la respuesta de unos pocos interrogantes. Algunas esta­
rán respaldadas en sólidas evidencias. Otras partirán de indicios e 
informaciones sueltas, que he recogido en diversos documentos y 
en multitud de conversaciones personales. Éstas podrían consi­
derarse como respuestas hipotéticas que requieren una mayor 
elaboración, y como una provocación a diversos sectores guberna­
mentales y a la sociedad civil para estimular el proceso de eva­
luación. 

En principio, las organizaciones no gubernamentales, que de­
berían jugar un papel crítico en materia de veeduría de las 
organizaciones y programas gubernamentales para la gestión 
ambiental, no están cumpliendo con esta responsabilidad. lDónde 
están? lQué se hicieron? lCómo están cumpliendo como miembros 
de las juntas directivas de las corporaciones regionales? Si bien 
muchas adelantan fructíferos programas de campo, no p:µ-ece lógico 
que estén tan ajenas a la evaluación de la marcha de la gestión 
pública a mbiental. Y ellas, las Ü NG, también r equieren u na 
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evaluación pública. Para empezar, habría que preguntarse cuáles 
han sido las principales causas de la crisis que estalló a mediados 
de 1997 en el Ecofondo, así como las posibles fórmulas para con­
jurarla. 

DRÁSTICO RECORTE PRESUPUESTAL: UN GOLPE A LA GESTIÓN 

AMBIENTAL 1994-1998 

La política ambiental del Salto Social ha sido afectada, en forma 
negativa, por los recortes presupuestales efectuados al Ministerio 
del Medio Ambiente, las corporaciones regionales, los centros de 
investigación y las entidades territoriales. Algunos dirán que así 
ha ocurrido con todas las instituciones públicas, en el ineludible 
propósito de subsanar el déficit fiscal. Sin embargo, el ambiental 
es u no los sectores que ha sufrido mayores recortes presupues­
tales, en relación con las previsiones iniciales aprobadas en el Plan 
Nacional de Desarrollo, situación que el ministro José Vicente 
Mogollón reconoció en su informe al Congreso Nacional, en julio 
de 1996: "A pesar de la importancia concedida al sector ambiental 
en el Plan de Desarrollo El Salto Social, ello no se ha traducido en 
el apoyo presupuesta! requerido" 104

• 

En efecto, en el capítulo sobre financiación del Plan Nacional 
de Desarrollo Ambiental se lee: 

"La gestión ambiental para el cuatrienio se financiará con recursos del 
presupuesto nacional, crédito externo, cooperación técnica, rentas admi­
nistradas y recursos propios de las entidades territoriales y de las cor­
poraciones regionales. La inversión pública en gestión ambiental aumen­
tará de un 0,17% del Producto Interno Bruto (PIB) en 1994 al 0,57% del 
PIB en 1998, para un total, en el cuatrienio, de 1,25 billones de pesos de 
1994, de los cuales $507 mil millones corresponden a recursos del pre-

104 José Vicente Mogollón Vélez, Reforestación, desafío nacional. La ejecución de la 
Política Nacional Ambiental, informe al Congreso de la República, Bogotá Ministerio 
del Medio Ambiente, julio de 1996, pág. 190. La afirmación !lel ministro Mogollón 
está respaldada por una información amplia; sus observaciones no tuvieron eco en 
las autor idades pertinentes, y la situación por él descrita se agravó aún más. 
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supuesto nacional y aproximadamente $657 mil millones hacen parte de las 
rentas administradas de las corporaciones y entidades territoriales"105• 

De conformidad con las informaciones del Ministerio del Medio 
Ambiente, la participación del sector ambiental en el PIB sólo 
ascenderá del 0,17% al 0,23% en el período 1994-1998, yno al 0,57% 
como estaba anunciado. La evolución del presupuesto asignado en 
el mismo período ha pasado de representar el 2,9% del presupuesto 
de inversión nacional al 1,9% en 1998. Y la apropiación definitiva 
de recursos del presupuesto nacional al sector ambiental para el 
período 1995-1998 es del 45% del valor proyectado en el Plan 
Nacional de Desarrollo, una cifra porcentual mucho más baja que 
la asignada a todo el sector público tomado en su conjunto, que 
alcanza al 72%106• 

Las cifras mencionadas indican que, dentro de la necesaria 
política de reducción del déficit fiscal, el sector ambiental ha sido 
drásticamente golpeado, como lo evidencia el hecho de que los 
recortes hayan superado, en un 100%, al promedio nacional. Esta 
situación se ve agravada, ante la medida de someter a rezago una 
porción de las contrapartidas, correspondientes a los créditos 
externos y a la cooperación internacional, lo cual significa aplazar 
la ejecución de los programas contemplados con estos recursos. 

Se podría argüir que la situación ocasionada por las reduccio­
nes al sector ambiental, correspondientes al presupuesto nacional, 
no es tan dramática, toda vez que los recursos administrados y 
propios de las corporaciones regionales y las entidades territoriales 
representaban el 57 por ciento de lo previsto en el Plan Nacional 
de Desarrollo, y éstas, por su origen, no pueden ser recortadas. 
Pero, como a continuación examinaremos, esta afirmación no 
retrata la realidad: en primer término, los recursos administrados 
y propios fueron sobrestimados en el Plan Nacional de Desarrollo 

105 Ministerio del Medio Ambiente, Plan Nacional de Desarrollo A mbiental, op. cit., 
pág. 34. 

106 Ministerio d el Medio A mbiente, Principales necesidades para consolidar el 
presupuesto 1997-1998, pág. 2 (documento sin publicar). 
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y, en segundo término, esos recursos se encuentran concentrados 
en unas pocas corporaciones y entidades territoriales. 

Los recursos administrados y propios que efectivamente ingre­
sarán al sector ambiental se estiman, para el período 1995-1998, 
en 414 mil millones de pesos, cifra considerablemente menor a la 
proyectada en el Plan Nacional de Desarrollo, por cuanto en éste 
se incluyeron ingresos para las corporaciones, las entidades 
ambientales de las cuatro ciudades y los institutos de investiga­
ción, que no van a ser cristalizados, tales como los correspondientes 
a las tasas r etributivas. En síntesis, el presupuesto de inversión 
para el período 1995-1998, sumados los rubros correspondientes 
al presupuesto nacional -$229 mil millones-, y a los recursos 
administrados-$417 mil millones-, ascendería a $646 mil millones, 
es decir, un 53% de la cifra originalmente prevista de $1,2 billones. 
Como se observa, la participación de los recursos administrados 
en el presupuesto de inversión se incrementó, y representa ahora 
el 65 por ciento del total. 

De los recursos administrados, $42 mil millones corresponden 
al Fondo Nacional de Regalías. El resto, $375 mil millones, corres­
ponde en más de un 95% a las transferencias del sector eléctrico a 
las corporaciones y a los municipios, y al porcentaje al impuesto 
predial. Sin embargo, debemos tener en cuenta que los recursos 
del predial y del sector eléctrico están altamente concentrados en 
unas pocas entidades. 

Sobre ese tema anoté lo siguiente en otro documento: 

"Los recursos originados en el porcentaje sobre el impuesto predial, toman 
el gravamen a la propiedad inmueble como base para su cobro. Así, su monto 
actual y potencial es minúsculo para las corporaciones de desarrollo 
sostenible, ubicadas en los territorios con la mayor oferta ambiental del 
país y con un reducido número de habitantes, y sólo representará, para esas 
ocho entidades, el 0,75% del recaudo total, en el período 1995-1998. En 
contraste, el ingreso estará altamente concentrado en tres corpora-ciones, 
y en tres de las entidades ambientales de las grandes ciudades, que suman 
entre sí el 72% del recaudo total: CAR (21,4%), Corantioquia (12%), Cvc 
(9%), Bogotá (18,3%), Medellin (6,7%) y Cali (4,7%). Entre tanto, otras seis 
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unidades (Carder, CDMB, Corpocaldas, Cortolima, CRA y Barranquilla) 
recaudarán, en total, el 12,1 %"107• 

"Las transferencias del sector eléctrico se producen en las regiones en donde 
se asientan las hidroeléctricas y termoeléctricas y son beneficiarias veinte 
de las 34 corporaciones, encontrándose el 76,6% de los recursos concen­
trados en siete de ellas: Cornare (23,5 %), Corantioquia (10,8%), Corpo­
chivor (9,11 %), CAR (10,9%), Corpoguavio (11,8%), CAM (4,9%), y Cvc 
(5,6%)"108• 

Cuando se adelantaba el debate sobre la Ley 99 en el Congreso 
de la República, propusimos, sin éxito, que un porcentaje de estas 
fuentes de recursos se destinara al Fondo Nacional del Medio 
Ambiente (Fonam), con el fin de que éste financiara proyectos del 
grupo de las corporaciones más pobres (aquellas que no cuentan 
con ninguno, o con muy pocos recursos provenientes de estas 
fuentes). 

El gobierno del presidente Ernesto Samper buscó resolver 
parcialmente esta situación de inequidad, mediante el decreto ley 
expedido en uso de las facultades extraordinarias para la 
racionalización del gasto público, en el cual se prevé que un 10 por 
ciento de los recursos de transferencia del sector eléctrico se 
destinará al denominado Fondo de Compensación Ambiental. Pero, 
es evidente que esa medida estará lejos de subsanar la gran 
concentración de recursos en unas pocas entidades, y el daño 
ocasionado por el recorte presupuestal a las corporaciones regio­
nales. 

En otras palabras, los recursos para inversión de una buena 
parte de las corporaciones, y en particular de las no beneficiadas 
por los recursos del sector eléctrico y el predial, dependen prin­
cipalmente del presupuesto nacional, situación similar a la del 
Ministerio del Medio Ambiente y los institutos de investigación. 

107 Manuel Rodríguez Becerra y Eduardo Uribe Botero, "Medidas actuales y potenciales 
de carácter fiscal y no fiscal para la Gestión Ambiental en Colombia", en Manuel 
Rodríguez B., Eduardo Uribe B., y Julio Carrizosa U maña, Instrumentos económicos 
para la gestión ambiental en Colombia, Santa Fe de Bogotá, Fescol, Cerec, 1996, 
pág. 67. 

108 Ibíd., pág. 74 
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Al tomar en cuenta el muy bajo potencial de las ocho corporaciones 
de desarrollo sostenible, para contar con recursos administrados y 
propios, la Ley 99 establece que el gobierno garantizará los recursos 
necesarios para su funcionamiento y para el cumplimiento de las 
funciones asignadas. Esta previsión se tomó en virtud de la 
responsabilidad de estas corporaciones sobre las regiones más ricas 
en recursos bióticos del país, situación que, no solamente implica 
responsabilidades ante la Nación, sino también ante la comunidad 
internacional, dadas las diversas convenciones que Colombia ha 
ratificado, y que nos comprometen a desarrollar programas para 
su conservación y uso sostenible. Entre 1997 y 1998, estas 
corporaciones tendrán una reducción del presupuesto de aporte 
nacional de un 71 por ciento, recorte que coloca en una situación 
crítica a Corpourabá, Codechocó y la Corporación de Desarrollo 
Sostenible del Norte y el Oriente Amazónico, que no tienen recaudo 
de rentas propias, al igual que a Corpomacarena, Corpomojana y 
Corpoamazonia, que lo tienen muy bajo. Coralina, a pesar de tener 
un nivel de recursos propios razonable, se verá en imposibilidad 
de consolidar sus programas y de dotar sus laboratorios, para 
garantizar un adecuado cobro de tasas y ejercer las funciones de 
control previstas, para detener los agudos problemas de deterioro 
del archipiélago109

• 

La lista de programas que no se ejecutarán ni en el ministerio 
ni en las 34 corporaciones, ni en los institutos de investigación, es 
bastante extensa. Son muchas las corporaciones que estarán 
prácticamente en imposibilidad de ejecutar programas educativos 
y de control y vigilancia-dos funciones necesarias para un desem­
peño razonable- así como de llevar a cabo urgentes programas de 
restauración y de prevención de desastres110

• Además de las 
dificultades derivadas de los recortes en el presupuesto de inver­
sión, también se han creado problemas con la asignación de los 

109 Ministerio del Medio Ambiente, op. cit., pág. 3. 
llO Ministerio del Medio Ambiente, Anexo 1, "Necesidades evidentes en reuniones de 

concertación con las entidades del Sina", pág. ll-21. 
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recursos para funcionamiento, tal como lo reconoció el ministro 
José Vicente Mogollón en su informe al Congreso: 

"En cuanto a los gastos de funcionamiento, entre 1995 y 1996, los recursos 
asignados fueron deficitarios, debido a que la apropiación en la vigencia de 
1996 no presentó ningún incremento con respecto a 1995, con lo cual no se 
reconoció el efecto de la inflación. Este comportamiento afectó especial­
mente a las corporaciones y, de manera especial, a las nuevas que iniciaron 
un proceso de mayor actividad" 111

• 

O en otras palabras, muchas corporaciones han sido condenadas 
a un bajo nivel de actividad por falta de presupuesto, lo que compro­
mete el cumplimiento de sus funciones y su credibilidad pública, en 
especial en aquellas que apenas están en proceso de formación. 

A semejanza de las corporaciones, el cumplimiento de las 
funciones establecidas por la ley, y la puesta en marcha de la política 
ambiental del Salto Social, por parte del m inisterio y de los 
institutos de investigación, ha sido afectada por los recortes 
presupuestales. La lista de programas sin ejecutar también es larga, 
pero algunos casos se ubican en áreas muy críticas. Así por ejemplo, 
el funcionamiento de la red hidrometeorológica, que ofrece 
información para proyectos de hidroenergía, cartas de navegación 
aérea, abastecimiento de agua de la población y prevención de 
riesgos y desastres, entre otros, no se podrá garantizar, si se 
mantienen los recortes financieros del Instituto de Estudios 
Ambientales (Ideam), y las metas de reforestación protectora y 
comercial estarán muy lejos de cumplirse112 • Sería importante 
conocer en qué medida se está afectando una función esencial del 
ministerio, como es la de evaluar los estudios de impacto ambiental 
y conceder las respectivas licencias ambientales, cuando ello sea 
pertinente; o qué está pasando con los urgentes programas de 
protección de los parques naturales, bajo responsabilidad directa 
del ministerio. 

111 José V Mogollón, Informe al Congreso, op. cit., pág. 190. 
112 Ministerio del Medio Ambiente, "Necesidades ... ". 
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Una altísima proporción de los recursos de los que dispondrá el 
sector ambiental, durante el período 1994-1998, son aquéllos 
previstos por la Constitución (porcentaje del predial y regalías), y 
por la Ley 99 -transferencias del sector eléctrico y otros recursos 
propios de las corporaciones y entidades territoriales-, así como 
los provenientes de los créditos externos y de la cooperación técnica. 
Es una proporción que podría oscilar entre el 65 por ciento y el 75 
por ciento, y cuya cifra final dependerá de la magnitud que alcancen 
los recortes. 

En el proceso de las reformas del sector ambiental, las inicia­
tivas para la creación de recursos para el sector ambiental, a través 
de la nueva Constitución y la Ley 99, estuvieron motivadas por la 
preocupación de miembros de la Constituyente, el Congreso y el 
gobierno, de asegurar que su financiación no estuviera sometida 
al voluntarismo del gobierno de turno. Nos preocupaba, entonces, 
que ante una eventual situación de recortes presupuestales, el 
sector ambiental fuera castigado, como consecuencia de la falta de 
prioridad que el tema aún tiene para la dirigencia del país. 
Preocupación que se hizo realidad mucho antes de lo esperado. 

BAJA PRIORIDAD DE IA POLÍTICA AMBIENTAL EN EL PERÍODO 1994-1998 

Las drásticas medidas de recorte y rezago presupuesta!, en compa­
ración con lo ocurrido con otros sectores del gobierno, son incom­
prensibles, si se tiene en cuenta que el ministerio y el Sina están 
en su etapa de formación. ¿Qué ha ocurrido? 

Los recortes son expresivos de dos fenómenos. Por una parte, 
de la baja prioridad que para el gobierno del presidente Ernesto 
Samper ha tenido la puesta en marcha de la política ambiental, no 
obstante que, en el Salto Social, ésta tuvo una presentación 
ambiciosa, coherente y promisoria. Por otra parte, los mayores 
recortes efectuados al sector, en comparación con el promedio, 
parecen estar también relacionados con la baja eficiencia del 
ministerio en la ejecución del gasto, que se constituye en uno de 
los argumentos del Ministerio de Hacienda y del Departamento 
Nacional de Planeación, para explicar las decisiones tomadas. En 
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particular, el DNP calificó la ejecución presupuesta! del Ministerio 
del Medio Ambiente del año 1995 como una de las más pobres, 
comparada con otras entidades públicasu3 • Pero, cuando se tolera 
la ineficiencia o ésta se convierte en un pretexto para quitarle 
recursos al sector, ello acaba siendo una nueva expresión de la poca 
prioridad otorgada por el gobierno a lo ambiental. 

La ineficiencia del ministerio, difícilmente puede justificar que 
se haya dejado a las corporaciones regionales con precarios recursos 
del presupuesto nacional para su funcionamiento e inversión, en 
especial a aquellas que no cuentan con recursos propios. Más difícil 
justificar el caso de aquellas que fueron creadas por la Ley 99 y 
que requerían de estos recursos, para iniciar actividades con solidez. 
Entre estas últimas, resulta muy preocupante la precariedad 
presupuesta! en que se dejó a las nuevas corporaciones de desarrollo 
sostenible, ubicadas en las regiones con mayor oferta ambiental del 
país, como son la Amazonia y el Chocó. 

En síntesis, es evidente que el Sistema Nacional Ambiental ha 
sido vulnerado en la etapa crítica de su conformación, como 
consecuencia de los recortes en el presupuesto de inversión, y la 
inadecuada provisión de recursos para los gastos de funciona­
miento. Si la política ambiental hubiera sido una prioridad para el 
gobierno del presidente Ernesto Samper, ello se dE:bería haber 
traducido en unas medidas de excepción, en materia de recortes 
para el sector, con el fin de que se pudiese ejecutar buena parte de 

113 En un informe del Departamento Nacional de Planeación (mayo de 1996), sobre la 
ejecución presupuesta! del sector público para la vigencia del primero de enero al 31 
de diciembre 1995, la ejecución del Ministerio del Medio Ambiente se clasifica como 
"mala". En él encontramos : 1) E l Ministerio del Medio Ambiente efectuó 
compromisos sobre apropiación del 77,6% en el año presupuesta! de 1995. Ello lo 
coloca de penúltimo entre aquellas entidades, cuyo presupuesto se encuentra entre 
los$ 10.000 millones y los $50.000 millones. El índice promedio para esas entidades 
fue del 94,5%. 2) Ministrio del Medio Ambiente efectuó pagos a terceros sobre 
apropiación (o pagos sobre el PAC) del 32,2%. Ello coloca al ministerio como la 
entidad con más baja ejecución de pagos sobre PAC entre aquéllas cuyo presupuesto 
se encuentra entre los $10.000 y los $50.000 millones. Clausurado el año, se 
consideraron como entidades con mala ejecución a aquellas que efectuaron pagos sobre 
PAC menores al 6%, siendo e índice promedio de pagos sobre PAC del 86,6%. 
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programas y acciones instrumentales, previstas en el Plan Nacional 
de Desarrollo, condición necesaria para consolidar el Sina. Paradóji­
camente, no solamente no se adoptó esa orientación, sino que, en 
materia de recortes, se ha castigado más al sector ambiental que a 
los demás sectores, una medida cuyos efectos se agudizan en un 
amplio conjunto de entidades del Sina que dependen del presupuesto 
nacional para sus programas de inversión. 

La baja prioridad de lo ambiental, en la política de gobierno, se 
ha evidenciado también en la gran inestabilidad de la cartera 
ambiental, que ha sido ocupada por tres ministros, durante la 
administración de Samper. Es evidente que el montaje del recién 
creado ministerio requería de una gran coherencia y continuidad 
en su liderazgo, como es el caso de cualquier organización nueva, 
pero esta condición ha estado lejos de cumplirse. Además, la unidad 
de Política Ambiental del DNP ha tenido también una gran 
inestabilidad en su dirección-tres directores en tres años-, hecho 
que también ha repercutido negativamente en la puesta en marcha 
de la política ambiental, puesto que esta entidad debe jugar un 
papel de soporte para el ministerio y las corporaciones en su proceso 
de construcción, y desarrollar tareas, encaminadas a poner en 
marcha las políticas ambientales, previstas para los diferentes 
sectores de actividad. 

LOGROS POSITIVOS: EJECUCIÓN DE PROGRAMAS FINANCIADOS 

CON CRÉDITOS EXTERNOS 

Es necesario conocer la eficacia y la eficiencia con la cual se han 
invertido los recursos provenientes del impuesto predial, las 
regalías, el sector eléctrico, los créditos internacionales y la coo­
peración internacional que, sumados, ascienden aproximadamente 
a cerca de 400 mil millones de pesos en el período 1995-1998. Cifra 
que si bien no representa una proporción significativa del presu­
puesto nacional, en comparación con otros sectores, en ningún caso 
es despreciable, si tomamos como punto de referencia el hecho de 
que el Inderena contaba con cerca de 20 millones de dólares, para 
atender el 75 por ciento del territorio nacional. 
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Con los recursos de transferencia del sector eléctrico a las 
corporaciones, éstas tienen la responsabilidad de proteger las 
cuencas hidrográficas asociadas a las hidroeléctricas; y con la 
transferencia del sector eléctrico a los municipios, éstos tienen la 
responsabilidad de adelantar obras de saneamiento ambiental. 
Aunque es muy corto el plazo transcurrido para evaluar la situa­
ción de las cuencas, como producto de la inversión de esos recursos 
por parte de las corporaciones, es necesario evaluar la ejecución de 
los programas de reforestación, revegetalización, y otras acciones 
que se hayan emprendido para protegerlas. 

En los informes presentados por los ministros Cecilia López y 
José Vicente Mogollón al Congreso de la República, en 1995 y 1996, 
no se hace referencia a la forma como se gastaron los recursos del 
sector eléctrico, del predial y del fondo de regalías, en el sector 
ambiental. A pesar de que estos recursos son administrados por 
las corporaciones y los municipios, el ministerio tiene las compe­
tencias que le permitirían orientar y prestar asistencia técnica a 
las corporaciones para invertir los recursos administrados por ellas, 
y para buscar que éstas, a su vez, asesoren a los municipios, en la 
inversión de los recursos por ellos admi-nistrados. 

Difícilmente se identifica una prioridad mayor para el mi­
nisterio, en materia del gasto, que la de coadyuvar a la adecuada 
ejecución de estos recursos. A su vez, la Contraloría de la Repúbli­
ca, de conformidad con los mandatos que le otorga la Constitución, 
podría desarrollar un creativo proceso de seguimiento sobre la 
eficacia y la eficiencia con la cual se gastan estos recursos, que no 
solamente tuviera en cuenta los aspectos contables, sino también 
el impacto sobre el medio ambiente. Se llama la atención, en 
especial, sobre papel que la Contraloría podría jugar, en el caso de 
los recursos de transferencia del sector eléctrico a las corpo­
raciones. Si éstas no llegaran a hacer un buen uso de los recursos 
para la protección de las cuencas, el Estado podría ser en el futuro 
objeto eventual de demandas, por lesión del patrimonio de las 
empresas hidroeléctricas que han sido privatizadas. 



258 LA REFORMA AMBIENTAL EN COLOMBIA 

De otro lado, la ejecución del programa ambiental y de manejo 
de los recursos naturales es hoy satisfactoria, después de atravesar 
un largo proceso de dificultades, que incluyeron diferencias de 
enfoque entre el gobierno actual y las entidades cofinanciadoras, 
el Banco Interamericano de Desarrollo (Brn) y el Banco Mundial. 
La ejecución de los programas cofinanciados por el Brn, cuyo pre­
supuesto, incluyendo las contrapartidas nacionales, asciende a $135 
millones de dólares, se inició durante el último año de gobierno 
del presidente César Gaviria. Entre sus proyectos más relevantes 
se cuentan: la restauración de la Ciénaga Grande de Santa Marta, 
el manejo de cuencas, la financiación del Fonam y el fortalecimiento 
institucional. La ejecución presupuesta! y física del primero parece 
muy satisfactoria. Los proyectos de cuencas se han ejecutado en 
las áreas de jurisdicción de las corporaciones CRc, CDMB, CRQ, Cvs, 
Cortolima, Corponor, Cornare y Corponariño. 

El caso del Fondo Nacional del Medio Ambiente merecería un 
cuidadoso análisis. La puesta en marcha del Fonam tomó un 
período excesivamente largo y los recursos, destinados a él origi­
nalmente, han disminuido en forma considerable, con lo cual se 
han perdido oportunidades para la financiación de proyectos de 
las entidades gubernamentales y no gubernamentales, y en par­
ticular de las nuevas corporaciones regionales, como en un prin­
cipio se pensó. 

El proyecto de fortalecimiento institucional parece no haber 
sido suficiente en relación con los propósitos contemplados durante 
el proceso de negociación del crédito. Se concibió como un proyecto 
estratégico, para calificar y actualizar a los técnicos y tomadores 
de decisiones de las entidades del Sina, a través de cursos coor­
dinados por el Instituto Colombiano para la Educación Superior 
(!efes), y para fortalecer su capacidad institucional y crear las 
condiciones que favorecieran la conformación de un espíritu de 
cuerpo, entre el conjunto de instituciones conformado por el 
ministerio, las corporaciones y los institutos de investigación. Los 
cursos de capacitación se ejecutaron, pero la insuficiente cali­
ficación de un gran número de funcionarios vinculados al Sina 
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indica que es urgente que el ministerio emprenda un nuevo 
programa en este campo. En los otros puntos se avanzó muy 
poco. 

El contrato de crédito con el Banco Mundial fue firmado por la 
ministra Cecilia López, al principio de su administración, después 
de que se concluyera su negociación en el gobierno del presidente 
Gaviria, tras un complejo y largo proceso, iniciado en el contexto 
del Programa de Acción Forestal para Colombia, durante el go­
bierno del presidente Virgilio Barco. Incluye programas en políticas 
y desarrollo estratégico, rehabilitación de microcuencas, parques 
nacionales, capacitación e investigación. 

A través del programa con el Banco Mundial, el ministerio ha 
estado en capacidad de adelantar estudios para definir la política 
de bosques, y establecer instrumentos para su puesta en marcha 
(el estatuto forestal y las tasas retributivas, entre otros), y adelantar 
un proceso de fortalecimiento institucional en las cinco corpo­
raciones del Pacífico. El programa de rehabilitación de mi­
crocuencas, emprendido en territorios de jurisdicción de Cornare, 
CRc, Corponariño, Corpourabá, Cvc, Corponorte, CAS y en la Sierra 
Nevada de Santa Marta, al igual que el de fortalecimiento de la 
administración de los parques nacionales, marchan hoy de 
manera satisfactoria, de acuerdo con los evaluadores del Banco 
Mundial. 

NUEVAS POLÍTICAS Y NORMAS 

El ministerio, en cumplimiento de su función básica de dictar 
normas y regulaciones a nivel nacional, ha expedido diversos 
decretos reglamentarios de la Ley 99/93, al igual que resoluciones, 
en campos críticos para la gestión ambiental. La ley comenzó a 
desarrollarse a partir de su sanción en diciembre de 1993. 

Los principales decretos expedidos en el período comprendido 
entre diciembre de 1993 y agosto de 1994, durante los últimos meses 
de la administración del presidente Gaviria, se refieren a los 
siguientes aspectos: las reglamentaciones del Consejo Nacional 
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Ambiental 114 y del Consejo Técnico Asesor de Política Ambiental 115; 
la reglamentación de las licencias ambientales116; el estableci­
miento del Instituto de Hidrología y Meteorología y Estudios 
Ambientales-Ideam-117, del Instituto de Investigaciones Marinas 
y Costeras -Invemar118-, del Instituto de Investigación de Recur­
sos Biológicos "Alexander von Humboldt", del Instituto Amazónico 
de Investigaciones -Sinchi- y del Instituto de Investigaciones 
Ambientales del Pacífico •~ohn von Newmann" 119

; la organización 
y establecimiento del Sistema Nacional de Investigación y de 
Información Ambiental12º; el establecimiento de las corporaciones 
autónomas regionales121; la reglamentación del porcentaje del 
impuesto predial a favor de las corporaciones autónomas regio­
nales122; y la reestructuración de la Cvc, mediante la separación de 
su actividad de generación eléctrica en una empresa indepen­
diente123. 

Los principales decretos expedidos durante los tres primeros 
años del gobierno del presidente Ernesto Samper, se refieren a: la 
organización de la Unidad Administrativa Especial del Sistema de 
Parques Naturales124; la reglamentación sobre la prevención y 
control de la contaminación atmosférica de la calidad del aire125; el 
establecimiento del régimen de aprovechamiento forestal126; la 
reglamentación del Certificado de Incentivo Forestal para bosques 
naturales127; la reglamentación de las tasas retributivas por 

114 Decreto 1867 de 1994. 
115 Decreto 966 de 1994. 
116 Decreto 1753 de 1994. 
117 Decreto 1277 de 1994. 
118 Decreto 1276 de 1994. 
119 Decreto 1603 de 1994. 
120 Decreto 1600 de 1994. 
121 Decreto 1768 de 1994. 
122 Decreto 1339 de 1994. 
123 Decreto 1275 de 1994. 
124 Decreto 2915 de 1994. 
125 Decreto 948 de 1996, Decreto 1228 de 1997, Decreto 1697 de 1997. 

126 Decreto 1791 de 1996. 
127 Decreto 900 de 1997. 
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vertimientos al agua 128
; la reglamentación del Fondo Nacional 

Ambiental-Fonam129
-, el Fondo Ambiental de la Amazonia 130, y el 

Fondo Ambiental para el Desarrollo Sostenible para la Sierra 
Nevada de Santa Marta131

; la creación del Comité Asesor de Política 
Poblacional132

; la reglamentación del Comité Asesor de Política 
Forestal133

, y la conformación y organización de la Comisión 
Revisora de la Legislación Ambiental 134• 

Si bien, buena parte de las normas más sustantivas expedidas 
por el Ministerio del Medio Ambiente se encuentran contenidas 
en los anteriores decretos, es necesario subrayar que las resolu­
ciones del ministerio constituyen otra fuente de normatividad. 
Entre ellas, mencionamos las relativas a impedir la introducción 
al territorio nacional de residuos peligrosos135, la determinación 
de las zonas compatibles para las explotaciones mineras de 
materiales de construcción en la Sabana de Bogotá 136, la disposi­
ción de escombros137

, así como el amplio conjunto de disposiciones 
referentes a las áreas protegidas, aquellas que reglamentan el 
funcionamiento de las corporaciones autónomas regionales y otras 
entidades del Sina, y las que aclaran y reglamentan diversos 
aspectos de las normas contenidas en los mencionados decretos. 

Por su parte, desde 1994, el Congreso de la República ha apro­
bado nuevas leyes en materia ambiental, entre las cuales se desta­
can por su significado a nivel nacional y global, aquellas que 
ratifican las convenciones de biodiversidad y cambio climático, el 
Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfron-

128 Decreto 901 de 1997. 
129 Decreto 1602 de 1996. 
130 Decreto 898 de 1997. 
131 Decreto 1594 de 1997. 
132 Decreto 1658 de 1996. 
133 Decreto 2173 de 1996. 
134 Decreto 713 de 1996. 
135 Resolución No. 189 de Julio de 1994. 
136 Resolución No. 222 del 3 de Agosto de 1994. 
137 Resolución No. 541 de Diciembre de 1994. 
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terizos de los desechos peligrosos, y la Convención Ramsar sobre 
protección de humedales. 

Es indispensable evaluar el grado en que la anterior norma­
tividad ha sido puesta en práctica, en un país que se distingue a la 
vez por su imaginación jurídica y por su gran incapacidad para 
hacer cumplir la ley. 

Como bien se ha mencionado, 

"se puede decir que el trabajo de preparación del texto del capítulo de la 
política ambiental del Plan Nacional de Desarrollo El Salto Social fue el 
primer ejercicio de formulación de una política ambiental en el que participó 
el Ministerio del Medio Ambiente." 138

• 

El ministerio, con miras a implementar el Plan de Desarrollo 
"El Salto Social", ha dictado políticas nacionales sobre bosques, 
biodiversidad, aguas, residuos sólidos, producción más limpia, y 
fauna, que constituyen un desarrollo necesario de una de las 
principales funciones del ministerio, de conformidad con la Ley 
99, y un logro en términos de fijar prioridades y orientaciones 
básicas 139. 

En el caso de la política de bosques, que contó con un fuerte 
impulso durante la administración del ministro José Vicente 

138 Eugenia Ponce de León Chaux, "Evaluación de las acciones adelantadas por el 
Ministerio del Medio Ambiente para dar cumplimiento a sus funciones de política", 
trabajo presentado en el Foro "Hacia una Polít ica Ambiental de Fin de Siglo" , Santa 
Fe de Bogotá, diciembre 25-26 de 1997, pág. 18. 

139 Véase: Documento Conpes No. 2834, Política de bosques , Minambiente-DNP:UPA, 
Santa Fe de Bogotá, D.C., enero 31 de 1996; Ministerio del Medio Ambiente, Política 
Nacional de Biodiversidad, Santa Fe de Bogotá, D.C., 1996; Ministerio del Medio 
Ambiente, Lineamientos de política para el manejo integral del agua, Santa Fe de 
Bogotá, D.C., 1996. Ministerio del Medio Ambiente, "Política nacional de producción 
más limpia" (mimeo) Santa Fe de Bogotá, D.C., agosto de 1997. Ministerio del Medio 
Ambiente, "Política de gestión ambiental para la fauna silvestre en Colombia", 
octubre de 1997. Como lo ha observado Eugenia Ponce, "Después de aprobado el 
Con pes de Política Ambiental y el Plan Nacional de Desarrollo, se puede decir que el 
Ministerio del Medio Ambiente entró en una etapa de receso en lo que a formulación 
de políticas se refiere", op. cit., pág, 7. Este receso se prolongaría durante un año, 
hasta cuando se emitió la política sobre bosques. 



HACIA UNA EVALUACIÓN DE LA MARCHA DE LA GESTIÓN AMBIENTAL 263 

Mogollón, se están desarrollando un conjunto de instrumentos 
básicos requeridos para su mejor implementación. Además, los 
programas financiados con los créditos internacionales muestran 
una positiva ejecución. Pero resulta preocupante observar que las 
metas de reforestación fijadas en el Plan de Desarrollo "El Salto 
Social", basadas en buena medida en el Certificado de Incentivo 
Forestal (CIF), estarán muy lejos de la meta propuesta de 180.000 
hectáreas. Por otra parte, la ampliación del CrF a la protección de 
bosques naturales parece tener un gran potencial, aunque los 
resultados alcanzados con el caso de los bosques plantados sea tan 
pobre. 

En el documento del Conpes sobre política de bosques se anun­
ció que éste se complementaría con las políticas de biodiversidad, 
conservación de áreas protegidas, y de desarrollo forestal pro­
ductivo, transformación y comercialización. Sin embargo, con 
excepción del caso de la biodiversidad, las políticas mencionadas 
no han sido establecidas. 

Es aún prematuro juzgar los resultados de las políticas 
anteriores, pero sería pertinente determinar en qué medida la 
puesta en marcha de las mismas se ha visto afectada por los recortes 
presupuestales, así como la forma como se están concretando a 
nivel de las corporaciones y las entidades territoriales. Son políticas 
básicas, cuya implementación requiere, con frecuencia, un hori­
zonte de largo plazo, y su cumplimiento dependerá en buena 
medida del éxito que tenga el ministerio de asegurar su continuidad 
de ministro a minístro y de gobierno a gobierno. 

Las actividades desarrolladas con respecto a la norma sobre las 
tasas de vertimiento, a partir de su expedición en abril de 1997, 
constituyen un buen ejemplo de la forma como debería desem­
peñarse el ministerio en sus funciones centrales de fijar políticas y 
normas a nivel nacional. Una vez expedida, se ha desarrollado una 
intensa actividad de foros, seminarios y talleres en Bogotá y a nivel 
regional, con el fin de difundirla en los sectores público y privado, 
y acordar con las corporaciones los mecanismos para su puesta en 
marcha. Según las corporaciones con mayor tradición, es una de 
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las pocas veces en que el ministerio ha tenido una presencia rele­
van te a nivel regional con referencia a su función de orientador de 
la política nacional ambiental. 

Por otro lado, sin embargo, el ministerio se ha desviado en 
algunas ocasiones de su función fundamental de ser rector de la 
política ambiental del país y expedir regulaciones a nivel nacional. 
Algunas de las divisiones del ministerio han dedicado parte de sus 
energías a la ejecución de programas o a ejercer funciones de control 
y vigilancia en áreas que son de la competencia de las corporaciones 
o de los municipios. Tales son los casos, por ejemplo, del 
establecimiento en el ministerio de brigadas para combatir 
incendios forestales, del intento de adelantar acciones para 
controlar el tráfico ilegal de fauna en Bogotá, o de unos programas 
con los municipios para saneamiento básico, funciones claramente 
asignadas a las corporaciones. Con ese tipo de actividades, el 
ministerio resta su capacidad para la difícil tarea de fijar políticas, 
y, posteriormente, difundirlas, prestar asesoría técnica a las 
corporac10nes para su implementación y hacer el monitoreo 
correspondiente 

FUNCIONES SIN EJERCER O POLÍTICAS SIN DEFINIR 

El Ministerio del Medio Ambiente no ha ejercido sus funciones 
con respecto a la definición de las políticas nacionales de población, 
asentamientos humanos, colonización, educación ambiental y 
comercio exterior -cuando éste afecte el ambiente- ni con respecto 
a la definición de la política internacional ambiental, funciones 
estas que debe ejercer conjuntamente con los ministerios respon­
sables por estos sectores. En otras palabras, las funciones estraté­
gicas de definir políticas para el desarrollo, una de las más ambi­
ciosas e innovadoras de la Ley 99, se encuentran aún sin ser apli­
cadas. 

Como se ha señalado 

"hay que distinguir que una cosa es que el Ministerio del Medio Ambiente 
sea llamado por ot ros ministerios a participar en temas puntuales y concretos 
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que puedan tener incidencia sobre el ambiente y los recursos naturales 
renovables, y otra cosa, que exista una política integral y concertada sobre 
el tema en cuestión. En el primer evento, el Ministerio del Medio Ambiente 
asiste y presenta su posición sobre algún asunto específico, como por ejemplo, 
el tema del ecoetiquetado con el Ministerio de Comercio Exterior, o sobre la 
negociación de cambio climático con la Cancillería, o sobre la reglamentación 
de las reservas campesinas, con el Ministerio de Agricultura. Pero en ningún 
evento se puede confundir una simple posición del Ministerio frente a un 
tema concreto, con una política integral con un determinado sector. Sin 
embargo, se estima que las posiciones que ha ido adoptando el Ministerio 
del Medio Ambiente en su actuar cotidiano, pueden considerarse como una 
fuente o punto de partida, para la formulación de las políticas intersectoriales 
a su cargo1• 0". 

La participación del Ministerio del Medio Ambiente en la 
definición de asuntos puntuales, puede llegar a tener una gran 
trascendencia. Ése es el caso, por ejemplo, de su intervención en la 
concepción y elaboración de los artículos correspondientes a la 
creación de las reservas campesinas, adoptadas en la Ley de 
Reforma Agraria de 1994, así como en su posterior reglamenta­
ción. 

Pero, el no contar con una política integral en los sectores 
mencionados le resta grandes potencialidades a la Ley 99, puesto 
que se está renunciando a contar con una estrategia de largo plazo, 
con metas y medios concretos para alcanzarlas, y con una clara 
asignación de responsabilidades que puedan ser objeto de un 
seguimiento sistemático. Una política integral permite también 
contar con un lineamiento en el cual se enmarquen las decisiones 
puntuales, lo cual impide la improvisación y la inconsistencia. 

Además, la no definición de una política integral y explícita, 
implica negar a la ciudadanía su derecho constitucional a participar 
en las decisiones que afecten el medio ambiente. El ministerio, al 
autolimitarse a la función de participar en la toma de decisiones 
puntuales en sectores críticos del desarrollo, puede estar 
excluyendo a grupos claves de la sociedad civil en la definición de 

140 E. Ponce, op. cit., pág. , 18. 
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asuntos fundamentales, que quedan entonces al arbitrio de funcio­
narios y técnicos que ejercen un poder antidemocrático en el 
encierro de las oficinas públicas y que, a veces, responden ante 
presiones inconfesables de poderosos grupos de interés. 

Parece como si el ministerio sólo estuviera comprometido con 
las funciones tradicionales de administración y conservación de 
los recursos naturales renovables que caracterizaban a las insti­
tuciones que sustituyó, y que correspondían al modelo predo­
minante de la gestión ambiental de los años setenta, con una 
marcada vocación conservacionista y sectorial. Es lamentable que 
no haya enfrentado la asunción radical de esas funciones cuyo 
ejercicio resulta crítico en la búsqueda de la senda hacia el 
desarrol,lo sostenible y en una mejor inserción de Colombia en el 
campo internacional. 

Así, por ejemplo, el ministerio tiene la oportunidad y la 
obligación de promover, conjuntamente con el Ministerio de Co­
mercio Exterior, una política dirigida a transformar paulati­
namente la industria exportadora colombiana para que ésta sea 
competitiva y encuentre mercados en los países industrializados, 
de conformidad con las exigencias cada vez mayores de sus 
consumidores con relación al aspecto ambiental. Es una política 
que debe coordinarse con las posiciones que el país debe adoptar 
en diferentes foros internacionales, para evitar que lo ambiental 
se convierta en una barrera no arancelaria. Es una actividad que 
puede ejercerse creativa y constructivamente, con el fin de for­
talecer nuestra posición exportadora y al mismo tiempo garantizar 
que la actividad productiva que la sustenta esté fundamentada en 
una gestión ambientalmente sana. 

Otra función del Ministerio del Medio Ambiente, prevista por 
la Ley 99, es la de "establecer los criterios ambientales que deben 
ser incorporados en la formulación de las políticas sectoriales y en 
los procesos de planificación de los demás ministerios y entidades, 
previa su consulta con esos organismos". El ejercicio de esta función 
está expresada en los denominados "acuerdos de producción 
limpia" a que se hará referencia más adelante. Sin embargo, y no 
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obstante todo lo positivo que hay en esta estrategia, ella no basta 
para realizar los potenciales de la función en cuestión, que fue 
concebida con miras a que la gestión ambiental sea la respon­
sabilidad solidaria de los diferentes sectores de actividad, y no se 
descargue en el Ministerio del Medio Ambiente o en las autoridades 
ambientales a nivel regional. 

Con respecto a las políticas sectoriales, resulta del caso señalar 
que la U ni dad de Política Ambiental del DNP realizó una fructífera 
labor en el curso del proceso de elaboración del Plan Nacional de 
Desarrollo, al lograr incluir en los diversos sectores acciones en el 
campo ambiental, una tarea de la cual estuvo ausente el Ministerio 
del Medio Ambiente. Durante 1995 y 1996, esa Unidad adelantó 
una tarea encaminada a incorporar la dimensión ambiental en las 
diversas políticas sectoriales que se presentaron a consideración 
del Con pes durante ese período141

• Es una labor que, desde entonces, 
parece interrumpida como consecuencia de que el director que la 
lideró se retirara del DNP. 

Sería pertinente evaluar en qué medida se han puesto en 
marcha las políticas ambientales incorporadas en el Plan de 
Desarrollo en sectores de actividad como educación, agricultura, 
minas y energía, y salud. En el caso del sector agrícola, la concepción 
de sostenibilidad y los programas correspondientes, en particular 
en Corpoica, recibieron un impulso durante el paso de la ministra 
Cecilia López por la cartera de Agricultura, quien la ejerció inme­
diatamente después de ocupar el cargo de ministra del Medio 
Ambiente. 

Se subraya que el ministerio ha actuado muy poco en el campo 
del ordenamiento ambiental del territorio -una de las funciones 
básicas que le asigna la Ley y una herramienta fundamental para 
la gestión del Sina-, y no ha definido las políticas ambientales para 
el Chocó Biogeográfico y la Amazonia, dos funciones previstas como 
prioritarias en la Ley 99 de 1993. 

141 E. Ponce, op. ci t ., págs. 6 y 7. 
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Por último, es necesario anotar que el Ministerio del Medio 
Ambiente parece ser consciente de la necesidad de dar una mayor 
prioridad a su función de definir, en conjunto con otros ministerios, 
las políticas de desarrollo que la Ley le asigna y, en general, de 
incorporar la dimensión ambiental en las políticas sectoriales a 
nivel nacional y regional, tal como lo han manifestado el ministro 
Eduardo Verano de La Rosa y el viceministro Fabio Arjona. Si se 
logra corregir el camino en esta dirección, se estaría dando un gran 
paso en la implementación de la Ley 99 de 1993. 

LAS RELACIONES EXTERIORES: O LA ACCIÓN SIN UNA POLÍTICA 

Como se dijo, hasta el momento no se ha definido una política 
exterior en materia ambiental, no obstante que constituye una de 
las prioridades para el país, conjuntamente con el comercio exterior, 
el narcotráfico y los derechos humanos142

• 

Durante el gobierno del presidente Ernesto Samper, tampoco 
ha existido un organismo o comisión al más alto nivel que supla la 
ausencia de esa política y fije en forma paulatina y coherente los 
principales lineamientos sobre las posiciones que debe adoptar 
Colombia en los múltiples escenarios de negociación internacional 
sobre medio ambiente143

• 

Esta situación conduce, con frecuencia, a generar inconsistencias 
entre las posiciones presentadas por las delegaciones del país en las 
diversas negociaciones, o a la falta de claridad en las prioridades, o a 
la adopción de posiciones críticas del país a niveles político-burocráticos 
inadecuados y en forma poco transparente, que acaban expresando 
las visiones del funcionario o técnico de turno. 

142 Sobre la importancia del tema ambiental en la agenda internacional de Colombia y sus 
prioridades véase: Manuel Rodríguez Becerra, Medio Ambiente, en Socorro Ramírez y 

Luis Alberto Restrepo (coordinadores), Colombia: entre la inserción y el aislamiento. 
La política exterior colombiana en los años noventa. Santa Fe de Bogotá: Siglo del 
Hombre Editores, lepri, Universidad Nacional, 1997. 

143 En el período 1990-1992 existió la comisión nacional preparatoria de la Cumbre de 
Río, que orientó, con el soporte de una secretaría técnica, todas las negociaciones 
conducentes a los acuerdos suscritos. 
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Las funciones del Ministerio del Medio Ambiente en materia 
de política exterior, han sido responsabilidad central de la oficina 
especializada en el tema, que no ha contado con los recursos huma­
nos y económicos para adelantarlas con suficiente prestancia. Esta 
oficina cuenta con mayores recursos que el lnderena para atender 
la política exterior -entidad que tenía algunas de estas compe­
tencias-, pero sus responsabilidades son más amplias, como 
consecuencia del incremento de sus funciones y de los escenarios 
internacionales en los cuales Colombia debe participar después de 
la Conferencia de Río de Janeiro. 

Sin embargo, si comparamos los recursos asignados por el 
ministerio al frente de la política exterior en comparación con los 
asignados a otras actividades, se podría concluir que aquél no ha 
estado entre sus prioridades. De otra manera no se entendería que 
la oficina internacional haya contado en el período 1996-1997 con 
cuatro técnicos, equivalentes al uno por ciento de la planta de 
personal del ministerio. 

En la práctica, la representación del país en las negociaciones y 
tratados internacionales ha sido ejercida conjuntamente por las 
oficinas ambientales del Ministerio del Medio Ambiente y del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, cuya capacidad en materia 
de política ambiental internacional es más débil que la del Minis­
terio del Medio Ambiente. Ellas han participado en casi todos los 
escenarios de negociación de relevancia, mientras que en las 
referentes a los recursos genéticos para la agricultura, el minis­
terio del ramo ha participado activamente y en muchas ocasiones 
ha llevado su representación 144• 

144 Desde un punto de vista estrictamente legal, la jefatura de las delegaciones 
corresponde por lo general al embajador de Colombia en el país en el cual tiene 
lugar la negociación respectiva. Pero en la práctica, las misiones de Colombia en el 
exterior no participan en las negociaciones y estas acaban siendo responsabilidad 
de las delegaciones de los ministerios de Relaciones Exteriores y Medio Ambiente 
enviadas desde Bogotá. Estas últimas son excepcionalmente presididas por ministros 
o viceministros, por lo cual la negociación queda en manos de los técnicos de las 
oficinas ambientales de los ministerios. De este patrón se exceptúan los casos de 
Nairobi y Nueva York e n los cuales las embajadas respectivas participan activa­
mente. 
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Las mencionadas oficinas ambientales han suplido sus limita­
ciones con imaginación, creatividad y una inevitable dosis de 
improvisación. Pero no basta con la presencia en las negociaciones. 
Se requiere también la especialización de equipos de negociación, 
la preparación técnica previa y la adopción de las posiciones a 
niveles políticos adecuados, tres condiciones que ni la Cancillería 
ni el Ministerio del Medio Ambiente, están cumpliendo a cabali­
dad. Se requiere también una clara coordinación con otros minis­
terios, y muy en particular, con los de Comercio Exterior, Agri­
cultura y Energía, asunto que deja mucho que desear. 

La falta de una política ambiental exterior adoptada por el 
Conpes, y en cuyo diseño participen los sectores relevantes, la 
insuficiente capacidad de los entes estatales para representar a 
Colombia en el frente internacional, y la poca coordinación inter­
institucional son, en parte, reflejo de la poca prioridad que el 
gobierno del presidente Ernesto Samper le ha otorgado al tema 
ambiental como parte de su política exterior. 

A este respecto, es muy diciente que el presidente Samper no 
haya hecho una sola mención del tema ambiental en un artículo 
que él escribió en diciembre de 1997, con el fin de hacer un balance 
de la política exterior de su gobierno. Concluye afirmando que 

"el paso de los años demostrará que fue precisamente mi gobierno el que, 
en medio de muchas dificultades, entendió y desarrolló un nuevo concepto 
de reinserción internacional de Colombia en un mundo agotado por 
problemas respecto a los cuales nuestro país tiene mucho que decir y 

hacer" 145
• 

Una de las principales consecuencias de esta situación es que 
estamos perdiendo la oportunidad de transformar lo ambiental en 
un frente altamente positivo en las relaciones internacionales de 
Colombia, a diferencia de lo que ocurre en otros países en desarrollo, 
entre los cuales Costa Rica es uno de los casos más notables. 

145 Ernesto Samper Pizano, "Proyección al Nuevo Siglo: Política Exterior de Colom­
bia", El Tiempo, Lecturas Dominicales, 21 de diciembre de 1997, págs. 4 y 5. 
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Así mismo, parece haberse perdido de vista que en los dife­
rentes escenarios de negociación se adquieren obligaciones que a 
la postre se incorporan en la legislación colombiana, una vez el 
país efectúa las ratificaciones de los instrumentos correspon­
dientes. Se podría decir que la función de legislar para enfrentar 
las amenazas ambientales globales y regionales se ha transferido 
a los foros internacionales responsables de la materia. Es evidente, 
que el país cuenta con la soberanía para no ratificar los tratados 
internacionales, pero es también claro que esta es una situación 
de excepción, entre otras cosas, porque una vez se negocian y se 
acuerdan tales tratados, las presiones internacionales para su 
ratificación son muy fuertes. 

La debilidad del frente internacional ambiental de Colombia 
ha implicado también que no se haya dado continuidad a asuntos 
fundamentales, que el país haya adquirido compromisos que no 
ha cumplido o de los cuales se ha tenido que retractar, o que se 
haya contado con una representación débil en negociaciones claves, 
con consecuencias difícilmente perceptibles146• 

146 La carencia de una política se refleja, por ejemplo, en el hecho de que Colombia 
tuviera tres posiciones diferentes con respecto al tema de la implementación conjunta, 
en el período 1994-1997. Durante la administración de Cecilia López se anunció que 
Colombia emprendería acciones conducentes a participar en la etapa experimental 
de la implementación conjunta, posición que se cambió durante la administración 
de José Vicente Mogollón, para volver a la posición original en la administración de 
Verano de La Rosa. Es una falta de continuidad que debilita la posición negociadora 
del país, y que en este caso significó que Colombia, a diferencia de muchos de los 
países de América Latina, no adelantara un solo proyecto en este campo en el período 
que se extiende entre las fechas de realización de las conferencias de las partes de la 
Convención de Cambio Climático realizadas en Berlín y Kyoto, en 1995 y 1997, 
respectivamente. 

La precaria coordinación interinstitucional se reflejó, por ejemplo, en el hecho de 
que el ministro de Energía manifestara al gobierno de los Estados Unidos que Co­
lombia acogería en la Conferencia de las Partes de la Convención de Cambio 
Climático, celebrada en Kyoto en diciembre de 1997, la propuesta de ese país según 
la cual los países en desarrollo adquirirían compromisos de reducción de emisión de 
gases de efecto invernadero. Fue una posición que el gobierno de Colombia no pudo 
sostener por múltiples razones. Un caso similar se dio cuando el Ministerio del Medio 
Ambiente expresó ante la Secretaría de Estado de los Estados Unidos que la posición 
de Colombia convergía con la de ese país en un conjunto de asuntos referidos a las 
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No obstante, aparte de los problemas de carácter doméstico, se 
debe reconocer que la multiplicidad de tratados multilaterales y 
de escenarios internacionales de negociación y diálogo y, en 
ocasiones, la complejidad de los temas están haciendo que los países 
en desarrollo y, a veces, algunos de los desarrollados, se vean en 
dificultades para atenderlos en forma adecuada, tal como se ha 
indicado en otro escrito147

• 

También se debe señalar que los problemas aludidos sobre la 
carencia de una política, la insuficiencia de recursos, la falta de 
equipos de negociación especializados, la precaria coordinación 
interinstitucional entre actores claves, y la inconsistencia y falta 
de continuidad con referencia a asuntos fundamentales, se enmar­
can en la problemática más amplia de las debilidades de la política 
exterior colombiana. 

Tal como se ha dicho148: 

"Una importante deficiencia de la política exterior colombiana parte del 
hecho de que no hemos tenido un diseño estratégico claramente definido y 
durable, y de que hemos priorizado las políticas de corta duración, quizá 

negociaciones sobre recursos fitogenéticos que se celebraron en Roma en diciembre 
de 1996. La delegación de Colombia, en cabeza del Ministerio de Agricultura, adoptó 
una posición que difirió en mucho a la originalmente referida. 
La insuficiente incapacidad técnica y de recursos humanos se expresa con frecuencia 
en la falta de continuidad de los equipos negociadores. Así, por ejemplo, en las cuatro 
sesiones del Panel Intergubernamental de Bosques, un tema de alta prioridad para 
el país, la delegación de Colombia tuvo cada vez una composición diferente, un 
fenómeno que le resta capacidad negociadora a l país ante la imposibilidad de 
acumular experiencia de una reunión a otra. Ello, en contraste con otros países 
desarrollados y en desarrollo que mantienen equipos especializados y estables en 
procesos de negociación como el referido. 
Los ejemplos anteriores no son casos de excepción y se podrían traer a cuento muchos 
otros. 

147 Manuel Rodríguez Becerra, "Las relaciones bilaterales entre los Estados Unidos y 
Colombia en el campo del medio ambiente", informe presentado a la Comisión de la 
Universidad Nacional sobre relaciones Colombia-Estados Unidos, abril de 1997. (En 
proceso de edición). 

148 Diego Cardona Cardona, "Colombia: una política exterior hacia el futuro", en Co­

lombia entre la inserción y el aislamiento, op. cit., pág. 359. 
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debido a los imperativos circunstanciales y a la ausencia de un nutrido grupo 
de analistas y expertos, incluyendo los especializados en áreas geográficas, 
tal como existe desde hace dos décadas en países como México". 

Pero estos hechos deben constituirse en razones para hacer un 
esfuerzo dirigido a definir una política de largo plazo y para dotar 
a los ministerios del Medio Ambiente y Relaciones Exteriores de 
una mayor capacidad político-técnica, dada su prioridad para el 
país, y la oportunidad que se tiene de transformar la política am­
biental en un activo de la política exterior colombiana, en contraste 
con los enormes pasivos que tenemos con relación a derechos 
humanos, narcotráfico y corrupción. 

LICENCIAS AMBIENTALES Y ACUERDOS SECTORIALES: 

UNA GESTIÓN POSITIVA 

El otorgamiento de licencias ambientales fue una de las primeras 
funciones que ejerció el Ministerio del Medio Ambiente, toda vez 
que la Ley 99 no previó un período de transición para el efecto. 
Como se anotó, la legislación sobre licencias ambientales fue 
modificada por la ley. Ésta introdujo, además, el diagnóstico 
ambiental de alternativas con el fin de que las autoridades 
ambientales participen desde los tempranos períodos de la 
planeación en aquellas obras o actividades que tengan un alto im­
pacto ambiental. 

Al Ministerio del Medio Ambiente se le otorgó la competencia 
indelegable de expedir las licencias ambientales para obras o 
actividades de gran impacto, como la red vial nacional, la gran 
minería, la construcción y operación de grandes puertos maríti­
mos, las obras y dragados fluviales, el establecimiento de hidro­
eléctricas y termoeléctricas y la exploración, explotación y distri­
bución de hidrocarburos. Esta función y la correspondiente a la 
administración de los parques naturales son las dos grandes 
responsabilidades de ejecución que tiene el ministerio. 

La Dirección Ambiental Sectorial, que inició actividades en 
febrero de 1994, ha tenido una capacidad mucho mayor que la del 
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Inderena y la de las corporaciones regionales para la evaluación 
de los estudios de impacto ambiental y el estudio de estas licencias. 
Así se manifiesta en el hecho de que durante sus primeros tres 
años haya concedido 589 licencias ambientales, entre las cuales 
la construcción de vías y el sector de hidrocarburos repre­
sen tan la mayor actividad con 101 y 357 licencias, respectiva­
mente. 

Dada la naturaleza de las licencias ambientales, el ciudadano 
desprevenido no percibe, a primera vista, los efectos positivos que 
este instrumento conlleva, al evitar la destrucción de los recursos 
naturales o el deterioro del medio ambiente. Se trata de lo que 
podríamos denominar como "la gestión invisible" de las autoridades 
ambientales, en la cual parecen registrarse avances notables con 
la puesta en marcha de la Ley 99. Ese tipo de gestión también se 
tipifica en la negación de licencias para determinadas obras o 
actividades, con un marcado efecto depredador. Así, por ejemplo, 
el ministerio negó la licencia para la construcción de cuatro 
hidroeléctricas, con lo cual se evitaron los efectos negativos que 
éstas pudieran tener sobre la biodiversidad y otros recursos 
naturales. 

Pero los positivos logros alcanzados, en materia de licencias 
ambientales, se podrían ver frustrados y el sistema se podría poner 
en riesgo si no se tiene éxito en echar atrás la tramitología que 
está invadiendo su proceso de otorgamiento, y si no se emprende 
un programa para prever la corrupción, toda vez que estos siste­
mas de autorizaciones crean diversas oportunidades para el efecto. 

La Dirección Ambiental Sectorial ha tenido también bajo su 
responsabilidad, la puesta en marcha de "la política nacional de 
producción más limpia". Entre las acciones más sobresalientes, se 
señalan los acuerdos de concertación, suscritos entre las 
autoridades ambientales y los gremios industriales, cuyo objetivo 
es mejorar la gestión ambiental de sectores concretos de la 
producción. En 1995, se suscribieron los siguientes convenios: el 
Acuerdo sobre el Corredor Industrial de Mamonal, con la partici­
pación de 49 empresas, Cardique y Damarena; el Acuerdo del 
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Corredor Industrial del Oriente Antioqueño, en el cual participan 
la Corporación Empresarial del Oriente (33 empresas), y Cornare; 
y el Acuerdo sobre la Pequeña Minería del Oro, en la cual partici­
pan las asociaciones mineras, las cuatro corporaciones regionales 
con jurisdicción sobre el andén Pacífico, y Corpoamazonia. En 1996, 
se suscribieron los acuerdos con el sector azucarero (Asocaña), 13 
ingenios, la Cvc, la Carder, CRc, y la comunidad de Palmira; y el 
Acuerdo en el Sector del Carbón, con la participación de Ecocarbón, 
ocho corporaciones y entidades y gremios del sector. En 1997, se 
suscribió el Acuerdo del Sector de Hidrocarburos con la Asociación 
Colombiana de Petroleros (AcP), el Ministerio de Minas y Eco pe trol. 
En el segundo semestre de 1997, se encontraban en proceso 
acuerdos similares con los sectores eléctrico, agroquímico, cemen­
tero, de palma africana, bananero, en i1s corredores industriales 
de Barranquilla y Sogamoso. 

Mediante estos acuerdos se busca impulsar el sistema de 
autorregulación y autocontrol, así como la prevención y mitigación 
de los impactos ambientales: un determinado sector productivo o 
de servicios se compromete al logro de metas concretas, en espa­
cios de tiempo predeterminados; entre ellas, el montaje de procesos 
de producción limpia, es decir, que producen menos desperdicio y 
contaminación, en lo posible iguales a cero, en contraste con los 
sistemas de descontaminación al final del tubo. Este tipo de 
compromisos muchas veces excede a los establecidos en las nor­
mas, y su incumplimiento conlleva, básicamente, una sanción 
moral por parte de los integrantes del sector comprometido en la 
concertación. 

La concertación sectorial es un complemento necesario del 
sistema de comando y control que, en su forma ortodoxa, delega 
en el Estado la responsabilidad total de las medidas coercitivas. 
También complementa el sistema de instrumentos económicos, que 
busca ubicar en el mercado los incentivos, para que los sectores 
económicos hagan un uso racional de la naturaleza y del medio 
ambiente. Con el fin de asegurar su éxito, estos planes de concer­
tación deben concebirse como un proceso dinámico, que cuente 
con una adecuada veeduría y participación ciudadanas, y una 
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rigurosa monitoría gubernamental, como garantía de su cumpli­
miento y actualización. 

La puesta en marcha del proceso de concertación sectorial, 
iniciada durante la administración de Cecilia López y continuada 
durante las de Mogollón y Verano de La Rosa, es uno de los mayo­
res logros que exhibe el Ministerio del Medio Ambiente. Se explica, 
en buena parte, por la continuidad de una gestión bien orientada, 
bajo la responsabilidad de Carlos Herrera, vinculado al ministerio 
desde su primer día de funcionamiento. 

PARQUES Y RESERVAS NATURALES: NUEVOS ESCENARIOS 

DE GUERRA 

El incremento de la presencia del Estado en las áreas protegidas, 
mediante el establecimiento de sistemas de control y vigilancia, 
programas de investigación y de ecoturismo y la dotación de nuevo 
personal e infraestructura, es un hecho significativo. 

Se exceptúan de este cuadro aquellos parques en los cuales, 
por razones de orden público, sólo es posible contar con una mí­
nima actividad estatal o prescindir por completo de ella, como es 
el caso del Parque Nacional de los Katíos en el Darién. Por des­
gracia, la magnitud y la metástasis del conflicto armado en 
Colombia, no ha dejado intacto casi ningún rincón de la geografía 
nacional, amenaza que se cierne también sobre los parques natu­
rales y áreas de reserva, donde se concentran gran parte de los 
grupos armados, de derecha e izquierda. La agudización del 
conflicto ha puesto el tema ambiental, y en particular a sus acti­
vistas, en el "ojo del huracán", como lo confirma el asesinato brutal 
de los funcionarios del Parque de los Katíos, el atentado contra 
funcionarios del Ecofondo, el bombardeo de resguardos indígenas 
por parte del ejército y de la guerrilla, el creciente número de 
ecologistas que engrosa la lista de los desplazados de U rabá y Chocó, 
y las amenazas contra militantes del medio ambiente, en diversas 
regiones del país, por citar sólo algunos casos. 

Estos hechos, al igual que el veloz proceso de violencia y descom­
posición social desatado en menos de dos años en el, hasta hace 
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muy poco, apacible Chocó Biogeográfico, demuestran la urgencia 
de incluir, en la evaluación de la gestión ambiental, una reflexión 
seria sobre la relación entre el conflicto armado y el medio 
ambiente. Uno de los casos más dramáticos y recientes fue el atroz 
asesinato de los defensores de una reserva privada en el páramo 
de Sumapaz, Mario Calderón y Elsa Al varado, pareja de pacifistas 
y ambientalistas que promovieron la creación de la Red Nacional 
de Reservas de la Sociedad Civil, impulsaron tertulias ambientales 
durante tres años en el Centro de Investigaciones para la Educación 
Popular (Cinep), al igual que la gestión comunitaria para la 
prevención de desastres en zonas vulnerables a inundaciones y 
deslizamientos en los barrios marginales de Bogotá. Mario y Elsa 
fueron asesinados en la madrugada del 19 de mayo de 1997, al 
parecer por un grupo paramilitar, en su apartamento de Chapinero, 
junto con el padre de Elsa, Carlos Alvarado Pantoja, y en presencia 
de I ván, su bebé de 18 meses. Hechos como éste, que inclusive 
despertaron el repudio del Parlamento Europeo -entidad que exigió 
al gobierno colombiano la investigación del caso-, pasaron 
prácticamente inadvertidos para el sector ambiental oficial y, en 
particular, para el Ministerio del Medio Ambiente. Un argumento 
más para abordar cuanto antes la revisión del papel de las 
instituciones ambientales, en el explosivo contexto nacional de fin 
de siglo. 

Es hora de poner en marcha soluciones a los problemas 
generados por la estrecha relación, cada vez más evidente, que se 
establece entre los fenómenos de colonización, en las áreas de mayor 
oferta ambiental (como la región del Darién, la Amazonia, la 
Orinoquia, el Chocó Biogeográfico y las áreas de amortiguación de 
los parques naturales, cuando no en los parques mismos), y los 
procesos de concentración de tierras para ganadería, en suelos no 
aptos para esa actividad; la consiguiente aparición de grupos 
armados de derecha e izquierda, el desplazamiento de las comuni­
dades locales y, en consecuencia, la pérdida de la biodiversidad y 
de la tranquilidad de quienes, tradicionalmente, la preservaban. 
En la búsqueda de nuevos caminos para enfrentar estas situacio-
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nes complejas, las reservas campesinas son, tal como lo hemos 
subrayado, uno muy promisorio. 

Los PARQUES NATURALES SE FORTALECEN: ¿UN SISTEMA 

EXCESIVAMENTE CENTRALIZADO? 

Por otra parte, la Unidad Especial de Parques Nacionales, res­
ponsable del Sistema, ha adelantado un plan director y los planes 
operativos para cada área de conservación. Esta situación se 
considera positiva, en comparación con el manejo de los parques 
por parte del Inderena, cuyos precarios recursos le impedían contar 
con un sistema básico de control y vigilancia, en un buen número 
de áreas, y con la infraestructura mínima para hacerlo. 

E l ministerio ha declarado como nuevas áreas protegidas, la 
isla de Malpelo y Old Providence Me Bean Lagoon. Además, bajo 
el liderazgo del ministro José Vicente Mogollón, se iniciaron las 
negociaciones con el gobierno de Panamá, dirigidas a crear el 
Parque Binacional del Darién. 

Diversos programas de cooperación internacional han estado 
dirigidos a fortalecer la gestión de algunas áreas del sistema, entre 
los cuales se menciona el auspiciado por el gobierno holandés para 
los parques del Chocó Biogeográfico. A su vez, la Unidad Especial 
ha coordinado un programa financiado por la Comunidad Europea 
para los parques de la cuenca amazónica, que se ejecuta en los ocho 
países de la región, en el contexto del Tratado de Cooperación 
Amazónica. Dentro del programa se incluyeron dos parques de 
nuestro país: el Parque Amacayacu y el Parque Cahunarí. 

La Unidad de Parques fue también responsable de la organi­
zación del Primer Congreso Latinoamericano de Parques y Áreas 
Protegidas, celebrado en Santa Marta en mayo de 1997. Este 
evento, en cuya realización participó activamente Carlos Castaño, 
director de la Unidad, facilitó un intenso intercambio de ex­
periencias y aproximaciones sobre el manejo de las áreas pro­
tegidas. 

Algunos observadores han señalado, con razón, su preocupa­
ción por considerar que el sistema de administración está muy 



H ACIA UNA EVALUACIÓN DE LA MARCHA DE LA GESTIÓN AMBIENTAL 279 

centralizado 149
• Excluye a las corporaciones regionales y con ellas, 

a las comunidades, a las organizaciones no gubernamentales, y a 
las entidades locales, de la posibilidad de participar en la gestión 
de las áreas protegidas; restricción que, además de injusta, niega 
la expresión de enormes potenciales para la protección. 

Esta política contrasta con los resultados de algunas actividades 
investigativas y comunitarias, realizadas al interior de los parques 
por organizaciones no gubernamentales, que indican las capaci­
dades que tienen para desarrollar éstos y otros programas. Así, 
por ejemplo, el Premio Nacional al Desarrollo Sostenible, de la 
Fundación Alejandro Ángel Escobar, fue concedido en 1997 a un 
grupo de investigadores de la "Fundación Natura" por su trabajo 
sobre "Estrategias para el manejo de fauna de caza, con la comu­
nidad indígena Emberá en el parque natural de U tría". 

La ley previó que las corporaciones administren "bajo la tutela 
del Ministerio del Medio Ambiente, las áreas del Sistema de 
Parques Nacionales que ese ministerio les delegue", y que "esta 
administración podrá hacerse con la participación de las entidades 
territoriales y la sociedad civil". En las discusiones que dieron lugar 
a esta norma, se consideró que las áreas protegidas deberían ser 
administradas, mediante diversos esquemas de participación de 
las corporaciones y de los grupos de interés locales, de conformidad 
con las características propias de cada región. También se advirtió 
que la centralización total sería una figura viable, solamente en 
aquellos casos de riesgo comprobado sobre el futuro de la unidad 
de conservación. 

También resulta preocupante que, desde la aprobación de la 
Ley 99 de 1993, aún no se haya enfrentado la urgente reforma, 
requerida por la normatividad sobre las áreas protegidas, ni la 
expedición de la correspondiente a las zonas de amortiguamiento, 
ni procedido a recategorizar o realinderar algunos de los parques 
nacionales. 

149 Véase conclusiones del Seminario sobre Parques Nacionales organizado por el DN P 
en mayo de 1995. También, columnas de Germán Andrade en El Espectad01: 
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La normatividad vigente sobre áreas naturales protegidas, 
contiene muchas disposiciones que no reconocen, en forma adecua­
da, situaciones existentes con un gran potencial de conflicto. Así, 
por ejemplo, la legislación sobre parques prohfbe, dentro de estas 
áreas, la realización de actividades económicas, como son la ex­
plotación de los recursos naturales renovables, y no renovables, 
las labores agropecuarias o los desarrollos urbanísticos. Sin 
embargo, en algunos parques existen asentamientos humanos, 
muchas veces de tamaño considerable en la forma de caseríos u 
otras dinámicas poblacionales (es el caso de los parques naturales 
de Paramillo, la Sierra Nevada de Santa Marta y la Paya), donde 
esa disposición pierde su posibilidad de aplicabilidad. Es evidente 
que muchos de estos casos exigen ya sea la realinderación de los 
parques o su recategorización, parcial o total, o la expedición de 
una nueva normatividad que contemple nuevas categorías de áreas 
protegidas, en las cuales se reconozcan las realidades existentes y 
se contemplen nuevas formas de manejo. 

Por otra parte, algunos parques nacionales se superponen total 
o parcialmente con resguardos indígenas preexistentes a su 
declaratoria, o que fueron creados con posterioridad a ésta. En la 
Constitución de 1991 se otorga, tanto a los parques naturales como 
a los resguardos indígenas, el carácter de inalienables, impres­
criptibles e inembargables (artículo 63), y se prevé que la "ley 
determinará los resguardos indígenas que serán considerados como 
municipios". No se requieren más argumentos para entender que 
la normatividad vigente sobre parques, clama una urgente reforma 
con relación a las comunidades indígenas. 

Los casos descritos ilustran la obsolescencia de parte de la 
normatividad sobre áreas protegidas, y en particular la de par­
ques, frente a realidades sociales y jurídicas, causa de frecuentes 
conflictos con sus pobladores150• Al reconocer la necesidad de 

150 La abogada Eugenia Ponce de León ha elaborado diversos documentos para el DNP 
y el Ministerio del Medio Ambiente sobre la necesidad de reformar la normatividad 
sobre áreas protegidas, incluso ha participado en la elaboración de proyectos al 

respecto. 
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proteger aquellas áreas habitadas, dados sus valores biológicos, 
estéticos, etc., es necesario, como se anotó, crear nuevas categorías 
diferentes a los parques, de modo que se reconozca la situación 
singular de ciertas áreas y se reemplace la rígida concepción 
conservacionista que les es inherente, por una más flexible y 
moderna referida a "la conservación y uso sostenible". Esta última, 
parte del supuesto de que, en muchos casos, la protección es una 
quimera si ella no ofrece a la población oportunidades para 
satisfacer sus necesidades básicas y mejorar su calidad de vida. 

La inexplicable perpetuación de la legislación sobre parques, 
que con frecuencia coloca a muchos colombianos por fuera de la 
ley, así como la marginación de importantes sectores del gobierno 
y de la sociedad civil de su administración y beneficios, no sola­
mente conforma una situación de injusticia sino que, eventual­
mente, puede debilitar el sistema y poner en riesgo el futuro de 
muchas áreas "protegidas". 

Finalmente, no puede pasarse por alto la labor adelantada por 
los funcionarios de los parques, orientada con frecuencia por un 
excepcional sentido de apostolado y servicio público. No obstante, 
políticas mal encaminadas, como las arriba citadas, pueden hacer 
su tarea más difícil y colocarlos en innecesarias situaciones de 
conflicto con las comunidades y las autoridades locales y regio­
nales. 

Los CENTROS DE INVESTIGACIÓN: UNA ETAPA DE ACIERTOS 

La permanente información pública sobre el "fenómeno del niño" 
durante 1997, y las medidas de prevención y mitigación de sus 
efectos, son una expresión de la capacidad técnica y de difusión 
adquirida por el Ideam. Este Instituto, dirigido por el experto 
ambiental Pablo Leyva, desde el inicio de sus actividades, ha sido 
dotado con recursos humanos y tecnológicos, que le permiten 
cumplir con idoneidad con éstas y otras funciones asignadas por la 
ley. En particular, es notable la modernización de su infraes­
tructura tecnológica y el uso que hace de ella en tareas tan vitales 
como la zonificación ambiental del país y la evaluación de la capa 
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vegetal. Actualmente se encuentra montando el Sistema de Infor­
mación Ambiental, como coordinador que es del mismo. 

El Instituto von Humboldt, bajo la dirección de Christian 
Samper, inició actividades a mediados de 1995 y, en su corto período 
de vida, ha reunido a un grupo de investigadores muy selecto, perfil 
que representa un gran potencial. El Von Humboldt tuvo la 
responsabilidad de diseñar la política nacional de biodiversidad 
para el ministerio, y ha participado activamente en los procesos de 
negociación para el desarrollo del Convenio de la Diversidad 
Biológica. En la actualidad, adelanta el montaje del Sistema de In­
formación sobre Biodiversidad, como parte del Sistema de 
Información Ambiental. 

El Instituto Sinchi, por su parte, se establece sobre la tradición 
investigativa de la Corporación Araracuara. El Invernar ha hecho 
su transición de Colciencias al Ministerio del Medio Ambiente 
pero, por dificultades presupuestales, no ha estado aún en 
capacidad de iniciar actividades en el océano Pacífico, como lo 
establece la ley. Su programa de investigación en el Caribe con­
tinúa una positiva tradición, que se remonta a los 25 años de ges­
tión en esa área. 

El ministerio se ha ocupado de liderar el montaje de los centros 
de investigación, una tarea en la que estuvo comprometido el 
viceministro Ernesto Guhl. En el montaje del Instituto del Pacífico 
se han encontrado diversas dificultades y su futuro es incierto. 

No obstante, si el proceso de formación de los centros sigue en 
su actual dirección, el Sina dispondrá, paulatinamente, de un 
instrumento crítico para la gestión. Pero también es necesario 
buscar una articulación de la actividad de los centros de inves­
tigación con las actividades que adelantan las universidades y que 
requieren una clara política de fomento. 

Al referirse a la investigación, debemos mencionar el estudio 
nacional de la biodiversidad, iniciado por el Instituto de Cien­
cias Naturales de la Universidad Nacional en 1990, cuyo re­
sultado más visible es la elaboración de una síntesis sobre la si­
tuación actual del conocimiento sobre la diversidad biológica 
del país. 
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También es necesario referirse al Proyecto Biopacífico, sin duda, 
uno de los grandes programas pioneros en el campo de la protección 
y uso sostenible de la biodiversidad. Bajo la dirección de Fernando 
Casas, su ejecución se inició en 1993, mediante una donación del 
Fondo Mundial Ambiental. Su marcha se vio afectada por los 
diversos procesos políticos que han rodeado a la Ley 70 de 1994 
sobre las comunidades negras y, más recientemente, por la ola de 
violencia que azota a la región. Pero es evidente que el mayor acervo 
reciente de conocimiento sobre los ecosistemas del Chocó 
Biogeográfico, y sobre las relaciones entre los sistemas productivos 
predominantes y la protección de los recursos naturales procede 
de este proyecto. 

Además de desarrollar un programa investigativo, Biopacífico 
adelantó actividades dirigidas a que las comunidades se apro­
piaran del nuevo conocimiento y a fortalecer su posición como 
protagonistas históricos de la protección del rico patrimonio 
natural del andén Pacífico. Ahora, el reto es buscarle continuidad, 
a través de los institutos de investigación y de las corporaciones 
regionales. 

LAS CORPORACIONES A LA DEFENSIVA Y EL SINA SIN INTEGRAR 

Si en algo ha fallado el Ministerio del Medio Ambiente, es en crear 
un sentido de cuerpo en el conjunto de instituciones públicas, que 
hacen parte del Sistema Nacional del Medio Ambiente, entre las 
cuales las corporaciones autónomas regionales juegan un papel 
crítico. 

No podría ser de otra manera, si consideramos que, durante la 
mayor parte del período del presidente Ernesto Samper, la 
existencia y naturaleza misma de las corporaciones ha estado 
amenazada, en virtud de acciones lideradas por el propio minis­
terio. Ante el Congreso de la República, la ministra Cecilia López 
presentó un proyecto para modificar el procedimiento para la 
designación de los directores de las corporaciones y su relación 
con el gobierno central, propuesta que no encontró un clima 
favorable para su trámite. La ministra había manifestado, desde 
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los primeros días de su poses10n, su disgusto con éstos y otros 
aspectos de las corporaciones, que reiteró en sus Memorias al 
Congreso Nacional: 

''A pesar de que en el espíritu de la ley, las corporaciones autónomas regio­
nales (CAR) son los brazos ejecutores de las políticas ambientales, en la 
práctica su relación de dependencia directa con el ministerio es muy tenue, 
pues no existen relaciones de dependencia jerárquica entre éste y las Cars, 
al extremo de que el director de ellas es nombrado por el respectivo consejo 
directivo, donde el ministerio solamente posee un voto". 
"La politización y la primacía de intereses locales han sido elementos 
recurrentes en la estructuración de las CAR y en la designación de sus 
funcionarios, en varios casos rompiéndose la concepción técnica del Sistema 
Nacional Ambiental y relegando la coordinación con el ministerio y la 
ejecución de la política ambiental, a un nivel de " 'buena voluntad' ". 
"A las restricciones en la gestión institucional de las entidades del Sina se 
suma, sorpresivamente, la debilidad de las organizaciones no gubernamen­
tales -ÜNG- del área ambiental. Como consecuencia de ello, la repre­
sentación del sector privado en los espacios directivos de las corporaciones 
es aún muy débil". 
"Las deficiencias en la gestión estatal a nivel territorial no han contado 
con el contrapeso de una decidida actividad fiscalizadora y dinamizadora 
por parte de la sociedad civil, organizada en torno a problemas ambien­
tales"151. 

La ministra Cecilia López se enfrentó públicamente con algu­
nos directores de las corporaciones, ante el intento del ministerio 
de intervenir en su manejo, más allá de lo que ellos consideraban 
legítimo, y ante el intento del ministerio de modificar su marco 
legal. Esta situación fue creando una tensa y difícil relación de 
trabajo entre las corporaciones y la máxima autoridad ambiental, 
es decir, un clima organizacional, desfavorable para la construc­
ción del Sistema Nacional Ambiental. 

El mayor conflicto se generó con el director de la CAR, Diego 
Bravo, quien se convirtió en el líder de un movimiento en defensa 

151 Cecilia López Montaño, Memorias al Congreso de la República, período 1994-1995, 
Bogotií., Gente Nueva , pág. 52. 
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de la autonomía de las corporaciones y de la fundación de una 
asociación para tal fin . Al crearse, ha estado empeñada en realizar 
acciones colectivas, orientadas al fortalecimiento institucional y 
al mejoramiento de su gestión. Al mismo tiempo, el ministerio creó 
un grupo de coordinación de las corporaciones, que fue disuelto a 
los pocos meses de entrar en funcionamiento. 

Durante los primeros meses de su gestión, el ministro José 
Vicente Mogollón desarrolló un conjunto de acciones para crear 
un clima de distensión con las corporaciones. Pero estas últimas 
se sintieron de nuevo amenazadas, cuando el Presidente Ernesto 
Samper expresó públicamente la necesidad de disminuir su número 
mediante la fusión de algunas de ellas. Samper anunció que la Ley 
de Racionalización del Gasto Público de diciembre de 1996, 
mediante la cual se dieron al gobierno facultades extraordinarias 
para reformar la administración pública, permitiría adelantar la 
anunciada reforma. Varios altos funcionarios del gobierno fueron 
sorprendidos por el texto final de la ley, que excluyó de la posibilidad 
de reformar las entidades consagradas en la Constitución como 
autónomas, texto introducido en el último momento por influencia 
de las corporaciones. 

Se cer ró así un nuevo capítulo de la posible reestructuración 
de las corporaciones, intención que ha dominado la escena, desde 
el segundo semestre de 1994 y que ha estado acompañada por una 
campaña de desprestigio por parte de funcionarios del gobierno, 
como argumento para ganarse la voluntad del legislador. 

La asociación de corporaciones derrotó nuevamente al gobierno 
central en su intento de reforma, pero la derrota ha sido, even­
tualmente, una de las motivaciones para el drástico recorte presu­
puestal de las mismas. Estas posiciones del gobierno han impedido 
poner en marcha buena parte de su propia política ambiental y 
han retrasado el montaje del Sina; no parece entender que la 
víctima principal es la salud misma de la base natural del país. 

El ministro Eduardo Veranó de La Rosa ha desarrollado acciones 
en 1997 para r ecuperar el liderazgo sobre las corporaciones, las 
cuales, eventualmente, podrían encontrar nuevos obstáculos, ante 
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el nuevo propósito de reforma impulsado por algunas dependencias 
del gobierno, como el DNP y el Ministerio de Hacienda. El vice­
ministro del Medio Ambiente, Fabio Arjona, con experiencia en el 
manejo de algunas corporaciones, ha estado al frente de la política 
del ministerio en esa materia. 

El caso de las corporaciones no ha sido solamente un asunto de 
personalidades. Revela también la gran falta de continuidad, e 
improvisación que domina la administración pública en Colom­
bia, y las diferencias conceptuales entre quienes creemos en la 
descentralización y la autonomía de las regiones, y entre quienes 
creen en un Estado centralizado. Como se examinó ampliamente 
en los capítulos anteriores, la figura de las corporaciones autó­
nomas, con una larga historia que se inicia a principios de la década 
de los cincuenta, fue establecida nuevamente en la Constitución 
de 1991, y su naturaleza corporativa y de autonomía fue desa­
rrollada en la Ley 99 de 1993, tras un largo debate. El gobierno de 
Samper ha demostrado un desacuerdo básico con estas dos carac­
terísticas, así como con el número de corporaciones, a su juicio 
excesivo, una visión que desconoce la tendencia histórica hacia una 
organización de las mismas en unidades departamentales o subde­
partamentales. 

Las corporaciones se han opuesto a cualquier reforma, teme­
rosas de que se elimine o debilite lo que ellas consideran funda­
mental, como lo respaldan los conceptos jurídicos utilizados en su 
defensa: la descentralización, la autonomía administrativa y 
financiera, y su naturaleza corporativa. Lo preocupante de las 
posiciones del gobierno es que ellas hayan sido adoptadas y 
expresadas en unos intentos de reforma, sin darle oportunidad a 
las corporaciones de funcionar y mostrar en la práctica cuáles son 
sus virtudes y defectos, como expresión de su nueva naturaleza, 
funciones y forma de dirección. No desconozco la necesidad de 
introducir ajustes para mejorar su funcionamiento, pero éstos 
deberían hacerse sin modificar su naturaleza y sus características 
básicas. 
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Resulta útil ofrecer una visión del desempeño de las corporaciones, 
sin la pretensión de hacer una evaluación de todo su conjunto, 
compleja tarea para la cual me faltan elementos. Tomaré algunos 
ejemplos que tipifiquen desde aquellas corporaciones que se 
caracterizan por su excelencia, hasta las más cuestionadas por su 
desempeño o por tener poco que mostrar, ante su reciente creación 
y sus precarios presupuestos. 

Un conjunto de corporaciones regionales que existían antes de 
la Ley 99 de 1993, y que entonces contaban con un positivo balance 
de desempeño, parece haberse fortalecido desde entonces. Cornare, 
Carder, Cvc, CMDB y Corpomagdalena son los casos más represen­
tativos. Corponorte, Corpocaldas, Cortolima y la CRQ son también 
corporaciones que muestran valiosas realizaciones, sin pretender 
hacer una lista exhaustiva. 

A su turno, Corantioquia, Corpochivor, Corporinoquia y Cora­
lina (San Andrés y Providencia) figuran entre las nuevas corpora­
ciones que podrían llegar a hacer parte de aquel grupo, que se ha 
distinguido por su eficiencia en el sector público. 

La capacidad técnica de Cornare y su conocimiento sobre la 
industria asentada en el valle de Rionegro se reflejan en la rapidez 
con que ha puesto en práctica la nueva normatividad sobre las 
tasas retributivas y en el acuerdo de concertación, que suscribió 
con las empresas localizadas en el corredor industrial de Rionegro. 
Esta corporación ha elaborado un diagnóstico ambiental de la 
región, como se revela en las monografías publicadas para cada 
uno de los municipios de su jurisdicción. Es lo que hoy les permite 
prestarles asesoría para la incorporación de la dimensión ambien­
tal en los planes ambientales municipales. 

La Carder ha sido señalada por el DNP como una de las entidades 
ambientales con un mejor desempeño durante este gobierno. 
Tomemos, entonces, este caso, con el fin de ilustrar algunas tareas 
que debe realizar una corporación de hoy. El proceso de reubicación 
de viviendas ubicadas en zonas de riesgo, en particular en las 
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riberas del río Otún -un programa que inició desde sus primeros 
días de existencia-, ha sido una de las mayores realizaciones de 
esta corporación. Por más de veinte años, ha impulsado programas 
de prevención de desastres por deslizamientos y crecientes en su 
área de jurisdicción. En ese sentido, se destaca la reciente definición 
de una estrategia para prevenir y mitigar los efectos de los 
fenómenos sísmicos en una región de alta vulnerabilidad. Incluye 
la elaboración de un mapa de riesgo sísmico, utilizado en los proce­
sos de planificación urbana. 

La Corporación desarrolla sus funciones para el control y se­
guimiento de las actividades productivas desde tiempo atrás, como 
lo expresa el hecho de que fuera la primera entidad ambiental del 
país en reglamentar la licencia ambiental. Más recientemente, 
inició un proceso de concertación con el sector industrial, que sirve 
de complemento a sus tradicionales funciones de control, al igual 
que un proceso orientado a la promoción de tecnologías limpias en 
el sector cafetero. 

La Carder ha adelantado una intensa actividad, tendiente a 
ofrecer a los municipios asesoría para que cumplan con las com­
petencias que les otorgan la Constitución y la Ley 99 de 1993 en 
materia de gestión ambiental. Ha desarrollado una creativa labor 
para la elaboración del Plan de Gestión Ambiental Regional para 
el período 1997-2002, que incluye diversas actividades dirigidas a 
incorporar a las autoridades municipales y a la sociedad civil, en 
un proceso cuya secretaría técnica es ejercida por la Corporación, 
conjuntamente con la Universidad Tecnológica de Pereira. Entre 
sus propósitos, figuran coadyuvar a la integración del Sina regional 
y educar a la ciudadanía. 

La Corporación ha adelantado estas actividades, con base en el 
conocimiento que tiene sobre la región y en su ya larga tradición 
de trabajo con las administraciones de los municipios. Éste es un 
factor que explica el hecho de que la totalidad de ellos dispongan 
de la basura en forma adecuada, que gestionen la conservación de 
las cuencas hidrográficas, de las cuales se abastecen los acueductos 
municipales, y que muchos cuenten con áreas protegidas locales. 
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El municipio de Marsella y sus líderes ambientales, Manuel Salazar 
y Tomás Iza, reconocidos nacional e internacionalmente por sus 
realizaciones, son quizá los ejemplos más característicos del 
departamento. Los logros no se explican únicamente por la acción 
estatal: los Grupos Ecológicos de Risaralda (GER) han sido uno de 
los movimientos pioneros en el país. 

A partir de la mayor prioridad que concede la ley y la política 
ambiental a la gestión urbana, en comparación con lo que había 
sido tradicional, la Carder ha liderado el proceso de construcción y 
puesta en marcha del Plan de Acción Ambiental para Pereira, 
centro-occidente, en el cual participan todas las organizaciones 
gubernamentales relevantes, y que incluye los municipios con los 
cuales la capital departamental tiene una interrelación intensa: 
Dosquebradas, Santa Rosa y La Virginia. 

Del citado plan hace parte el Programa de Ordenamiento 
Territorial (Porte), que la Carder lidera y adelanta, en forma 
conjunta con el municipio de Pereira y el área metropolitana. Su 
objetivo es proponer, a los cuatro municipios mencionados, reco­
mendaciones concretas para la reglamentación del suelo, terreno 
en el cual ya muestra resultados tangibles, en los acuerdos expe­
didos por el Consejo de Pereira para las zonas urbanas y sub­
urbanas. 

Buena parte de las actividades de la Carder se han realizado a 
partir de la amplia información con que cuenta sobre el depar­
tamento y que le ha permitido iniciar, conjuntamente con el Insti­
tuto Nacional de Vías, un proyecto para la definición de los 
corredores viales de menor impacto, con base en su sistema de 
información geográfica. 

Desde hace tres años, la Corporación trabaja de común acuerdo 
con las comunidades que habitan en la región del Chocó Biogeo­
gráfico bajo su jurisdicción, en la definición y puesta en marcha de 
una estrategia para su desarrollo sostenible. Se trata de una región 
caracterizada por su gran riqueza en biodiversidad, habitada por 
comunidades indígenas, negras y mestizas, que viven en una gran 
pobreza. Se busca definir un conjunto de actividades, productivas 
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que mejoren las condiciones de vida de la población y aseguren un 
manejo sostenible del bosque que cubre aproximadamente un 70 
por ciento de esta subregión del departamento. En 1998, se iniciará 
en la región un programa de asistencia técnica con la participación 
de la Comunidad Europea y el gobierno de Cuba, que pretende 
fortalecer el proceso que se viene realizando. 

Por su parte, la Corporación Autónoma Regional para el Valle 
del Cauca (Cvc) ha atravesado el dificil período de transición que 
suponía su especialización en el campo de la gestión ambiental y 
la separación de la actividad de generación y distribución de 
energía. La Cvc ha sido una entidad controvertida por muchos 
ambientalistas, que consideran que sus prioridades no han estado 
bien orientadas, y que al concentrar sus esfuerzos en las activi­
dades referentes al manejo de las aguas del río Cauca y la gene­
ración y distribución de energía eléctrica, no le brindó la debida 
atención a la protección de las cuencas de los ríos tributarios. De 
cualquier modo, son también evidentes las realizaciones y la 
experiencia acumuladas en la administración de esta fuente hí­
drica. 

La Cvc fue pionera en la aplicación de instrumentos de comando 
y control (estudios de impacto ambiental) y de instrumentos 
económicos para la gestión ambiental (tasas retributivas), desde 
los años sesenta y setenta, con relación a la industria asentada en 
Cali y Yumbo. Más recientemente, ha adelantado una positiva 
actividad en el campo de la industria azucarera. El capital con el 
cual contará la Cvc, como producto de la venta de las operaciones 
de energía eléctrica, le garantizará unas rentas propias, adicionales 
a las contempladas en la ley. 

Entre las corporaciones existen algunas que han sido objeto de 
cuestionamientos. Así, por ejemplo, se ha dicho de la CAR, desde 
tiempo atrás, que su acción en los municipios es ineficiente y que 
se encuentra burocratizada. Son observaciones reiteradas, que 
ameritan una evaluación sistemática, más aun si se recuerda que 
es la corporación con mayores recursos propios. Pero debemos 
tomar en consideración que no tiene a su cargo una tarea trivial, si 
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se tiene en cuenta que se encuentra en la zona de influencia directa 
de Bogotá, con más de siete millones de habitantes, y que tiene su 
jurisdicción en una región en la cual su ciudadanía no ofrece a sus 
instituciones una solidaridad equivalente a la registrada en otras 
partes del país, como Antioquia o el Valle del Cauca. 

La CAR adelanta, en la actualidad, un programa de moderni­
zación, que incluye procesos de planeación ambiental participativa 
a nivel municipal, así como programas de restauración y protec­
ción ambiental de gran envergadura que, de ser exitosos, podrían 
marcar una etapa muy positiva en su devenir. Entre estos últimos, 
se menciona la descontaminación del río Bogotá, aguas arriba de 
la capital de país, que incluye la construcción de plantas de 
tratamiento en los municipios ribereños. Se destaca el sistema de 
tratamiento sanitario Villapinzón-Chocontá, orientado a resolver 
los problemas de saneamiento ambiental, hoy existentes, en par­
ticular los derivados de la industria de curtiembres allí localizada. 
Con este proyecto se espera también dejar las bases para que en 
esta zona se puedan localizar, en forma ambientalmente segura, 
nuevos establecimientos industriales del ramo, que incluye la 
posibilidad de reubicar en la zona industrias que se encuentran en 
áreas de Bogotá y Cundinamarca, sin la infraestructura de trata­
miento requerida para las curtiembres. 

Se menciona también el Proyecto Checua que en la actual etapa, 
adelantado mediante un nuevo crédito de laKFw, ha dado prioridad 
a la recuperación y protección de la laguna de Fúquene, que intenta 
detener su rápido proceso de colmatación, mediante obras físicas 
que disminuyan los procesos de erosión de ladera. Los dos proyectos 
reseñados tienen gran significado social, económico y ecológico, y 
representan el tipo de obras de restauración y mitigación, que 
exigen zonas tan densamente pobladas e industrializadas como el 
territorio de jurisdicción de la CAR. 

De otro lado, la Corporación Autónoma Regional del Magda­
lena (Corpomagdalena) ejemplifica el caso de una entidad que, a 
los pocos años de fundada, muestra positivos resultados. Empezó 
actividades en 1990 y ha sido responsable del proyecto de 
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recuperación de la Ciénaga Grande de Santa Marta, iniciado a 
principios de 1994. La ejecución del proyecto de restauración de la 
ciénaga y su manglar, un terreno en el cual existe muy poca 
experiencia a nivel global, se ha adelantado de manera satisfac­
toria, tanto en las obras civiles (financiadas con un crédito del Brn), 
como en la dimensión socioeconómica, que implica un comple-jo 
trabajo con las comunidades, realizado mediante un programa de 
cooperación técnica con la agencia de cooperación alemana Grz. 
Esta entidad demuestra la importancia de que las corporaciones 
definan sus prioridades y concentren sus inversiones en actividades 
de impacto. 

El caso de la Corporación Autónoma Regional para las islas de 
San Andrés, Providencia y Santa Catalina (Coralina), representa 
el caso de las corporaciones creadas con la Ley 99, que han 
adelantado una gestión con resonancia local y nacional. El rei­
terado incumplimiento de las exigencias de los hoteles Decame­
rón y Caribe Campo, en lo referente a la disposición de aguas 
servidas, cuyo inadecuado manejo ha sido fuente de contaminación 
de los acuíferos de la isla, y de altos niveles de polución de las 
aguas costeras y de las playas, condujo a que Coralina ordenara su 
suspensión de actividades, decisión que generó un debate local y 
nacional. 

Los habitantes raizales se solidarizaron con la directora, Jean 
Marie Mow quien, si bien reconoció que la medida generaba un 
desempleo temporal de un sector de la población, ponía en juego el 
futuro de la isla, ya bastante deteriorada por el turismo descon­
trolado. Los hoteles tuvieron que instalar plantas de tratamiento 
y cumplir con las otras obligaciones establecidas por Coralina, 
precedente ejemplificante para los empresarios y la ciudadanía. 
Hacer cumplir las normas es una de las funciones básicas de las 
corporaciones y para ello sólo se requieren directores que, como 
Jean Marie Mow, tengan la suficiente independencia, conocimiento 
y entereza. 

Coralina ha desarrollado un plan de ordenamiento territorial 
en las islas de San Andrés y Providencia, con una amplia parti-
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cipación de la ciudadanía. Se destaca la experiencia de Providen­
cia, isla en donde la comunidad desempeña un intenso papel, en la 
definición del uso de la oferta ambiental de su territorio, base sobre 
la cual se espera crear las condiciones para que se haga un uso 
sostenible de su patrimonio ambiental, y evitar repetir los desacier­
tos cometidos en San Andrés durante los últimos cuarenta años 
( un verdadero paradigma de la no sostenibilidad). 

Así se abren espacios de participación en los cuales todas las 
corporaciones, incluyendo las más pobres, encuentran una gran 
posibilidad de acción. Se requiere un cuerpo mínimo de expertos, 
bien calificados y orientados para desarrollar un programa 
balanceado, que incluya la aplicación de los mecanismos de 
comando y control, y la promoción de procesos sociales dirigidos a 
que las comunidades se conviertan, de manera paulatina, en los 
mayores protagonistas de la gestión ambiental. El hecho de que 
no existan recursos para la inversión, o que éstos sean mínimos, 
no es razón para no cumplir con estas funciones vitales que la Ley 
99 les asigna. 

Los anteriores son ejemplos que muestran la conveniencia y 
viabilidad de las corporaciones viejas y nuevas, como líderes de la 
gestión ambiental en las entidades territoriales. 

No me extenderé en otros ejemplos gratificantes, para describir, 
también, los casos en que se ha cuestionado el desempeño de 
algunas corporaciones. Es el caso de las críticas que se han for­
mulado sobre las precarias realizaciones de entidades antiguas, 
como la Corporación Autónoma Regional del Chocó (Codechocó) o 
de otras nuevas, como las corporaciones de Santander y del Oriente 
Amazónico. 

Codechocó representa el caso de una corporación ubicada en 
medio de otras entidades públicas, presas de la corrupción y la 
ineficiencia. ¿Está o no en el "promedio"? ¿Qué hacer para conver­
tirla en una institución modelo, en una región en la cual debe ju­
gar un papel crucial, dada su privilegiada oferta ambiental? 

Al mismo tiempo, hay que reconocer que un buen número de 
corporaciones han sido creadas, o reestructuradas, a partir de una 
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precaria situación presupuestal, generada por los drásticos recortes 
a que han sido sometidas. Nacer con déficit puede derivar en la 
conformación de unas organizaciones débiles y con poca credi­
bilidad, situación que después no será fácil de superar. Son los 
casos, por ejemplo, de Corpomojana y de la Corporación del Sur de 
Bolívar y, en general, de buena parte de las entidades que no 
disponen de recursos suficientes. 

De cualquier modo, el hecho de no contar con presupuesto para 
proyectos de inversión, no significa la imposibilidad de actuar. Como 
ya se ha reiterado, las corporaciones tienen funciones básicas en 
las áreas de asistencia técnica a los municipios, aplicación de las 
medidas de comando y control y generación de procesos de gestión 
ambiental comunitaria. En algunos casos, la excesiva concentración 
en la ejecución de proyectos de inversión, puede conducir a las 
corporaciones a descuidar el cumplimiento de estas funciones. Pero, 
de todas formas, su adecuado desempeño exige una provisión 
suficiente de recursos para vincular un equipo de técnicos bien 
calificados, posibilidad bastante lejana para muchas corpora­
ciones. 

No se debe ignorar el hecho de que algunas corporaciones, entre 
ellas Corpourabá, Corpocesar, Sur de Bolívar, Codechocó y 
Corpomacarena, funcionan en las zonas más violentas del país más 
violento del mundo, donde la precaria presencia del Estado ha sido 
sustituida por la disputa feroz entre fuerzas guerrilleras y 
paramilitares. ¿cuáles son las posibilidades de acción de una 
Corporación en regiones con esas condiciones? ¿En qué medida es 
factible realizar una gestión aceptable en medio del fuego cruzado? 
En últimas, ¿qué papel cumplen las corporaciones y, más aún, las 
instituciones encargadas de proteger la calidad y diversidad de la 
vida, en un país donde lo que menos se valora es, precisamente, la 
vida humana? 

Desde otro punto de vista, las entidades ambientales de las 
cuatro gra ndes ciudades están marcando una diferencia en la 
gestión ambiental urbana, que tuvo tan baja prioridad antes de la 
expedición de la Ley 99 de 1993. Entre ellas, el Departamento 
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Administrativo del Medio Ambiente (Dama) ha promovido, por 
ejemplo, el programa de descontaminación del río Bogotá, que tiene 
asegurada la financiación de su primera etapa. Es una obra que 
tomará un par de décadas, como todas las de su género. El Dama 
también desarrolla programas para combatir la contaminación del 
aire por fuentes móviles y la contaminación industrial de Bogotá, 
mediante recursos que incluyen un programa de asistencia técnica 
a la pequeña industria. 

Además, el Ministerio del Medio Ambiente contrató, con el 
Banco Mundial, un nuevo préstamo, dirigido a mejorar la capa­
cidad institucional de las entidades responsables por la gestión 
ambiental en seis centros urbanos del país, entre ellos, Bogotá, 
Cali, Barranquilla, Sogamoso y Manizales; un hecho que deberá 
tener consecuencias muy positivas para el mejoramiento del medio 
ambiente de las ciudades en las cuales se concentran los mayores 
problemas de contaminación del país. 

Debo decir, a modo de corolario, que el estudio juicioso de las 
experiencias, positivas y negativas, de las corporaciones regionales 
y de las nuevas entidades ambientales de los cuatro grandes centros 
urbanos, análisis que aún no se ha iniciado, debe ser la base sobre 
la cual se creen las condiciones necesarias para fortalecer a 
aquéllas que flaquean, corregir a las que yerran y estimular a las 
que aciertan, tarea que exige un decidido apoyo del gobierno 
central. 

NUEVAS RESPUESTAS DE LA CIUDADANÍA: ENTRE EL CONFLICTO 
Y LA INDIFERENCIA 

El gobierno del presidente Samper no parece haber adelantado una 
actividad significativa, en la promoción de la participación de la 
ciudadanía en la gestión ambiental, no obstante las amplias 
posibilidades abiertas para el efecto por la Constitución de 1991, 
desarrolladas en la Ley 99 de 1993, la Ley de Participación (1994), la 
Ley sobre las Comunidades Negras (1994) y los anuncios que se 
hicieran en El Salto Social. Es un hecho sobre el cual existe un gran 
consenso ent re las organizaciones ambientales no gubernamentales. 
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Ya se mencionó la resistencia a permitir la participación en la 
administración de los parques nacionales, no sólo de las comunida­
des locales, sino también de las organizaciones no gubernamen­
tales y de organizaciones gubernamentales del nivel regional y 
local. 

Un caso verdaderamente lamentable es el de la indiferencia 
mostrada por el Ministerio del Medio Ambiente con relación a los 
Consejos o Cabildos Verdes, una modalidad de participación llena 
de logros y potencialidades, promovida por el Inderena. Al 
ministerio le corresponde la responsabilidad de desarrollar las 
políticas e incentivos, a nivel nacional, para que las corporaciones 
autónomas, que reemplazaron al lnderena en el 75 por ciento del 
territorio nacional, retomen este programa y lo impulsen a nivel 
regional. Pero hasta el presente poco o nada ha hecho. 

La indiferencia se ha expresado, también, ante otras dimen­
siones de la participación, pero ello no ha impedido que los ciuda­
danos utilicen los derechos que la ley les otorga o que realicen 
miles de acciones grandes y pequeñas, y muchas veces anónimas, 
en favor de la conservación del ambiente. 

Es el caso de las reservas naturales de la sociedad civil, 
constituidas con el fin de proteger ecosistemas de significación, 
que han tomado un gran dinamismo en los últimos años. La Reserva 
de la Planada en Nariño, constituida por la Fundación FES en 1980, 
es uno de los principales antecedentes, como también la Reserva 
de Carpanta, establecida por la Fundación Natura, en Chingaza. 
A principios de la década de los noventa, surgieron las reservas de 
origen campesino, en la región de la laguna de La Cocha, en Nariño, 
y en 1991 se constituyó la Red Nacional de Reservas Privadas, con 
doce socios fundadores, entre ellos Mario Calderón y Elsa Al varado, 
promotores de la reserva de Sumapaz, de quienes ya hicimos una 
triste referencia. 

La Red congrega hoy a 92 reservas, que suman cerca de 20 mil 
hectáreas, con tamaños que van desde una hasta tres mil hectáreas, 
en diferentes regiones del país. La fuerza adquirida por esta 
modalidad de participación de la comunidad en la gestión ambiental 
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fue reconocida en la Ley 99 de 1993, que previó, además, la creación 
de incentivos para consolidarla y fomentarla. 

Sin embargo, la Red elaboró un proyecto de decreto en 1994, 
patrocinado por el anterior gobierno, pero éste aún no ha logrado 
abrirse paso en el ministerio, con lo cual se ha frenado, en la 
práctica, el desarrollo de tan promisorio instrumento de conser­
vación. 

La acción de tutela es un instrumento jurídico, ampliamente 
utilizado por la ciudadanía en la defensa del medio ambiente, desde 
la aprobación de la Constitución Política de 1991. Gracias a las 
providencias proferidas por las autoridades judiciales, se ha logrado 
la prevención de daños ambientales o la reparación o sustitución 
de los mismos. Así, por ejemplo, una planta de asfalto altamente 
contaminante, ubicada en Bugalagrande, fue clausurada en 1992, 
tras varios intentos fallidos de hacerlo a través de otras vías, 
obstaculizadas en su momento por un influyente parlamentario, 
propietario de la operación. 

También marcó precedente el caso de un cargamento de 
desechos tóxicos que ingresó ilegalmente al país, en una embar­
cación eslovena, y que fue devuelto en la misma por orden de un 
juez de Santa Marta, en 1994. El resguardo de Chageradó, por su 
parte, se hizo acreedor, en 1993, a una compensación económica 
por los daños proferidos, por la explotación ilegal de un bosque en 
su jurisdicción y el Estado y la compañía responsable realizan un 
programa para su restauración. 

Tres instrumentos, previstos por la Ley 99, que buscan desa­
rrollar la disposición del derecho constitucional de los ciudadanos 
a participar en las decisiones que afecten el ambiente, han sido ya 
ampliamente utilizados. Representantes de los sectores prodac­
tivo, público y privado, y del sector académico y las organizaciones 
no gubernamentales, han intervenido en la concepción y diseño 
de normas claves (entre ellas, la reglamentación de las licencias 
ambientales en 1994; la norma del aire, en 1995; y las tasas retri­
butivas en 1996), a través del Comité Técnico Asesor del ministro 
del Medio Ambiente. 
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De otro lado, los representantes de las organizaciones no 
gubernamentales del sector privado y de las minorías étnicas, 
participan en la orientación de las corporaciones regionales, desde 
sus juntas directivas. Se han adelantado varias audiencias públi­
cas para el otorgamiento de licencias ambientales, entre las que se 
mencionan, por ejemplo, las correspondientes a la controvertida 
localización del oleoducto del suroccidente colombiano, las cuales 
fueron decisivas para descartar el trazado a través de un rico bosque 
del Pacífico vallecaucano, así como las realizadas por iniciativa 
de la comunidad indígena Uwa, para protestar e impedir que la 
petrolera Occidental realizara labores en sus territorios sa­
grados. 

El desarrollo del movimiento de las organizaciones no guberna­
mentales ha estado principalmente vinculado con el Ecofondo, 
orientado a proveerlas de recursos económicos para la realización 
de proyectos ambientales, y calificarlas mejor en su capacidad de 
diseño y ejecución de programas y actividades. Esta entidad fue 
creada en 1991, conjuntamente por las organizaciones no guber­
namentales y las del gobierno nacional, representadas estas últimas 
por el DNP y el Inderena, entidades que propusieron e impulsaron 
la iniciativa. 

Del Ecofondo hacen parte 262 organizaciones no guberna­
mentales, que eligen sus cinco representantes a la junta directiva, 
en la cual el gobierno cuenta con dos. El establecimiento del 
Ecofondo parece haber propiciado la creación de nuevas ÜNG, si se 
considera que de las organizaciones a él afiliadas, el 25 por ciento 
ha surgido en los últimos tres años. 

El Ecofondo cuenta con los recursos cedidos por el gobierno 
nacional, correspondientes a un intercambio de deuda por medio 
ambiente, en el contexto de la Iniciativa de las Américas de Esta­
dos Unidos y de un programa similar del gobierno canadiense, 
con los cuales ha financiado el primer conjunto de proyectos. La 
génesis de la orientación y gestión de la entidad ha presentado 
dificultades, como se expresa en la inestabilidad de su gerencia, 
inducida por diversas crisis. Algunos aducirán que éste es el 
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inevitable costo del aprendizaje. Pero esperamos que no sea tan 
alto como para frustrar una modalidad de participación ciuda­
dana, que llegó a generar tan positivas expectativas a nivel nacio­
nal e internacional. 

En la construcción del Ecofondo han participado figuras muy 
representativas del ambientalismo colombiano. Entre ellas, 
Gustavo Wilches Chaux y Juan Pablo Ruiz, sus dos primeros 
directores. Wilches, además de caracterizarse por ser uno de los 
más creativos pedagogos de lo ambiental en Colombia, ha realizado 
valiosas contribuciones, entre las que se destaca la organización 
de la fundación responsable de mitigar los daños sociales y 
ambientales originados por el deslizamiento que afectó la cuenca 
del río Páez. Además, ha sido autor de numerosos libros y cartillas 
sobre desarrollo sostenible, educación ambiental y prevención de 
desastres, entre muchos otros tópicos, y maestro de varias gene­
raciones de ambientalistas y de comunidades atraídas por la 
originalidad de sus conceptos y de su pedagógico sentido del 
humor. 

La gestión del Ecofondo ha enfrentado y superado diversas 
dificultades y períodos de crisis. Pero éstos deben entenderse como 
los costos inevitables del proceso de construcción de una entidad 
que es compleja, debido a su naturaleza y a sus propósitos. A finales 
de 1997, atravesaba por uno de esos momentos difíciles que, como 
ha sido usual, pudo ser utilizado en su contra por los tradicionales 
detractores de la institución. Entre ellos, sobresalen aquellos que 
preferirían que los sustantivos recursos económicos comprometidos 
en el Ecofondo se distribuyeran desde ámbitos cerrados y 
restringidos a ciertos "decisores iluminados", dando así continui­
smo a las prácticas pocos transparentes para la toma de decisiones, 
características de nuestro medio. 

Es necesario garantizar la existencia del Ecofondo y fortalecer­
lo a partir de su concepción, que se fundamenta en los principios 
de una democracia participativa. A partir de esos principios, 
deberían tomarse las medidas correctivas que sean del caso, con 
referencia a su estrategia y estructura. 



300 LA REFORMA AMBIENTAL EN COLOMBIA 

En la región de la cuenca del Pacífico, las organizaciones de las 
comunidades indígenas y negras, fundadas en la década anterior, 
pasaron por un proceso de fortalecimiento y de adquisición de una 
significativa calificación en el campo ambiental. Las organizaciones 
indígenas, entre las cuales se menciona Orewa, surgieron en 
respuesta a las presiones que sufren sus resguardos, por parte de 
compañías madereras y colonizadores. Las comunidades negras lo 
hicieron con el objeto de negociar el proyecto de ley para la 
adjudicación de las tierras y bosques, que han ocupado ances­
tralmente, y el reconocimiento de otros derechos consignados en 
la Constitución Política de 1991. Entre ellas se menciona la Aso­
ciación de Campesinos del Atrato (Acia), que agrupa a 340 grupos 
locales y que está participando activamente en el proceso de 
adjudicación de tierras y en la orientación de diversas iniciativas, 
relacionadas con la protección y buen uso de la biodiversidad. 

Pero las comunidades negras e indígenas del Pacífico, y en 
particular las ubicadas en el bajo Atrato, con las organizaciones 
que las congregan, son hoy objeto de indecibles violencias, que 
encuentran sus principales raíces en el intento de desconocer su 
derecho constitucional a la tierra y al bosque. Los miles de des­
plazados de la región, como consecuencia de una confusa guerra 
alimentada por oscuros intereses, son una expresión dramática de 
esta guerra, que amenaza uno de los proyectos de justicia social 
más promisorios. Este proyecto incorpora elementos con un enorme 
potencial para el uso sostenible de los recursos naturales en una 
de las regiones del país, más rica en biodiversidad del planeta, cuyos 
habitantes han padecido siempre una extrema pobreza. 

Las comunidades negras han manifestado, en diversas ocasio­
nes que el proceso de titulación colectiva de las tierras ha sido 
excesivamente lento. A su vez, las comunidades indígenas han 
demostrado su insatisfacción con la política del gobierno hacia estas 
minorías étnicas, por considerar que la puesta en marcha de los 
mandatos constitucionales y de la ley sobre los resguardos y 
territorios indígenas, no solamente no ha sido adecuada, sino que 
en muchos casos lesiona derechos adquiridos, tal como se expresa 
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en el caso de los uwas. Su descontento ha tenido expresiones de 
distinta índole, tal como ha quedado patente en diversos 
comunicados a nivel nacional e internacional, y en la toma de la 
oficina de asuntos indígenas, por espacio de varios meses, durante 
1996. 





Capítulo VI. 
UNA MIRADA A LARGO PLAZO 

E1 interés público por la conservación y uso sostenible de los 
recursos naturales renovables empezó a despertarse en Colombia 
a partir de los años cincuenta, cuando los daños a la base natural y 
los problemas de saneamiento básico comenzaron a hacerse 
evidentes. Los cambios del paisaje natural y la construcción de 
paisajes culturales, es decir, el ambiente construido por el hombre, 
se han expandido en forma acelerada, con el crecimiento de una 
población interesada en satisfacer sus necesidades básicas, ejer­
ciendo una mayor presión sobre la base natural. 

En la segunda mitad del siglo, Colombia se transformó en una 
sociedad urbana, después de haber sido durante más de un siglo, 
una sociedad predominantemente rural. Más del 70 por ciento de 
los colombianos viven hoy en centros urbanos, la mayoría de los 
cuales no han resuelto los problemas ambientales básicos de 
disposición de basuras y aguas servidas, y de provisión de agua 
potable. Por el contrario, estos problemas crecen en forma despro­
porcionada. Cada vez se construyen más asentamientos humanos 
en zonas vulnerables y en riesgo de desastres. Los habitantes de 
las ciudades grandes y medias ven afectada su calidad de vida, 
como consecuencia de la contaminación producida por la actividad 
productiva y el sistema de transporte. 

Tanto los habitantes de las zonas rurales, como los de las urbanas, 
sufren también las consecuencias del deterioro y la destrucción de los 
recursos naturales, como se tipifica en la creciente escasez de agua 
para usos domésticos y productivos en las regiones Andina y Caribe, 
como consecuencia de la contaminación y de la deforestación. 

303 
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Como se dijo en otros capítulos, el crecimiento poblacional ha 
sido uno de los detonantes de la degradación del ambiente. Pero 
este fenómeno se teje en una compleja trama de causas próximas y 
mediatas, entre las cuales se mencionan los patrones de consumo 
y producción predominantes, los patrones del comercio interna­
cional y las amenazas ambientales globales, que fueron puestas de 
presente en la Conferencia de Estocolmo sobre medio ambiente 
humano. 

Agobiados por este escenario, el Estado y la sociedad civil han 
empezado a concebir estrategias para aprovechar en forma racional 
los recursos naturales, así como prevenir, mitigar y detener el 
deterioro ambiental. El interés público por lo ambiental fue 
creciendo, muy paulatinamente, desde principios de los años 
cincuenta hasta finales de los sesenta, de manera imperceptible 
para la mayoría de colombianos. Desde entonces, el vertiginoso 
avance de la conciencia ambiental, paralelo al del deterioro, se ha 
expresado en el surgimiento y consolidación de numerosas 
iniciativas de la sociedad civil; entre ellas, las adelantadas por los 
grupos comunitarios de base, las organizaciones no guber­
namentales, la comunidad científica y algunos sectores indus­
triales. 

El lugar de lo ambiental en la lista de prioridades de la agenda 
pública del país ha sufrido una profunda transformación. Así se 
manifiesta en la creación del Ministerio del Medio Ambiente y el 
Sistema Nacional Ambiental, en 1993, que distan en mucho de la 
División de Recursos Naturales del Ministerio de Agricultura, 
identificado como el primer esfuerzo realizado en el país, en materia 
de la gestión moderna para la conservación de los recursos 
naturales renovables. 

LEGADOS DE LA GESTIÓN AMBIENTAL ANTES DE LA DÉCADA 

DEL NOVENTA 

Hemos examinado la génesis de la gestión ambiental, en particular 
de la pública, a partir de los años cincuenta, como referente nece­
sario para entender y juzgar las reformas en que ha estado com-
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prometido el país a partir de 1990, una de cuyas primeras expre­
siones fue la expedición de la nueva Constitución Política, en la 
cual se consagraron un conjunto de artículos sobre medio ambiente 
y desarrollo sostenible. 

Entre el conjunto de instituciones que actuaron a nivel nacional 
y regional, en el período que va desde mediados de los años cin­
cuenta hasta el momento de la expedición de la ley de creación del 
ministerio, sobresalen el Inderena y las corporaciones autónomas 
regionales. Un amplio número de instituciones del nivel nacional, 
entre ellas el Ministerio de Salud, el Instituto Nacional de 
Hidrología, Meteorología y Adecuación de Tierras (Himat), el Insti­
tuto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) y la Dirección Marítima y 
Portuaria, fueron adquiriendo, en forma gradual, mayores compe­
tencias en materia ambiental, lo que condujo a una gran atomi­
zación de la autoridad ambiental. 

En sus veinticinco años de existencia, el Inderena dejó valiosos 
legados: entre muchos otros, la elaboración del Código de Recursos 
Naturales (1974) y su desarrollo y aplicación; la creación del 
Sistema de Parques Naturales Nacionales; un avance en la 
construcción de la conciencia ambiental nacional; el fomento de la 
participación ciudadana, mediante la creación de los Cabildos 
Verdes; la iniciación de programas pioneros para la gestión 
ambiental, y el diseño mismo de la Ley 99 de 1993, que concibió su 
desaparición 152• A propósito, Julio Carrizosa dijo en su momento a 
la revista Eco Lógica: "Es difícil encontrar una institución que 
haya participado tan de buena fe en el proceso de destrucción de 
su propio ser". 

A similitud del Inderena, las corporaciones autónomas regiona­
les, en un proceso de evolución que se inició desde la fundación de 
la Cvc en 1954, aportaron un cúmulo de legados y experiencias. 
Algunas de ellas son hoy ejemplo de la buena gestión ambiental, 
en particular, y de la buena gestión pública, en general. No es fácil 

152 Manuel Rodríguez Becerra, "Inderena, el gran pionero de la gestión ambiental en 
Colombia", en revista Eco Lógica, número especial, Memorias del Primer Ministro, 
op. cit ., págs. 93-99. 
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encontrar, en otros lugares del mundo, organizaciones ambientales 
regionales con tan larga experiencia, como es el caso de algunas 
corporaciones. 

Es claro que en el período 1950-1990, el conjunto de institu­
ciones ambientales de Colombia no estuvo en posibilidad de dete­
ner ni cambiar el rumbo del deterioro ambiental, fenómeno similar 
al de casi todos los países del mundo. Pero la presencia de estas 
instituciones, en combinación con la creciente acción de la sociedad 
civil, permitió prevenir muchos daños y hacer menos graves otros, 
así como desarrollar obras de protección y restauración de 
ecosistemas específicos, adquirir experiencia en la gestión de los 
recursos naturales e incidir en la creación de una mayor conciencia 
ambiental a nivel nacional y local. Sobre estas bases se construyó 
la reforma del sector ambiental iniciada en 1990, la cual, a su vez, 
tomó como punto de referencia los acuerdos de la Cumbre de la 
Tierra en 1992. 

PERSPECTIVAS DEL CONTEXTO INTERNACIONAL 

Como se sabe, la puesta en marcha de los acuerdos alcanzados en 
la Cumbre de la Tierra ha sido lenta, lo cual se traduce, en la 
práctica, en el incremento de las amenazas ambientales globales. 
La única excepción es el adelgazamiento de la capa de ozono, 
problema en vías de solución, gracias a la convención y los proto­
colos internacionales acordados para tal fin. 

La lentitud y falta de compromiso con los planteamientos de 
Río 92 se explican, parcialmente, en las enormes diferencias de 
interpretación existentes entre los países desarrollados, por una 
parte, y los países en desarrollo, por la otra, en relación con el 
significado de algunos principios fundamentales acordados en la 
Conferencia, en particular los relativos a: el derecho al desa­
rrollo153, la solidaridad internacional (global partnership), las 

153 Principio 3, "Declaración de Río de Janeiro sobre medio ambiente y desarrollo", en 
Report ofthe United Nations Conference on Environment and Development, vol.,1, 
Río de Janeiro, junio 1992 Nueva York, Naciones Unidas, 1993. En la Convención 
marco sobre cambio climático se establece: "las partes tienen derecho al desarrollo 
y deberían promoverlo" (principio 4, artículo 3). 
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responsabilidades comunes, pero diferenciadas154, y la transferen­
cia de recursos nuevos y adicionales y las tecnologías en términos 
concesionales y preferenciales, de los países del Norte hacia los 
países del Sur155

• Estos principios, debemos subrayarlo, fueron 
consagrados en la Declaración de Río, la Agenda 21, las Conven­
ciones sobre Biodiversidad y Cambio Climático y los Principios de 
Bosques156• 

Durante los últimos cinco años, el monto de la Asistencia Oficial 
para el Desarrollo (Aoo) que transfiere el Norte al Sur, ha 
descendido a su más bajo nivel desde 1973 y representa en promedio 
el 3,0 por ciento del Producto Nacional Bruto. Estados Unidos 
registra la reducción más notable: de $11. 700 millones de dólares 
de Asistencia Oficial para el Desarrollo, en 1992 a $7 .300 millones 
de dólares, en 1995157• 

Estas cifras se alejan mucho de las establecidas en la Agenda 
21, según la cual, "los países desarrollados reafirman sus compro­
misos para alcanzar la meta de las Naciones Unidas del 0,7 por 
ciento del Producto Nacional Bruto para la Asistencia Oficial para 
el Desarrollo"158

• En 1992, ésta representó el 0,35 por ciento. Sin 
embargo, debe subrayarse que Estados Unidos fue el único país en 
dejar, en la Cumbre de la Tierra, una constancia escrita para 
librarse de este compromiso: "Estados Unidos no se encuentra 
entre aquellos países que han establecido una meta para la 
Asistencia Oficial para el Desarrollo159". 

154 Principio 7, "Declaración de Río de Janeiro". 
155 Agenda 21, capítulo 33, en Report of the UN ... Parágrafo 3, artículo 4, Convención 

de cambio climático, parágrafo 2, artículo 20 y parágrafo 1, artículo 16, Convención 
sobre biodiversidad biológica. Principios 10 y 11, de los "Principios de bosques". 

156 Sobre la Cumbre de la Tierra en Río, existe una amplia bibliografía. Véase, Luigui 
Camplignio et al. The Environment After Río, Internacional Law and Economics, 
Londres: Graham Trotman Martinus Nijhoff, 1993; Manuel Rodríguez Becerra, 
Crisis ambiental y relaciones internacionales, Bogotá, Cerec, Fescol, 1994. 

157 Cristopher Flavin, "El Legado de Río", en World Watch Institute, La situación del 
mundo. Barcelona, Icari Editorial, 1997, pág. 27. 

158 Agenda 21, capítulo 33, pág. 13. 
159 Report ofthe United Nations Conference on Environment and Development, op.cit, 

pág. 19. 



308 LA REFORMA AMBIENTAL EN COLOMBIA 

Los países desarrollados han subrayado, además, que lo más 
factible es que en los próximos años la Asistencia Oficial para el 
Desarrollo descienda aún más, fenómeno que se ha registrado en 
los últimos cinco años. 

Las diferencias entre las interpretaciones del Norte y del Sur, 
han hecho que en todos los escenarios internacionales de negocia­
ción ambiental surjan discusiones y enfrentamientos acalorados, 
y muchas veces kafkianos, sobre el significado y la viabilidad de 
estos principios y compromisos. Así se evidenció en las negocia­
ciones recientes de las conferencias de las partes de la Convención 
de Biodiversidad (diciembre de 1996), de la Convención de Cambio 
Climático (marzo de 1997), del Panel Intergubernamental de 
Bosques de las Naciones Unidas (febrero de 1997) y de la Asamblea 
Especial de las Naciones Unidas (junio de 1997). También quedó 
confirmado en la Cumbre de las Américas de Bolivia sobre desa­
rrollo sostenible (diciembre de 1996). 

DIFERENCIAS NORTE-SUR: UNA INTERPRETACIÓN 

DEL CONFLICTO 

lPor qué en las diversas negociaciones y foros internacionales, 
posteriores a la Cumbre de la Tierra, se han venido presentando 
crecientes diferencias con los principios mencionados? El proble­
ma se origina en el hecho de que en la Conferencia de Río predomi­
naron las premisas correspondientes a la época de la Guerra Fría, 
que ya no tienen mayor importancia para actores internacionales 
claves, como Estados Unidos. 

Así, la solidaridad internacional, los recursos nuevos y adi­
cionales y la transferencia de tecnología, en forma concesional y 
preferencial, son términos que se vinculan, fundamentalmente, a 
la concepción que los países desarrollados tenían sobre cooperación 
internacional en el contexto histórico y político vigente entre la 
década del cincuenta y la del ochenta. En este período, la coope­
ración internacional se concebía como un instrumento para obtener 
la lealtad de los países en desarrollo, hacia los países industrializados 
de Occidente o hacia la Unión Soviética. 
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La Guerra Fría tuvo un triunfador indiscutible: la economía de 
mercado, que se expresa en el libre comercio a nivel internacional. 
Coherente con este hecho, la Declaración de Río establece que 

"los Estados deberían cooperar para promover un sistema internacional 
favorable y abierto que llevara al crecimiento económico y al desarrollo 
sostenible de todos los países, a fin de abordar en mejor forma los problemas 
de la degradación ambiental"160

• Los países desarrollados han otorgado 
creciente prioridad a este principio de la globalización de la economía, en 
comparación con aquéllos ligados a la solidaridad internacional y a la 
transferencia de recursos. 

Los países desarrollados, al negar la posibilidad de transferir 
nuevos recursos de cooperación, parecen partir de la suposición de 
que el libre comercio y la internacionalización de los mercados, 
deberán producir los recursos requeridos para alcanzar el desa­
rrollo sostenible a nivel global. De otra manera, no se explica la 
enorme presión ejercida, por parte del mundo desarrollado, sobre 
el mundo en desarrollo, para que este último resuelva problemas 
ambientales de carácter global, a partir de recursos de origen 
doméstico, no obstante que, dada su naturaleza, necesitarían la 
solidaridad internacional. 

En forma similar, los países desarrollados, y muy en particular 
Estados Unidos, consideran que el mercado es el mecanismo más 
apropiado para la transferencia tecnológica, y que existen impo­
sibilidades y dificultades para hacer transferencias concesionales 
y preferenciales. Según ellos, las limitaciones se originan en el 
hecho de que una parte considerable de las tecnologías relevantes 
son de propiedad privada. 

Estados Unidos, basado en las anteriores visiones, así como en 
las posiciones de vieja data, dejó en la Cumbre de la Tierra sendas 
constancias, en relación con los principios de la Declaración de 
Río161

• Sobre el derecho al desarrollo (principio 3), que para muchos 

160 Principio 12. 

161 Constancia escrita, presentada por Estados Unidos en Report ofthe United Nations 
Conference on Environment and Development, vol. 2. 
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países del Sur constituye uno de los fundamentos de la solidaridad 
internacional, ese país presentó la siguiente constancia: 

"Los Estados Unidos, al unirse al consenso sobre la Declaración de Río, no 
cambia su posición de vieja data con referencia al denominado "derecho al 
desarrollo". El desarrollo no es un derecho. Al contrario, es un objetivo que 
todos tenemos y cuya realización depende, en gran medida, de la protección 
de los Derechos Humanos establecida en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos". 

En relación con las responsabilidades comunes pero diferen­
ciadas (principio 7), Estados Unidos dice que 

"no acepta ninguna interpretación de este principio que implique un 
reconocimiento o aceptación por parte de Estados Unidos de cualquier 
obligación internacional, deudas o cualquier disminución de las responsa­
bilidades de los países en desarrollo". 

Más recientemente, en el proceso de negociaciones que antece­
dieron la reunión de la Conferencia de las Partes de la Convención 
de Cambio Climático de Kyoto (segundo semestre de 1997), los 
Estados Unidos han planteado que los países en desarrollo deben 
adquirir compromisos obligatorios de reducción de gases inverna­
dero, en una posición que básicamente desconoce el principio de 
las responsabilidades comunes pero diferenciadas, incorporada en 
la convención. 

Sobre las relaciones de comercio y medio ambiente (principio 
12), el mismo país afirma que 

"entiende que, en ciertas situaciones, las medidas de comercio pueden 
suministrar medios efectivos y apropiados para enfrentar problemas 
ambientales que incluyen el ordenamiento sostenible de los bosques en el 
largo plazo y asuntos ambientales por fuera de la jurisdicción nacional, 
sujetos a ciertas condiciones". 

En último término, como mencionamos arriba, en cuanto a los 
recursos financieros, Estados Unidos no compartió el compromiso 
de incrementar la Asistencia Oficial para el Desarrollo de 0,35 por 
ciento del Producto Interno Bruto al O, 7 por ciento. 



UNA MIRADA A LARGO PLAZO 311 

Al traer a cuento estas constancias sobre los acuerdos de Río, 
Estados Unidos ha tratado de cerrar, en diversos escenarios de 
negociación, acaloradas controversias. Sin embargo, debe subra­
yarse que los compromisos sobre recursos financieros nuevos y 
adicionales establecidos en las convenciones de Cambio Climático, 
Biodiversidad y en la Declaración de Bosques, son muy diferentes 
a los compromisos sobre recursos nuevos y adicionales rela­
cionados con el aumento en dos veces de laAoo para financiar la 
Agenda 21. 

La fuerte posición asumida por Estados Unidos sobre esta 
materia, que comparte la mayoría de países desarrollados, tanto 
en las negociaciones globales como regionales, crean, como se 
evidenció en la Cumbre de Bolivia, un serio obstáculo para conce­
bir posibles propuestas para la acción y muchas limitaciones para 
la puesta en marcha de lo acordado. 

EL LIBRE COMERCIO Y EL MEDIO AMBIENTE 

Para muchos países en desarrollo, no resulta nada claro cuáles son 
las condiciones de libre comercio que proveerían los recursos 
financieros, requeridos para la protección y restauración de los 
recursos naturales renovables. Se sabe que la liberación del 
comercio está generando un mayor crecimiento de la economía 
global, pero también es evidente que los beneficios no llegan a todos 
por igual, y que algunos países bien podrían quedarse sin ellos. 

No es tampoco evidente cuáles son las condiciones del comercio 
internacional que asegurarían que el aprovechamiento de los 
recursos naturales se efectúe en forma sostenible. 

Así, por ejemplo, experiencias recientes muestran cómo la 
internacionalización del libre comercio está acelerando la destruc­
ción de algunos recursos estratégicos, como el caso de los bosques. 
El libre comercio ha creado las condiciones para que diversas 
empresas multinacionales del Sur y del Norte intenten aumentar 
sus actividades de explotación destructiva de valiosos bosques 
naturales, tal como se ilustra en los casos de Guyana, Surinam y 
Brasil. 
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Pero la apertura comercial también está presionando a los países 
a disminuir las regulaciones en materia ambiental, como lo ilustra 
el cambio que está ocurriendo en las legislaciones de Latinoamérica, 
con el fin de "facilitar" las operaciones de las multinacionales y 
"atraer" el capital extranjero. Por ejemplo, en Colombia y Venezuela 
existen iniciativas para disminuir la competencia de las autoridades 
del ambiente en el otorgamiento de las licencias ambientales para 
explotaciones mineras y entregarla, en la práctica, a los ministerios 
de minas. 

Al reconocer estas situaciones, en diferentes negociaciones 
internacionales, tales como el Panel Intergubernamental de Bos­
ques, se han acordado iniciativas dirigidas a que la inversión 
privada de origen internacional, que es una de las notas domi­
nantes del proceso de globalización, se oriente hacia proyectos 
sostenibles. Estas iniciativas constituyen una tendencia positiva, 
pero aún tienen un desarrollo incipiente. 

LA GLOBALIZACIÓN DE LA ECONOMÍA Y DEL MEDIO AMBIENTE 

La liberalización del comercio y la inversión son dos aspectos de la 
globalización de la economía, fenómeno crucial que está modelando 
el mundo de hoy y del futuro, y escenario en el cual se jugará la 
sostenibilidad ambiental del desarrollo. 

La globalización puede ser vista como un proceso en el cual los 
mercados económicos, las tecnologías y los sistemas de comuni­
cación exhiben, cada vez más, características globales y menos 
nacionales y locales. 

Como hechos fundamentales, asociados a la globalización, es 
necesario mencionar los siguientes: en primer término, ésta 
conlleva un incremento en la tasa de cambio y la difusión tecno­
lógica. En segundo lugar, una transformación de las estructuras 
de mercado hacia otras, caracterizadas por una mayor especiali­
zación geográfica de la producción, un mayor número de países 
que participan en la economía global, unos gustos más homogéneos 
del consumidor -como consecuencia de la comunicación y pro­
paganda masiva-, mayores flujos de inversión extranjera y un 
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incremento en las transacciones comerciales internacionales. En 
tercer término, una alteración de las formas de comunicación. 

La globalización es, a la vez, causa y efecto de la revolución de la 
información, impulsada por dramáticos cambios en las redes de la 
comunicación, como lo ilustra el uso cada vez más masivo del Internet. 

Por otra parte, la "globalización económica" es un concepto 
diferente al de "crecimiento económico". Si bien contribuye a éste, 
no es el único factor que lo explica, pues otros factores juegan 
también papeles importantes en ese proceso; entre otros, el 
crecimiento de la población, el patrimonio de los recursos naturales 
y la diversidad étnica y cultural. 

Además, la globalización crea nuevas inequidades entre los 
países. Al tiempo que debe mejorar las perspectivas del crecimiento 
económico a nivel global, puede reducir las perspectivas económicas 
de países individuales. Las inequidades son también de naturaleza 
intrageneracional e intergeneracional. La primera, objeto de un 
mayor debate público, se refiere a la distribución de los impactos 
ambientales y los costos de evitarlos para las presentes genera­
ciones. La segunda se refiere a la preocupación de que la relación 
entre el uso de los recursos y la contaminación, sea transferida a 
las futuras generaciones. 

De otro lado, la globalización económica no es equivalente a la 
globalización de los problemas ambientales, aunque ellos puedan 
estar relacionados. Por ejemplo, en cuanto la actividad económica 
a nivel global sea mayor, se presenta un incremento en la emisión 
de gases de efecto invernadero. Sin embargo, los efectos am­
bientales de la globalización no se limitan a los problemas ambien­
tales globales, sino que también se refieren a los locales, nacionales 
y regionales. 

Sobre las relaciones entre la globalización y el medio ambiente, 
un estudio recientemente adelantado por la Organización para la 
Cooperación Económica y el Desarrollo (ÜECD) publicó en 1997 un 
documento revelador que advierte lo siguiente162: 

162 Organization for Economic Cooperation and Development, Economic Globalízation 
and the Enuironment, Paris, OECD 1997, págs. 23-271. 
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"El análisis de las consecuencias de la globalización debe hacerse en un 
marco de tiempo más largo que el requerido para muchos asuntos 
económicos. Inicialmente, algunos elementos de una economía más 
globalizada pueden parecer benignos o aún positivos para el medio ambiente, 
pero puede ocurrir lo contrario cuando se examinan en una forma más 
dinámica, es decir, en un plazo más largo. 
"Existe una gran incertidumbre acerca de la capacidad, a largo plazo, del 
medio ambiente para soportar las presiones de la escala de actividad 
económica a que se puede llegar después de que la economía mundial se 
haya globalizado más, si se tiene en cuenta que ni siquiera se conoce a 
ciencia cierta la magnitud de la presión de la actual escala de actividad. 
"Por otro lado, la globalización puede abrir oportunidades para cambios 
estructurales o tecnológicos que amortigüen los efectos de la escala en ciertas 
situaciones. Éstas bien podrían implicar que los efectos negativos de la 
globalización sobre el medio ambiente puedan ser disminuidos con el curso 
del tiempo. 
"Sin embargo, jugar a esta posibilidad será muy arriesgado desde una 
perspectiva ambiental. La principal fuente de este riesgo es el pobre 
entendimient_o que hoy tenemos sobre las consecuencias ambientales del 
comportamiento económico actual. Ello significa que los efectos de largo 
plazo de la globalización no pueden ser vistos estructuralmente a través de 
los lentes de los intereses económicos de hoy. Se requiere una "aproximación 
precautelativa" que tome en cuenta la posibilidad de que las actuales 
percepciones, acerca de las consecuencias de la globalización sobre las 
condiciones ambientales del futuro, puedan resultar erróneas (y quizás muy 
erróneas). Por otra parte, el nivel requerido de "precaución" que debe ser 
aplicado, así como los instrumentos que serán utilizados en la imple­
mentación de esta aproximación, son asuntos que exigen una cuidadosa 
consideración". 

La anterior es una grave advertencia, cuya traducción en 
términos de política requeriría un liderazgo visionario, por parte 
de aquellos países que encabezan el proceso de globalización, es 
decir, los grandes de la ÜECD. Actitud que aún no se vislumbra por­
que, como el estudio en cuestión advierte, 

"desafortunadamente (sic), es mucho más fácil señalar la aproximación 
precautelativa en principio, que en la práctica. Esto se explica, en parte, 
porque las decisiones de política tienden a basarse más en las realidades 
actuales y no en las futuras posibilidades. También, porque la mayor parte 
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de los instrumentos para el análisis de los procesos económico-ambientales 
se enfocan principalmente en el mediano y corto plazo, dejando a un lado 
las consideraciones de largo plazo". 

PERSPECTIVAS DE COLOMBIA EN EL ÁMBITO INTERNACIONAL 

En los años futuros, la aproximación internacional hacia lo 
ambiental se caracterizará por los siguientes factores: 

l. Las soluciones de carácter incremental: la forma que ha 
predominado en las tres últimas décadas y que consiste en ir 
resolviendo los problemas en forma puntual. Es algo así como 
la solución bombero: "vamos apagando incendios", en la medida 
en que el fuego y el humo se vuelvan intolerables. El incre­
mentalismo, tal como lo han señalado Porter y Welsh, 

"niega la necesidad de tomar en cuenta las interrelaciones de todos los 
problemas y fuerzas globales, enfrentándolos sobre la base de caso por caso. 
Supone que se puede hacer un progreso razonable con respecto a los retos 
globales, dentro de los parámetros de las instituciones políticas globales 
existentes, la práctica diplomática tradicional y las realidades socio­
económicas vigentes" 163 • 

2. Los bajos niveles de cooperación internacional-en términos de 
recursos financieros y transferencia tecnológica- de los países 
desarrollados hacia los países en desarrollo, para apoyar los 
programas dirigidos a resolver los problemas ambientales 
globales, en relación con las necesidades que para el efecto se 
previeron en la Conferencia de Río. La disminución de la ayuda 
para el desarrollo, registrada durante los últimos cuatro años, 
parece ser una tendencia irreversible, tal como en diferentes 
escenarios han afirmado autorizados voceros de Estados Unidos 
y de la Comunidad Europea. 
De esta tendencia principal se excluyen algunos países desa­
rrollados, como los nórdicos, que han afirmado su compromiso 

163 lbíd., pág. 145. 
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de duplicar los niveles de la Asistencia Oficial para el Desarrollo, 
e incluso ir más allá, de acuerdo con la voluntad expresada en 
la Cumbre de la Tierra. La única posibilidad, en el mediano 
plazo, de garantizar un flujo de recursos económicos entre el 
Norte y el Sur, para la protección ambiental, se ubica en las 
diversas modalidades de compensación diseñadas para combatir 
el cambio climático, una de las cuales, la implementación 
conjunta, parece hoy muy promisoria 164

• 

3. La presión de los países desarrollados sobre los países en 
desarrollo para que éstos pongan en marcha las acciones que 
se requieren en el ámbito de su territorio y que buscan resolver 
los problemas de orden global, a partir de la suma de esfuerzos 
y recursos financieros de origen fundamentalmente doméstico. 

En el marco de estas tendencias, Colombia deberá desarrollar 
su política exterior ambiental, en sus diferentes dimensiones, entre 
las cuales, los bosques -y con ellos la biodiversidad-, los ecosistemas 
limítrofes, el comercio y el medio ambiente constituyen las áreas 
críticas de inserción del país en el contexto internacional. 

Al hacer esta última afirmación, debemos entender que 
Colombia es un país con una importancia media, en el campo de 
las relaciones internacionales ambientales. Son países claves 
aquellos que producen una contaminación actual o potencial de 
alto impacto a nivel global, o que cuentan con una riqueza signi­
ficativa de recursos naturales renovables, o que tienen una parti­
cipación importante en el aprovechamiento y comercialización de 
los mismos, o que tienen una gran fortaleza económica. 

164 La implementación conjunta se r efiere a acuerdos por medio de los cuales un país 
cumple parcialmente su cometido de reducir los niveles de emisión de gases 
invernadero, compensando algunas de sus emisiones domésticas con proyectos que 
financia en otro país. En el caso de los bosques, un gobierno de un país industrializado, 
o cualquier institución nacional que éste autorice, pública o privada, puede entregar 
a un país en desarrollo unos recursos económicos a cambio de que éste asegure la 
protección de un bosque natural. Se paga por la tonelada de carbón atrapado o por 
la plantación de un nuevo bosque; se paga por tonelada de anhídrido carbónico que 
atrape durante su crecimiento. 
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Según el World Watch Institute, los ocho "pesos pesados" en 
términos ambientales (E8) son: Estados Unidos, Rusia, Japón, 
Alemania, China, India, Indonesia y Brasil. Cada uno de ellos llena 
por lo menos, dos de las características mencionadas165• En 
conjunto, representan el 56% de la población mundial, el 59% de 
la producción económica, el 58% de las emisiones de carbono y el 
53% de los bosques (véase cuadro adjunto). 

"Los países industriales del E8 determinan las tendencias globales, en parte 
por su fortaleza económica, su alto nivel de consumo material y de definición 
de las tendencias sociales, y su dominio de la tecnología. La influencia de 
los países en desarrollo, en cambio, está determinada por su numerosa 
población, su rápido desarrollo económico y su rica diversidad de flora y 
fauna. Dado que estos ocho países consumen una proporción tan alta de los 
recursos mundiales y producen una proporción tan elevada de su 
contaminación, recae sobre ellos una responsabilidad mayor en la elaboración 
de soluciones para los problemas identificados en Río". 

Del hecho de que Colombia sea uno de los países de la mega­
diversidad, no se puede concluir que pertenezca a este grupo de 
potencias ambientales, puesto que, como se observa, no calificamos 
en otras dimensiones críticas. Nuestra diversidad biológica es, en 

País Población PIBmundial Emisiones Superficie Especies 
mundial 1994 (% ) de carbono mundial vegetales 
1996 ( % ) 199ü ( % ) arborizada florecientes 

1990(%) del mundo 
1990 ( % ) 166 

EU 5 26 23 6 8 
Rusia 3 2 7 21 9 
Japón 2 17 5 0.7 2 
Alemania 1 8 4 0.3 
China 21 2 13 4 12 
India 17 1 4 2 6 
Indonesia 4 0.7 3 8 
Brasil 3 2 16 22 
Total E8 56 59 58 53 

165 Flavin, op. cit., pág. 31. 

166 Basado en un total de 250.000 especies conocidas. E l total no ha podido calcularse 
debido a la coincidencia de especies en distintos países. 
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una alta proporción, compartida por otros países del trópico, en 
particular los amazónicos. Este hecho nos indica que al lugar que 
ocupamos como país megadiverso -uno de los tres más ricos- no le 
podamos atribuir un poder equivalente en el ámbito internacional, 
pues, aparte de los endemismos, nos estamos refiriendo a recursos 
con los cuales cuentan también otros países. Este último hecho 
hace que los usuarios de los recursos genéticos t engan diversas 
opciones para acceder a ellos y propender por su conservación ex 

situ. 
Además, de acuerdo con los estudios más recientes, los 

potenciales económicos de la biodiversidad están lejos de conver­
tirla en el petróleo verde del próximo milenio, frase que se acuñó a 
mediados de los años ochenta y aún se sigue oyendo en ciertos 
medios. 

Un economista ambiental, al revisar la literatura más reciente 
sobre la materia, ha llegado a observar que si estamos esperando 
que con las rentas del acceso a la biodiversidad se salven los bosques 
tropicales, éstos están condenados a desaparecer 167

• Al fin y al cabo, 
la biodiversidad es una materia prima básica y, como se sabe, la 
ganancia se ubica, cada vez más, en el valor agregado producido 
por la investigación y el desar rollo tecnológico, y m enos en aquélla. 
Así que, en últimas, las oportunidades económicas de Colombia en 
el campo de la biodiversidad estarán dadas por el grado de desa­
rrollo científico y tecnológico sobre su uso, que desarrolle en los 
próximos años . 

La conservación de los bosques naturales y su biodiversidad 
debe obedecer, entonces, a la necesidad de conservar estos eco­
sistemas como soporte de la vida, y prestadores de los diversos 
servicios vitales para el bienestar de la sociedad y de la actividad 
productiva. Sólo mediante una adecuada valoración de los servicios 
y productos de los ecosistemas boscosos, será factible lograr su 

167 Da vid Pear ce, i Can n on-market values save the world's forest?, en documento 
presentado en el simposio sobre "Non-market Ben efits of Forest ry", Edimburgo, 

junio de 1996. 
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conservación. Al ser algunos de ellos de carácter global, se estima 
que sería posible alcanzar una compensación justa, procedente de 
la comunidad internacional, que financie parte de la conservación 
de los bosques, tal como parece perfilarse hoy en las negociaciones 
sobre cambio climático, en relación con el mecanismo de imple­
mentación conjunta, dirigido a protegerlos como sumideros de 
carbono. A este último servicio de los bosques se le concede hoy un 
mayor potencial de producción de recursos económicos, que el 
correspondiente a ser soporte de la biodiversidad168• 

Es evidente que la conservación de la biodiversidad y los bos­
ques de Colombia, tiene un significado político a nivel inter­
nacional, dado el interés que tienen para la humanidad, y por ello 
constituye un campo estratégico para la política exterior del país. 
Si lo manejamos adecuadamente, puede traernos múltiples 
beneficios para nuestras relaciones internacionales, pero si no le 
prestamos la suficiente atención, puede convertirse en un nuevo 
estigma. 

En el interés de Colombia también está el buen manejo de sus 
fronteras, y ellas están conformadas por valiosos ecosistemas que 
compartimos con los países vecinos. De allí la importancia de 
plantear estrategias binacionales para la conservación y uso sos­
tenible de las cuencas hidrográficas internacionales, en algunas 
de las cuales existen conflictos actuales y potenciales. 

En la época de la internacionalización de la economía, se plantea 
el gran reto de propiciar mecanismos para que el incremento del 
comercio mundial se convierta en un soporte hacia el desarrollo 
sostenible o que, por lo menos, no se convierta en un nuevo factor 
de depredación. 

· A la vez que muchos países en desarrollo deben asegurarse de 
que las regulaciones ambientales de los países desarrollados no se 
utilicen como una barrera no arancelaria, es evidente que los 
consumidores de los países industrializados exigen, en forma 
creciente, productos sanos para la salud humana y para el ambien-

168 Pearce, i bíd. 
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te. A su vez, los grupos regionales comerciales buscan armonizar 
las regulaciones ambientales. La experiencia del Tlc (Tratado de 
Libre Comercio) sobre el particular, crea un precedente muy signifi­
cativo para las Américas, toda vez que su elaboración tuvo como 
uno de los telones de fondo el asunto ambiental. 

La relación, cada vez más estrecha, entre comercio interna­
cional y medio ambiente es un fenómeno creciente y complejo, al 
que Colombia aún se aproxima en forma marginal. Sus inter­
venciones en los foros especializados son esporádicas, y el gobierno 
actúa muy poco sobre la materia a nivel doméstico, actitud que 
puede colocar al país en una situación de mayor dependencia. 

El fortalecimiento de la gestión ambiental en el país parece 
haber traído, como respuesta, un mejoramiento del comporta­
miento empresarial en el campo ambiental, en particular de la gran 
industria, hecho que eventualmente disminuiría nuestros conflictos 
comerciales internacionales. Pero, como se ha dicho antes, es 
urgente colocar a la pequeña y mediana industria en posición de 
competitividad internacional, desde el punto de vista ambiental. 
Si no lo hacemos, la veremos marginada de los flujos internacionales 
de comercio y si, al no hacer nada, logra salvarse con base en el 
mercado doméstico y seguramente infringiendo las normas 
ambientales, lo hará a un alto costo social y ecológico. 

En síntesis, los tres problemas más críticos para la política 
exterior de Colombia en materia ambiental -la conservación y uso 
sostenible de los bosques y la biodiversidad, la protección de las 
cuencas hidrográficas internacionales y las relaciones comercio­
medio ambiente- están lejos de haber sido enfrentados a cabalidad. 
El primero es el único campo que demuestra algunos esfuerzos, 
aunque debemos reconocer que estamos aún lejos de enfrentar las 
principales causas de la deforestación y el declive de la biodi­
versidad. 
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LA REFORMA DE LA GESTIÓN AMBIENTAL EN DIFICULTADES 

Quienes vimos con optimismo la política ambiental anunciada por 
el presidente Ernesto Samper, al principio de su período, cons­
tatamos hoy con preocupación que ésta ha tenido una baja priori­
dad en su gobierno, como argumentamos en el capítulo V. Pero al 
tiempo, hemos registrado logros positivos y alentadores por parte 
las instituciones ambientales. 

Al registrar unos logros en el contexto de un sistema cuyo 
nacimiento se ha vulnerado, no estamos cayendo en una contra­
dicción. La gestión pública ambiental ha avanzado, pero ese avance 
pudo haber sido sustantivamente mayor, si se hubiese tenido la 
clarividencia de crear condiciones favorables para que la política 
ambiental que se deriva de la nueva institucionalidad, y que incluye 
el montaje de un Sina fuerte, se hubiese iniciado con el vigor reque­
rido para asentarse, adecuadamente, en todas las regiones del país. 
Ése no ha sido el caso con lo cual una buena parte de las nuevas 
entidades públicas no han adquirido ni la capacidad de gestión, ni 
el arraigo exigido en el medio donde actúan, lo cual pone en grave 
riesgo la reforma emprendida. 

LA GESTIÓN AMBIENTAL EN UN ESCENARIO DE DETERIORO 

lQué podemos decir hoy sobre la situación del medio ambiente en 
Colombia, en el contexto del desarrollo sostenible, con una 
perspectiva de largo plazo? A pesar del deterioro ambiental, la 
capacidad de reproducción y regeneración de la base natural de 
Colombia aún no ha llegado a una situación crítica global. Sin 
desconocer con eso que tal situación se presenta en algunos 
ecosistemas del territorio, como lo ilustra la "muerte" del río Bogo­
tá, los altos grados de contaminación registrados en algunos centros 
urbanos, o los graves procesos de erosión del suelo en diversos 
rincones del país. 

Los principales problemas ambientales se refieren, en términos 
sociales, a las deficiencias de la calidad de vida de un gran sector 
de-la población, a la inequidad y a la insostenibilidad de muchos de 
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los patrones de consumo y producción predominantes. Y en 
términos ecológicos, a la pérdida de capacidad productiva de los 
suelos, en especial los de la región andina, la contaminación, sobre 
todo en las zonas andina y caribe, el declive de la biodiversidad, la 
deforestación, y los desequilibrios de los sistemas hídricos. 

La conservación y uso racional de los bosques son una alta 
prioridad para el país. Este interés público ha sido históricamente 
derrotado por los inequitativos patrones de tenencia de la tierra y 
la pobreza. Pero los desarrollos que han tenido lugar con relación 
a la propiedad de los bosques, en particular a finales de la década 
de los años ochenta, crean las bases para transformar esta situación 
en una extensa área del territorio nacional: en los resguardos 
indígenas, cuya extensión territorial se duplicó durante el gobierno 
del presidente Virgilio Barco, los territorios de la cuenca del 
Pacífico, que están siendo titulados a las comunidades negras, como 
consecuencia de la Constitución de 1991, y los parques nacionales, 
cuya extensión territorial también se duplicó en el mencionado 
gobierno, se concentra la mayor proporción de bosques del país, 
que son de interés para la humanidad, por alojar la segunda riqueza 
en biodiversidad del globo. 

Estas tres modalidades de dominio de las tierras y los bosques, 
presentan grandes potenciales para su conservación y uso 
sostenible, pero también están llenas de potenciales para el conflicto 
social y nuevas violencias, algunas de las cuales se expresan en 
forma dramática, en diferentes regiones del país. Por eso, su 
concreción exigirá una gran dosis de voluntad, imaginación y 
negociación política, recursos económicos y eficiencia administra­
tiva por parte de las entidades del Sina, entre las cuales sobre­
salen: las corporaciones regionales, la nueva unidad de parques 
nacionales, los institutos de investigación y las entidades territo­
riales. Se necesitará también una gran solidaridad internacional, 
pero especialmente, procesos sociales dirigidos a que estos sistemas 
de tenencia de la tierra adquieran su debida legitimidad entre los 
diferentes grupos sociales. 

Las reservas campesinas, modalidad prevista en la ley de 
reforma agraria de 1994 con el fin de racionalizar la colonización, 
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y objeto de un programa prioritario del actual gobierno, no sólo 
son un camino posible hacia la justicia social y la paz, sino también 
un camino para evitar la deforestación y la degradación de los 
bosques. 

La gran presión sobre los bosques naturales, por la creciente 
demanda de madera y fibra, puede ser disminuida mediante las 
plantaciones forestales, campo en el cual parece que nos hemos 
acostumbrado al fracaso. Las causas del pobre desempeño del 
Certificado de Incentivo Forestal, puesto en marcha en 1994 y con 
una aplicación exitosa en otros países, deben ser escrutadas, con 
el fin de corregir los problemas en su diseño y aplicación. 

Las posibilidades de un programa gigante de reforestación, 
necesidad urgente de hoy, se ven opacadas por la inseguridad y la 
guerra que invade al país. Ello implica que la estrategia de 
reforestación debe considerar este factor de riesgo, en vez de llegar 
a considerarlo como un obstáculo insalvable. 

Por su parte, la mayor atención a la gestió°: ambiental urbana, 
descrita en otros capítulos, puede comenzar a resolver problemas 
de contaminación que afectan la salud de la mayor parte de los 
colombianos. Sin embargo, este objetivo puede frustrarse, si no se 
logra que los municipios ubiquen lo ambiental como una de sus 
prioridades, y resuelvan los más urgentes problemas relacionados 
con la adecuada disposición de las aguas servidas y las basuras. 

Las crecientes acciones de los municipios por conservar las 
cuencas hidrográficas, que abastecen sus acueductos y sustentan 
sus actividades productivas, son una clara respuesta a la Ley 99 y 
los recursos económicos que ella prevé para la protección de las 
fuentes de aguas, la otra gran prioridad del país. En estas tareas 
deben jugar un papel central las corporaciones regionales, como 
responsables de liderar la elaboración de los planes ambientales 
regionales, y prestar asistencia técnica a los municipios en la 
incorporación de la dimensión ambiental en la planificación local. 

Por otra parte, la creciente participación de la sociedad civil en 
la gestión ambiental es vital, y en ella recae gran parte de la 
responsabilidad y la esperanza de mejorar la gestión ambiental 
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nacional. El uso que hace la ciudadanía de los diversos instrumen­
tos jurídicos para la defensa de su derecho a un medio ambiente 
sano, en particular de la acción de tutela, así como de los diversos 
mecanismos de participación encaminados a garantizar su inter­
vención en las decisiones que afecten el medio ambiente, por 
ejemplo las audiencias públicas para el otorgamiento de las licencias 
ambientales, son una positiva tendencia. 

Pero en Colombia, como en el resto del mundo, los recursos 
naturales renovables y el medio ambiente sufrirán, en balance, 
nuevos deterioros, como consecuencia de la gran presión pobla­
cional (se estima que en nuestro país ascenderá a 60 millones hacia 
mediados del siglo próximo y que se duplicará a nivel global), de la 
insosteniblilidad de los modelos de desarrollo predominantes, de 
muchas de las tecnologías productivas en uso, y de los fenómenos 
de alteración ambiental de carácter global de origen humano. 

Es en este cuadro poco alentador donde deben moverse el 
Ministerio del Medio Ambiente y el Sistema Nacional del Ambien­
te, que incluye todos los protagonistas del proceso de desarrollo, 
públicos y privados. Si ellos no actúan con eficiencia y eficacia, no 
sólo enfrentaremos los nuevos deterioros del medio ambiente, que 
por diversas circunstancias no será posible evitar en el curso de 
las próximas décadas, sino también nuevos daños de la base natural 
que aún estamos a tiempo de impedir. 

En últimas, la meta del ministerio, de las corporaciones 
autónomas regionales y de las entidades responsables de la gestión 
en las cuatro grandes ciudades, como líderes del Sistema Nacional 
Ambiental, es desarrollar todas las actividades requeridas para 
garantizar la salud de los ecosistemas estra tégicos, tanto terres­
tres como marinos, o sea aquellos que juegan un papel crítico como 
soporte de la vida, o que prestan servicios fundamentales para la 
actividad económica y la satisfacción de las necesidades humanas; 
propender por la conformación de una agricultura sostenible, que 
dé prioridad al buen uso del suelo, y adelantar una acción dirigida 
a asegurar unos centros urbanos ambientalmente sanos, lo cual 
implica la adecuada disposición de desechos, la promoción de una 
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industria limpia y el establecimiento de unos sistemas de transporte 
más eficientes y menos contaminantes. Son metas que sólo podrán 
cumplirse, si el ministerio y las corporaciones tienen éxito en 
inducir a los municipios, responsables primarios de la gestión 
pública ambiental, a cumplir con los mandatos que la Constitución 
y la ley les asigna, y si los ciudadanos asumen a cabalidad las 
obligaciones que se derivan de su derecho a disfrutar de un medio 
ambiente sano. 

Las instituciones ambientales y los ciudadanos deben entender 
que es necesario fijar unas prioridades de conservación, restaura­
ción y manejo de los recursos naturales renovables y de medio 
ambiente, y que al hacerlo debemos renunciar a proteger muchos 
recursos en el corto y mediano plazo, lo cual significa tomar el 
riesgo de que se deterioren o desaparezcan para siempre. Son parte 
de los compromisos inevitables entre la protección ambiental y el 
progreso económico y social, compromisos que tienen como límite 
el no poner en riesgo la salud de los ecosistemas críticos para el 
soporte de la vida y de la actividad productiva. 

Uno de los mayores obstáculos que enfrentamos es el hecho de 
no contar con modelos para alcanzar el desarrollo sostenible, ni 
con ejemplos de su realización en ningún país. Se adelantan 
promisorias experiencias aquí y allá, pero estamos lejos de contar 
con un camino cierto para alcanzarlo. Por eso, debemos entender 
que el término "desarrollo sostenible" refleja una ideología 
internacional, una meta o una tendencia del pensamiento, que ha 
adquirido una amplia aceptación como consecuencia de una doble 
constatación: así como las sociedades aspiran a mejorar sus niveles 
de vida, tanto para las actuales como para sus futuras generaciones, 
la mayor parte de ellas entiende que es necesario detener los graves 
procesos de deterioro de los recursos naturales y del medio 
ambiente, restaurar muchos de los daños infligidos y proteger y 
hacer un uso armónico de los recursos con los que aún contamos. 

En últimas, estamos embarcados en la compleja tarea de 
alcanzar el bienestar humano y, al mismo tiempo, conservar la 
base natural que debe sustentarlo. En otras palabras, se trata de 
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establecer, en un país en desarrollo, una convergencia entre el 
desarrollo económico, la equidad y la conservación del medio 
ambiente, en el contexto de un mundo cada vez más globalizado 
que, a su vez, se encuentra enfrentado a unas amenazas ambien­
tales planetarias, uno de los signos de esa globalización. 
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